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OBJETO DE ESTUDIO, DELIMITACION, JUSTIFICACION DEL 
TEMA Y PLAN DE EXPOSICION.
Constituye el objeto del presente trabajo el estudio de la 
tributación y la valoración de los bienes inmuebles urbanos- 
dentro del ámbito de imposición de las personas físicas- en el 
Derecho Tributario. Quedan, por tanto, al margen de nuestra 
investigación principal, los problemas que en materia de 
valoración fiscal se plantean respecto de bienes inmuebles no 
urbanos y aquellos bienes inmuebles cuya titularidad 
corresponda a las personas jurídicas.
El problema de la valoración en Derecho Tributario es un 
tema ampliamente debatido. Las posturas se encuentran 
enfrentadas, oscilando desde la opinión de que debe 
mantenerse un valor único de los bienes a todos los efectos 
tributarios, hasta la consideración de que cada tributo tiene 
una finalidad propia y, en consecuencia, distinta debe ser la 
valoración dada a un mismo bien en cada tributo. Esta 
oscilación no ha sido mantenida únicamente por la doctrina 
sino también por la jurisprudencia. En efecto, el Tribunal 
Supremo dio un giro importante en su doctrina cuando en 1986 
optó por la unicidad en las valoraciones tributarias frente al 
principio de estanqueidad que había mantenido hasta ese 
momento apoyándose en el art. 9 LGT.
Sin embargo, consideramos que el problema de la 
valoración de los bienes en Derecho Tributario va mucho más 
allá de la disyuntiva valoración única o valoración múltiple. 
Consideramos que la solución a esta disyuntiva la dará el 
estudio del sistema tributario en su conjunto y por ello, 
creemos que debe realizarse el estudio de la tributación de los 
bienes inmuebles urbanos en el sistema tributario, para con
posterioridad analizar la racionalidad de las valoraciones 
tributarias.
Además, creemos que el núcleo central del problema de 
la valoración ya no es si debe existir una valoración distinta 
para cada tributo o por el contrario mantener una valoración 
unificada sino si la valoración que en cada impuesto se da es 
acorde o no con los principios de igualdad, capacidad 
económica, y justicia tributaria. Tras el análisis de las 
distintas figuras impositivas, quizá se llegue a una posible 
unificación de criterios valorativos, allá donde sea posible.
Elegida pues esta perspectiva, el planteamiento de la 
tesis se nos aparecía de la siguiente manera. Si bien, el núcleo 
esencial de nuestro estudio está constituido por el lugar que 
ocupa o debe ocupar la valoración en el Derecho Tributario, nos 
pareció conveniente hacer una primera delimitación del objeto 
de estudio para centrarnos en la valoración de los bienes 
inmuebles urbanos objeto de imposición en el ámbito de las 
personas físicas. No es que en el ámbito de las personas 
jurídicas no existan problemas de valoración, sino que su 
entidad es tal que son susceptibles de un estudio tan 
exhaustivo que nos conduciría a la realización de otra tesis 
doctoral.
Delimitado el ámbito de estudio, la Parte Primera de 
este estudio está dedicada al análisis de la tributación de los 
bienes inmuebles urbanos en el derecho Tributario Español, 
analizando a lo largo de cada capítulo la problemática que 
plantea la diversidad de valoraciones sobre los mismos bienes. 
Esta Parte queda dividida en dos grandes Capítulos donde 
estudiamos la Imposición estatal y la imposición local y 
dentro de cada capítulo analizamos la tributación de los bienes
inmuebles urbanos tanto desde la perspectiva de considerarlos 
fuentes de renta como bienes patrimoniales.
Concluida esta Parte primera, consideramos conveniente 
realizar un estudio de Derecho Comparado que nos indicara las 
soluciones al problema de valoración dadas en algunos países 
de nuestro entorno, que constituye la Parte segunda de esta 
tesis. Los países que han sido objeto de análisis son Francia, 
(Capítulo 3), Italia ( Capítulo 4) y Alemania ( Capítulo 5). Este 
último fue elegido, además de por su proximidad, por contar 
entre sus normas con una Ley de Valoración.
Con el fin de mantener un iter lógico y racional de la 
estructura del trabajo, los capítulos correspondientes al 
Derecho Comparado los hemos dividido siguiendo, en la medida 
de lo posible, la estructura utilizada para el análisis de 
nuestro sistema tributario. De este modo, los capítulos 
dedicados al Derecho Comparado cuentan con dos grandes 
bloques: imposición estatal e imposición local, para, a su vez, 
dentro de los mismos, analizar la imposición sobre la renta y 
la imposición patrimonial en sus dos vertientes dinámica - 
como imposición sobre la adquisición y transmisión de bienes- 
y estática -como imposición bien sobre el patrimonio global, 
bien como impuestos sobre la propiedad-.
No pretende ser esta tesis una obra cerrada que contenga 
respuestas a todos los interrogantes que suscita la valoración 
de los bienes inmuebles urbanos, si bien creemos que desde la 
perspectiva elegida se puede obtener una visión amplia del 
tema a estudiar.
Somos conscientes de que con la delimitación efectuada 
quedan múltiples puntos que estudiar, pero la exigencia de 
presentar un marco conceptual bien identificado en este
4trabajo hace que sea imposible abarcar todos los aspectos que 
gravitan alrededor de la valoración en Derecho Tributario.
PARTE I. REGIMEN JURIDICO TRIBUTARIO DE 
LOS BIENES INMUEBLES URBANOS EN EL 
DERECHO TRIBUTARIO ESPAÑOL.
Introducción.
La riqueza, y dentro de ella, la riqueza inmobiliaria, ha 
sido objeto tradicional de tributación no sólo en nuestro 
sistema tributario, sino también en los sistemas tributarios 
de los paises de nuestro entorno social, político y cultural. No 
cabe duda que la adquisición, tenencia y enajenación de bienes 
inmuebles es una plasmación en la realidad de la capacidad 
económica, capacidad económica que aparece en la práctica 
totalidad de sistemas fiscales como eje o base de la 
tributación1. La capacidad económica, como ha puesto de 
manifiesto la doctrina, puede contemplarse desde una doble 
vertiente: como capacidad económica absoluta, que implica la 
aptitud constitucional para ser sujetos pasivos del tributo, y 
como capacidad económica relativa, que es la base para 
determinar en qué medida un sujeto pasivo concreto debe 
contribuir a los gastos públicos2 .
1 art. 31.1 C.E. : “ Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos 
públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario 
justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad, que, en ningún 
caso, tendrá alcance confiscatorio".
2 En este estudio las referencias a la capacidad económica deben  
entenderse como capacidad económica relativa. Sobre la capacidad económica vid. 
entre otros: VICENTE-ARCHE DOMINGO, F. : “ Elementos cuantitativos de la 
obligación tributaria", RDFHP, n9 60, 1965, págs. 970 y ss.; SA IN Z DE 
BUJANDA, F. : “ Reflexiones sobre un sistema de Derecho Tributario Español", 
Hacienda y D erecho, vol. III, IEP, Madird, 1963, pág. 189-190; PALAO  
TABOADA, C.: “ Apogeo y crisis del principio de capacidad contributiva", en 
Homenaje a Federico de Castro, vol. II, TEC N O S, Madrid, 1976; C O R TES  
DO M ING UEZ, M. : “ El principio de capacidad contributiva en el marco de la 
técnica jurídica", RDFHP, n9 60, 1965, pág. 975; MARTIN DELGADO, J. : “ Los 
principios de capacidad económica e igualdad en la constitución española de 
1978", HPE, n9 60, 1979, pág. 61 y ss.; M ARTIN QUERALT, J. y LOZANO  
SERRANO, C. : Curso de Derecho Financiero v Tributario. TECNO S, Madrid, 3 a 
ed ., 1992, pág. 146; RAMALLO M A SSA N ET, J. : "Hecho imponible y 
cuantificación de la prestación tributaria”, C IV ITAS REDF, n9 20, 1978, pág. 
605; CASADO OLLERO, G . :" El principio de capacidad y el control constitucional 
de la imposición indirecta", CIVITAS REDF, n9 32, 1981, pág. 573; PEREZ DE 
AYALA, J.L. : “ Las cargas públicas: principios para su distribución", HPE, n9
Si a esto unimos las características físicas, tangibilidad 
y la difícil ocultación de los bienes inmuebles, no es de 
extrañar que el legislador desde el principio de los tiempos 
haya optado por someter a gravamen estos bienes3.
59, 1979, pág. 90; BAYONA DE PEROGORDO, J. y SOLER ROCH, M.: Derecho  
Financiero , ed. Compás, Alicante, 1987, págs. 176 y ss; LAGO, M. A. : “ Una 
interpretación constitucional de la funcionalidad de la capacidad económica como 
principio informador del ordenamiento financiero", C IV ITA S  R ED F, nfi 55, 
1977, pág. 379 y ss.; RODRIGUEZ BEREIJO, A.: “ Derecho Financiero, gastos 
públicos y tutela de los intereses comunitarios en la Constitución", en Estudios 
sobre el proyecto de Constitución. CEC, Madrid, 1978. pág. 354., “ El sistema 
tributario en la Constitución", REDC, nfi 36, 1992, pág. 9; FERREIRO LAPATZA, 
J.J. : Curso de Derecho Financiero Español. Marcial Pons, Madrid, 14a ed., 
1992, pág. 323.; PONT MESTRES, M. : " Principio constitucional de capacidad 
económica y ordenamiento tributario".en Constitución v normas tributarias. 
XVIII Congreso de la Asociación española de Asesores Fiscales, Ed. Aranzadi, 
1990, pág. 139; AGULLO AGÜERO, A. : " Estructura de la imposición sobre la 
renta y el patrimonio y el principio de capacidad contributiva", C IV ITAS REDF, 
ns 37, 1983, págs. 23 y ss; GIARDINA, E. Le basi teorlche del principio delta 
capacitá contributiva. Giuffré, Milano, 1961; M ANZO NI, I. “ Imposizione 
fiscali, diritti di libertá e garanzie costituzionali", en Studi in onore di En rico  
Allorio. vol. II, Giuffré, Milano, 1989, pág. 1989; M AFFEZZONI: Profili di una 
teoría giruidica generale d e ll’im posta . Giuffré, Milano, 1969.: II principio di 
capacitá contributiva nel diritto finanziario. Utet, Torino, 1970; M O SC H ETTI, 
F.: El principio de capacidad contributiva. IEF, Madrid, 1980; RASTELLO, L.: 
Diritto tributario, principi generali. 3® ed., Cedam, Padova, 1987; HENSEL, A. 
Diritto Tributario . Giuffré, Milano, 1956; NEUM ARK, F, Principios de la  
imposición. IEF, Madrid, 1974.
Por su parte el TC en sentencia 76/1990, 26-IV  ( fdto. jco 62), 
ha afirmado que
H el criterio de la capacidad económica no juega sólo y en todo caso, 
como parece creerse en perjuicio del contribuyente, sino también en su 
beneficio, efecto este último que resulta obligado por imperativo del art.
3.2. C.c., que manda ponderar la equidad en la aplicación de las normas”.
3 Desde la época romana ya encontramos muestras de la tributación de la 
propiedad y la tierra, y en concreto sobre los rendimientos de la misma como el 
diezmo o la vectigal de vino y aceite. En nuestro ordenamiento los impuestos de 
producto han sido los eslabones fundamentales para el sustento de la Hacienda 
Pública, hasta épocas relativamente recientes. Partiendo de 1845, fecha en que 
toda la doctrina está de acuerdo en que es el momento en que se puede hablar de un 
sistema tributario, hasta la reforma de 1964 podemos afirmar que los pilares 
básicos eran los impuestos de producto, y entre ellos figura destacada la 
contribución territorial rústica y urbana. Lento es el proceso de transvase de los
La riqueza urbana, como concreción del concepto genérico 
de riqueza imponible, por tanto, ha sido objeto tradicional de 
tributación. La riqueza puede contemplarse de dos formas 
distintas como renta y como patrimonio. En nuestro estudio 
vamos a centrar nuestra atención en el régimen jurídico 
tributario de los bienes inmuebles urbanos, en sí mismos 
considerados o como productores de renta gravada. Para ello 
realizaremos un recorrido a lo largo de las figuras impositivas 
que conforman nuestro sistema tributario, determinando 
dentro de cada figura la racionalidad interna y externa de esta 
regulación4.
Con este análisis de las distintas figuras impositivas 
existentes, que gravan de una manera u otra los bienes 
imuebles urbanos, pretendemos adentrarnos en lo que es el 
núcleo central de este trabajo: la valoración de los bienes 
inmuebles urbanos en el sistema tributario español.
impuestos de producto a una imposición personal. En nuestro sistema tributario 
actual ios inmuebles urbanos son objeto de tributación, ya sea en sí mismos 
considerados o como productores de renta para el sujeto pasivo en prácticamente 
todas las figuras tributarias, tanto estatales como locales, como tendremos 
ocasión de comprobar a lo largo de nuestro estudio. Vid, entre otros: FONTANA, J. 
La Hacienda en la historia de España ( 1 7 0 0 -1 9 3 1 ). IEF, Madrid, 1980; 
FU EN TES QUINTANA, E. Las reformas tributarias en España. Ed, Crítica, 
Barcelona, 1990; GARZON PAREJA, M. Historia de la Hacienda de España. 2 vol., 
IEF, Madrid, 1984; GRELLE, F. Stipendium vel tributum. La imposizione 
fondiaria nelle dottrine del II e III secolo. Jovene, Napoli, 1963.
4 Seguimos estos conceptos tal y como los plasma el Profesor SAINZ DE 
BUJANDA. La racionalidad interna de un tributo implica que sus elementos deben 
coordinarse y engarzarse armónicamente entre ellos sin que por tanto quepa 
discrepancia alguna. De este modo el hecho imponible, el objeto del tributo, la 
base Imponible y el tipo de gravamen deben guardar una armonía tal que su 
aplicación conjunta sea coherente. Por racionalidad externa entendemos la 
idoneidad de un tributo para integrarse en el conjunto del sistema tributario sin 
producir quiebras en el mismo. Vid. SAINZ DE BUJANDA, F. : La Contribución 
Territorial Urbana. Trayectoria histórica v problemas actuales. Consejo General 
de Cámaras de la Propiedad Urbana de la Comunidad Valenciana, Valencia, 1987, 
pág. 5 y ss.
La determinación del valor es pieza clave y fundamental 
para concretar la capacidad económica genérica que se grava 
con los impuestos. Esta capacidad económica genérica que 
viene plasmada en el texto legal, en la mayoría de las 
ocasiones a través del hecho imponible, se individualiza 
normativamente mediante otro elemento esencial del tributo: 
la base imponible y junto a ella, con la aplicación de tipo de 
gravamen, nos conducirá a la determinación y especificación 
de la deuda tributaria para el sujeto pasivo concreto5.
La base imponible, como tal concepto, no se encuentra 
definida en la LGT, en cuyo texto se limita el legislador a 
determinar los medios de comprobación de valores, medios que 
corresponden dentro del procedimiento de imposición a una 
fase distinta a la individualización de la capacidad económica 
a través de la base imponible6.
No vamos a entrar en la definición de la base imponible 
dado que ya ha sido dada por la doctrina y por tanto, partimos 
de la base imponible entendida como criterio de
5 w El estudio de la base imponible tiene que ocuparse, en primer lugar 
del problema de la valoración”: HENSEL, A. : Diritto Tributario, op. cit., pág. 76 
y ss.
6 Que no haya una definición general de base imponible no implica un 
error en la LGT, como ha puesto de manifiesto la doctrina, vid. GOTA LOSADA A: 
Tratado del Impuesto sobre la Renta. Ed. de Derecho Financiero, Madrid, tomo II, 
1971, pág. 533; SAINZ DE BUJANDA, F: “Los métodos de determinación de las 
bases imponibles y su proyección sobre ia estructura del sistema tributario", 
Hacienda y Derecho, vol. V I.,IEP , Madrid, 1973, pág. 193 y ss; C O R TES  
DO M ING UEZ, M: Ordenamiento tributario español. C IV ITAS, Madrid, 1985. En 
otros ordenamientos tampoco existe una definición genérica de base imponible 
siendo las leyes tributarias en concreto quienes determinan sus propias bases, 
vid. HENSEL, A : Diritto tributario, op. cit., pág. 76 y ss; G IA N N IN I, A.D. : 
Istituzioni de diritto tributario. Giuffré, M ilano,.1968.
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determinabilidad de la prestación tributaria7, o dicho en otros 
términos, la cuantificación de la capacidad económica del 
sujeto pasivo, para, tras aplicar el tipo de gravamen, 
determinar la prestación tributaria concreta. En el mismo 
sentido el TS en sentencia de 28 de junio de 1971 dictaminó 
que:
“Los conceptos de base imponible y base liquidable 
aparecen bien diferenciados en la LGT, aunque no 
figure en ella expresamente definida la primera, que 
viene a ser como la magnitud normal del hecho 
imponible”8.
Evidentemente es al legislador a quien compete la tarea 
de abordar en cada figura tributaria la determinación de esta 
base imponible como elemento esencial del tributo9. En
7 Este criterio de determinabilidad es un criterio normativo, es decir es 
base imponible aquello que el legislador concreta en la ley propia de cada tributo 
como tal. La base imponible táctica sería el resultado de esa cuantificación 
respecto del hecho imponible real. vid. RAMALLO M ASSANET, J. “ Hecho 
imponible y...", op. cit., págs. 618 a 620; V IC EN TE-A R C H E DO M ING O , F. : 
“Elementos cuantitativos ...", op. cit., pág. 923; CORTES DOM INGUEZ, M. : “El 
principio de capacidad contributiva ...", op. cit., pág. 1041; GENOVA GALVAN, A: 
“El concepto de base imponible", C IVITAS REDF, n® 43, 1984, pág 325; “ Los 
regímenes de determinación de la base imponible", RDFHP, n® 181, 1986, pág. 
13; LEJEUNE VALCARCEL, E: “Algunas reflexiones sobre la noción de base", 
RDFHP, n® 137, 1978, pág. 1199; LUEIRO LORES, M: “ El principio de equidad 
en la Ley General Tributaria: la base imponible", RDFHP, n® 214, 1991, pág. 
781; CORS MEYA, X: “La base imponible", C IVITAS REDF n® 71,1991, pág. 485; 
ALONSO CASADO, J. : “ Base imponible ( comprobación-seguridad jurídica)", 
GF, n® 5 7 ,1 9 8 8 , pág. 173; PALAO TABOADA, C . : “Métodos y procedimientos de 
determinación de las base imponibles”, HPE, n® 79, 1982, pág. 13; SAINZ DE 
BUJANDA, F . : “Los métodos de determinación ...”, op. cit., pág. 189
8 Ar. 3325
9 No vamos a entrar en la discusión de si la base imponible es o no 
elemento esencial del tributo, ya que tanto la LGT, en su art. 10 ( “ Se regularán 
en todo caso por ley: a) la determinación del hecho imponible, del sujeto pasivo, 
de la base, del tipo de gravamen, del devengo y de todos los demás elementos
consecuencia, los elementos y reglas utilizados para la 
determinación de esta base imponible deben quedar 
configurados por el legislador; es decir, los criterios de
determinación de la base imponible están sometidos al 
principio de reserva de ley, como así ha sido puesto de 
manifiesto tanto por la doctrina como por el Tribunal
Constitucional en reiteradas sentencias10.
Si además, la base imponible va dirigida a medir la
capacidad contributiva del sujeto pasivo, y esta capacidad 
contributiva es el presupuesto de legitimidad del deber de 
contribuir, se ha de concluir que esta capacidad contributiva 
limita las opciones del legislador, no sólo en la determinación 
del hecho imponible, sino también en la determinación de la
directamente determinantes de la cuantía de la deuda tributaria...’) como la 
doctrina sentada por el Tribunal Constitucional son bastante explícitas en este 
sentido:
“ La Constitución (arts. 3 1 .3 . y 132, 2 ), exige que el 
establecimiento de tributos se haga precisamente con arreglo a la ley, lo 
que implica la necesidad de que sea el propio Parlamento Vasco el que 
determine los elementos esenciales del tributo” (, STC 37/1981, 16-XI, 
fdto jco. 4 9 ,BJC, n® 7, 1981, pág. 505).
10 En este sentido, y como una pequeña muestra de las opiniones del TC  
reseñamos las siguientes:
MLa reserva de ley hay que entenderla referida a los criterios o 
principios con arreglo a los cuales se ha de regir la materia tributación: la 
creación ex novo de un tributo y la determinación de los elementos 
esenciales o configuradores del mismo, que pertenecen siempre al plano o 
nivel de la ley y no pueden dejarse nunca a la legislación delegada y menos 
todavía a la potestad reglamentaria! STC 6/1983,4-11, fdto. jco. 4®, BJC 
n® 23, 1983, pág. 224); H Se ha de estimar contraria a la reserva de ley 
en materia tributaria la remisión en blanco...( STC  179 /1985 ,19-X II, 
fdto. jco. 3®, BJC n® 57, 1986, pág.), “ ...cuando el art. 31 .3 . proclama, 
..., que sólo podrán establecer prestaciones patrimoniales de carácter 
público con arreglo a la ley, está dando entrada la Norma fundamental no a 
una legalidad tributaria de carácter absoluto ..., sino, con mayor 
flexibilidad a la exigencia de que ordene la ley los criterios o principios con 
arreglo a los cuales se ha de regir la materia tributaria y, concretamente 
la creación ex novo del tributo y la determinación de los elementos 
esenciales o configuradores del mismo.”( STC 19/1987, 17-11, fdto. jco. 
4®, BJC n® 71, 1987, pág. 271.)
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base imponible11. Por ello, la capacidad económica no sólo 
exige del legislador que en su actuar busque la riqueza allí 
donde ésta se encuentre sino además, que los elementos 
cuantitativos elegidos por el legislador como parámetros de 
esa capacidad económica deben ser efectivos y proporcionados 
a la capacidad misma.
En aquellos tributos cuyo objeto son bienes 
cuantitativamente determinados el legislador encuentra en la 
determinación de la base imponible una tarea sencilla. Sin 
embargo, cuando el objeto de tributación es un bien no 
determinado cuantitativamente, el legislador debe determinar 
los criterios que van a servir para convertir este bien - 
manifestación de capacidad económica- en una cuantía 
monetaria. A esta determinación podemos denominarla 
valoración12. Es decir, valoración es el conjunto de actuaciones 
tendentes a expresar cuantitativa o monetariamente un bien no 
expresado en dinero.
Dentro de la valoración se deben distinguir dos fases: la 
definición normativa de los valores y criterios a utilizar y el 
procedimiento técnico de esta valoración. La primera fase 
corresponde al legislador quien deberá, en consecuencia, 
determinar el concepto de valor utilizado, la medida o criterio 
de valoración y, al mismo tiempo, deberá hacerlo de forma tal 
que el contribuyente sepa a priori cual va a ser el montante de
1 1 MOSCHETTI, F. : EL Principio de capacidad...:, op. cit., pág. 305; 
CASADO OLLERO, G. : " El principio de capacidad ...N, op. cit., pág. 577; 
.E S E V E R R I, E: “ Los límites al deber de contribuir”, Revista Estudios 
Económicos, nB 1, 1990, págs. 145 y ss.
12 TIPKE.K. : Steuerrecht. Ein svstematicher Grundiss. Ed. Dr. Otto 
Schmidt, 5* ed., Kóln,1978, pág. 373; CARROBE GENE, M. : Estudio sobre la Ley 
de Valoración fiscal en la República Federal de Alemania. IEF, monografía n® 85, 
Madrid, 1990, pág. 151.
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su deuda tributaria. De esta forma se salvaguarda la seguridad 
jurídica. El segundo momento de la valoración, el 
procedimiento técnico, quedará en manos de expertos como en 
el caso de averiguación del valor catastral queda en manos de 
arquitectos y personas especializadas en medición y cálculo de 
valores básicos del suelo, módulos de utilidad, características 
arquitectónicas, etc.
La valoración no es un fin en sí misma sino un medio que 
sirve a un fin determinado, por lo que será necesario para 
elegir el criterio de valoración adecuado, preguntarnos a qué 
fin sirve el tributo concreto examinado13. De este modo, 
cuando se preconizan las virtudes de un impuesto global sobre 
la renta, se hace sobre la base de que es este impuesto el que 
mejor se acomoda a la capacidad contributiva. Así las cosas, la 
renta neta como base imponible del impuesto es la medición 
cuantitativa de la capacidad contributiva del sujeto pasivo y 
además esta capacidad contributiva será la que determinará en 
qué medida el sujeto pasivo del impuesto debe contribuir a los 
gastos públicos.
La valoración de los bienes inmuebles, como elementos 
que ponen de manifiesto la capacidad económica de su titular, 
y, concretamente, el concepto de valor utilizado junto con los 
criterios básicos de valoración, deberán contenerse en la Ley 
que regula los tributos en concreto, pues de lo contrario, 
principios constitucionales como la reserva de ley, la 
capacidad económica y la seguridad jurídica podrían verse 
seriamente afectados.
13 VOGEL. K. : “ Verkehrswert, Ertragswert und andere W erte’, DStZ, 
1979, pág. 28; CARROBE GENE, M .p u e d e  concluirse que la relación de valores 
o, mejor dicho, la colocación por orden de prioridad u ordenación jerárquica del 
valor de los bienes expresado en dinero, dependerá del fin, función o naturaleza 
que tenga cada impuesto", Estudio.... op. cit., pág. 174
14
Por ejemplo, en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, si los bienes inmuebles son considerados 
fuentes productoras de flujos de ingresos para el sujeto 
pasivo, en la regulación del impuesto debería contenerse, al 
menos: concepto de bien inmueble, fuente productora de la 
renta; determinación de los ingresos y gastos computables, y 
la renta neta procedente de estos bienes inmuebles. Ello debe 
ser así, puesto que si el objeto del impuesto es la capacidad 
económica del sujeto pasivo medida en términos de renta neta, 
y el hecho imponible es la obtención de rendimientos, tanto 
éstos como aquella se encuentran sometidos al principio de 
reserva de ley como elementos esenciales del tributo. La renta 
neta será la efectivamente obtenida por el sujeto pasivo, 
cumpliendo de este modo con el deber de contribuir atendiendo 
a la capacidad económica del sujeto pasivo.
Los bienes no tienen un valor en sí mismos, sino que su 
valor depende de su utilidad, del fin o del punto de vista desde 
el que se observen. Así, por ejemplo, el valor de mercado14 
observa los bienes desde el punto de vista de su enajenación y 
no desde el punto de vista de su posesión, por lo que podríamos 
hacer una primera reflexión ¿puede el legislador utilizar como 
criterio de valoración el valor de mercado para determinar la 
base imponible de impuestos patrimoniales?. En principio, 
pensamos que no es posible por varios motivos: en primer 
lugar, porque la finalidad de los impuestos patrimoniales no es 
la de gravar el movimiento de los bienes y, en consecuencia, 
las variaciones patrimoniales que se producen con la
14 El art. 7 de la Ley 18/1991, de 6 de junio, del IRPF, ha conceptuado 
legalmente qué ha de entenderse por valor normal de mercado. En este sentido es 
valor normal de mercado el que se acordaría, de acuerdo con el juego de la oferta 
y la demanda, entre partes independientes.
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transmisión sino, por el contrario, lo que se mide con un 
impuesto patrimonial es la capacidad económica adicional que 
la posesión de ese patrimonio supone para el sujeto pasivo. En 
segundo lugar, y como consecuencia de lo anterior, la base 
imponible de los impuestos patrimoniales consiste en la 
medición de la posibilidad de uso que estos bienes ofrecen para 
quien los posee.15.
Siguiendo la doctrina alemana, y en concreto a Vogel, hay 
que decir que desde el punto de vista jurídico-tributario, el 
valor de un bien ha de determinarse en función del rango que 
dicho bien ocupa dentro de la jerarquía general de los otros 
bienes16. Este valor es un valor objetivo, no un valor subjetivo, 
es decir no es el valor que tiene un bien para una persona en 
concreto, sino el valor que el bien tiene objetivamente 
considerado. De este modo, se afirma que el valor es la 
representación de la utilidad que un bien proporciona o es 
susceptible de proporcionar a su propietario. Este valor de 
utilidad puede a su vez diversificarse en tres valores 
distintos, valor de rendimiento, o lo que es lo mismo la
16 Hay autores que opinan que sí debe utilizarse el valor de mercado, 
como FERNANDEZ-CASTAÑO SANTOS, M. Establecimiento de un valor fiscal único 
de los inmuebles urbanos basado en el valor de mercado. Nuevas técnicas de 
valoración. IEF, Madrid, 1989. Por el contrario, CARROBE GENE, siguiendo a la 
doctrina alemana opina que “ parece un contrasentido querer gravar la posesión 
de los bienes con criterios de valor pensados para supuestos de enajenación de los 
bienes, es decir, para supuestos en los que la cosa deja de poseerse.”, op. cit., 
pág. 174.
16 VOGEL,K.: “verkehrswert...", op. cit. págs. 28 y ss; K IRCHHOF, P. : 
“V erfassu n g srech tlich e  M assstábe  für d ie E in h e itsb ew ertu n g  des  
Grundbesitzes", DStR, pág. 575, CARROBE GENE, M.: Estudio de .... op. cit. pág. 
175 y ss.; FERNANDEZ PIRLA entiende que el valor de un bien no es otra cosa que 
la expresión cuantitativa de sus cualidades funcionales, vid. V a lo ra c io n e s  
administrativas de mercado del suelo v de las construcciones. Colegio de 
Arquitectos, Madrid, 1982, pág. 15.
16
utilidad en términos monetarios que reporta el bien; valor en 
uso o utilidad que puede reportar el bien, pero del cual no se 
percibe rendimiento alguno; y por último,valor de enajenación 
o utilidad que reporta el bien en estado de venta.
Las discusiones en torno a la valoración de los bienes, en 
nuestro ámbito jurídico se han centrado fundamentalmente en 
dos ideas opuestas: la estanqueidad y la unidad de 
valoraciones.
En un primer momento, y basándose en lo preceptuado por 
el art. 9 LGT, se entendía que en cada figura tributaria podía 
valorarse un mismo bien de forma distinta y esta valoración no 
tenía por que afectar a otros tributos de los cuales también 
fuera objeto el mismo bien. De ahí que se preconizara la 
estanquiedad de valores.
Al amparo de lo dispuesto en el citado precepto17, la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo construyó la doctrina del 
principio de estanqueidad tributaria, en virtud del cual las 
valoraciones de bienes respecto de un tributo no vinculan a la 
Administración respecto de otros tributos. De este modo, en 
sus primeras sentencias sobre el tema, afirmaba el Tribunal:
“la prioridad en el orden tributario al principio de 
estanqueidad sobre el de unicidad de la 
Administración... pues aunque sería de desear la 
actuación armónica de las distintas oficinas 
gestoras... no puede serles actualmente ordenado por 
vía judicial"18.
17 art. 9 LGT M Los tributos cualesquiera que sean su naturaleza y 
carácter se regirán... b) por las leyes propias de cada tributo”.
17
Ha sido el propio cambio de criterio operado en las 
sentencias del Tribunal Supremo, unido a los principios y 
postulados constitucionales los que han venido inclinando el 
peso de la balanza en esta discusión en torno a las 
valoraciones, a favor de la unicidad, si bien hay que decir que 
esta unidad de valoraciones no impide que en los distintos 
tributos existan reglas específicas para determinar la base 
imponible, sino que lo único que determina es la imposibilidad 
por parte de la Administración de valorar dos veces un mismo 
bien aunque afecte a dos tributos distintos19.
El cambio jurisprudencial se basaba en dos principios: de 
una parte, el principio de personalidad jurídica única de la 
Administración contenido en el art. 1 de la Ley de Régimen 
Jurídico de la Administración del Estado20; de otra, el 
principio de coordinación que deriva directamente del art. 103 
de nuestra Constitución: “ La Administración Pública sirve con 
objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los 
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, 
desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la 
Ley y al derecho”21.
18 STS 21-V -1979 (Ar. 2029). Otras sentencias en esta línea, vid. 
S sT S  1 5 -X I-1 9 7 5 ,(A r . 4 3 3 1 ), 3 0 -1 -1 9 8 0 ,(A r. 1 9 0 ), 2 4 - IV -1 9 8 4 ,(Ar.
2 8 4 9 ) .
19 En este sentido vid. DELGADO PACHECO, A. : ■ Las actuaciones de 
valoración de la inspección de los tributos", en La valoración fiscal y la 
seguridad dei contribuyente. XXXV Semana de Estudios de derecho Financiero. 
IEF, Madrid, 1990, pág. 181.
20 La Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado ha sido 
derogada, en aquello en lo que contradiga, por la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre de régimen jurídico de las Adm inistraciones Públicas y de 
Procedimiento Administrativo. En esta Ley el art. 3.4. dispone que cada una de las 
Administraciones Públicas actúan para el cumplimiento de sus fines con 
personalidad jurídica única”.
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Por ello, consideramos que la solución al problema de la 
valoración debe ser enfocada de modo distinto. Es decir, 
debemos dejar a un lado la estanqueidad o la unidad y debemos 
centrarnos en la necesidad de valoración en los distintos 
impuestos, valoración que en todo caso, deberá respetar los 
principios constitucionales financieros. Para ello deberemos 
abordar el estudio de cada una de nuestras figuras impositivas.
2 1 . Este postulado constitucional se recoge también en la Ley 30/1992, 
en su art. 3.1. La personalidad única de la Administración ya se encuentra, como 
punto de apoyo para su doctrina, en la STS de 26-X-1984 (Ar. 5056). En la STS 
de 23-IV -1985 (Ar. 1832) el Tribunal manifiesta que :
“ la ulterior evolución del ordenamiento jurídico especialmente, 
desde la Constitución espartóla de 1978, ha puesto de relieve la primacía de 
los principios relativos a los derechos fundamentales que proclama entre 
ellos el de tutela efectiva judicial, de su art. 24 .1 , y por otra parte la 
personalidad jurídica única de la Administración denota claramente que 
dicha personalidad le obliga en su actuar conforme al principio general que 
impide ir contra sus propios actos y mientras no lo haga ha de atenerse a lo 
ya actuado como debe reconocerse en un Estado de Derecho, por b  que... si 
había aceptado una valoración en el ITPAJD no puede desconocerla y 
practicar otra distinta a efectos del impuesto sobre Sociedades" En el 
mismo sentido STS 3-111-1986, (Ar. 1050).
En la STS 25-V I-1987 (Ar. 4931) afirma el Tribunal que:
w ante la aceptación del valor de un bien a efectos de un impuesto la 
Administración no puede practicar otra valoración sobre los mismos bienes 
a efectos de otro impuesto”; en el mismo sentido STS 11-V I-1988 (Ar. 
4 8 8 6 ), STS 2 0 -X II-1 9 9 0 ,(A r. 10 1 4 7 ).
En la STS 6-111-1991, además se incardina la distinta valoración de los 
bienes con el principio de igualdad y en este sentido afirma el Tribunal :
“ no se comprende que el mismo bien tenga un valor cuando se 
compra y otro valor distinto cuando se dona, o mejor que una parte indivisa 
de un mismo bien tenga el mismo día dos valores distintos, uno para la 
compraventa y otro para la donación, es decir, para una transmisión en 
ambos casos inter vivos, y sin que el hecho de que en un caso la transmisión 
sea onerosa y en otro caso lucrativa tenga por qué influir en el valor del 
bien que es y así ha de ser una circunstancia objetiva totalmente ajena al 
negocio jurídico de que es objeto... Se infringe el principio de igualdad ante 
la ley proclamado por el art. 14 CE si quien adquiere por donación tuviera 
que pagar más que quien adquiere por compraventa el mismo bien o una 
parte indivisa de él, por lo que debe prevalecer el principio constitucional 
de igualdad".
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En consecuencia, el problema de la valoración ya no es si 
debe existir una valoración distinta para cada tributo o por el 
contrario mantener una valoración unificada22, sino si la 
valoración que en cada impuesto se da es acorde o no con los 
principios de igualdad, capacidad económica, y justicia 
tributaria. Tras el análisis de las distintas figuras 
impositivas, quizá se llegue a una posible unificación de 
criterios valorativos, allá donde sea posible23.
Vamos a distinguir dentro de nuestro ordenamiento 
tributario y a efectos de estudio, dos grandes bloques que 
conforman los dos Capítulos de esta Parte I: imposición 
estatal e imposición local. Dentro de ambos, distinguiremos a 
su vez tres ámbitos de estudio: imposición sobre la renta, 
imposición sobre el patrimonio e imposición sobre el tráfico o 
transmisión de bienes.
22 Con esta afirmación no pretendemos confrontar nuestro estudio con 
aquellos autores que mantienen la necesidad de una valoración única, sino que lo 
único que pretendemos es poner de manifiesto nuestro enfoque de estudio. Entre 
otros, BANACLOCHE PEREZ, J.: “ Necesidad de una ley única de valoraciones",en 
La valoración fiscal v la seguridad del contribuyente. XXXV Semana de Estudios de 
Derecho Financiero. IEF, Madrid, 1990, pág. 121.
23 Este enfoque distinto también lo ha puesto de manifiesto ESPEJO  
POYATO, I; “ Valoración unitaria o estanqueidad de valoraciones ¿es ésta la 
cuestión?", CaT, monografía nfi 109, febrero 1990.
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CAPITULO 1. TRIBUTACION DE LOS BIENES 




Como parte integrante del concepto genérico de riqueza 
imponible y por cuanto suponen una manifestación de capacidad 
económica, los bienes inmuebles urbanos son objeto de 
tributación, ya sea por la obtención de rendimientos que de los 
mismos se deriva - renta-, ya sea por la titularidad o tenencia 
de los mismos - patrimonio en un sentido más amplio-. Dentro 
de ambos conceptos, renta y patrimonio, es el legislador quien 
se encarga de ir restringiendo el ámbito de la sujeción a la 
imposición.
Como delimitación previa, debemos determinar el 
concepto de bienes inmuebles para con posterioridad 
centrarnos en el concepto de bienes inmuebles urbanos. Para la 
delimitación de ambos conceptos acudiremos en primer lugar a 
nuestro ordenamiento financiero y, de no existir un concepto 
estrictamente tributario acudiremos a su sentido jurídico, 
usual o técnico24. La Ley 18/91 del IRPF no nos da un concepto 
de bienes inmuebles. Dentro de nuestro sistema tributario no 
encontramos una definición de bienes inmuebles, aunque sí una 
clasificación de los bienes inmuebles de naturaleza urbana y 
de naturaleza rústica, a efectos del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles en los arts. 62 y 63 de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales25. En el Derecho común y, en concreto en el 
Código Civil, tampoco encontramos una definición de bien 
inmueble sino una enumeración de lo que se entiende por tal26. 
Por todo ello, acudimos al sentido usual del término tal y como
24 art. 23 LGT.
25 Estos preceptos son estudiados en el capítulo 2 de este trabajo.
26 art. 334 Ce.
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determina el art. 23 LGT en cuanto interpretación en el ámbito 
tributario se refiere. Etimológicamente, y atendiendo al 
sentido usual del término, podemos definir como bienes 
inmuebles, aquellos que por la naturaleza de sus elementos, 
tienden a estar fijos en un determinado lugar con carácter de 
permanencia, como las fincas, casas, solares, etc.
Así como no encontramos en la Ley 18/91 una definición 
de bien inmueble, ni de bien inmueble urbano, el Reglamento 
del IRPF sí que nos da una definición de este último a los 
efectos de la tributación de los rendimientos de capital 
inmobiliario. En este sentido el art. 6 del Rgto IRPF determina 
que se consideran bienes inmuebles urbanos las edificaciones y 
en su caso, los terrenos anejos a las mismas, pertenecientes 
al propietario o propietarios de aquellas y destinados a 
espacios verdes, jardines, parques, instalaciones deportivas o 
similares de uso exclusivo de los mismos, cuando dichos 
terrenos o instalaciones les pertenezcan, bien individualmente 
o en común, según los casos.
Hay que advertir, no obstante, que esta definición de bien 
inmueble urbano, según el propio Rgto únicamente se formula a 
efectos el art. 34. b) de la Ley, es decir, a efectos de la 
imputación de rendimientos por bienes inmuebles urbanos no 
arrendados o subarrendados. En consecuencia, cuando estemos 
ante un arrendamiento o subarrendamiento de bienes 
inmuebles, pensamos que debemos acudir a los arts. 62 y 63 de 
la LRHL para determinar en cada caso si el arrendamiento es de 
un bien inmueble urbano o rústico.
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1.1. Imposición sobre la renta personal. Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) 27.
Dentro de este apartado vamos a estudiar la renta 
obtenida por los sujetos pasivos residentes y, en consecuencia, 
únicamente vamos a entrar en el estudio de la obligación 
personal de contribuir.
La Ley 18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, constituye el marco normativo 
esencial de la tributación de las rentas percibidas por 
personas físicas a partir de uno de enero de 1992. Junto a ella, 
el R.D.1841/1991, de 30 de diciembre, aprueba el Reglamento 
del Impuesto28. Esta nueva regulación -pese a que en la propia
27 Al igual que el IRPF, el Impuesto sobre Sociedades tiene como hecho 
imponible la obtención de renta por el sujeto pasivo. Las fuentes productoras de 
renta, además de las típicas de la explotación económica, también pueden ser en 
este caso los bienes inmuebles no afectos a la explotación y los incrementos y 
disminuciones de patrimonio.
Por lo que se refiere a los bienes inmuebles, no existe la 
imputación de rendimientos por la propiedad o posesión de los mismos. 
Unicamente quedan gravadas en e ISoc. las rentas efectivas derivadas de los 
inmuebles. En este punto el legislador, a diferencia de lo que sucede en el IRPF, 
ha tenido en cuenta la racionalidad interna del tributo, y consecuentemente si lo 
que el ISoc. grava es la renta obtenida por el sujeto pasivo, no cabe una 
imputación de rendimientos que no se corresponda con la realidad económica del 
mismo.
En el ISoc. un bien inmueble produce rendimientos, cuando en 
virtud de cualquier negocio jurídico, su uso, disfrute o posesión esté cedido a un 
tercero y medie contraprestación. También produce rendimientos cuando se 
afecta al proceso productivo, pero en este caso no es considerado como 
rendimiento aislado sino como parte de dicho proceso.
Los principios valorativos son los derivados de los criterios de 
valoración contables con matizaciones cautelares fiscales. En operaciones 
vinculadas se aplica el criterio del valor normal de mercado.
28 Junto a la Ley y Rgto. han ido apareciendo las Ordenes Ministeriales 
que regulan aspectos concretos del impuesto, como la nueva estimación objetiva o 
los modelos de los pagos fraccionados, etc. en los que no vamos a entrar. La Ley se 
publicó en el BOE de 7-VII, y el Rgto en el BOE de 31 -XII.
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Exposición de Motivos se niegue- supone la ruptura definitiva 
con la concepción de renta que originariamente se plasmó en la 
Ley 44/78, de 8 de septiembre, del IRPF, y que se matizó sobre 
todo con la reforma parcial de 198529. A pesar de la pretensión 
de conseguir un impuesto sintético, la “renta se entiende 
obtenida en función de la fuente u origen de la misma”, o lo que 
es lo mismo, la renta del sujeto pasivo será la suma de las 
rentas netas parciales resultantes de la aplicación de las 
normas contenidas en la ley y normas reglamentarias.
1.1.1. Rendimientos de capital inmobiliario.
El actual IRPF, al igual que la regulación dada por la Ley 
44/78, entiende la renta de una forma extensiva, como toda 
afluencia a la riqueza del sujeto pasivo, o lo que es lo mismo, 
el equivalente al consumo más la variación neta del patrimonio 
del sujeto pasivo30. Esta concepción de renta es la seguida por
29 En la Exposición de Motivos el legislador nos dice que " la reforma no 
trata de conseguir un tributo radicalmente distinto del vigente”. Sin embargo, al 
acercarnos al texto positivo podemos vislumbrar perfectamente el cambio de 
orientación. Ya no nos encontramos ante un impuesto sintético, -característica 
que, por otra parte, con las reformas posteriores a la Ley 44/78 ya se había ido 
perdiendo-, sino ante un impuesto mixto, es decir sintético y analítico al mismo 
tiempo, y por tanto ante una renta total, compuesta a su vez por la suma de tantas 
rentas parciales como fuentes de rentas ha establecido el legislador. Vid. MARTIN  
QUERALT, J: “ El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas", Curso de 
Derecho Tributario. Marcial Pons, 88 ed., Madrid, 1992, pág. 51; VVAA: La  
reoularización fiscal v la nueva legislación de renta v patrimonio. Ed. GF, 1991, 
pág. 94.
3 0  En la anterior regulación del IRPF ( ley 44 /1978 ),se vislumbraba 
claramente la influencia que el Informe Cárter tuvo en la redacción de este 
impuesto. Efectivamente, se buscaba con la redacción del IRPF un gravamen 
único, integral de todas las rentas del sujeto pasivo. Junto a esta influencia 
encontramos, en esta legislación, latente el concepto de renta de Shanz-Haig- 
Simons como el aumento de poder para satisfacer las necesidades en un período
la práctica totalidad de los Hacendistas, tras analizar el 
gasto, la renta o el patrimonio como manifestación de la 
capacidad económica, para determinar cuál de ellos es el que 
mejor se adapta a dicha capacidad económica31.
Dentro de este concepto de renta, evidentemente, se 
encuentran los rendimientos procedentes del capital y dentro 
de este gran concepto los rendimientos de capital inmobiliario.
La actual regulación del IRPF no ha alterado el concepto 
de rendimiento de capital existente en la anterior 
legislación32. Como elementos patrimoniales, no afectos a 
actividades empresariales o pro fes iona les33, y en 
consecuencia susceptibles de generar rendimientos de capital 
inmobiliario, se incluyen los bienes inmuebles urbanos en dos
dado, ya esté constituido por dinero propiamente dicho o por algo susceptible de 
valoración en términos monetarios. Vid. SHANZ, G. vo n :M El concepto de renta en 
las leyes reguladoras del Impuesto sobre la Renta", HPE, n2 3, 1970, págs. 155 
y ss.
31 vid. nota anterior. Entre otros, MUSGRAVE, R.A y MUSGRAVE, P.B.: 
Hacienda Pública, teórica y aplicada. IEF, Madrid, 1986, págs.478 y ss; GOODE, 
R . : El impuesto sobre la Renta. IEF, Madrid, 1973, págs. 23 y ss; NEUMARK, F. 
Principios de .... op. cit. págs. 176 y ss; ALBI IBAÑEZ, E: Impuesto sobre la renta 
y equidad; el caso español. IEF, Madrid, 1975, págs. 87 y ss; DUE, J. : Análisis 
económico de los impuestos. Ed. El Ateneo, Buenos Aires, 1961, págs. 99 y ss.
32 art. 31 LIRPF : “ Tendrán la consideración de rendimientos íntegros 
del capital la totalidad de utilidades o contraprestaciones, cualquiera que sea su 
denominación o naturaleza, que provengan directa o indirectamente de elementos 
patrimoniales, bienes o derechos cuya titularidad corresponda al sujeto pasivo y 
no se hallen afectos a actividades empresariales o profesionales realizadas por el 
m ism o”.
33 Cuando el elemento patrimonial se encuentra afecto a una actividad no 
genera rendimientos por sí mismo, sino que se incluye dentro de los 
rendimientos percibidos por la realización de la actividad. Los elementos 
patrimoniales que se consideran afectos se encuentran regulados en el art. 6 
LIRPF.
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vertientes distintas: una, como bienes arrendados o
subarrendados y otra, los restantes inmuebles urbanos.
1.1.1.1. Rendimientos procedentes de la 
titularidad de bienes inmuebles urbanos arrendados o 
subarrendados.
Tienen la consideración de rendimientos íntegros 
procedentes de la titularidad de bienes inmuebles rústicos y 
urbanos o de derechos que recaigan sobre los mismos, en el 
supuesto de inmuebles arrendados o subarrendados, el importe 
que por todos los conceptos se reciba del arrendatario, 
incluido, en su caso, el correspondiente a todos aquellos bienes 
cedidos con el inmueble y excluido el Impuesto sobre el Valor 
Añadido.
Si el propietario o el titular del derecho real se 
reservase algún aprovechamiento, se computarán también como 
ingreso las cantidades que correspondan al mismo, siempre que 
dicho aprovechamiento no constituya en sí mismo una 
actividad empresarial, en cuyo caso se incluirán entre los 
ingresos de la mencionada actividad34.
Para el estudio de estos rendimientos de capital 
inmobiliario, vamos a analizar en primer lugar el supuesto 
general de arrendamiento y compararlo con los supuestos 
específicos que se contemplan en la legislación.
34  art. 34. 1. a) LIRPF.
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1.1.1.1.A) Supuesto general de arrendamiento o 
subarrendamiento. El titular del bien o del derecho 
real de disfrute lo arrienda a un tercero.
Evidentemente al ser un impuesto sobre la renta, cuando 
de la explotación del bien inmueble se obtienen por parte del 
sujeto pasivo unos rendimientos, éstos deben quedar gravados 
por el impuesto. En efecto, si la capacidad económica se 
refiere necesariamente a una aptitud efectiva, existente, 
cierta y actual35, cuando se obtenga un rendimiento del 
aprovechamiento del bien inmueble urbano, nos encontramos 
con una renta gravable. Renta gravable en su vertiente neta, 
por lo que la base imponible en este supuesto está formada por 
los ingresos percibidos en concepto de arrendamiento o 
subarrendamiento de los bienes menos los gastos deducibles36.
Cuando se cumplen determinados requisitos previstos en 
la propia Ley37 este arrendamiento no va a ser fuente de
35 MOSCHETTI, F . : El principio de capacidad.... op. cit., pág. 303.
35 art. 35 LIRPF : “ gastos deducibles.
Tendrán la consideración de gasto deducidle para la determinación 
del rendimiento neto de los bienes y derechos patrimoniales a que se refiere el 
apartado anterior:
A) Tratándose de los bienes y derechos comprendidos en la letra
a ):
- los gastos necesarios para su obtención. La deducción de los 
intereses de capitales ajenos invertidos en la adquisición o mejora de tales bienes 
o derechos y demás gastos de financiación, no podrá exceder de la cuantía de los 
rendimientos íntegros obtenidos por la cesión del inmueble o derecho.
- El importe del deterioro sufrido por el uso o transcurso del 
tiempo en los bienes de los que procedan los rendimientos, en las condiciones que 
reglamentariamente se determinen...”.Esta determinación reglamentaria se lleva 
a cabo en el art. 8 del R.D. 1841/1991, de 30-XII (BOE de 31 -X II) por el que 
se aprueba el Reglamento del IRPF.
37  art. 40. 2 LIRPF : • A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, 
se entenderá que el arrendamiento o compraventa de inmuebles se realiza como
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rendimientos de capital inmobiliario, sino de rendimientos de 
actividades empresariales o profesionales. Esta diferencia de 
calificación puede producir determinadas ventajas: en primer 
lugar, si existen viviendas desocupadas su titular deberá 
computar el 2% del valor que aí inmueble se le atribuya a 
efectos del Impuesto sobre el Patrimonio, mientras que si esta 
vivienda desocupada está afecta a una actividad empresarial 
no produce ingreso independiente computadle alguno. En 
segundo lugar, en materia de rendimientos de capital 
inmobiliario los gastos deducibles tienen un ámbito limitado 
frente al concepto amplio y genérico de gasto necesario que se 
mantiene en las actividades empresariales. Ello quiere decir, 
siguiendo el ejemplo de la vivienda desocupada, que cuando se 
trata de un rendimiento de capital inmobiliario únicamente va 
a poder deducir de esa renta imputada las cuotas y recargos, 
salvo el de apremio del Impuesto sobre Bienes Inmuebles38, 
mientras que en la actividad empresarial podrá deducir todos 
los gastos que hayan sido necesarios, cuando estén 
justificados y se hallen contabilizados.
activ idad em presarial, únicam ente cuando concurran las siguientes  
circunstancias:
a) que en el desarrollo de la actividad se cuente, al menos, con un 
local exclusivamente destinado a llevar a cabo la gestión de la misma.
b) que para el desempeño de aquella se tenga, al menos, una 
persona empleada con contrato laboral."
38 art. 35 LIRPF : “ gastos deducibles.
Tendrán la consideración de gasto deducidle para la determinación 
del rendimiento neto de los bienes y derechos patrimoniales a que se refiere el 
apartado anterior:
B) Tratándose de los bienes y derechos comprendidos en la letra
b), exclusivamente los siguientes:
- las cuotas y recargos, salvo el de apremio, devengados por el 
Impuesto sobre Bienes Inmuebles.
- Los intereses de los capitales ajenos invertidos en la adquisición 
y mejora de la vivienda habitual, con un máximo de 800.000 pts anuales."
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En el supuesto en que el arrendador se reserve el 
aprovechamiento de parte del bien arrendado, este 
aprovechamiento será considerado como ingreso. La Ley es 
poco explícita en cuanto a cómo ha de valorarse este 
aprovechamiento, por lo que deberemos atender al destino del 
mismo.
De este modo, podemos pensar, por ejemplo, en un sujeto 
pasivo que arrienda una casa de campo, reservándose el 
derecho a utilizar una habitación de la misma. Si la utilización 
a la que se destina es la de residir en dicha habitación, el 
propietario deberá computarse como ingreso la parte 
proporcional que suponga la misma respecto del 2% del valor 
del bien a efectos del Impuesto sobre el Patrimonio. Si, por el 
contrario, la habitación la usa para realizar en ella una 
actividad empresarial o profesional, no computará ingreso 
alguno por este aprovechamiento ya que los elementos 
patrimoniales afectos no tributan como rendimientos de 
capital inmobiliario.
1.1.1.1.B) Supuestos especiales de arrendamiento.
Arrendamiento de bienes entre
parientes.
En el supuesto en que el arrendamiento o 
subarrendamiento, se realice entre personas vinculadas por un 
grado de parentesco, hasta el tercer grado inclusive, existe 
una limitación respecto del rendimiento neto obtenido por el 
arrendador. El rendimiento neto en este supuesto en concreto, 
no podrá ser inferior al 2% del valor por el que se halle 
computado o deba computarse el bien en el Impuesto sobre el
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Patrimonio. Ello supone que ya no se va a gravar la renta neta 
efectivamente obtenida por el sujeto pasivo, en el caso de ser 
inferior al citado 2%, con lo que en este supuesto se va a 
tributar por una renta presunta, que no coincide con la 
capacidad económica puesta de manifiesto con el 
aprovechamiento del bien. Además de esta renta presunta, el 
art. 36 LIRPF plantea diversas cuestiones interpretativas39.
1.- Como nota previa, hay que pensar que, dado que el 
precepto no especifica a qué parentesco se refiere sino 
únicamente hasta qué grado es aplicable, tanto el parentesco 
por consanguinidad como por afinidad se encuentran sometidos 
a este criterio de imputación de renta.
2.- Entendemos que este precepto es únicamente 
aplicable al caso de arrendamientos, pero no al caso de una 
cesión gratuita de inmuebles entre parientes. Efectivamente, 
creemos que cuando el legislador se está refiriendo a un 
rendimiento neto éste debe existir por mínimo que sea y, por 
consiguiente, cuando la utilización del bien inmueble es 
gratuita no cabe la aplicación del precepto citado. La cesión 
entre parientes, a nuestro entender, entra en el campo de la 
presunción de onerosidad establecida en el art. 7 LIRPF, por lo 
que, en principio, se entenderá retribuida la cesión del bien a 
precios normales de mercado pudiendo el sujeto pasivo 
destruir la presunción. Si se prueba que la cesión del bien 
inmueble es gratuita, el problema que se podría plantear será 
determinar a quien debe imputarse el 2% del valor del bien
39 art.36 L IR P F .“ Rendimiento en caso de parentesco. En el supuesto de 
inmuebles arrendados o subarrendados , cuando exista parentesco, hasta el tercer 
grado inclusive, entre arrendador y arrendatario o entre subarrendador y 
subarrendatario, el rendimiento neto no podrá ser inferior al computable, 
conforme a lo previsto en la letra b) del artículo 34”.
31
inmueble cedido, cuestión que abordaremos ai estudiar la 
tributación de los bienes inmuebles urbanos no arrendados.
3.- Al hablar de bienes inmuebles arrendados o 
subarrendados se incluyen, a nuestro entender, tanto los bienes 
urbanos como los bienes rústicos. Teniendo en cuenta que el 
art. 34. b) LIRPF sólo se refiere a los bienes urbanos (con 
excepción de los solares), es cuanto menos novedoso en este 
art. 36 la imputación el 2% del valor del bien inmueble a 
efectos del Impuesto sobre el Patrimonio a los bienes rústicos 
a los cuales, por otra parte, no les es de aplicación la 
imputación de rendimientos cuando el bien se encuentra en 
poder de su titular40.
4.- Por último, y como punto más importante, podríamos 
plantearnos si esta limitación en realidad no está encubriendo 
una presunción iuris et de iure, o más aún una ficción 
tributaria, en el sentido de no permitir tributar por una 
cuantía inferior a la prevista por la norma, a pesar de que el 
contribuyente facilitara a la Administración todos los datos 
necesarios que demostraran que efectivamente se está 
percibiendo una renta inferior. Si ello fuera así esta situación 
no sólo podría causar indefensión en el sujeto pasivo- lo que
40 Entendemos que se incluyen tanto los bienes inmuebles urbanos como 
los rústicos en el supuesto de arrendamiento o subarrendam iento entre 
parientes, por diversos motivos. En primer lugar porque el legislador ha 
utilizado la expresión genérica de Inmuebles arrendados o subarrendados y por 
tanto no parece que haga distinción alguna entre inmuebles urbanos o rústicos. En 
segundo lugar, porque del contexto podríamos entender que si el supuesto general 
de bienes inmuebles arrendados o subarrendados abarca tanto a los bienes 
inmuebles urbanos como rústicos y, por consiguiente, si el criterio general es el 
de la tributación por los rendimientos obtenidos por el arrendamiento de los 
bienes inmuebles, ya sean urbanos o rústicos, creemos que debe mantenerse el 
mismo criterio cuando se trata de aplicar una norma que limita el rendimiento 
neto obtenido. Por ello consideramos que el límite del 2%  se aplica tanto en el 
supuesto de un arrendamiento de bien inmueble urbano como rústico y de ahí que 
entendamos que es cuanto menos novedoso que se aplique este 2%  sobre los bienes 
rústicos.
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pondría en peligro el art. 24 de nuestra Constitución-, sino que 
además podría reputarse inconstitucional por contravenir la 
capacidad contributiva41. La imputación de este 2% del valor 
del bien inmueble, a diferencia de la presunción de retribución 
del art. 7 LIRPF, no admite prueba en contrario, es decir nos 
encontramos ante una norma de valoración imperativa que de 
no cumplirse llevará unida la correspondiente sanción.
Arrendamiento de bienes inmuebles 
dentro del ámbito de operaciones vinculadas.
Cuando el arrendamiento de bienes inmuebles se realiza 
entre una sociedad y sus socios o consejeros, o los socios o 
consejeros de otra sociedad del mismo grupo, así como con los 
cónyuges, ascendientes o descendientes de cualquiera de ellos, 
nos encontramos ante una operación vinculada cuya 
consecuencia es la valoración del arrendamiento por su valor 
normal del mercado, independientemente del canon 
arrendaticio que figure en la contabilidad o en cualquier otro 
documento justificativo. Esta valoración es la aplicación 
concreta en el ámbito del IRPF de la regla contenida en el art. 
16 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, sobre valoración 
de ingresos y gastos en operaciones vinculadas.
41 En este sentido vid. GONZALEZ GARCIA, E. y PEREZ DE AYALA, J.L. “ 
Presunciones y ficciones en materia tributaria", CT. n* 61, 1992, pág. 37 y 
ss. Respecto las presunciones y la capacidad contributiva vid. MOSCHETTI, F . : £ l  
principio de capacidad... op. cit, págs. 304 y ss; por su parte, PEREZ ROYO, I. 
pone de manifiesto la posibilidad de que esta limitación produzca resultados 
Injustos, vid. La nueva jeauteción-deLIm puestosobre la Renta de las Personas 
Fís icas . Marcial Pons, Madrid, 1991, pág. 65-66.
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En consecuencia, cuando los socios, consejeros, o sus 
cónyuges, ascendientes o descendientes arrienden un bien 
inmueble, bien a la sociedad de la que participan directamente, 
bien a otra sociedad del mismo grupo, deberán computar como 
rendimiento de capital inmobiliario el valor normal de mercado 
del arrendamiento, minorado con los gastos deducibles para la 
obtención del rendimiento neto.
Rentas obtenidas por Comunidades de 
bienes, Sociedades civiles o entes sin personalidad 
juríd ica .
Este tipo de entidades no tributan directamente por las 
rentas obtenidas, sino que según lo dispuesto en el art. 10 
LIRPF, se atribuyen las mismas a los socios, partícipes o 
comuneros, según su participación o por partes iguales si se 
desconoce la participación concreta por la Administración. Las 
rentas atribuidas tienen para el socio, comunero o partícipe, la 
misma naturaleza que para la entidad. De esta manera, cuando 
la entidad obtenga rendimientos por el arrendamiento de 
bienes inmuebles, estos rendimientos se computarán en la base 
imponible del socio, comunero o partícipe como rendimientos 
de capital inmobiliario. La valoración de estos rendimientos 
atribuidos sigue la regla general y, en consecuencia, se 
computará por la cantidad efectivamente obtenida, a la que 
restaremos los gastos deducibles. Todo ello teniendo en cuenta 
la proporción que le corresponda al socio, comunero o partícipe 
de los rendimientos de la entidad según su participación.
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Cesión de bienes del cónyuge o los 
hijos menores al otro cónyuge para la actividad 
empresarial o profesional42.
Nos encontramos ante un supuesto especial. Esta cesión 
entre cónyuges o entre el hijo menor y el titular de la
actividad puede realizarse, bien estipulando una
contraprestación y, en consecuencia, esa contraprestación será 
rendimiento de capital inmobiliario para el cedente, o bien 
puede realizarse la cesión de forma gratuita. Vamos a analizar 
separadamente ambos supuestos.
a.- cesión mediante contraprestación. En este supuesto 
caben dos posibilidades a tenor de lo dispuesto en el art. 43.3. 
LIRPF. La primera de ellas es que la contraprestación 
estipulada no exceda del valor normal de mercado. En este 
situación, la contraprestación recibida será rendimiento de 
capital para el cónyuge o hijo cedente, y el titular de la
actividad empresarial o profesional podrá deducirse la misma 
como gasto. La segunda posibilidad es que la contraprestación 
sea superior al valor normal de mercado. En esta segunda 
situación la redacción del precepto es menos clara.
En efecto, cuando la contraprestación es superior al
valor de mercado, podemos deducir que el titular de la
42 art. 43.3. LIRPF: * Cuando el cónyuge o los hijos menores del sujeto 
pasivo que convivan con él, realicen cesiones de bienes o derechos que sirvan al 
objeto de la actividad empresarial o profesional de que se trate, se deducirá para 
la determ inación de los rendim ientos del titu lar de la actividad, la 
contraprestación estipulada, siempre que no exceda del valor de mercado, y a 
falta de aquélla, podrá deducirse éste último. La contraprestación o el valor de 
mercado se considerarán rendimientos del capital del cónyuge o los hijos 
menores a todos los efectos tributarios.
Lo dispuesto en este apartado no será de aplicación cuando se trate 
de bienes y derechos que sean comunes a ambos cónyuges."
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actividad río podrá deducirse como gasto la totalidad de la 
contraprestación sino únicamente el valor de mercado43. 
Entendemos que si existiendo contraprestación que no exceda 
del valor de mercado ésta es deducidle, cuando la misma 
exceda del citado valor, deberá reducirse la contraprestación 
hasta el mismo para computarse el gasto deducible. 
Evidentemente, no podemos entender este precepto como que 
únicamente se admiten los gastos deducibles cuando la 
contraprestación es igual o inferior al valor normal de 
mercado y no en otros supuestos, si bien el precepto no es 
demasiado claro en este aspecto. Nos encontramos, por tanto, 
ante un ajuste fiscal en materia de gastos deducibles para el 
titular de la actividad.
Por lo que se refiere al ingreso del cónyuge o hijo 
cedente se podría plantear el problema siguiente: ¿el ajuste 
fiscal es únicamente unilateral o cabe el ajuste bilateral? o, 
lo que es lo mismo ¿el ajuste que debe realizar el titular de la 
actividad debe realizarlo también el cónyuge, o por el 
contrario, este último debe imputar la renta efectivamente 
percibida a pesar de que exceda del valor de mercado?. El 
propio art. 43.3 LIRPF determina que la contraprestación o el 
valor de mercado se considerarán rendimientos de capital para 
el cónyuge o los hijos menores a todos los efectos tributarios.
De la disyuntiva contraprestación o valor de mercado 
podríamos concluir que cuando el valor de mercado es utilizado 
por el titular de la actividad debe ser esta misma cantidad la 
que conste como ingreso para la otra parte, si bien el precepto 
es muy ambiguo, y esta conclusión no va más allá de la
43 Así el precepto determina "... se deducirá, para la determinación de 
los rendimientos del titular de la actividad, la contraprestación estipulada, 
siempre que no exceda del valor de mercado...”
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aplicación de la lógica al supuesto concreto44. Somos 
conscientes de la debilidad de la solución. También se podría 
argüir, con el mismo texto, que cuando se hace referencia al 
valor de mercado es para aquellos supuestos en que no exista 
contraprestación, y en consecuencia, el hecho de que se limite 
la cuantía del gasto deducible no enerva la obligación de 
computar como ingreso la totalidad de la contraprestación 
obtenida sea o no superior al citado valor.
bL- cesión sin contraprestación. En este supuesto el art. 
43.3 LIRPF da la opción al titular de la actividad de deducir 
como gasto el valor de mercado. Valor de mercado que será 
rendimiento de capital para el cónyuge o el hijo menor cedente. 
En este supuesto hay que tener en cuenta que la cesión de 
bienes se presume retribuida, salvo prueba en contrario, por lo 
que de destruirse la presunción, en este supuesto caben dos 
posibles soluciones: a pesar de no existir contraprestación 
computar como ingreso, para el cedente, y como gasto, para el 
cesionario, el valor de mercado. Otra posibilidad sería por 
parte del cesionario no computar como gasto el valor de 
mercado, en cuyo caso el rendimiento de capital inmobiliario 
sería el resultante de aplicar el 2% al valor del bien cedido a 
efectos del Impuesto sobre el Patrimonio, si se trata de un 
bien inmueble urbano, y no se computará ingreso alguno si se 
trata de un inmueble rústico o de un solar, ya que, por una 
parte los bienes inmuebles rústicos sólo tributan en el IRPF
44  Además consideramos que si en el ámbito del Impuesto sobre 
Sociedades, estas cesiones implicarían un ajuste bilateral y recíproco entre las 
partes, también debería ser ésta la solución adoptada en el ámbito del IRPF. En 
este mismo sentido, ei TEAC ha afirmado que: M sí el ajuste es sólo positivo y 
unilateral, es cierto que impide la elusión o fraude fiscal, pero trastoca la 
realidad originando,..., un beneficio ficticio superior al realmente habitual y por 
tanto, doble imposición". En cuanto a los ajustes fiscales, vid entre otros, AMADO  
GUIRADO, J. y VIEDM A MARTI, J. M # : La contabilidad fiscal v el nuevo Plan 
Genera de Contabilidad. VIAMA ED, Barcelona, 1991, pág. 123-124.
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cuando son objeto de arrendamiento, y los solares están 
exceptuados de tributación, a pesar de ser bienes urbanos.
Sin embargo, de la redacción del precepto se desprende 
que en todo caso habrá de computarse como ingreso bien la 
contraprestación bien el valor de mercado. De ser así, nos 
encontraríamos ante una nueva norma imperativa de valoración 
que no admite prueba en contrario por lo que se produce una 
quiebra del principio de capacidad económica, y que, por otra 
parte, desde el aspecto formal, se encuentra regulando unos 
rendimientos de capital inmobiliario dentro del capítulo 
dedicado a los rendimientos de actividades empresariales o 
profesionales.
1.1.1.2. Inmuebles urbanos no arrendados.
La segunda modalidad de rendimientos de capital
inmobiliario aparece cuando el bien inmueble urbano - excluido 
el suelo no edificado-, no está arrendado o subarrendado.
Los supuestos que pueden incluirse en esta hipótesis son 
los siguientes:
1.- Bienes inmuebles urbanos utilizados por sus 
propietarios como vivienda habitual, o como segunda vivienda.
2.- Bienes inmuebles urbanos no utilizados por sus
propietarios, y que se encuentran desocupados.
3.- Bienes inmuebles urbanos no utilizados por sus
propietarios y que se encuentran cedidos gratuitamente.
4.- Bienes inmuebles urbanos sobre los que recaen
derechos reales de disfrute.
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Para todos estos supuestos la Ley establece como 
rendimiento íntegro, un porcentaje sobre el valor que, a 
efectos del Impuesto sobre el Patrimonio, deba tener el bien en 
cuestión45. En este punto es donde debe determinarse la 
racionalidad interna y externa del impuesto-
Por lo que se refiere a la racionalidad interna, debemos 
conjugar el hecho imponible con el objeto del tributo y éstos 
con la base imponible y el tipo de gravamen. El hecho imponible 
es la obtención de renta por parte del sujeto pasivo; el objeto 
del tributo es gravar la renta del sujeto; la base imponible 
está compuesta por los rendimientos netos y el tipo de 
gravamen es de tipo progresivo. Estos elementos, que si bien 
pueden predicarse, con matizaciones, del impuesto en general, 
quiebran precisamente en esta imputación de renta, por lo que 
se hace preciso analizar en profundidad la finalidad u objeto
45  art. 34 LIRPF: ... b) en el supuesto de los restantes inmuebles 
urbanos, excluido el suelo no edificado, la cantidad que resulte de aplicar el 2 %  
al valor por el que se hallen computados o debieran, en su caso, computarse a 
efectos del Impuesto sobre el Patrimonio".
Este porcentaje sobre el valor del bien en el Impuesto sobre el 
Patrimonio puede considerarse como el valor en uso del citado bien. El valor en 
uso es el valor atribuible a un elemento que no depende de su estado de 
conservación y que prescinde de lo que pudiera obtenerse en una venta del 
mismo, y que tiene en cuenta el empleo que se le da por quien lo utiliza y las 
necesidades que satisface. En este sentido, vid. CAMPOS SENTIS, L . : “Valoración 
de bienes en las normas españolas y comunitarias", Noticias CEE, ne 43*44, 
1988, pág. 96.
Por otra parte, en la doctrina alemana de una concepción genérica de 
valor como el uso o utilidad que tiene un bien para un determinado sujeto de 
derecho, se derivan las distintas clases de valores. El valor de uso ( 
GEBRAUCHSW ERT) deriva del concepto de valor de utilidad ( NUT2UNGSW ERT). 
El bien se valora por la utilidad que su poseedor puede hacer del mismo. El valor 
de rendimiento ( ERTRAGSW ERT), determina el aprovechamiento que el sujeto 
obtiene del bien sin perder su posesión, y por último valor de enajenación ( 
VERÁUSSERUNGSW ERT) determina el aprovechamiento que el sujeto obtiene por 
la venta del bien en un momento determ inado, vid. V O G E L, K. : “ 
Verkehrswert...". op. cit.,pág. 29; CARROBE GENE.M . : Estudio de ..., op. cit., 
pág. 20.
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perseguido en el plano teórico de la imposición personal sobre 
la renta por dicha imputación.
1.1.1.2.1. Imposición personal sobre la renta, 
como imposición única que mide la capacidad 
económica del sujeto pasivo.
La imputación de rendimientos parece tener su finalidad 
principal en la discriminación mediante la tributación de los 
sujetos pasivos que poseen viviendas propias frente a quienes 
viven arrendados. Cuando únicamente existe un Impuesto sobre 
la Renta, sin que a su lado exista un impuesto sobre el 
Patrimonio, parece lógico que en el primero se sometan a 
tributación tanto las rentas efectivas como la utilidad, o 
productividad potencial que la titularidad de determinados 
bienes supone frente a los otros sujetos pasivos del impuesto 
que no los poseen46, como consecuencia del concepto de renta 
extensiva que se mantiene por la doctrina47.
46 Podría justificarse esta tributación en la necesidad de discriminar las 
rentas de trabajo respecto de las de capital, discriminación que por otra parte, de 
existir un Impuesto sobre el Patrimonio junto al Impuesto sobre la Renta, sería 
el encargado de realizarla.
4 7  Como ya hemos expuesto (vid supra nota 30 ), en la anterior 
regulación del IRPF se vislumbraba claramente la influencia que el Informe 
Cárter tuvo en la redacción de este impuesto. Junto a esta influencia encontramos 
en esta legislación latente el concepto de renta de Shanz-Haig-Simons. Ante este 
concepto de renta, evidentemente caben tanto las rentas reales como las 
presuntas y las ganancias de capital. Sin embargo, el legislador español pese a la 
influencia del Informe Cárter, no parece que tuvo en cuenta que en el mismo, se 
hablaba de un impuesto único, y por tanto no admitía la existencia de un Impuesto 
sobre el Patrimonio, dada la amplitud con que se entendía el concepto de renta. 
Con el paso del tiempo, y el tránsito del IRPF de sintético a analítico, la 
obsolescencia del IRPF originario, empezó a ponerse de manifiesto, concluyendo 
su ¡ter tras la sentencia 45/1989, de 20 de febrero de nuestro más Alto 
Tribunal. Tras esta sentencia era necesaria una reforma del Impuesto. Reforma 
que ha establecido definitivamente el carácter analítico del impuesto y, por
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De este modo, se afirma que para salvaguardar la 
equidad, tanto horizontal como vertical, que el impuesto debe 
perseguir, se debe imputar la renta que por el uso de la 
vivienda habitual obtiene el propietario de la misma, frente a 
quien debe detraer parte de su renta para el arrendamiento de 
una vivienda. Ante esta tesitura, es decir, ante un Impuesto 
único sobre la Renta, sin la existencia de un Impuesto sobre el 
Patrimonio que grave estos bienes inmuebles urbanos, 
podríamos estar de acuerdo con la renta imputada por la 
utilización de la vivienda por parte del propietario, para 
adecuar su capacidad económica frente a quienes no tienen 
esta posibilidad.
Ahora bien, si la finalidad de la renta imputada es 
conseguir esta diferenciación de trato entre el propietario que 
utiliza su vivienda y aquella persona que tiene que utilizar 
parte de su renta para arrendar una vivienda, o lo que es lo 
mismo, si la finalidad de la renta imputada es valorar el uso, 
la utilidad que le reporta al propietario utilizar su vivienda, 
¿Cuál es el objeto de imputar rentas por viviendas 
desocupadas?. Evidentemente, no puede ser valorar el uso o 
utilidad puesto, que en este supuesto no hay ninguna utilidad 
para el propietario. Es más, cuando se analiza la renta 
imputada, toda la doctrina se refiere a la vivienda utilizada 
por el propietario, pero en ningún momento se hace referencia 
a las viviendas desocupadas o no utilizadas por el mismo48.
tanto, las rentas gravabies ya no pueden responder a una idea global, sino que 
proceden de las fuentes concretas, que como productoras de rentas se determinan 
en ia Ley. Si ello es así, y junto a esta imposición sobre la renta unimos la 
existencia de un impuesto sobre el Patrimonio, amén de un Impuesto local sobre 
ios Bienes Inmuebles, no parece que se pueda seguir manteniendo esta imputación 
de rendimientos. Vid. INFORM E CARTER (Informe de la Real Comisión de 
Investigación sobre la Flscalidad, Canadá), IEF, Madrid, 1975; AGULLO AGÜERO, 
A. “ Estructura de la...” op. cit. págs. 36 y ss.
41
En consecuencia, podemos concluir que la imputación de 
rentas por viviendas desocupadas no responde a criterios de 
equidad, o de capacidad económica, sino que entendemos que 
persigue otras finalidades, como puede ser evitar la 
especulación en el mercado inmobiliario o, lo que es lo mismo, 
utilizar el instrumento fiscal para la consecución de los fines 
marcados por la política de vivienda. Siendo ello plausible, no 
deja de ser una nota discordante en la regulación del Impuesto 
sobre la Renta49.
48 MUSGRAVE, R.A. y MUSGRAVE, P.B.: Hacienda Pública, teórica , op. 
cit., págs.478 y ss; GOODE, R. : El impuesto sobre . op. cit., págs. 23 y ss; 
NEUM ARK, F. Principios de .... op. cit., págs. 176 y ss; ALBI IBAÑEZ, E: 
Impuesto sobre la renta . op. cit., págs. 87 y ss; DUE, J: Análisis económico de. 
op. cit., págs. 99 y ss. Por otra parte, y analizando el Derecho comparado  
podemos observar como de los paises que conforman la OCDE, la renta imputada 
aparece como gravamen cuando la vivienda es ocupada por sus propietarios 
únicamente, en los siguientes paises: Paises Nórdicos, Bélgica, Grecia, Italia, 
Luxemburgo, Holanda, Nueva Zelanda, Portugal y Suiza. De todos ellos, Paises 
Nórdicos, Suiza, Luxemburgo y Holanda cuentan además con un Impuesto sobre el 
Patrimonio. Datos extraídos de los informes publicados por la O C D E ., vid. 
L’imposition des personnes physiques sur l’activ net. les mutations et les oains 
en capital. París, 1988. L’imposition du revenu des personnes physiques dans 
un contexte économique en évolution. París, 1986.
49 En la Ley 44/78 se estableció un régimen especial para las viviendas 
desocupadas, que fue calificado por la doctrina como perturbador. En este sentido 
podemos leer: “ ...estas normas prescinden del concepto de renta y, por 
consiguiente, de la capacidad económica que está en la base del impuesto y fijan 
éste en una cuantía que obedece sólo a su finalidad sancionadora. Tales normas 
desconocen por otra parte, la justificación del gravamen de la renta imputada, 
que, ..., consiste en la efectiva percepción por el sujeto pasivo de una renta 
consistente en los servicios producidos por la propia vivienda. Dichos servicios 
no existen en las viviendas desocupadas, las cuales son, en términos económicos, 
un bien de capital y no de consumo duradero, como para el usuario. Por 
consiguiente, una vivienda destinada al alquiler o a la venta y no alquilada o 
vendida,..., no produce en estrictos términos técnicos renta alguna. Por supuesto 
que no es socialmente aceptable que la razón de tal situación sea la especulación, 
pero frente a ello las medidas adecuadas son otras...", vid. Comentarios a la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, op. cit. pág. 142. A pesar de la desaparición del 
régimen especial, y la inclusión de las viviendas desocupadas en el régimen 
general de tributación de los bienes inmuebles no arrendados, los fundamentos 
para rechazar la tributación siguen siendo plenamente válidos.
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Junto a la utilización de vivienda por el propietario o la 
existencia de viviendas desocupadas, debemos también 
analizar la cesión gratuita de viviendas.
En este supuesto, según dispone el art. 7 LIRPF, la cesión 
de bienes se entiende retribuida, salvo prueba en contrario, por 
su valor normal de mercado. Se considera valor normal de 
mercado el precio que se acordaría entre personas 
independientes. Respecto de la valoración no tenemos ninguna 
objeción. En el caso que nos ocupa cuando se cede un bien 
inmueble urbano, se considera que se lleva a cabo percibiendo 
el arrendamiento que para un bien de las mismas 
características se satisface en el mercado. Quizá el problema 
resida en otras partes de nuestro ordenamiento, como el contar 
o no con una Ley de Arrendamiento Urbanos útil y actualizada, 
así como obtener los alquileres medios por zonas dentro de un 
mismo territorio, etc. De todas formas, no es este aspecto el 
que nos interesa en este momento.
Cuando se cede un bien inmueble urbano ha de 
demostrarse la gratuidad para destruir la presunción de 
retribución. Si se destruye la presunción, falta por determinar 
si debe incluirse o no en la base del Impuesto la Renta 
imputada por la vivienda cedida gratuitamente y, en su caso, a 
quien debe imputarse la misma. Para ello, debemos retomar la 
finalidad que se persigue con esta renta imputada. Si la renta 
imputada es la medición de la utilidad que le reporta al 
propietario la vivienda, pero éste la cede ¿Qué utilidad está 
reportando a este sujeto pasivo?. En principio, la utilidad, o el 
uso de esta vivienda le corresponde al cesionario, que en
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definitiva es quien está disfrutando de la misma50. Podríamos 
afirmar que con la cesión gratuita el cesionario se encuentra 
en una situación similar a quien posee un derecho real de 
habitación51 y, en consecuencia, la utilidad que esta vivienda 
reporta le corresponde al cesionario y no al cedente. Siendo 
ello así, parece que lo más acorde con la capacidad económica 
puesta de manifiesto por la utilidad que la vivienda reporta, 
sería imputar la renta al cesionario y no al cedente52.
50 Hay que tener en cuenta en primer lugar que cuando la doctrina habla 
de utilidad de un bien se conceptúa como tal el provecho que le reporta al 
propietario o le puede reportar el bien, pero sin cederlo o sin enajenarlo. De este 
concepto de utilidad surge el concepto de valor en uso. Este concepto de utilidad es 
el que nos lleva a plantear la imputación como renta del cesionario. Por ello, este 
disfrute de la vivienda, es a nuestro entender el que pone de manifiesto a quien 
debe imputarse la renta por la utilidad. Somos conscientes que esta afirmación no 
puede trasladarse a todos y cada uno de los supuestos que se pueden plantear 
respecto de la cesión gratuita, pero sí pensamos que al menos establece un 
criterio general. En efecto, en el supuesto normal de cesión gratuita de bienes 
entre personas independientes entre sí, creemos qua la utilidad potencial del bien 
cedido ya no queda en manos del propietario sino del cesionario y por ello 
consideramos que si se debe tributar por la utilidad que reporta o puede reportar 
un bien esta tributación debe recaer en quien efectivamente la recibe. Sin 
embargo esta solución puede plantear problemas en otros supuestos no menos 
normales que el expuesto anteriormente. Podemos pensar, por ejemplo, en el 
supuesto de un padre que cede gratuitamente un piso que tiene vacío a su hijo 
menor de edad, para que curse sus estudios por tener que desplazarse el hijo para 
ello. En este supuesto se podría cuestionar el hecho de que la utilidad efectiva 
recaiga sobre el cesionario, ya que parece que el propietario del bien también 
obtiene alguna utilidad con esta cesión: no pagar un colegio mayor para el hijo, o 
la parte del alquiler de un piso de estudiantes.
51 art. 524 C.c. “El uso da derecho a percibir de los frutos de la cosa 
ajena los que basten a las necesidades del usuario y su familia, aunque ésta se 
aumente. La habitación da a quien tiene este derecho la facultad de ocupar en una 
casa ajena las piezas necesarias para sí y para las personas de su familian.
52 Otro supuesto de cesión de vivienda, en la cual el ingreso es soportado 
por el cesionario y no por el cedente, lo encontramos en el mismo texto legal. 
Nos referimos a la utilización de vivienda por razón de cargo o por la condición 
de empleado público o privado. En este supuesto se entiende que la utilización de 
la vivienda que pone a disposición la empresa para el trabajador le reporta a éste 
último una utilidad cuantificable económicamente, y en consecuencia, debe  
tributar por la utilidad percibida.
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En el ámbito de los derechos reales de disfrute el 
legislador nos da la solución: la renta imputada corresponde al 
titular del derecho y no al propietario del bien. Sin embargo, 
hay un absoluto silencio en cuanto a las cesiones gratuitas, por 
lo que atendiendo a las normas, debemos concluir que, a pesar 
de que la utilidad que fundamenta la existencia de la renta 
imputada no le corresponde al titular de la vivienda, será éste 
quien deba computársela53.
Otro problema que se plantea, además de la justificación 
que esta imputación de rendimientos tenga, es precisamente la 
determinación de este rendimiento. La Ley se remite para ello 
a la valoración que en el Impuesto sobre el Patrimonio tenga el 
bien. Por tanto, el 2%- rendimiento presunto- se aplicará según 
ios casos: sobre el valor catastral, sobre el valor comprobado a 
efectos de otros tributos o sobre el precio, contraprestación o 
valor de adquisición54. Esta valoración supone, entre otras 
cosas, que tan sólo los bienes inmuebles que fueron adquiridos 
hace tiempo se determinen por su valor catastral, mientras 
que un inmueble urbano de reciente adquisición se valorará en 
el Impuesto sobre el Patrimonio -sin perjuicio de la 
comprobación administrativa- por su precio de adquisición. 
Ello quiere decir que, por ejemplo, un contribuyente que 
adquiera una vivienda, que va a ser la habitual, por un precio de
15.000.000 pts- y dicho precio sea el que figure como valor del
53 No podemos aplicar analógicamente el mismo trato a los derechos 
reales de disfrute y a la cesión gratuita de viviendas por imperativo del art. 24 
LGT, que prohíbe la integración analógica para extender más allá de su ámbito el 
hecho imponible.
54  En el Impuesto sobre el Patrimonio el inmueble urbano se valorará 
por el mayor de ios tres citados. Ello supone que una vivienda valorada por su 
precio de adquisición en el Impuesto sobre el Patrimonio, supone para el sujeto 
pasivo una imputación bastante elevada en el IRPF por una renta que además no 
percibe efectivamente.
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inmueble en el Impuesto sobre el Patrimonio- va a tener que 
tributar en concepto de rendimiento de capital inmobiliario en 
el IRPF, todos los años, por un importe de 300.000 pts. Esto, 
siempre y cuando la Administración, tras haber realizado la 
comprobación del valor no lo aumente por considerar que el 
precio no se ajusta al valor real del bien, en cuyo caso la 
cantidad que se le imputará al contribuyente será aún mayor. 
No parece que esta situación sea acorde con los principios 
constitucionales de capacidad económica y justic ia  
tributaria55.
En otro orden de cosas, si con la imputación de rentas por 
los inmuebles urbanos no arrendados se pretende llevar un 
control de los inmuebles existentes, para esta tarea ya 
contamos en nuestro ordenamiento con dos figuras 
impositivas, una estatal, el Impuesto sobre el Patrimonio, y 
una local, el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, que son 
plenamente propicias para la misma.
En cuanto al punto de la valoración del uso de la vivienda 
por parte del propietario, viviendas desocupadas, cesión 
gratuita de bienes o existencia de derechos reales de disfrute, 
pensamos que no se ha seguido por parte del legislador el 
criterio más adecuado. Si consideramos que el uso de la 
vivienda por parte del propietario le reporta una utilidad 
cuantificable económicamente deberemos, al tiempo, tener en 
cuenta que esa utilidad debe valorarse en términos de renta
55 En este mismo sentido, vid. M UÑOZ BAÑOS, C.: ■ La contribución 
urbana y los rendimientos presuntos en el impuesto sobre la renta”, CT, nfi 49, 
1984, pág. 127; aunque el trabajo va referido a una legislación hoy inexistente, 
en cuanto se sigue manteniendo la imputación de rendimientos en el IRPF  
mantiene su virtualidad; STAMPA, L.: Estudio sistemático del Impuesto sobre la 
R enta. EDERSA, Madrid, 1980, págs. 162, 195 y ss.; MARTIN QUERALT, J. “ El 
Impuesto sobre la Renta de las Personas ...”, op. cit., pág. 53.
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neta para poder computar la capacidad económica efectiva del 
sujeto pasivo. Ello implica que, aun admitiendo como válida la 
valoración de la imputación, el sujeto pasivo debería poder 
deducirse de sus ingresos los gastos necesarios para la 
obtención de los mismos, ya que de lo contrario en este punto 
se quiebra la idea de base imponible del impuesto. Esta 
deducción de gastos deducibles se ve estrictamente 
constreñida en la Ley.
A nuestro entender, ello quiere decir, que la renta 
imputada, en la hipótesis de que no existiera un Impuesto 
sobre el Patrimonio, debe ser el resultado de la medición 
cuantitativa de la utilidad menos los gastos realizados para 
obtener dicha utilidad. Es decir, si en la renta imputada se 
toma al propietario desde la perspectiva del arrendatario, la 
utilidad deberá cuantificarse por el importe de los alquileres 
normales, medios, que para viviendas de las mismas 
características, ubicación, antigüedad, etc, se estén 
satisfaciendo en el mercado arrendaticio56. Por otra parte, la 
obtención de esa utilidad supone para el propietario unos 
desembolsos económicos, como pueden ser los pagos por 
comunidad de propietarios, conservación, reparación, incluso 
la depreciación del bien, que deberían ser disminuidos de los 
ingresos para obtener la renta neta. Con esta valoración se
56 En este sentido la DGT en Resolución de 22 -VII-1987, determinó que 
cuando la vivienda se utiliza parcialmente en una actividad profesional, la parte 
utilizada se imputaría por el alquiler normal de mercado. Si ello es así no se 
entiende muy bien, por que la parte no utilizada debe computarse por el 2 %  y el 
resto por alquiler, o lo que es lo mismo no se entiende por qué un mismo bien 
inmueble es objeto de dos mediciones totalmente distintas atendiendo, no ya a 
criterios intrínsecos del bien, sino a criterios extrínsecos al mismo como es la 
utilización del bien inmueble para una actividad empresarial o profesional o 
para la utilización particular. Por su parte, el TS también ha afirmado que no es 
explicable jurídicamente la distinta valoración de un mismo bien atendiendo a 
criterios extrínsecos al mismo como puede ser el título jurídico por el cual se 
realiza la transmisión, en este sentido vid. STS 6-111*1991 (Ar. 2648).
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conseguiría la equidad, tanto entre el propietario que percibe 
arrendamientos efectivos y el propietario que utiliza su 
vivienda, como respecto de la persona que debe detraer parte 
de sus rentas para arrendar una vivienda.
En conclusión, pensamos que ante la inexistencia en el 
ordenamiento tributario de una imposición patrimonial, sí 
podría existir esta renta imputada, pero únicamente en 
aquellos supuestos en que efectivamente la vivienda reportara 
una utilidad a su propietario o, en su caso, al titular de 
derechos reales de disfrute sobre la misma. Esa renta 
imputada debería valorarse atendiendo a los alquileres del 
mercado que se satisfacieran para viviendas de las mismas 
características, minorando los mismos con todos los gastos 
necesarios para la obtención de la utilidad, así como teniendo 
en cuenta la depreciación del bien por su uso. Esta valoración 
de la renta neta imputada es independiente de la posible 
deducción de los intereses por capitales ajenos, puesto que en 
este caso, la deducción no parte de la idea del propietario de la 
vivienda como arredatario - fundamento de la renta imputada- 
sino como inversor.
1.1.1.2.2. Imposición personal sobre la renta, 
complementada con una imposición patrimonial.
Debido a los problemas que plantea el trasvase del 
concepto teórico y extensivo de renta al plano real, sobre todo 
en cuanto a imputaciones de utilidades se refiere, parte de la 
d o c tr in a 57 entiende que una imposición patrimonial
57  Vid nota 48.
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complementaria a la imposición personal sobre la renta 
serviría para realizar las discriminaciones necesarias y 
evitaría las dificultades, tanto de valoración como 
administrativas que se podrían producir con la inclusión de 
determinadas utilidades en el Impuesto sobre la renta.
En efecto, cuando junto a una imposición personal sobre 
la renta aparece una imposición sobre el patrimonio, es a esta 
segunda figura impositiva a quien corresponde la 
discriminación de trato entre los distintos sujetos pasivos, al 
tiempo que es a esta segunda figura a la que corresponde 
discriminar entre las rentas de trabajo y las rentas de 
capital58. De este modo, la utilidad que reporta la posesión de 
bienes y derechos ya no debe quedar gravada en el Impuesto 
sobre la Renta sino que debe ser objeto de gravamen en el 
Impuesto sobre el Patrimonio. Así las cosas, en el Impuesto 
sobre la Renta deberán quedar gravados los flujos efectivos de 
renta y las ganancias de capital realizadas, mientras que el 
Impuesto sobre el Patrimonio gravará la tenencia de bienes y, 
anualmente, gravará los aumentos de valor de los mismos. Si 
trasladamos estas ideas a nuestro ordenamiento podemos 
observar cómo el legislador ha tenido en cuenta el concepto de 
renta extensiva para la tributación del impuesto personal
58 De todos es sabido que una de las funciones del Impuesto sobre el 
Patrimonio es complementar al Impuesto sobre la Renta, discriminando las 
rentas de trabajo respecto de las rentas de capital de manera que éstas debido a la 
mayor capacidad contributiva conferida, tributen de distinto modo a las rentas de 
trabajo. Se podría plantear incluso que debido a esta función de discriminación y 
mayor gravamen de las rentas de capital sobre las rentas de trabajo podría 
justificarse la existencia de la imputación de renta en el IRPF por la utilidad de 
la vivienda. Sin embargo, pensamos que esta función del Impuesto no es 
incompatible con la desaparición de la imputación de renta, si ello conllevara una 
elevación de los tipos impositivos del Impuesto sobre el Patrimonio y si, por otra 
parte, las Comunidades Autónomas aguzaran su ingenio y aprovecharan los 
escasos resquicios que la tributación estatal deja y, por ejemplo, con el fin de 
incentivar un mercado arrendaticio establecieran un tributo sobre las viviendas 
desocupadas.
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sobre la renta y, sin embargo, no ha tenido en cuenta las 
observaciones que sobre el Impuesto sobre el Patrimonio se 
pusieron de manifiesto por la doctrina.
Si analizamos la renta imputada podemos llegar a la 
conclusión de que tiene su origen en la capacidad económica 
adicional que supone para un contribuyente el tener una 
vivienda, ya que, entre otras cosas, no necesitará acudir al 
mercado de arrendamiento de inmuebles para poder tener un 
techo donde vivir, lo que le supone una mejor distribución de 
sus rentas, ya que las rentas que necesitaría para la vivienda 
puede invertirlas en otros valores obteniendo un buen 
rendimiento.
Junto a la discriminación que puede suponer la 
utilización de vivienda propia respecto de las personas que 
deben arrendar los citados bienes, hay que poner de 
manifiesto la discriminación que supone el hecho de que los 
bienes inmuebles urbanos que se encuentran afectos a una 
actividad empresarial o profesional no produzcan ingresos 
por renta imputada. Es decir, que si un particular posee tres 
viviendas va a tener que computar como ingresos el 2% del 
valor que las mismas tengan en el Impuesto sobre el 
Patrimonio, mientras que si es un empresario o profesional 
el que las posea y se encuentran afectas a la actividad no 
sólo no se computará ingresos sino que además podrá 
practicarse los gastos que el mantenimiento y conservación 
de las mismas supongan. De este modo, en nuestro 
ordenamiento, el particular se va a ver doblemente gravado 
por la titularidad de los bienes inmuebles urbanos, en el IRPF 
por la renta imputada y en el Impuesto sobre el Patrimonio- 
sin contar la imposición municipal-, mientras que el 
patrimonio empresarial o profesional únicamente queda 
gravado en el Impuesto sobre el Patrimonio. Con ello, no
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queremos expresar que los inmuebles urbanos en manos de 
empresarios o profesionales deban gravarse también en el 
Impuesto sobre la Renta sino, al contrario, queremos poner 
de manifiesto que los bienes inmuebles urbanos en manos de 
particulares únicamente deberían quedar gravados en el 
Impuesto sobre el Patrimonio.
Si, por tanto, la renta imputada tiene como fundamento 
la capacidad económica adicional que le supone al 
contribuyente la posesión y utilización de una vivienda 
propia, parece que lo lógico sería que desapareciera del 
Impuesto sobre la Renta esta imputación y que la vivienda 
propia estuviera gravada exclusivamente en el Impuesto 
sobre el Patrimonio, ya que es este impuesto el que tiene 
como objeto la capacidad económica adicional que supone la 
posesión de un patrimonio, mientras que el Impuesto sobre la 
Renta tiene como objeto la obtención de rendimientos por el 
sujeto pasivo59.
Si concluimos que la imputación de rendimientos no 
responde a renta alguna, sino a la capacidad económica que 
supone en el sujeto pasivo la posesión del citado bien podemos 
llegar a la conclusión de que el IRPF tiene como objeto el
59 Como ha afirmado SAINZ DE BUJANDA :"  El fundamento objetivo, la 
base real de la capacidad contributiva, consiste en la posesión de una riqueza, en 
la disponibilidad de medios económicos para efectuar el pago del tributo. La 
capacidad económica supone en el sujeto tributario la titularidad de un 
patrimonio o de una renta, aptos en cantidad y en calidad para hacer frente al 
pago del impuesto una vez cubiertos los gastos vitales ineludibles del sujeto.” 
vid, “ Reflexiones sobre un sistema de derecho ...”, op. cit., págs 190-191; 
MARTIN DELGADO por su parte escribe: “ no basta afirmar que la capacidad  
económica se identifica con la titularidad de riqueza sino que es preciso valorar 
en qué circunstancia esa riqueza implica capacidad económica: y continua el autor 
H No basta poseer capacidad económica para contribuir, sino que es preciso que 
esa capacidad económica sea considerada en el conjunto de la justicia en el 
sistema tributario”, op. cit., págs. 65-68 y 92-93.
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mismo que el Impuesto sobre el Patrimonio. Es más, si la 
imputación de rendimientos tiene como hecho imponible la 
titularidad del bien inmueble, no sólo coincide con el Impuesto 
sobre el Patrimonio sino también con el Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles, tributo local60
En conclusión, consideramos, que en nuestro 
ordenamiento tributario y, en concreto, en la imposición 
personal sobre la renta existe una doble imposición por lo 
que se refiere a los bienes inmuebles urbanos no arrendados.
Si en nuestro ordenamiento existe una imposición personal 
sobre la renta complementada con una imposición sobre el 
patrimonio, la renta imputada por las viviendas no 
arrendadas deja de tener sentido como hecho imponible del 
Impuesto sobre la Renta, puesto que esa utilidad, esa 
capacidad económica que la posesión de las mismas supone 
para su titular ya se encuentra gravada en el Impuesto sobre
60 La coincidencia con el Impuesto local ha sido evidente hasta para el 
legislador que ha optado, para evitar la sobreimposición, por considerar la cuota 
satisfecha por este impuesto como gasto deducible de los rendimientos de capital 
inmobiliario en el IRPF.
En otro ámbito, pero cercano también a nosotros, el Tribunal de Justicia 
de las Comunidades Europeas ha tenido ocasión de pronunciarse sobre la 
imposibilidad de que existan dos tributos que graven la misma situación. En este 
sentido, en la sentencia de 31 de marzo de 1992 (asunto C -200/90) afirma la 
incompatibilidad de un impuesto sobre el volumen de negocios con el IVA, 
poniendo de manifiesto el Tribunal que para poder hablar de un impuesto sobre el 
volumen de negocios incompatible no es necesario que sea similar en todos los 
aspectos al IVA sino que basta con que ofrezca las características esenciales del 
mismo. Sobre esta cuestión se había pronunciado anteriormente, en otras 
sentencias, vid. SsTJCEE de, 8 de julio de 1986, 19 de marzo de 1991. De lege 
ferenda podríamos plantear, dada nuestra definitiva vinculación con la 
Comunidad Económica Europea, la aplicación de este criterio jurisprudencial a 
otros ámbitos de la tributación. En efecto, podríamos pensar que conforme se 
vaya consolidando la armonización de la imposición directa, existirá un precepto 
similar al art. 33 de la Sexta Directiva del IVA en el cual se ponga de manifiesto 
la imposibilidad de la existencia de varios tributos directos que graven lo mismo. 
Si ello fuera así no estaría de más que nuestro legislador, se adelantara a esta 
situación haciendo desaparecer esta doble tributación de nuestro ordenamiento 
interno.
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el Patrimonio, al margen de la imposición albergada en el 
sistema tributario local, el IBI61.
En consecuencia, la renta imputada por bienes inmuebles 
urbanos no arrendados quiebra la racionalidad del sistema y 
debe se desechada del mismo.
No podemos concluir este apartado sin mencionar la 
Disposición Transitoria Sexta de la Ley 18/1991, del IRPF62,
61 En este sentido BREÑA CRUZ y GARCIA MARTIN afirman: “ En 
cualquier caso, entendemos que estas ganancias o utilidades psicológicas, sin 
cabida en los conceptos de renta normalmente en el campo tributarlo, son una 
característica propia del patrimonio y manifestación de la capacidad de pago 
implícita en el mismo no considerada en el gravamen de las rentas. Es todo 
aquello que, con independencia del rendimiento, hace valioso un patrimonio para 
una persona determinada. En este punto el papel del Impuesto sobre el
Patrimonio no es un papel subsidiario sino propio  Admitimos, pues, esta
función del gravamen patrimonial y en consecuencia defendemos que, establecido 
el Impuesto sobre el Patrimonio Neto, no ha lugar al gravamen de rentas 
imputadas en el seno del Impuesto sobre la Renta", El Impuesto sobre el 
patrimonio neto. IEF, Madrid, 1980, pág. 35. En este mismo sentido vid. 
JARACH, D: "Impuesto sobre el patrimonio y las Sucesiones y Donaciones", en 
El Impuesto sobre el Patrimonio, IEF, Madrid, 1972, pág. 213; PIG O U, A.C. 
Hacienda Pública. IEF, Madrid, 1974, pág. 185; DUE, J. Análisis económico de 
los impuestos, op. cit. pág. 355. Por el contrario el Ministerio de Economía y 
Hacienda, en el Informe sobre la Reforma del IRPF (libro blanco), determina que 
debe mantenerse esta imputación para conservar el criterio de valoración 
neutral de la capacidad económica del sujeto pasivo independientemente de la 
fórmula de ahorro elegida (capital mobiliario o inmobiliario), de lo que se 
desprende la continuidad de la concepción de la imposición personal sobre la 
renta como sintética e integral, concepción que choca no sólo con las restantes 
figuras impositivas que en la actualidad componen nuestro sistema tributario, 
sino también con el propio texto legal regulador del actual IRPF, que lo configura 
como un impuesto analítico y por definición, contrario a la idea de un impuesto 
sintético.
62  Disp. Trans. 6a: “ Rendimientos íntegros de determinados bienes 
inmuebles. Una vez tenga lugar la revisión o modificación de los valores 
catastra les  en los términos previstos en los artículos 7 0 .6  y 71 
respectivamente, de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las 
Haciendas Locales, la Ley de Presupuestos Generales del Estado, fijará, a efectos 
de lo establecido en la letra b) del artículo 34 de esta Ley un nuevo y menor tipo 
que tenga en cuenta el alcance de la revisión o modificación citada. Dicho tipo será
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de cuya lectura se puede extraer un pequeño giro en la 
conciencia del legislador por cuanto habla de un mínimo exento 
para los bienes inmuebles que se encuentren sometidos a la 
imputación de rendimientos. Mínimo exento, que será regulado 
por Ley de Presupuestos y que se llevará a cabo una vez hayan 
concluido las tareas de revisión catastral de los bienes 
inmuebles urbanos. En definitiva, una futura reducción de la 
carga fiscal sobre la vivienda, que podría haberse previsto ya 
por la propia Ley del IRPF63, puesto que la nueva valoración de
aplicable a partir del primer periodo impositivo en que entre en vigor ésta 
última.
La Ley de Presupuestos establecerá, así mismo el importe en que podrá 
reducirse, en concepto de mínimo exento, el valor de los bienes inmuebles 
urbanos a los que resulte de aplicación el tipo de rendimiento a que se refiere el 
párrafo anterior”. De la lectura de esta Disposición, se desprende que una vez  
revisados o modificados los valores catastrales el porcentaje del 2 %  como renta 
imputada desaparecerá, fijándose a partir de entonces otro porcentaje distinto. 
Dicho en otras palabras, se está regulando en una Disposición Transitoria, lo que 
va a ser el régimen general, mientras que se mantiene en el texto de la Ley el 
régimen transitorio. Quizá lo correcto hubiera sido establecer desde el inicio el 
régimen general, en consecuencia con un porcentaje más reducido, y mantener en 
Disposición Transitoria, la circunstancia de que mientras no se revisen o 
modifiquen los valores catastrales el porcentaje aplicable será el 2%. Quizá de 
este modo se hubiera ganado en claridad y el sujeto pasivo del impuesto desde el 
primer día de aplicación de la Ley sabría con exactitud cual iba a ser su 
tributación en el futuro. En el mismo sentido, vid. W A A  La regularización  
fiscal.... op. cit., págs. 698 y 699; MARTIN QUERALT, J. “ El Impuesto sobre la 
Renta...", op. cit., pág. 82.
63 La implantación de un mínimo exento de tributación responde no sólo a 
la necesidad de adecuar la carga fiscal a la capacidad contributiva del sujeto 
pasivo, sino también, queremos pensar, a lo dispuesto en el art. 47 de nuestra 
Constitución : “ Todos los españoles tiene derecho a disfrutar de una vivienda 
digna y adecuada. Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y 
establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho". No cabe 
duda que una política fiscal sobre la vivienda puede redundar en un mejor 
cumplimiento de este precepto. En este sentido en la nueva Ley del IRPF se ha 
introducido la deducción por alquileres, ejemplo de política fiscal. Junto a esta 
deducción y con la misma finalidad se encuentra la deducción por adquisición de 
vivienda habitual y la exención del incremento producido por la enajenación de la 
vivienda habitual cuando lo obtenido se reinvierte en otra vivienda habitual 
(arts. 50 y 78 LIRPF ); CARBAJO VASCO, D. : “ El tratamiento de la vivienda en 
el IRPF", ponencia presentada en el Seminario La Reforma del IRPF, celebrado 
en la UIMP, Santander, 1990; ESPEJO POYATO, I. : “ La fiscalidad de la vivienda
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los bienes inmuebles urbanos en el Impuesto sobre el 
Patrimonio entró en vigor el mismo día - uno de enero de 
1992- que la Ley del IRPF y, por tanto, la Imputación de 
rendimientos en el supuesto de bienes inmuebles urbanos no 
arrendados ya podían girar desde dicha fecha sobre valores 
distintos a los catastrales valores éstos últimos que, por otra 
parte, nunca superarán el valor de mercado64.
1.1.2. Incrementos y disminuciones de patrimonio 
como elementos objeto de tributación.
La fiscalidad de los incrementos de patrimonio ha sido 
objeto de eterna discusión65. Sin embargo, dado que el 
concepto de renta que parece mantener el legislador- tanto en 
la actual ley como en la anterior- es el concepto de renta 
patrimonial o de renta extensiva y sí, en consecuencia, la renta 
del sujeto pasivo viene determinada por todas las afluencias
en la reforma del IRPF", HPE, cuadernos de actualidad, n8 5, 1990, págs. 25 y 
ss.
64  En este sentido el art. 66 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre,
LRHL, al definir la base imponible del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, 
determina que es el valor de los bienes, constituido por el valor catastral que 
tiene como referencia y límite el valor de mercado; es decir que el valor 
catastral no puede superar el valor de mercado. Ello pone de manifiesto que: 
primero, ante un valor catastral y un valor comprobado, prevalecerá con casi 
absoluta seguridad el valor comprobado que tiende a determinar el valor real 
como el valor de mercado; segundo, normalmente el precio de adquisición de un 
bien será superior a su valor catastral, por lo que también en este supuesto será 
el precio el que se tome en cuenta a efectos del Impuesto sobre el Patrimonio. En 
el mismo sentido vid. PEREZ ROYO, I. La nueva regulación.... op. cit., pág. 67.
66 El problema de la justicia del gravamen de las ganancias de capital ha 
girado en gran medida sobre la cuestión de si son o no son renta, y de si debía ser 
el Impuesto sobre la Renta o el Impuesto sobre el Patrimonio o una imposición 
independiente quien las gravara. Por todos, vid. GIARDINA, E. Le base teoriche... 
op. cit., págs. 189 y ss.
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de riqueza durante el periodo impositivo, es evidente que los 
incrementos de patrimonio forman parte de esa renta.
En los distintos sistemas tributarios no existe 
unanimidad en cuanto a si sólo se deben gravar los incrementos 
de carácter especulativo o a corto plazo, ni si deben gravarse 
como un componente más de la renta o, por el contrario deben 
tributar a través de un impuesto específico66. Sí existe 
unanimidad en cuanto a la no tributación de los incrementos de 
patrimonio no realizados, quedando por tanto sometidos a 
tributación únicamente los incrementos de patrimonio 
efectivamente realizados67.
66 Los paises de la OCDE que gravan los incrementos patrimoniales ( o 
ganancias de capital en la terminología utilizada por la fuente de consulta) 
mediante un impuesto distinto del Impuesto personal sobre la Renta son: 
Dinamarca, Irlanda, Portugal, Reino Unido y Suiza. El resto de paises los 
incluyen como un componente de la base imponible de la renta, con diferencias 
entre ellos. OCDE L’imposition des personnes physiques sur l'actif net. les 
mutatipns £t Jes qa¡ns..gn capital. París, 1988, pág. 126.
67  Aplicando hasta sus últimas consecuencias el concepto teórico- 
patrimonial de renta, las ganancias de capital tanto las realizadas como las no 
realizadas deberían quedar sometidas a gravamen. Se afirma que una ganancia de 
capital existe, y por tanto existe aumento de la capacidad económica del sujeto 
pasivo, independientemente de la voluntad del mismo para realizarla o no. En este 
sentido por ejemplo, si se posee una vivienda por un importe de 2.000.000 pts. 
y con el paso del tiempo esa vivienda ha aumentado de valor, en el mercado, a 
3.000.000 pts. se ha producido un aumento de valor en el patrimonio del sujeto 
pasivo de 1.000.000 pts. Este aumento de valor, evidentemente no debe ser 
meramente nominal, es decir debido a la inflación. El aumento de valor supone 
una mayor capacidad económica del sujeto pasivo y, en consecuencia, se debería 
tributar por el mismo. Sin embargo, debido a las dificultades administrativas 
que conllevaría valorar anualmente estos aumentos de valor se opta por la 
doctrina por la no inclusión de estas ganancias en el Impuesto sobre la Renta. 
Podemos argumentar nosotros, además, que cuando junto a una Impuesto personal 
sobre la renta existe un impuesto sobre el patrimonio, ordinario y periódico, ya 
no hay razón para incluir estas ganancias no realizadas en el impuesto personal 
sobre la renta, pues el Impuesto sobre el Patrimonio, al basarse en los valores 
actualizados de los bienes para cada período impositivo, ya las tiene en cuenta en 
su tributación y, en consecuencia, la capacidad económica manifestada con estos 
aumentos de valor ya se encuentra gravada.
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En definitiva, si un incremento de patrimonio es una 
manifestación de capacidad contributiva es evidente que 
resulta necesaria su tributación para salvaguardar la equidad 
fiscal y la justicia tributaria. Los incrementos de patrimonio 
representan un aumento de poder económico o de consumo 
suplementario que aumenta la capacidad contributiva del 
sujeto pasivo y que debe ser tenida en cuenta para que las 
cargas fiscales sean repartidas equitativamente68.
Coherente en principio, como veremos, con el concepto de 
renta mantenido en la Ley 18/91, se incluyen los incrementos 
y disminuciones patrimoniales como una de las fuentes 
productoras de renta. El concepto de incremento o disminución 
patrimonial no ha variado sustancialmente de la Ley 44/78 a la 
actual regulación del Impuesto sobre la Renta69. En 
consecuencia, cualquier variación patrimonial que se produzca 
por la alteración en la composición del patrimonio del sujeto 
pasivo queda, en principio, sometida a tributación70.
68 En este sentido, vid. OCDE, L’imposition des personnes . op. cit., pág. 
127; PALAO TABOADA, C. :"  La imposición sobre las ganancias de capital y la 
justicia tributaria", HPE n® 9, 1971, pág. 40; AGULLO. A G Ü E R O , A. : “ 
Estructura de la...", op. cit., pág. 43 y ss; FERNANDEZ JUNQ UERA, M. Los 
incrementos de patrimonio y el concepto de renta. Ed. Lex Nova, Valladolid, 
1988, págs. 15 y 93 y ss. El Informe Cárter propugnaba gravar las ganancias de 
capital cuando se realizaran o se presumieran realizadas con ocasión de 
transmisiones lucrativas o fallecimientos, vid. Informe Cárter, op. cit. tomo II, 
págs. 3 y ss; MARTIN QUERALT, J.: Comentarios a la Ley.... op. cit., págs. 223 y 
ss.
09 art. 44 L IR P F ;" son incrementos y disminuciones de patrimonio las 
variaciones en el valor del patrimonio del sujeto pasivo que se pongan de 
manifiesto con ocasión de cualquier alteración en la composición de aquel, salvo 
lo dispuesto en los apartados siguientes.”.
7 0  No todas las transmisiones tributan en el IR PF, puesto que las 
transmisiones lucrativas tributan, en vía de principio en el Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones (Ley 19/1987), sin perjuicio de las transmisiones
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Los incrementos y disminuciones de patrimonio han sido 
uno de los aspectos más criticados en la legislación anterior71 
sobre todo a partir de la reforma operada por la Ley 45/1985, 
que se separa y, por tanto, quiebra el concepto de renta seguido 
por el legislador72, y ha sido uno de los puntos de mayor 
incidencia en la nueva regulación, sobre todo en cuanto a la 
cuantificación de los mismos, desapareciendo los coeficientes 
correctores de los valores de adquisición e introduciendo unos 
coeficientes de reducción de los incrementos patrimoniales 
obtenidos73.
lucrativas que el IRPF regula como incrementos o disminuciones a los efectos de 
éste último. Además, la propia LIRPF delimita los incrementos y disminuciones 
sometidos a tributación y aquellas situaciones que no se consideran incrementos o 
disminuciones a efectos del impuesto (arts. 44 y ss).
71 RODRIGUEZ PEREZ, M . : M Reforma del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas", RDFHP n9 182, 1986, pág. 245; S IM O N ACOSTA., E. “ 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas", en Comentarios a las Leves 
Tributarias y Financieras, tomo III, EDERSA, Madrid, 1983; MARTIN QUERALT, 
J. en Comentarios a la Ley del Impuesto, op. cit., pág.223 y ss.
72 En efecto, si la renta es entendida como un todo unitario, todos los 
rendimientos, tanto positivos como negativos, deben integrarse y compensarse 
entre sí. Esta idea se mantuvo en la Ley 44/78, pero desapareció con la Reforma 
45/1985, en la cual se modificó la integración y compensación de rentas de tal 
modo que las disminuciones patrimoniales sólo podían compensarse con los 
incrementos y, adem ás con limitaciones respecto de las disminuciones 
patrimoniales lucrativas que únicamente podían compensarse con incrementos 
patrimoniales de la misma naturaleza. En la nueva Ley, como veremos, se sigue 
con el criterio de compensar las disminuciones patrim oniales con los 
incrementos, si bien ha desaparecido la particularidad de las disminuciones 
patrimoniales lucrativas, apareciendo en su lugar una limitación respecto de las 
disminuciones e incrementos según sean regulares o irregulares. Vid. 
FERNANDEZ JUNQUERA, M.: Los incrementos patrimoniales .... op. cit., págs. 
111 y ss.
7 3  En la anterior legislación el valor de adquisición se actualizaba  
mediante la aplicación de unos coeficientes, que mitigaban la inflación y la 
depreciación monetaria. Esta corrección era acorde con la idea de querer gravar 
plusvalías reales y no meramente nomínales para adecuar la tributación a la 
capacidad económica relativa puesta de manifiesto con la transmisión.
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Una de las formas mediante las que puede aparecer una 
variación patrimonial es la entrada y salida de bienes74, En 
concreto la transmisión de los bienes inmuebles urbanos puede 
dar lugar a un aumento o una disminución en el valor del 
patrimonio, producida por la alteración del mismo. Con la 
transmisión se obtiene una renta, positiva o negativa, 
susceptible de ser gravada en el IRPF.
La transmisión puede ser onerosa -mediante 
contraprestación- o lucrativa -sin contraprestación-. Vamos a 
analizar detenidamente ambos supuestos.
1.1.2.1. Transmisiones onerosas de bienes 
inmuebles urbanos.
Podemos deslindar dos supuestos distintos en cuanto a la 
adquisición del bien inmueble: que se haya adquirido el bien a 
título oneroso o a título lucrativo. En ambos supuestos el 
incremento o disminución patrimonial75 vendrá dado por el
74 MARTIN QUERALT, J.: “ El Impuesto sobre la Renta...”, op. cit., pág. 
101 y ss.
75 Hay que tener en cuenta que los incrementos netos de patrimonio que 
se pongan de manifiesto con ocasión de transmisiones onerosas cuando el importe 
global de éstas no supere la cantidad de 500.000 pts durante el año natural no 
están sometidos a tributación (art. 44.1. LIRPF). Si bien no es objeto específico 
de nuestro trabajo, si nos gustaría poner de manifiesto algunas cuestiones 
respecto de esta especificación. En primer lugar, únicamente se aplica a las 
transmisiones onerosas y no a las lucrativas que, en consecuencia, no deberán 
tenerse en cuenta para el cómputo global de las transmisiones. No se entiende 
muy bien porque sólo se aplica a las transmisiones onerosas y no a las lucrativas 
cuando ambos tipos de transmisiones pueden dar lugar a incrementos de 
patrimonio que en todo caso van a tributar en el IRPF. En segundo lugar, el 
precepto habla de incrementos netos. Los incrementos netos son los resultantes
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resultado de comparar dos magnitudes distintas: el valor de 
adquisición y el valor de transmisión76. En cada uno de los 
supuestos el valor de adquisición se va a determinar de 
distinto modo, mientras que el valor de transmisión es el 
mismo en ambos casos. Por ello, primero analizaremos los 
valores de adquisición, para posteriormente entrar en el 
estudio del valor de transmisión.
1.1.2.1.1. Transmisión onerosa de un bien 
inmueble urbano adquirido a título oneroso.
1.1.2.1.1.A) Criterios generales.
En este supuesto como valor de adquisición se establece, 
con carácter general, el importe real por el que la adquisición 
se hubiera efectuado. ¿Qué debe entenderse por importe real de 
la adquisición?. En principio, cabe pensar que este importe real 
se refiere al precio satisfecho como contraprestación por la
de la integración y compensación de los incrementos con las disminuciones 
patrimoniales, teniendo en cuenta además que en la Ley vigente existen dos tipos 
de rentas distintas, la renta regular y la renta irregular. Así las cosas los 
incrementos y disminuciones regulares (los que se han producido en un periodo 
igual o inferior a un año) sólo pueden compensarse entre sí, y los incrementos y 
disminuciones irregulares entre sí. De este modo, si por ejemplo, un sujeto 
pasivo ha realizado dos transmisiones onerosas, que no han supuesto más de 
500.000 pts. en su conjunto, pero de las mismas ha obtenido un incremento de 
patrimonio regular de 80.000 pts y una disminución regular de 75 .000 , el 
incremento neto no sujeto será de 5.000 pts. resultado de compensar el 
incremento con la disminución. Si, en el mismo supuesto la disminución 
patrimonial fuera irregular el incremento neto no sujeto sería de 80.000 pts, 
puesto que una disminución patrimonial irregular no puede compensarse con un 
incremento patrimonial regular. En tercer lugar, si bien la no tributación 
únicamente va referida a los incrementos netos, para el cómputo global de las 
transmisiones se van a tener en cuenta tanto las transmisiones onerosas que dan 
lugar a incrementos como a disminuciones patrimoniales.
76 art. 45.1 LIRPF.
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adquisición del bien. Pero, ¿qué valor deberemos tener en 
cuenta si tras la adquisición la Administración, haciendo uso 
de las facultades de comprobación de valores previstas en el 
art. 52 LGT, estableció un valor superior?. ¿Se puede afirmar 
que este valor comprobado es un importe real?. Ni la LIRPF, ni 
su Reglamento nos aclaran esta cuestión. Pensemos, por 
ejemplo, en una transmisión de un bien inmueble entre 
particulares mediando contraprestación. Se fija la misma por 
un importe de 6.000.000 pts. Cuando el adquirente declara la 
transmisión realizada a efectos del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos documentados 
computa como valor real del inmueble el precio satisfecho. La 
Administración comprueba el valor declarado del bien y 
establece como valor del mismo 7.000.000 pts. Esta 
comprobación del valor del bien, no sólo tiene efectos en el 
citado impuesto, sino que además, será el valor que se tenga en 
cuenta a efectos del Impuesto sobre el Patrimonio, suponiendo 
que sea un valor superior al valor catastral del mismo -que 
será casi con toda seguridad inferior al valor comprobado, ya 
que los valores catastrales se sitúan por debajo de los valores 
de mercado-.
Ante esta situación el adquirente del bien inmueble, que 
posteriormente se convertirá en transmitente, mientras 
permanezca el bien en su poder deberá hacer constar en su 
declaración anual del Impuesto sobre el Patrimonio el bien 
inmueble por un valor de 7.000.000 pts, mientras el valor 
catastral no supere esta cifra. Junto a esta declaración, si el 
inmueble adquirido no se encuentra arrendado deberá incluir 
como renta imputada por la titularidad del bien, en su 
declaración del Impuesto sobre la Renta el 2% de esos
7.000.000 pts. Es decir, que desde el momento en que la 
Administración establezca como valor del bien uno superior al 
precio efectivamente satisfecho, el contribuyente deberá
6 1
consignar en todas las obligaciones tributarias que surjan 
como consecuencia de la tenencia del bien, en el ámbito 
estatal77, este valor comprobado.
En el momento en que el titular del bien, lo transmite, 
¿debemos entender qué é l importe real de la adquisición, base 
para el cálculo del incremento, o en su caso disminución 
patrimonial, puede ser entendido como el valor comprobado por 
la Administración, y que el trasmitente ha venido utilizando a 
efectos de otros deberes tributarios?. Entendemos que no por 
varios motivos. En primer lugar, porque el legislador utiliza 
claramente los términos importe y valor78 refiriéndose en 
cada caso a la distinción entre ambos. Por importe se debe 
entender lo efectivamente satisfecho, el coste que ocasiona la 
obtención de un bien, en definitiva el dinero desembolsado para 
obtener el mismo. El valor de un bien, sin embargo, no tiene por 
que coincidir con el importe efectivamente satisfecho, 
pudiendo coincidir, claro está, pero es una magnitud objetiva y, 
en principio distinta de aquél79.
77 Hablamos del ámbito estatal, por que, si bien a nivel local también va 
a tener que cumplir con obligaciones tributarias surgidas por la tenencia el 
bien, en concreto el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, este Impuesto gira 
únicamente sobre el valor catastral del bien, y por ello no afecta el valor 
comprobado por la Administración a efectos de otros tributos.
78  La distinción no es llevada por el legislador a todos los ámbitos, 
puesto que, por ejemplo, habla de valor de adquisición cuando en realidad se está 
refiriendo al coste de adquisición en una transmisión de un bien, cuya adquisición 
es onerosa. Sí está perfectamente utilizado el término valor de adquisición en las 
transmisiones cuya adquisición de los bienes ha sido lucrativa ya que en estos 
supuestos no nos encontramos con un importe efectivo sino con un valor 
objetivamente determinado, y en consecuencia no ha habido coste de adquisición 
alguno.
79 VOGEL, K.: “ Verkehrswert...", op. cit., pág. 30.
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En segundo lugar, cuando el legislador ha deseado que 
junto al importe real se tenga en cuenta otra magnitud distinta 
lo ha establecido expresamente. Así, por ejemplo, el legislador 
entiende por importe real de la enajenación el efectivamente 
satisfecho salvo que difiera del valor de mercado, en cuyo caso 
prevalece éste. Sin embargo, cuando determina el valor de 
adquisición únicamente se refiere al importe real por el que la 
adquisición se hubiese efectuado, de tal modo que “ ubi lex 
non d is tingu it, nec nos d istinguere debemus” y, en 
consecuencia, debemos concluir que importe real es el precio 
efectivamente satisfecho en la adquisición y no el resultante 
de la comprobación administrativa a efectos de otros tributos.
Ante esta tesitura, ¿qué consecuencias tributarias van a 
surgir para el contribuyente?. ¿Puede, en este caso la 
Administración comprobar el valor de adquisición declarado 
por el contribuyente?. ¿Puede la Administración, en el caso de 
que compruebe el citado valor, establecer un valor distinto al 
que ya determinó para el mismo bien a efectos de otros 
tributos?.
Evidentemente, la Administración en virtud del art. 52 
LGT puede comprobar el valor declarado por el contribuyente, 
pero pensamos que si el art. 46.1.a) LIRPF se refiere al importe 
real de la adquisición, la Administración lo que deberá 
comprobar es si efectivamente el valor declarado fue el 
importe satisfecho y, en ningún modo, comprobar si ese valor 
declarado se ajusta o no al valor de mercado del bien, puesto 
que el citado precepto no se refiere a éste último sino al 
importe efectivo. Es decir, la Administración goza de la 
facultad de comprobación pero esta facultad no es ilimitada ni 
puede ser arbitraria, sino que en todo caso, la comprobación 
debe ir destinada a determinar si la actuación del
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contribuyente se ajusta o no a los preceptos tributarios 
utilizados80.
Aún admitiendo que la Administración comprobara el 
valor declarado por el contribuyente, basándose en el valor de 
mercado -actuación sobre la que ya hemos dado nuestra 
opinión- lo que de ningún modo podría llevar a cabo la 
Administración sería determinar un valor comprobado distinto 
al ya determinado anteriormente a efectos de otros tributos. El 
principio de unidad de la Administración lo impide y así lo ha 
puesto reiteradamente de manifiesto la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo que, entre otras, en la sentencia de 23 de 
abril de 1985 determinó:
“ ...Si bien la Ley General Tributaria dio 
lugar a una interpretación que permitía dividir la
80  En sentido similar, si bien a efectos de otros tributos, el Tribunal 
Supremo en sentencia de 20 de diciembre de 1990 (Ar. 10147) manifestó:
... H Existe una norma que excluye que un mismo bien tenga un valor 
máximo para el propietario, a efectos del Impuesto sobre Sociedades, y sin 
embargo ese mismo bien pueda ser valorado en mayor cantidad por peritos de la 
Administración cuando deba tributar por otro impuesto. Si existe una limitación 
para el propietario, esa misma lim itación debe de existir para  la 
Administración.... si bien la Administración puede comprobar si el valor 
declarado coincide con el contabilizado por la entidad declarante, el resultado de 
dicha comprobación no está ajustada a derecho, si se fija como valor comprobado 
uno superior al máximo que proceda...”.
Si bien la sentencia va referida a un supuesto distinto del que nos ocupa, 
pensamos que la idea que subyace en el fundamento jurídico transcrito, es 
perfectamente válida y aplicable a nuestro razonamiento. En efecto, si la norma 
tributaria fija como valor de adquisición el importe real efectuado para la 
adquisición, es decir el precio efectivamente satisfecho, lo cual constituye una 
norma de valoración que vincula al propietario, la facultad de la Administración 
debe quedar constreñida en los mismos términos o, lo que es lo mismo, la 
Administración debe comprobar que el valor declarado coincide con el precio 
efectivamente satisfecho por la adquisición del bien pero en ningún caso 
determ inar como valor comprobado uno superior. Si al rea liza r la 
comprobación, la Administración determina como valor comprobado uno 
superior al precio efectivamente satisfecho, dicha comprobación no se ajusta a  
derecho, siendo contraria al ordenamiento jurídico y en consecuencia deberá ser 
anulada.
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actuación administrativa cuando se produjese en 
distintos tributos, la ulterior evolución del 
ordenamiento jurídico especialmente tras la 
Constitución española, ha puesto de relieve la 
primacía de los principios relativos a los derechos 
fundamentales que proclama entre ellos el de 
tutela judicial efectiva, y por otra parte La 
personalidad jurídica única de la Administración 
denota claramente que dicha personalidad le obliga 
en su actuar conforme al principio general que le 
impide ir contra sus propios actos, pues la 
Administración para variar su actuación ha de 
seguir la vía legal impugnatoria por lesividad de 
sus propios actos y mientras no lo haga ha de 
atenerse a lo ya actuado como debe reconocerse en 
un Estado de Derecho. Si la Administración había 
aceptado una valoración a efectos del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales no puede 
desconocerla y .pretender practicar otra distinta a 
efectos del Impuesto sobre Sociedades...”81.
En conclusión, consideramos que la referencia al importe 
real, cuando se trata de adquisición a título oneroso, no puede 
entenderse de otra forma más que como referencia al precio o 
contraprestación efectivamente satisfecha por la adquisición 
del bien inmueble urbano. La Administración podrá y deberá 
comprobar si el importe declarado fue o no el efectivamente 
satisfecho, pero consideramos que no podrá, basándose en su 
facultad de comprobación, establecer un valor distinto del
81 (Ar. 1832) el subrayado es nuestro. En el mismo sentido, vid. SsTS  
3-111-19 8 6 (A r .1 0 5 0 ); 2 5 -V I-1 9 8 7  (A r.4 9 3 1 ); 1 1 -V I-1 9 8 8  (A r. 4 8 8 6 );
6-111-1991 (Ar. 2 6 4 8 ), entre otras. Sobre el principio de unidad o 
estanqueidad y la postura jurisprudencial, vid. supra pág.16 e infra pág. 172.
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mismo a efectos de la tributación del incremento o 
disminución de patrimonio.
Ahora bien, no es el importe real efectivamente 
satisfecho por la adquisición el que determina el valor de 
adquisición exclusivamente, sino que, junto a aquél, se tienen 
en cuenta otros componentes, que conformarán el coste total 
de adquisición o valor de adquisición a efectos de determinar 
el incremento o, en su caso, disminución patrimonial.
Estos componentes son el coste de las inversiones y 
mejoras efectuadas y los gastos y tributos inherentes a la 
transmisión satisfechos por el adquirente82. De estos costes 
se excluyen los intereses satisfechos como consecuencia de la 
utilización de capitales ajenos para la financiación de los 
bienes inmuebles urbanos que ahora se transmiten. Estos 
intereses se consideran gasto deducible de los rendimientos de 
capital inmobiliario, con limitaciones cuantitativas, sólo en 
los supuestos en que los inmuebles se encuentren arrendados o 
se trate de la vivienda habitual del sujeto pasivo, pero no en 
situaciones como las viviendas utilizadas como segunda 
vivienda, inmuebles desocupados -pendientes o no de arrendar 
o vender- ni las viviendas cedidas gratuitamente.
En consecuencia, si la exclusión de los intereses tiene 
como fundamento el que se consideren gasto deducible, ello es 
válido para los casos de bienes inmuebles arrendados o 
utilizados como vivienda habitual, pero no en los otros, puesto 
que en las viviendas utilizadas como segunda vivienda, 
desocupadas o cedidas gratuitamente no hay posibilidad, por 
imperativo legal, de deducirse este gasto. Siendo ello así,
82  art. 46.1 LIRPF.
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parece que en estos casos los intereses sí que son un coste de 
adquisición que debería tenerse en cuenta para hallar el valor 
de adquisición. El hecho de que no se contemplen como gasto 
deducible de los rendimientos de capital inmobiliario ni 
tampoco se tengan en cuenta como coste de adquisición pone de 
manifiesto un trato desigual, que a nuestro juicio no es 
jus tifica b le 83 y que, por ello, podría plantear una posible 
quiebra del principio de igualdad.
El valor de adquisición resultante de la suma de todos 
estos componentes se minorará cuando proceda, en el importe 
de las amortizaciones reglamentariamente practicadas, 
computándose en todo caso la amortización mínima. En efecto, 
el art. 8 del Rgto. establece las normas por las cuales se halla 
la amortización de los bienes en el caso de ser inmuebles 
arrendados, para determinar el rendimiento neto y en su 
apartado cinco determina:
83 Este trato desigual parece provenir de la finalidad perseguida con el 
gravamen de la renta imputada por estos bienes. En efecto, las restricciones de 
los gastos deducibles en estos supuestos lo que conllevan es la diferenciación de 
trato fiscal entre el propietario o usufructuario, que utiliza la vivienda como 
habitual frente a aquellos que teniendo viviendas no las aprovechan  
efectivamente. En definitiva, lo que parece pretender el legislador es que con esta 
restricción de los gastos deducibles y demás beneficios fiscales que sólo se van a 
aplicar a los que utilicen la vivienda como vivienda habitual, es hacer menos 
agradable para el contribuyente la posesión de esos bienes sin sacarles algún tipo 
de rendimiento. Sin embargo, junto con las argumentaciones que ya expusimos al 
tratar de los rendimientos de capital inmobiliario, tenemos que mostrarnos 
contrarios al actuar del legislador, puesto que no se puede establecer una norma 
con carácter general, basándose en actuaciones particularizadas de los afectados 
por las mismas, puesto que si se actúa de este modo la norma no será justa, ya 
que cuando se aplique a supuestos distintos de aquellos por los que la norma fue 
creada se vulnerarán principios tales como la capacidad económica o el principio 
de generalidad. En este sentido vid. FERNANDEZ JUNQUERA, M. Los incrementos 
patrim oniales, op. cit., págs. 114 y ss.
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“A efectos de lo prevenido en el último 
párrafo del apartado uno del artículo 46 de la Ley del 
Impuesto, todo elemento se considerará amortizado 
a n u a l m e n t e ,  al menos en el importe de la 
amortización que hubiera podido computarse conforme 
a las reglas anteriores con independencia de su 
efectiva consideración o no como oasto deducible..
De esta nueva regulación, y de la interpretación conjunta 
de ambos preceptos, parece surgir una novedad respecto de la 
legislación anterior.
En efecto, de una primera lectura podríamos concluir que 
las amortizaciones van a ser tenidas en cuenta, tanto en el 
supuesto de bienes inmuebles arrendados o procedentes de 
activos empresariales, como cuando se trate de bienes 
inmuebles urbanos no arrendados, a diferencia de la legislación 
anterior donde las amortizaciones únicamente se entendían 
aplicables en los dos primeros supuestos. Sin entrar en la 
justificación o no de la postura del legislador anterior, 
creemos que debemos entrar en el análisis de la legislación 
actual para confirmar o no, la interpretación dada prima facie.
Para ello, creemos que debemos partir de la teoría 
general en materia de amortizaciones y depreciación de los 
bienes y afirmar que todos los bienes se deprecian por el uso y 
transcurso del tiempo -salvo los terrenos- siendo, en 
consecuencia, susceptibles de amortización. Se podría argüir 
que este principio sólo es aplicable en los supuestos de bienes 
que producen rendimientos gravados por el Impuesto.
Sin embargo, a esta argumentación se le pueden objetar 
dos cosas: primero, que también los bienes ¡muebles urbanos 
no arrendados producen rendimientos, a través de la renta
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imputada, gravados; y segundo, y más importante, que la 
producción o no de rendimientos parece ser un requisito 
exigido para la consideración de la amortización como gasto, 
pero no parece ser necesario para la propia existencia de la 
depreciación, que se produce por el uso del bien o por el 
transcurso normal del tiempo.
Llegados a este punto, debemos distinguir por tanto dos 
situaciones distintas y que tienden a la confusión: de una 
parte, la depreciación que todo bien sufre por el uso o 
transcurso del tiempo y, de otra, la consideración de gasto 
deducible de esta depreciación a través de las amortizaciones 
en determinados supuestos84.
Somos de la opinión que es esta distinción la que debe 
guiar la interpretación de los preceptos de la LIRPF. En efecto, 
de una parte hay que dejar constancia que cuando el artículo 46 
LIRPF habla de la minoración, cuando proceda, del valor de 
adquisición en el importe de las amortizaciones que hayan sido 
reglamentariamente practicadas, pensamos que lo hace siendo 
consciente el legislador del carácter general de la norma y, por 
consiguiente, no siempre procederá practicar como minoración 
una amortización concreta, porque en este sentido las 
amortizaciones reglamentarias sólo caben en los supuestos de 
bienes inmuebles arrendados o elementos del activo 
empresarial. Ello es así, puesto que el legislador ha optado por 
denegar la consideración de gasto deducible a las 
amortizaciones cuando se trata de bienes inmuebles urbanos no 
arrendados pero ello, a nuestro entender, sólo supone que no 
pueden tenerse en cuenta las amortizaciones a los efectos de 
determinar los rendimientos netos de capital inmobiliario,
84 En este sentido vid. ROSEMBUJ, T . : El Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas. PPU, Barcelona, 28 ed.t 1992, pág. 323.
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cuando se trata de bienes inmuebles urbanos no arrendados o 
subarrendados, pero no a otros efectos.
Por ello, a pesar de que la previsión de la amortización 
mínima se encuentre en el artículo 8 del Reglamento, que va 
referido a la amortización de los bienes inmuebles arrendados, 
no debe concluirse que esta amortización mínima se aplique 
única y exclusivamente a estos últimos. Pensamos que las 
palabras del legislador son bastante precisas: ua los efectos 
...del art. 46”, es decir con independencia de la ubicación del 
apartado, se está previendo por el legislador un norma de 
carácter general que deberá aplicarse a toda transmisión; “ 
todo elemento se considerará amortizado anualmente,... con 
independencia de su efectiva consideración o no como gasto 
deducible”, es decir que en los supuestos en los que no se haya 
podido considerar la amortización como gasto deducible se 
aplicará la amortización mínima.
A nuestro entender en esta hipótesis se encuentran los 
bienes inmuebles urbanos no arrendados y por ello, podemos 
concluir que, efectivamente, nos encontramos ante una novedad 
en materia de amortizaciones puesto que, ya sea un bien 
inmueble arrendado o no, a la hora de determinar el valor de 
adquisición se reducirá éste, bien en las cantidades 
amortizadas efectivamente y deducidas como gasto de los 
rendimientos de capital inmobiliario, bien las cantidades que 
hubiera podido hacer constar el sujeto pasivo como 
amortización de haber podido deducir como gasto la misma. En 
definitiva, se reconoce la posibilidad de reducir el valor de 
adquisición tanto al sujeto pasivo que transmite un bien 
inmueble arrendado como al sujeto pasivo que transmite un 
bien inmueble no arrendado, independientemente de su 
utilización o no.
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1.1.2.1.1.B) Valor de adquisición como valor de
mercado.
Al principio de este apartado hemos indicado que con 
carácter general el valor de adquisición está compuesto por el 
importe real más los componentes expuestos. Junto a esta 
norma de carácter general existe una norma opcional para las 
transmisiones de elementos patrimoniales o derechos de
suscripción que procedan de valores adquiridos con
anterioridad al 1 de enero de 197985.
En este supuesto, debemos destacar en primer lugar que 
no se distingue por el legislador si tanto la transmisión como 
la adquisición son a título oneroso o a título lucrativo, por lo 
que la opción a nuestro entender cabe en los dos supuestos. De 
este modo, en el supuesto de transmisiones onerosas en las 
cuales la adquisición fue a título oneroso, el sujeto pasivo
podrá optar por considerar como valor de adquisición la suma 
del importe real y demás componentes previstos por la norma, 
o bien el valor de mercado a 31 de diciembre de 1978, siempre 
que éste último fuera superior al valor de adquisición.
85  Esta opción para el sujeto pasivo se encuentra prevista en la 
Disposición Transitoria 5*. que hace referencia, por su parte al apartado dos del 
artículo 45 LIRPF. Este apartado dos prevé la posibilidad de aplicar coeficientes 
reductores a los incrementos de patrimonio procedentes de la transmisión de 
bienes y derechos, o derechos de suscripción, adquiridos con más de dos años de 
antelación a la fecha de transmisión. La referencia de la Disposición Transitoria 
a este apartado dos del artículo 45 no acabamos de entenderla, pues parece 
evidente, por no decir que resulta una perogrullada, que si se le da opción al 
sujeto pasivo para determinar el valor de adquisición como valor de mercado a 
31 de diciembre de 1978, necesariamente el bien se encuentra en manos del 
mismo con más de dos años de antelación a la fecha de transmisión. Creemos, por 
tanto que puede ser un error taquigráfico y en realidad la concordancia hay que 
hacerla con el apartado 1 del art. 45 que es donde se establecen los valores que se 
tomarán en cuenta a los efectos de determinar los incrementos de patrimonio.
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En segundo lugar, la opción de tomar como valor de 
adquisición el valor de mercado a 31 de diciembre de 1978 
tiene como contrapartida la reducción del periodo de 
permanencia del bien, a efectos de la aplicación de los 
coeficientes reductores del incremento o disminución de 
patrimonio obtenidos, al 1 de enero de 1979. Es decir, que si se 
opta por el valor de mercado a 31 de diciembre de 1978 la 
fecha de adquisición a partir de la cual se van a computar los 
años de permanencia del bien será el 1 de enero de 1979. Ello 
va a suponer que el sujeto pasivo deberá en todo caso analizar 
qué opción la va a resultar más conveniente a la hora de la 
declaración86, teniendo en cuenta además, que cuando el bien
86Supongamos un inmueble urbano adquirido el 1 de enero de 1974 por
1 .500.000 pts. El valor de mercado a 31 de diciembre de 1978 era de
2.500.000 pts. Se produce la transmisión el 30 de julio de 1993 por un importe 
de 7.000.000 pts. Sin otros datos, el valor de adquisición del inmueble coincide 
con el importe real.
Vamos a analizar qué opción es más conveniente para el sujeto
pasivo:
a) tomando el valor de adquisición.
• Incremento por la transmisión: 1.500.000 - 7 .000.000 = 
5 .5 0 0 .0 0 0 .
• Periodo de permanencia del bien: de 1 de enero de 1974 al 30 de 
julio de 1993 han transcurrido diecinueve artos y siete meses lo que redondeado 
por exceso en virtud de lo dispuesto en el art. 45 dos a) LRIPF, hacen un total de 
20 ahos, de los cuales se tendrán en cuenta 18 para calcular la reducción del 
incremento.
- Aplicación del porcentaje de reducción: 5 '26%  x 18 artos = 
94 ’68% . reducción en 5.207.400 pts.
- Total incremento sujeto: 5 .500 .000  - 5 .207 .400  « 292 .600
pts.
b) tomar como valor de adquisición el valor de mercado a 31 de 
diciembre de 1978.
- Increm ento producido por la transm isión: 2 .5 0 0 .0 0 0  -
7 .000 .000  -  4 .500 .000 pts.
- Periodo de permanencia. Hemos de contar los artos transcurridos 
como si hubiéramos adquirido el bien a 1 de enero de 1979, es decir catorce artos 
(con el redondeo). Por tanto para la aplicación de los coeficientes reductores se 
tendrán en cuenta 12 artos.
- Aplicación de los coeficientes reductores: 5 ‘26%  x 12 artos «  
63.12% . Reducción del incremento : 2.840.400
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inmueble haya permanecido más de 20 años desde el 31 de 
diciembre de 1978, no deberá plantearse la opción el sujeto 
pasivo pues el incremento producido por la transmisión del 
bien no queda sometido al impuesto87.
1.1.2.1.2. Transmisión onerosa de un bien 
inmuebie urbano adquirido a título lucrativo.
1.1.2.1.2.A) Supuesto general.
En este supuesto no existe un importe real que se hubiese 
efectuado por la adquisición del bien, ya que no media 
contraprestación, sino que fue adquirido bien a título mortis 
causa o a título inter vivos. En ambos supuestos el valor de 
adquisición del bien se va a determinar del mismo modo: 
acudiendo a los que corresponderían por aplicación de las 
normas del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones88.
El principal problema radica precisamente en la 
determinación del valor de los bienes en el ISD ya que la Ley 
29/1987, de 18 de diciembre y su Rgto establecen como valor
- Incremento sometido a tributación: 4 .500 .000  - 2 .840.400 = 
1.659 .600  pts.
En este supuesto, por tanto, no le conviene al sujeto pasivo optar 
por el valor de mercado, a pesar de ser superior al valor de adquisición, puesto 
que con la reducción del periodo de permanencia a 1 de enero de 1979, el 
incremento total es superior al que resulta de utilizar el valor de adquisición 
efectivo. Naturalmente no todos los supuestos darán este resultado, por lo que en 
cada caso concreto deberá el sujeto pasivo realizar estas operaciones para 
averiguarlo.
87  art. 45.2.e).LIRPF.
88 En adelante ISD. art. 47  LIRPF.
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de los mismos el valor real, pero no especifican qué debe 
entenderse por valor real.
En efecto, el ISD determina que el valor de los bienes 
será el valor real de los mismos, pero no encontramos ni en la 
LISD ni siquiera en el Reglamento, el concepto de valor real. Si 
el valor del bien es la cuantificación de la capacidad 
económica gravada, debe ser la ley la que especifique qué debe 
entenderse por tal valor, pues al no hacerlo conculca los 
principios constitucionales básicos en materia tributaria. Por 
valor real puede entenderse el valor intrínseco del bien, el 
valor de mercado. Así lo ha puesto de manifiesto en reiteradas 
ocasiones nuestro Tribunal Supremo. En sentencia de 7 de mayo 
de 1991 dictaminó:
“... el artículo 23 de la Ley General Tributaria 
en su párrafo segundo nos dice que en tanto no se 
definan por el ordenamiento jurídico los términos 
empleados en sus normas se entenderán conforme a 
su sentido jurídico, técnico o usual según proceda. A l 
no existir un sentido jurídico de lo Que es “real”, ha 
de entenderse lo existente, lo verdadero, lo n o 
ilusorio, no imaginario, no ficticio v no de mera 
apariencia. Valor real será por lo tanto, la estimación 
económica o precio verdadero, no ilusorio, meramente 
aparente ni imaginario de una cosa. Y a estos efectos 
es indudable que la realidad del valor de una cosa 
vendrá determinada mejor que por otros 
procedimientos por su oferta al público en un 
mercado libre, con posibilidad de ofertas varias o 
pujas a la llana, como tienen lugar en las subastas 
judiciales... Frente a este valor de mercado han de 
ceder otros valores no sólo por anteriores sino, por 
inferiores que por lo tanto no reflejan lo verdadero, 
lo no ilusorio o meramente aparente y que por ello, al
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no ser reales no pueden calificarse como valor 
real”89.
Así las cosas, si en su momento se declaró por el ISD la 
adquisición del bien, el sujeto pasivo dispone de una valor real 
admitido por la Administración, pero, por el contrario, en el 
caso de que no se hubiera producido esta declaración el sujeto 
pasivo deberá otorgar a esta adquisición e l valor que resulte 
de la aplicación de las normas del ISD. Esta determinación del 
valor es comprobable por la Administración quien podría, en su 
caso, rectificarla.
Pero además, podemos suponer que la adquisición se 
hubiese realizado con anterioridad a la entrada en vigor de la 
Ley 29/1987, del ISD. En este caso, el valor real a determinar 
ya no será el que resulte de la aplicación de este último 
impuesto, sino el que resultaría de la aplicación de unas 
normas que en la actualidad están derogadas, pero que en el 
momento de producirse la adquisición estaban plenamente 
vigentes, lo que puede suponer para el sujeto pasivo una labor 
valorativa adicional que sin duda no le resultará fácil.
89 El subrayado es nuestro. Otras sentencias del Tribunal Supremo que 
reiteran esta idea son STS 22 -IV -1985  (Ar. 1824), donde determ ina el 
Tribunal que el valor de una cosa es equivalente a la cantidad de dinero que 
alguien está dispuesto a pagar por ello. Por eso en las viviendas de protección 
oficial el verdadero valor o valor real es el precio máximo de venta fijado por la 
Administración. En el mismo sentido, STS 19-111-1990 (Ar. 1995), entre 
otras. Debemos tener en cuenta, por otra parte, que con lo que si contamos en la 
actualidad en nuestro ordenamiento tributario es con el concepto legal de valor de 
mercado, entendiéndose por tal el que sería acordado en condiciones normales de 
mercado entre personas independientes (art. 7 LIRPF), si bien este valor de 
mercado se utiliza como norma de valoración en supuestos concretos y no como 
concepto general aplicable a todos los supuestos de valoración.
Sea cual sea el supuesto, al sujeto pasivo se le está 
exigiendo que se convierta en un experto en valoraciones, que 
conozca los valores de mercado de los bienes, no en el 
momento actual sino en el momento de la adquisición del bien 
y cuya labor será, en todo caso, comprobada por la 
Administración.
Pensamos que, en cualquier caso, debería ser la 
Administración la que facilitara unos valores medios de 
mercado a todos los efectos tributarios, para de este modo 
salvaguardar la seguridad jurídica del sujeto pasivo que debe 
investirse de “perito tasador” . Evidentemente, con la 
publicación y puesta en conocimiento de estos valores de 
mercado no se subsanan las posibles vulneraciones de los 
principios constitucionales que el ISD contiene pero, en todo 
caso, la tarea sería más fácil para el sujeto pasivo e incluso 
se ahorraría la labor administrativa de comprobación de 
valores declarados por el mismo, lo que sin duda redundaría en 
beneficio de todos90.
1.1.2.1.2.B). Supuesto especial de valoración.
Debemos tener en cuenta lo expuesto anteriormente 
respecto de la opción por parte del sujeto pasivo para 
determinar como valor de adquisición el valor de mercado a 31 
de diciembre de 1978, cuando el bien hubiese sido adquirido 
con anterioridad al 1 de enero de 1979, puesto que como ya
90 |jn buen apoyo para estas situaciones podría venir de la mano del 
Impuesto sobre el Patrimonio como tendremos ocasión de exponer. Por otra 
parte, del mismo modo que la Administración publica anualmente, a efectos tanto 
del ISD como del ITPAJD los precios medios de venta de vehículos usados, para 
que se tengan en cuenta por los sujetos pasivos, se podrían publicar los precios 
medios de venta de los bienes inmuebles.
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hemos manifestado es plenamente aplicable también en este 
supuesto. De este modo, cuando el bien trasmitido hubiese sido 
adquirido a título lucrativo el sujeto pasivo podrá optar por 
considerar como valor de adquisición bien el valor que resultó 
de la aplicación del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones o 
bien el valor de mercado a 31 de diciembre de 1978, siempre 
que éste fuera superior a aquél. Deben tenerse en cuenta las 
mismas consideraciones que en el supuesto de la adquisición a 
título oneroso, es decir, que la reducción por años de 
permanencia del bien se computará a partir de 1 de enero de 
1979, de optar por el valor de mercado y, consecuentemente, 
que optar por este último, por el mero hecho de ser superior al 
valor de adquisición, no implica necesariamente una ventaja 
fiscal para el sujeto pasivo, quien deberá, en todo caso, 
estudiar su caso concreto.
1.1.2.1.3. Valor de transmisión.
Tanto si la adquisición del bien inmueble ahora 
transmitido fue a título oneroso como si lo fue a título 
lucrativo, el valor de transmisión va a determinarse del mismo 
modo.
Por valor de transmisión se entiende, en principio, el 
importe real satisfecho por la enajenación, es decir el precio 
efectivamente percibido por el transm itente como 
contraprestación. Nos parece plenamente acertada esta 
equiparación del valor de transmisión al importe 
efectivamente recibido, ya que si el incremento patrimonial 
puesto de manifiesto con ocasión de esta transmisión refleja 
el aumento de capacidad económica que le reporta al sujeto 
pasivo transmitente, es evidente que este aumento debe ser
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medido en sus justos términos, y en definitiva ser el 
efectivamente obtenido.
Al igual que sucedía con el importe real en la 
adquisición, también aquí nos encontramos con otros 
componentes del valor de transmisión que deben tenerse en 
cuenta junto con el importe real.
Estos componentes son de carácter negativo, es decir, 
minoran el importe real y son los gastos y tributos inherentes
a la transmisión en cuanto resulten satisfechos por el
transmitente, entre los cuales no se incluye lo satisfecho en 
concepto del Impuesto Municipal sobre el Incremento de Valor 
de los Terrenos de Naturaleza Urbana satisfecho en el
ejercicio, por ser objeto de deducción en cuota.91.
Si con estas previsiones el legislador hubiera concluido 
el establecimiento del valor de transmisión, no tendríamos 
objeción alguna que hacer al mismo. Sin embargo, el legislador 
ha ido más allá en la determinación del citado valor de
transmisión.
En efecto, el legislador tras establecer como valor de 
transmisión el importe real matiza el mismo, entendiendo por 
importe real el efectivamente satisfecho salvo que difiera del 
normal de mercado en cuyo caso prevalece éste92.
91 art. 46.2. LIRPF. Este precepto se remite al art. 78, apartado siete, 
letra b) del mismo texto legal, según el cual el 75%  de la cuota del citado 
impuesto satisfecho por el sujeto pasivo en el ejercicio es deducible en cuota. 
Por tanto este 75 %  de la cuota, no podrá computarse como gasto en concepto de 
tributo inherente a la trasmisión, pero entendemos que sí será deducible por ese 
concepto el 25 %  de la cuota para el cálculo del valor de transmisión. En el 
mismo sentido vid. MARTIN QUERALT, J. : “ El impuesto sobre la renta...", op. 
cit., pág. 106.
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Es en este punto donde creemos que la capacidad 
económica que se pretende gravar se obvia por completo93 y 
por tanto la norma no se adecúa a los postulados 
constitucionales. Para comprobar lo dicho basta con acudir a 
las palabras de nuestro más Alto Tribunal:
“ Es cierto que el legislador debe ponderar 
aquellos elementos que sirvan para determinar con la 
mayor precisión la capacidad real de los perceptores 
de rentas, que suministre la base de una imposición 
concorde con el sistema tributario justo al que se 
refiere el art. 31.CE... pero no es menos cierto que 
dichos elementos y circunstancias deben responder en 
un régimen tributario tal y como viene configurado en 
el art. 31.CE a la situación económica real de los 
sujetos pasivos del impuesto”94.
Así pues, si la capacidad contributiva es una exigencia 
lógica que obliga a buscar la riqueza allí donde se encuentre - 
en palabras del Tribunal- y, por otra parte, la determinación de
92 art. 46. 2. LIRPF.
93 En un impuesto directo, personal, sobre la renta, como el IRPF, se 
debe gravar la renta real, y por tanto la capacidad contributiva real y específica 
del sujeto pasivo. Por ello, los incrementos y disminuciones de patrimonio deben 
ser el resultado de la comparación entre dos magnitudes reales y efectivas como 
son el valor de adquisición y el precio o importe de la enajenación. Cuestión 
distinta es la posibilidad o no por parte de la Administración Tributaria para 
comprobar que el valor declarado por los sujetos pasivos es o no el efectivamente 
satisfecho. Esta dificultad parece ser la razón última para acudir al valor de 
mercado. Sin embargo, una carencia o Inactividad de la Administración no tiene 
por que repercutir en los ciudadanos y menos aún crear conflictos 
constitucionales. Vid. PEREZ ROYO, I. La nueva regulación . op. cit. pág. 154.
94 STC 10-X I-1988 ( BOE de 12 de noviembre) y en el mismo sentido 
en STC 45/1989, de 20-II ( BOE de 2 de marzo).
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la base de la tributación debe ser atendiendo a la capacidad 
económica real de los sujetos pasivos, mal se incardina con 
estos postulados la actuación del legislador.
Hay que tener en cuenta que la prevalencia del valor de 
mercado, es tanto si éste es superior como inferior al importe 
real efectivamente obtenido con la transmisión del bien, 
puesto que el legislador únicamente determina que ej importe 
real difiera del valor de mercado sin especificar nada más. En 
consecuencia, en ambos supuestos se aplicará el valor de 
mercado, lo que va a producir discriminaciones en cualquier 
caso ya que en unos supuestos la capacidad económica gravada 
será superior a la real y en otros será, por el contrario, 
inferior, situaciones ambas que no parecen adecuarse a los 
principios constitucionales.
Debemos, además de las discriminaciones planteadas, 
analizar cuál es la finalidad perseguida por el legislador con 
esta prevalencia del valor de mercado sobre el importe real. No 
creemos que se pueda argumentar que el establecimiento de 
permanencia del valor de mercado frente al importe real tenga 
como finalidad la adecuación del tratamiento de los 
incrementos patrimoniales a los postulados de justicia y 
equidad. Mas bien al contrario, pensamos que este 
establecimiento responde a la actitud del legislador frente a 
actuaciones de determinados sujetos pasivos que, 
aprovechándose de las previsiones de la legislación anterior, 
las utilizaban para la consecución de fines distintos a los 
previstos por la norma. Estas actuaciones parecen ser las que 
han guiado al legislador a poner en la propia norma un freno a 
un posible fraude fiscal.
Si ello es así, pese a que pueda ser laudable el hecho de 
utilizar mecanismos para combatir el fraude fiscal, no
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podemos avalar la actuación del legislador, por diversos 
motivos. En primer lugar, por que la actuación contra el fraude 
fiscal tiene un mecanismo propio95, y creemos que es a él al 
que hay que acudir para combatirlo. Cuestión distinta es que el 
citado mecanismo no sea todo lo eficaz que debería, pero en 
todo caso, esa situación avalaría al legislador para su 
modificación pero de ningún modo para intentar combatirlo 
mediante el establecimiento de una norma con carácter 
general, de aplicación a todos los contribuyentes y no sólo a 
posibles defraudadores.
En segundo lugar y conectado con lo anterior, la 
generalidad de las normas implica que el legislador en su labor 
debe tener en cuenta el caso general, la actuación generalizada 
de los afectados por la misma, pero nunca establecer una 
norma con carácter general, basándose en la actuación 
particularizada de determinados individuos96.
95 art. 24 LGT.
96  Refiriéndose a otra reforma, pero curiosamente también sobre el 
Impuesto sobre la Renta, y en concreto a la reforma operada por la Ley 
4 5 /1 9 8 5 , en m ateria de increm entos y dism inuciones patrim oniales  
RODRIGUEZ PEREZ, M. expone:" Con estas medidas del tipo de “café para todos" 
se viene a tomar el camino más corto tratando por igual al contribuyente honesto 
y al que no lo es, y con ello el primero va encontrando menos y menos estímulos 
para conservar su honestidad, a lo que sólo se le hostiga con cada vez más fieros 
m ales, en los que posiblemente com ienza a sospechar que la misma 
Administración no confía demasiado cuando tanto recurre a estos atajos facilones 
que implican un cierto abandono de su verdadero papel y una falta de equitativo 
respeto al contribuyente, pues las pérdidas o minusvalías no serán siempre un 
artificio (y si de lo que se trata es de la ocultación de las plusvalías, volvemos a 
lo dicho de que se investigue debidamente), sino muchas veces triste realidad...", 
vid. H Reforma del Impuesto sobre...",op cit., pág. 265. En el mismo sentido se
expresa FERNANDEZ JUNQUERA, M. : Los incrementos patrimoniales op. cit.,
págs. 114 y ss. MARTIN QUERALT pone de manifiesto la Inseguridad jurídica que 
genera la referencia al valor de mercado, vid. M ARTIN QUERALT, J. “ El 
Impuesto sobre la Renta"... op. cit., pág. 106.
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Al actuar de este modo el legislador conculca principios 
tan fundamentales como el de capacidad económica, 
generalidad de la norma tributaria e incluso la presunción de 
inocencia, puesto que si el sujeto pasivo ha actuado 
correctamente con la aplicación de esta norma se va a corregir 
una conducta no contraria a derecho y por consiguiente, no va a 
gravarse la verdadera capacidad económica del sujeto pasivo 
sino la determinada por la norma.
Además, al establecerse que prevalece el valor de 
mercado con carácter imperativo, se impide al sujeto pasivo 
probar que efectivamente el importe obtenido difería de aquél 
y, en consecuencia, se encuentra en una situación de 
indefensión contraria a los postulados constitucionales.
En efecto, si como valor de adquisición se mantiene el 
que el sujeto pasivo satisfizo en su momento, pero como valor 
de transmisión no se tiene en cuenta el importe real sino el 
valor de mercado, puede darse la paradójica situación de 
considerar como incremento patrimonial lo que en realidad ha 
sido para el sujeto pasivo una disminución, o al contrario, 
considerar como disminución lo que en realidad ha sido un 
incremento patrimonial. Esta situación paradójica es el 
resultado de la prevalencia del valor de mercado sobre el 
importe real tanto si éste es superior como si es inferior a 
aquel. El valor de mercado, va a prevalecer siempre que el 
importe real difiera del mismo y por consiguiente al legislador 
le es indiferente que la diferencia sea a la alza o a la baja.
Así las cosas, dado el carácter general de la norma que 
nos ocupa, nos podemos encontrar perfectamente ante las 
siguientes situaciones:
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a) alteración en el valor del patrimonio del sujeto pasivo 
como consecuencia de una alteración en el mismo producida 
por una transmisión de un bien inmueble adquirido por
4.000.000 pts, y enajenado por un importe de 6.000.000 pts, 
varios años después, siendo el valor de mercado para 
inmuebles de similares características de 8.000.000 pts.
Si atendemos a la diferencia entre el valor de 
adquisición y el valor de enajenación, el sujeto pasivo en este 
supuesto ha obtenido un incremento patrimonial efectivo de
2.000.000 pts - sin perjuicio de la reducción del mismo 
atendiendo a los años de permanencia- o, en otras palabras, el 
aumento del valor de su patrimonio, como parte integrante de 
la renta personal, es de 2.000.000 pts. Si en todo impuesto 
personal sobre la renta debe gravarse la renta efectiva del 
sujeto pasivo, renta que es la que mide la capacidad económica 
del sujeto pasivo que lo hace apto para contribuir a los gastos 
públicos, no cabe duda que la valoración del incremento debe 
basarse en importes efectivos, cuando éstos existen y no en 
valores objetivos que no tienen por qué coincidir 
necesariamente con lo obtenido por la enajenación, y que en 
consecuencia, si bien pueden medir la capacidad económica, lo 
hacen de una forma estimativa, aparente, no real ni efectiva.
En el supuesto que nos ocupa,sin embargo, como el 
importe real de la enajenación difiere del valor de mercado, en 
virtud del art. 46.3. LIRPF, el incremento de patrimonio no se 
debe hallar atendiendo al valor de adquisición y el importe de 
enajenación sino que será el resultado de comparar aquél con 
el valor de mercado. Por ello, el incremento que se le va a 
imputar al sujeto pasivo es de 4.000.000 pts (4.000.000 -
8.000.000). En consecuencia, este sujetó pasivo estará 
tributando como incremento de patrimonio por 2.000.000 pts 
más de lo que realmente ha obtenido. Si tenemos en cuenta
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además, que en la actual regulación de la renta el incremento 
total97 obtenido va a considerarse renta del periodo en que se 
produce y únicamente puede compensarse este incremento 
patrimonial con las disminuciones patrimoniales irregulares 
que el sujeto pasivo haya sufrido en el mismo periodo, es fácil 
detectar que este sujeto pasivo está tributando por encima de 
su capacidad económica efectiva.
El valor de mercado, por otra parte, no es un valor 
transparente no siquiera cercano al sujeto pasivo, dado que 
difícilmente puede éste saber cuál es el valor que el bien 
transmitido tendría en un mercado de condiciones ideales 
donde la oferta y la demanda son plenamente autónomas y no se 
encuentran condicionadas por las necesidades o intenciones de 
vendedor o comprador98. Si a esta situación se añade la 
opacidad de la Administración, opacidad en el sentido de no 
publicar los valores medios de mercado de los bienes 
inmuebles urbanos, realmente complicada es la tarea del 
sujeto pasivo a la hora de determinar el incremento o 
disminución producido.
Si el valor de mercado, valor objetivo entendido como 
aquél que sería acordado entre partes independientes, no tiene 
por qué ser necesariamente conocido por el sujeto pasivo, sin 
embargo sí que conoce perfectamente el valor que él ha dado al 
inmueble que ha pretendido enajenar y que otra parte 
independiente ha entendido que era el que el inmueble podía
97 Una vez practicadas las oportunas reducciones atendiendo al periodo 
de permanencia del bien transmitido.
98 Sin embargo, el precio efectivamente satisfecho en la transmisión es 
una cantidad tangible, cuyos bordes están perfectamente delimitados, y no parece 
que se le pueda negar su condición de idoneidad para medir la capacidad  
contributiva puesta de manifiesto con la transmisión.
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valer y de ahí su compra. El adagio “ tantum vales res 
quantum vendí potest” puede interpretarse en el sentido de 
que el valor de una cosa es equivalente a la cantidad de dinero 
que alguien pueda estar dispuesto a pagar por e lla ", y que en 
el caso que nos ocupa es el que se ha pagado efectivamente, 
siendo en consecuencia para ambas partes del contrato el 
importe fijado, el valor de mercado del bien inmueble.
Como puntilla para este sujeto pasivo, hay que tener en 
cuenta que en materia de incrementos y disminuciones 
patrimoniales es aplicable lo dispuesto en la Disposición 
Adicional Cuarta de la Ley de Tasas y Precios Públicos100.
Esta disposición configura un hecho imponible mediante 
una ficción 101, lo que va a producir una colisión con principios
99 Así lo interpreta el TS en sentencia de 22-IV -1985 (Ar. 1824).
100 Ley 8/1989, de 13 de abril( BOE 15-IV). La Disposición Adicional 
Cuarta estab lece;M Tratamiento fiscal de las diferencias de valor resultantes de 
la comprobación administrativa. En las transmisiones onerosas por actos inter 
vivos de bienes y derechos que se realícen a partir de la entrada en vigor de la 
presente ley, cuando el valor comprobado a efectos del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales exceda del consignado por las partes en el 
correspondiente documento en más del 20 por 100 de éste y dicho exceso sea 
superior a 2 .000 .000 pts. éste último sin perjuicio de la tributación que 
corresponda por el impuesto citado tendrá para el transmitente y para el 
adquirente las repercusiones tributarias de los incrementos patrimoniales 
derivados de transmisiones a título lucrativo". Esta disposición ha sido 
desarrollada por la Circular 4 /1989, de 29-X II, de la Dirección General de 
Tributos. Hay que pensar qué debe entenderse por " el correspondiente 
documento", que no se refiere a la declaración del impuesto sino al documento 
donde los contratantes formalizan el negocio jurídico. Una comprobación sobre 
este valor consignado podría ser declarada no ajustada a derecho, pues, como 
afirma el Tribunal Supremo “ El valor declarado por el contribuyente es el que 
consta fehacientemente en el impreso de declaración del impuesto y no el que 
deduce la Administración de otros instrumentos públicos" STS 30 -IX -1988  
(Ar. 7 3 6 2 ).
101 MOSCHETTI, F. : El principio de .... op. cit., págs. 322 y ss. ; PONT  
M ESTRES, M. : " La nueva ficción jurídica de donación en las transmisiones 
onerosas de determinados bienes y derechos, en su conexión con la Constitución
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constitucionales tan importantes en nuestro ordenamiento 
como la igualdad, la justicia tributaria, la capacidad 
económica...
Esta disposición somete a gravamen un valor 
comprobado, que no tiene por qué coincidir con el valor real, 
que es el que determina la base imponible del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales102. Por valor real se debe 
entender lo no ilusorio, imaginable sino lo verdadero103, y en 
principio ese valor verdadero debe ser el convenido por las 
partes en la transmisión. Si el convenido por las partes es el 
efectivamente satisfecho, será éste el que refleje, sin lugar a
(Disposición Adicional Cuarta de la Ley de tasas y Precios Públicos)”, GF, 
n9.68, 1989, pág. 223.; CORDON EZQUERRO, T. “ La Ley de Tasas: una teoría 
subjetiva del valor", GF, n9 67, 1989, pág. 145; DELGADO GONZALEZ, A.F. : “ 
La Disposición adicional cuarta de la ley de tasas y precios públicos: los 
incrementos de patrimonio estimados y las adquisiciones gratuitas ficticias”. 
CaT, monografía n9 97, 1989.; SANZ GADEA, E. : “ Comentarios a la disposición 
adicional 4® de las ley de tasas", EF, n9 77 ,1 9 8 9 , pág. 3.; VALIENTE CALVO, P. : 
“ Comentarios a la disposición adicional cuarta de la ley de tasas y precios 
públicos (I)”, CaT, monografía n9 119, 1990. y “ Comentarios a la disposición 
adicional cuarta de la ley de tasas y precios públicos y (II)", CaT, monografía n9 
120, 1990.
102 Por valor real se puede entender: el valor Intrínseco del bien, el 
valor de mercado; en definitiva es un concepto indeterminado, y ha sido la 
jurisprudencia del tribunal Supremo la que ha venido a determinar qué debe 
entenderse por tal .Vid. nota siguiente.
103 u Los diversos textos que han regulado el ITP o impuesto equivalente 
que le precedió parten de que la base imponible vendrá determinada por el valor 
real del bien transmitido..., concepto jurídico indeterminado cuya determinación 
habrá de acudir a lo que por tal habrá de entenderse. A esos efectos el art. 23. 
LGT en su párrafo 29 nos dice que en tanto no se definan por el ordenamiento 
tributario los términos empleados en sus normas se entenderán conforme a su 
sentido jurídico, técnico o usual según proceda. Al no existir un sentido jurídico 
de lo que es 'real' ha de entenderse lo existente, lo verdadero, lo no ilusorio, no 
imaginario, no ficticio y no de mera apariencia. Valor real será por lo tanto la 
estimación económica o precio verdadero, no ilusorio, meramente aparente ni 
imaginario de una cosa...” Esta opinión es reiterada por el Tribunal en 
numerosas sentencias, entre otras, STS 7 -V -1991 , (Ar. 4132 ), donde el 
propio Tribunal recoge toda su doctrina anterior.
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dudas, la capacidad económica sometida a tributación y por 
tanto, un valor comprobado que supere aquél, no puede reflejar 
la verdadera capacidad económica.
Unicamente se aplica esta Disposición a las 
transmisiones entre particulares, personas físicas, por lo que 
no se va a aplicar a aquellas transmisiones que queden bajo el 
ámbito del Impuesto sobre el Valor Añadido. Esta restricción 
del ámbito de aplicación de la disposición quiebra el principio 
de igualdad, puesto que a iguales manifestaciones de capacidad 
económica se van a dar distintas soluciones, por lo que se 
obvia la opinión del Tribunal Constitucional, según la cual, el 
principio de igualdad exige que a iguales situaciones de hecho 
deben aplicarse las mismas consecuenciaa jurídicas, situación 
que no puede predicarse de la aplicación de esta Disposición 
Adicional Cuarta 104.
Siguiendo con el ejemplo expuesto anteriormente, 
debemos recordar que el valor de mercado excede en 2.000.000 
pts el importe real ( 8 millones de pts frente a 6 millones que 
ha sido lo obtenido por la transmisión) y además esos
2.000.000 pts superan el 20 % del mismo (que sería 1.200.000 
pts), por lo que en principio, y siendo la situación normal que 
el adquirente declare en el Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales como valor real el importe efectivamente 
satisfecho, le va a ser de plena aplicación la Disposición 
Adicional cuarta de la Ley de Tasas. En consecuencia, el 
transmitente, que es el sujeto pasivo que en estos momentos 
nos interesa, habrá obtenido en virtud de esta Disposición y 
tras la comprobación por parte de la Administración un 
incremento patrimonial lucrativo calculado sobre le diferencia
1 Entre otras sentencias, y como sistematización de la doctrina del TC  
vid. STC 76/1990, de 26 de abril( BOE de 30 de mayo).
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entre el Importe real y el comprobado por la Administración, 
es decir que los 2.000.000 pts de diferencia entre el importe 
real y el valor de mercado ya quedan gravados en virtud de esta 
Disposición como un incremento patrimonial. Si ya ha sido 
gravada la diferencia, no parece muy adecuado que 
posteriormente cuando el sujeto pasivo deba practicar su 
declaración, tome como valor de transmisión el valor de 
mercado para computar el incremento patrimonial obtenido, 
porque de hacerlo así estaríamos ante una doble tributación 
por los mismos 2.000.000 pts, una a través de la previsión de 
la Disposición Adicional Cuarta y otra en virtud de la 
prevalencia del valor de mercado en el IRPF.
Por lo expuesto creemos que, de admitirse como válida la 
referencia al valor de mercado para el cálculo del incremento 
patrimonial obtenido, debería optarse por la aplicación del 
valor de mercado o por la aplicación de la Disposición 
Adicional Cuarta, pero, entendemos que no caben las dos 
medidas en una misma transmisión. Sin embargo, el legislador 
no ha sido nada diáfano en este punto.
b) alteración en el valor del patrimonio del sujeto pasivo 
como consecuencia de una alteración en el mismo producida 
por una transmisión de un bien inmueble adquirido por
4.000.000 pts, y enajenado por un importe de 8.000.000 pts, 
varios años después, siendo el valor de mercado para 
inmuebles de similares características de 6.000.000 pts.
En este supuesto nos encontramos con un incremento 
efectivamente obtenido de 4.000.000 pts. (8.000.000 -
4.000.000) y sin embargo, en virtud de lo dispuesto en el art. 
46.3 LIRPF, el transmitente únicamente va a tributar por un 
incremento de 2.000.000, resultante de la diferencia entre el
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valor de adquisición y el valor de mercado (6.000.000 -
4.000.000).
Si en la situación anterior entendíamos que no era 
ajustado a derecho el imputar a un sujeto pasivo una mayor 
.capacidad económica que la efectivamente puesta de 
manifiesto, con el consiguiente aumento de la carga tributaria, 
no podemos entender este supuesto de distinto modo.
Efectivamente, tanto vulnera los principios de capacidad 
económica, de igualdad y de generalidad tributaria el supuesto 
anterior como éste.
En este supuesto la capacidad económica efectiva puesta 
de manifiesto por la transmisión es superior a la determinada 
atendiendo a la norma. Ello quiere decir que este sujeto pasivo 
no está tributando de acuerdo con su capacidad económica sino 
por debajo de la misma lo que sin duda pondrá de manifiesto 
discriminaciones no razonables y por consiguiente, contrarias 
al principio de igualdad, amén de la tributación de acuerdo con 
una capacidad económica ficticia, que no concuerda con la 
capacidad económica efectiva del sujeto pasivo.
c) Un contribuyente en un momento de necesidad vende un 
inmueble por 6.000.000 pts, que coincide con el valor de 
adquisición, cuando el valor de mercado es de 12.000.000 pts.
En este supuesto, que puede parecer extremo, 
encontramos que a pesar de que en el patrimonio del sujeto 
pasivo no haya habido aumento de valor efectivo (la diferencia 
entre el valor de adquisición y el importe de la enajenación es 
cero), a efectos del IRPF deberá tributar por un incremento 
patrimonial de 6.000.000 pts, sin perjuicio de la posibilidad de 
reducir este incremento atendiendo a los años de permanencia
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del bien en su patrimonio, reducción que en todo caso no 
subsana la vulneración del principio de capacidad económica.
Este incremento en absoluto refleja la verdadera 
capacidad económica del sujeto pasivo, sino una capacidad 
económica existente únicamente a efectos del IRPF, y por 
propia voluntad del legislador.
Las situaciones hipotéticas podrían multiplicarse, pero 
creemos que con las expuestas hasta este momento bastan 
para analizar la “bondad” de la norma prevista por el 
legislador.
En conclusión:
1.- El legislador no debe olvidar en ningún momento que 
las leyes son normas de general aplicación a todos los 
afectados por las mismas, y en consecuencia cuando se dicta 
una norma de carácter general, pensando en actuaciones 
particularizadas, la norma no va a ser justa, puesto que si bien 
cuando se aplique sobre actuaciones similares a las que dieron 
origen a la norma, se estará corrigiendo una conducta no 
adecuada, cuando se aplica a actuaciones plenamente 
adecuadas al ordenamiento jurídico se están quebrando los 
principios fundamentales de nuestro ordenamiento.
2.- Contra las actuaciones particularizadas, existen 
mecanismos propios del ordenamiento y son éstos los que 
deben aplicarse, debiendo plantearse la modicicación de los 
mismos si no son plenamente eficaces.
3.- En el supuesto concreto de la prevalencia del valor de 
mercado, por todo lo expuesto, pensamos que el valor de
90
transmisión debería ser el importe real efectivamente 
satisfecho, y ser la Administración la que con sus poderes- 
deberes de comprobación, determinara si ese importe 
declarado era el efectivamente satisfecho o no, y de no serlo, 
aplicar el correspondiente importe con las consecuencias 
punitivas que de ello se podría derivar. Pero lo que no parece 
muy congruente en un Estado Social y Democrático de Derecho 
es que con las normas fiscales se esté ya dando un trato de 
defraudadores a todos los contribuyentes, antes de 
demostrarlo.
1.1.2.1.4. Un supuesto concreto de transm isión 
onerosa exenta. La transmisión de la vivienda habitual 
por personas mayores de 65 años a cambio de una 
renta v ita lic ia .
En este supuesto, según lo dispuesto en el art. 44.5.C) 
LIRPF, no se somete al impuesto el incremento de patrimonio 
producido por la permuta operada. En principio, parece que la 
lectura es clara, pero como veremos inmediatamente se pueden 
plantear algunos problemas.
Los requisitos para poder gozar de esta exención es tener 
cumplidos los 65 años, y permutar la vivienda habitual, 
entendiendo por tal aquella en la que el sujeto pasivo resida 
durante un plazo continuado de tres años, o cuando a pesar de 
no haber transcurrido dicho plazo, concurran circunstancias 
que necesariamente exigen el cambio de vivienda105, a cambio 
de una renta vitalicia.
1 0 5 art.78.4.b) LIRPF.
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Cuando nos encontramos con un sujeto pasivo que no está 
unido a otra persona por vínculo matrimonial y que cumple los 
requisitos exigidos por la norma, no existe ningún problema 
para determinar la exención del incremento patrimonial.
Cuando el sujeto pasivo está unido por dicho vínculo a 
otra persona, es cuando pueden existir problemas. En principio, 
y en virtud de la individualización de los incrementos 
patrimoniales, si la vivienda habitual es un bien privativo del 
sujeto pasivo que cumple los requisitos y obtiene la renta 
vitalicia, no hay problema para declarar la exención. Pero, en 
el caso de que la vivienda habitual sea común a ambos 
cónyuges, ¿a quien se le va a imputar la exención?. ¿Deben 
cumplir ambos cónyuges los requisitos exigidos en la norma 
para gozar de la exención?. En definitiva, ¿cómo tributará este 
incremento patrimonial en caso contrario?.
Estas cuestiones no han sido previstas por el legislador, 
ni en la Ley ni tampoco en el Reglamento106, por lo que 
deberemos analizar con detenimiento todo el articulado de la 
Ley así como aquellas otras normas que nos sean de utilidad.
En primer lugar, atendiendo a los requisitos exigidos por 
la norma, ser mayor de 65 años y transmitir la vivienda 
habitual a cambio de una renta vitalicia, cabe pensar que sólo 
gozará la exención aquella persona que cumpla estos
106  e i Rgto. únicamente dedica dos artículos a los incrementos y 
disminuciones patrimoniales, uno para establecer los requisitos de la exención 
por reinversión en vivienda habitual (art. 10) y otro que trata de los 
incrementos patrimoniales procedentes de contratos de seguro (art. 11). Junto a 
éstos, en el art. 52 se establece el porcentaje de la retención aplicable sobre los 
premios en metálico, pero ya no encontramos otras referencias al supuesto que 
nos ocupa.
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requisitos. En la hipótesis de que ambos cónyuges sean 
mayores de 65 años y transmitan la vivienda habitual, que es 
un bien común a ambos, no existen trabas a la aplicación de la 
exención.
Ahora bien, si uno de los cónyuges es mayor de 65 años 
pero el otro no, y siendo un bien común de ambos, aun estando 
de acuerdo en transmitirlo por una renta vitalicia que gozará 
el cónyuge que supera la citada edad ¿hay exención por la 
totalidad del incremento patrimonial? o por el contrario ¿la 
parte del incremento correspondiente al cónyuge menor de 65 
años deberá tributar en el IRPF?. Atendiendo a los requisitos 
exigidos por la exención, el cónyuge menor de 65 años no 
cumple, precisamente el requisito de edad y, en consecuencia, 
no entra dentro del campo de aplicación de la misma. Ahora 
bien, para que se produzca un incremento patrimonial gravable 
en el IRPF debe haber una variación en el valor del patrimonio 
del sujeto pasivo que se ponga de manifiesto con ocasión de 
cualquier alteración en la composición de aquél. En este 
supuesto, el cónyuge menor de 65 años transmite su parte de la 
vivienda habitual a cambio de una renta vitalicia cuyo titular 
es el cónyuge mayor de 65 años, quien, atendiendo a la 
titularidad jurídica de dicha renta, será quien tribute por la 
misma como rendimiento de capital.
Según las normas reguladoras del régimen económico 
matrimonial de sociedad legal de gananciales son bienes 
gananciales los adquiridos a título oneroso a costa del caudal 
común, bien se haga la adquisición para la comunidad, bien para 
uno solo de los esposos107. En consecuencia, atendiendo a las 
normas civiles, la renta vitalicia obtenida por uno de los
107 art. 1347.32 C.c.
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cónyuges es un bien común de ambos y en consecuencia la 
mitad corresponde a cada uno de ellos. Por ello, de seguir los 
postulados civiles podríamos afirmar que el patrimonio del 
cónyuge menor de 65 años se ha visto alterado en su 
composición pues ha habido una salida de un bien (su parte 
alícuota del bien inmueble urbano transmitido) y una entrada 
de dinero en su lugar (su parte alícuota de la renta vitalicia).
Sin embargo, el IRPF al atender a la titularidad jurídica 
de la renta, se aleja de estas disposiciones y considera que la 
renta vitalicia pertenece a quien figura titular de la misma.
Atendiendo al tenor literal del precepto que analizamos, 
al no existir desarrollo reglamentario alguno y dado que nos 
encontramos ante una exención -y teniendo en cuante lo 
preceptuado en el art. 24.1 LGT- no podemos encontrar otra 
solución que la de entender que para el cónyuge menor de 65 
años nos encontramos ante un incremento o disminución 
patrimonial sometido a tributación.
Tras esta conclusión es cuando surgen los problemas 
valorativos. ¿Nos encontramos ante una transmisión onerosa o 
lucrativa?108. Si es una transmisión onerosa ¿cuál será el 
valor de transmisión?. ¿Qué importe real obtiene este cónyuge 
por la transmisión de su parte de vivienda habitual?. Si no 
obtiene ningún importe real éste, evidentemente, es inferior al 
valor de mercado y entonces ¿cabe la prevalencia el valor de 
mercado en este supuesto?. Si por el contrarío, entendemos 
que es una transmisión lucrativa ¿cómo se puede valorar a
108 El TEAC en Res. de 16 de enero de 1992, entiende que la transmisión 
de inmuebles a cambio de pensiones, constituye en la medidad en que el valor del 
inmueble exceda del valor de la pensión, una donación con causa onerosa sujeta a 
un doble gravamen: ITPAJD por el valor concurrente entre la pensión y el 
inmueble e ISD por el exceso de valor ( CaT nfi 167, 1992, pág. 147).
94
efectos del ISD una renta vitalicia cuya titularidad jurídica 
pertenece al otro cónyuge, para considerarla como valor de 
transmisión a efectos de computar un incremento o
disminución patrimonial a un sujeto distinto?. ¿Cómo queda
reflejada en la norma la seguridad jurídica del contribuyente 
ante la ambigüedad de la misma? Para solucionar estas 
cuestiones debemos tener presentes las afirmaciones de 
nuestro más Alto Tribunal en el sentido siguiente:
“Sólo si en el contexto ordinamental en que
se inserta y teniendo en cuenta las reglas de 
interpretación admisibles en el Derecho, el contenido 
u omisiones de un texto normativo produjeran 
confusión o dudas que generaran en sus destinatarios 
una incertudumbre razonablemente insuperable 
acerca de la conducta exigidle para su cumplimiento o 
sobre la previsibilidad de sus efectos, podría 
concluirse que la norma infringe el principio de
seguridad jurídica”109.
La solución no es ni mucho menos sencilla. Si el
legislador hubiera atendido principalmente al régimen 
económico del matrimonio, independientemente de la 
titularidad jurídica de la renta vitalicia obtenida, quizá se
podría haber resuelto más fácilmente. Efectivamente, si la 
renta vitalicia obtenida por la transmisión de la vivienda
común se considerara, como en el ámbito jurídico civil un bien 
común, ello quiere decir que la mitad de la renta obtenida 
corresponde al cónyuge menor de 65 años y en consecuencia ya 
contaríamos con un importe real obtenido por la transmisión, 
que nos serviría de base para el cómputo del incremento o
109 STC 4-X-1990, fdto. jco 8. ( BOE de 6 de noviembre).
95
disminución patrimonial obtenido. Sin embargo, como ya hemos 
expuesto, no ha sido ésta la solución dada por el legislador, 
que dicho sea de paso, de la lectura del precepto no podemos 
adivinar cuál va a ser.
Tras lo expuesto debemos afirmar que el contenido de la 
norma, o más concretamente su falta de previsión, va a 
producir en los contribuyentes una incertidumbre insuperable 
y, en consecuencia, la norma infringe el principio de seguridad 
jurídica en el sentido en que se entiende por el Tribunal 
Constitucional. Deberán ser los Tribunales los que se 
pronuncien al respecto.
1.1.2.2. Transmisiones lucrativas de bienes 
inmuebles urbanos.
Es tradicional en la doctrina la discusión en torno a si 
los incrementos y disminuciones patrimoniales producidos 
como consecuencia de transmisiones lucrativas debían formar 
parte de las rentas computadles en un impuesto personal sobre 
la renta. Siguiendo el concepto de renta extensiva, que fue 
introducido por el legislador español en 1978 y que se 
mantiene en la actual legislación no cabe duda que sí forman 
parte de la misma, ya que la renta está compuesta por todo 
aumento de valor en el patrimonio del sujeto pasivo, 
independientemente de la forma en que se manifieste, y en los 
incrementos por transmisiones lucrativas lo que se viene a 
gravar es el aumento de valor que el bien ha tenido durante los 
años de permanencia en el patrimonio del sujeto pasivo,
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aumento de valor que desde su adquisición hasta su 
transmisión ha sido generado por el transmitente110.
Determinada pues, la sujeción de estos incrementos y 
disminuciones de patrimonio al Impuesto sobre la Renta, hay 
que poner de manifiesto que no todas las transmisiones 
lucrativas que originan los mismos, quedan gravadas en el 
IRPF, sino únicamente van a quedar gravados los incrementos 
o disminuciones patrimoniales que sean consecuencia de 
transmisiones lucrativas ínter vivos111.
En las transmisiones lucrativas, al igual que hemos visto 
en las transmisiones onerosas, pueden darse distintos 
supuestos, en concreto que la adquisición del bien haya sido 
onerosa siendo la transmisión lucrativa, o bien, que tanto la
1 10  En este sentido G RIZIO TTI afirma : “ los actos de liberalidad 
representan un modo de disponer de la propiedad: por ello quien transmite un 
bien, que ha aumentado de valor desde la época de su adquisición ( onerosa o 
gratuita), realiza un acto de disposición del incremento de valor que puede 
decirse por él virtualmente realizado en una suma líquida y después transmitido 
a otros. De hecho, disponer... de 100 o de 150 mil no es la misma cosa ni 
siquiera desde el punto de vista del testador o del donante. Este realiza una acto de 
disposición y por ello realiza su riqueza; si ésta ha crecido con el tiempo, él 
demuestra una especial capacidad contributiva en relación al enriquecimiento 
conseguido... Por ello es del todo fundado según los principios tributarios un 
impuesto sobre los incrementos de valor, determinados con ocasión de una 
transmisión gratuita". Vid. Le imposte suoli incrementi di valore nei capitali e 
sulle rendite nei redditi. Studi di Scienza delle Finanze e Diritto Finanziario, 
Giuffré, Milano, 1956, pág. 259; MARTIN QUERALT, J : Comentarlos al . op. 
cit. págs. 239 y 240; PALAO TABOADA, C. : “ La imposición sobre las 
ganancias...", op. cit. págs. 63 y ss; FERNAN DEZ JUNQ UERA, M. : Los  
incrementos,.... op. cit. pág. 105 y ss.
1 1 1 No quedan sometidas al impuesto en virtud de lo establecido en la
propia LIRPF los incrementos y disminuciones patrimoniales puestos de 
manifiesto con ocasión de transmisiones lucrativas por causa de muerte ( art. 
44.cinco a). En el art. 5.cinco LIRPF se declaran no sujetos al IRPF los 
incrementos de patrimonio que se encuentran sujetos al Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones.
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adquisición del bien como su transmisión hayan sido realizadas 
a título lucrativo.
1.1.2.2.1. Transmisión lucrativa de un bien 
inmueble urbano adquirido a título oneroso.
En este supuesto el valor de adquisición estará formado 
por el importe real por el que se hubiese efectuado la 
adquisición más los costes de inversiones, mejoras efectuadas 
y tributos inherentes a la adquisición satisfechos por el 
adquirente, menos las amortizaciones correspondientes. La 
delimitación de este valor de adquisición ya ha sido tratada al 
analizar las transmisiones onerosas, y puesto que no hay 
ninguna matización en este supuesto, a ella nos remitimos.
El valor de transmisión será el que corresponda por 
aplicación de las normas del ISD, es decir habrá que atender al 
valor neto del bien transmitido que es el resultado de 
practicar las deducciones oportunas al valor real del mismo. 
También hemos puesto de manifiesto anteriormente las 
críticas a este impuesto y por tanto no vamos a entrar en el 
mismo, sin perjuicio de su estudio detallado, como impuesto 
que grava la adquisición de los bienes en un apartado posterior 
al que nos remitimos.
1.1.2.2.2. Transmisión lucrativa de un bien 
inmueble urbano adquirido a título lucrativo.
En este supuesto tanto para calcular el valor de 
adquisición como el valor de transmisión deberemos acudir a
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las normas del ISD, teniendo en cuenta los problemas que han 
sido planteados al tratar las transmisiones onerosas de bienes 
inmuebles. En consecuencia, los dos valores de referencia 
serán los que se tuvieron en cuenta en su momento a los 
efectos del ISD o lo que hubieran debido tenerse en cuenta por 
la aplicación de la LISD. En este supuesto como valor de 
transmisión no podrá utilizarse el valor de mercado, como en 
el supuesto de una transmisión onerosa, ya que no nos 
encontramos con una previsión legal en este sentido. Esta 
situación puede producir algunas distinciones de trato por 
razón del título de transmisión entre los sujetos pasivos del 
impuesto, que pueden tener consecuencias discriminatorias no 
razonables.
1.1.2.3. Determinación del incremento o 
disminución patrimonial neta.
Determinados los correspondientes valores de 
adquisición y transmisión, mediante la comparación entre 
ambos obtendremos el incremento o disminución patrimonial 
neta 112.
1 1 2  En la anterior legislación, una vez averiguado el valor de 
adquisición, se procedía a la actualización del mismo para mitigar la 
depreciación monetaria. Esta actualización ha sido suprimida en la actual 
legislación. El Ministerio de Economía y Hacienda en el Informe sobre la Reforma 
del Impuesto sobre la Renta de Personas Físicas ( Libro Blanco), sin embargo, 
no habla de la desaparición de esta actualización sino que por el contrario expone: 
" 2. Simplificar el cálculo del valor de la variación patrimonial y 
definirla en términos reales. Ello implica que:
2.1. El cálculo de la variación patrimonial se efectúa restando de 
su valor de venta el de adquisición, corregido por las variaciones monetarias que 
se hayan producido durante el período de tenencia.
2.2. Deberán fijarse con mayor realismo los coeficientes de 
actualización de los valores de adquisición (que actualmente cubren casi el 
75 % de la depreciación monetaria) para que se correspondan con la evolución de
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En la actual legislación, se distinguen los incrementos y 
disminuciones patrimoniales realizados a corto y largo plazo 
en cuanto a su régimen tributario. En primer lugar, los 
incrementos y disminuciones patrimoniales que se pongan de 
manifiesto como consecuencia de la transmisión de bienes 
adquiridos en el mismo periodo en que se transmiten se 
consideran renta del periodo impositivo y por tanto se 
gravarán al tipo general de la escala de gravamen que 
corresponda a la base liquidable regular, teniendo en cuenta 
que, a pesar de la consideración de renta regular, las 
disminuciones patrimoniales únicamente pueden compensarse 
con incrementos patrimoniales irregulares113.
Por lo que se refiere a los incrementos de patrimonio a 
largo plazo, es decir, los que provienen - entre otros- de las 
transmisiones de bienes inmuebles urbanos adquiridos con más 
de dos años de antelación a la transmisión y cuyo periodo de 
permanencia no supera los veinte años, el tratamiento 
específico consiste en la aplicación de los coeficientes 
reductores regulados en el art. 45.2 LIRPF114. Coeficientes
los valores nomínales y eviten el gravamen de plusvalías monetarias” ( el 
subrayado es del texto), vid. Informe sobre la reforma, op. cit. pág. 85.
113 art. 62.2 LIRPF. Por otra parte, la existencia de dos rentas, regular 
e irregular, que da lugar a dos bases distintas y sobre las cuales se aplican tipos 
de gravamen diferentes pone de manifiesto, una vez más la quiebra del concepto 
de renta extensiva o integral, que subyacía en el IRPF.
114 “ Cuando los incrementos o disminuciones de patrimonio procedan de 
la transmisión de bienes o derechos adquiridos con más de dos años de antelación a 
la fecha de aquella o de derechos de suscripción que procedan de valores 
adquiridos con la misma antelación, su importe, a efectos de tributación se 
determinará de acuerdo con las reglas y porcentajes siguientes:... d) tratándose 
de bienes inmuebles, derechos sobre los mismos o valores de las entidades 
comprendidas en las entidades del art. 108 de la Ley 24/1988, de 28 de julio del 
Mercado de Valores, el incremento o disminución patrimonial se reducirá en un 
5 ’26%  por cada año de permanencia que exceda de dos”. Quedan no sujetos los
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reductores, que no puede afirmarse sin más de los mismos que 
vengan a sustituir a los coeficientes de actualización de los 
valores de adquisición contemplados en la legislación anterior. 
Cuando el periodo de permanencia es superior a los veinte años 
el incremento obtenido se declara no sujeto.
Pensemos en un sujeto pasivo que transmite un bien 
inmueble urbano por valor de 15.000.000 pts. El bien lo 
adquirió 4 años antes por 12.000.000 pts. Al no haber 
actualización del valor de adquisición, y sí consideramos como 
valor de adquisición y valor de transmisión las cantidades 
citadas el resultado es un incremento de patrimonio de 
3.000.000 pts al cual hay que aplicarle el coeficiente reductor 
( 5*26% por cada año de permanencie que exceda de dos años, 
esto es por dos años), con lo que el contribuyente habrá 
obtenido un incremento neto de 2.684.400 pts.
Este incremento patrimonial obtenido no es un 
incremento real sino nominal, puesto que con la depreciación 
monetaria producida durante los años de permanencia del bien 
en el patrimonio del sujeto pasivo, el valor de adquisición 
utilizado se ha quedado desfasado. Si se hubiera mantenido la 
actualización del valor de adquisición el resultado hubiera sido 
un incremento de patrimonio de 1.632.000 pts115 .
incrementos o disminuciones patrimoniales cuando el período de permanencia en 
el patrimonio del sujeto pasivo sea superior a 20 años.
115 para hallar este segundo incremento de patrimonio nos hemos basado 
en los coeficientes de actualización existentes en el año 1991, último ejercicio 
de aplicación de los mismos. De este modo, las operaciones hubieran sido, 
simplificando la situación: Valor de enajenación 15 .000 .000 pts. Valor de 
adquisición 12 .000 .000  coeficiente de actualización (año 1987  1 '114)  
12.000.000 x 1'114 = 13.368.000. Incremento de patrimonio: 15 .000 .000 > 
13 .368 .000  *  1 .632 .000 .
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Esto pone de manifiesto que no se puede admitir sin más 
que los coeficientes reductores sustituyen a la actualización 
del valor de adquisición y sí, en definitiva, que van a gravarse 
con este sistema incrementos puramente nominales y no 
efectivos, cuando no se esté tributando como incremento lo 
que en la realidad sea una disminución116 lo que vulnera el 
principio de capacidad económica117.
116 En este mismo sentido vid. PEREZ ROYO, I. La nueva regulación, op. 
cit., pág. 155.
117 En el Impuesto sobre la Renta francés, por ejemplo, para el cálculo 
de los incrementos a largo plazo obtenidos por la transmisión de inmuebles, en 
primer lugar se procede a la actualización del precio de adquisición aplicando un 
coeficiente de depreciación m onetaria. El incremento obtenido tras la 
comparación entre el precio de adquisición actualizado y el precio de transmisión 
se reduce para los incrementos realizados a partir de uno de enero de 1991 en un 
3,33 % por cada afío que exceda de dos de permanencia del bien. Ello supone la 
exención de los incrementos de bienes inmuebles cuyo periodo de permanencia 
exceda de 32 años ( en el supuesto de incremento anteriores a la fecha indicada la 
reducción es del 5% lo que supone la exención a los 22 años).. Por último y para 
evitar los efectos de la progresividad, se imputa una quinta parte a la renta 
global del sujeto pasivo y al resto del incremento se aplica el tipo medio efectivo 
de gravamen. ( CGI , art. 150 H - T). Por otra parte, no compartimos la opinión 
del Tribunal Constitucional en el sentido de entender que la inflación y las 
depreciaciones monetarias no tienen porqué tenerse en cuenta, en todo caso, en la 
imposición. Precisamente, si el deber de contribuir se basa ya no sólo en la 
capacidad económica sino también, y sobre todo en el principio de solidaridad, 
aquél debe mediarse en términos absolutamente reales pues, de lo contrario no se 
adecuara a los mandatos constitucionales, vid. STC 221/1992, de 11 -XII (BOE  
de 19-1-1993). Hay que tener en cuenta que las correcciones monetarias 
persiguen adecuar la capacidad gravada a la capacidad económica efectiva y por 
tanto, evitar gravar incrementos ficticios, mientras que ios coeficientes  




De todos es conocido el hecho de que la imposición 
patrimonial cuenta entre sus características básicas la de su 
antigüedad y variedad118.
Las distintas figuras impositivas patrimoniales han sido 
objeto de diversas clasificaciones, atendiendo a determinados 
criterios, como la temporalidad, si se trata de una imposición 
personal, etc119. De todas las posibles figuras resultantes de 
estas clasificaciones nos vamos a centrar en este apartado en 
primer lugar en la imposición sobre el patrimonio, 
propiamente dicho, para posteriormente entrar en el análisis 
de la imposición sobre las sucesiones y donaciones y en la 
imposición sobre las transmisiones onerosas.
118 FUENTES QUINTANA, E.: Hacienda Pública. Principios y estructura 
de la imposición. Madrid, 1986, pág. 292; GRELLE, F. : Stipendium ve l.... 
op.cit., pág. 16; SAINZ DE BUJANDA, F; “ Estructura jurídica del sistema 
tributario", Hacienda y Derecho, vol II, IEP, Madrid, 1962.
1 19 Ejemplos de estas clasificaciones podemos encontrarlos en SHOUP  
C.S. Hacienda Pública. IEF, Madrid, 1980; LAGARES CALVO, M.-J. “ El impuesto 
sobre el Patrimonio neto: características y funciones en un sistema tributarlo 
moderno", en El impuesto sobre el Patrimonio, op.cit., pág.15; FERNAN DEZ  
ALVAREZ-CASTELLANOS, J. El Datrimonio_CQmo_materia impositiva. Estudio de la 
posibilidad de su gravamen en España mediante un impuesto oeneral.lEF. Madrid, 
1965, págs. 5 y ss. Por su parte, PABLOS ESCOBAR, L. de. recoge las 
clasificaciones de SHOUP y LAGARES, vid. Una valoración del impuesto sobre el 
patrimonio neto. IEF, monografía nfi 86, Madrid, 1990, págs. 12 y 13.
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1.2.1. El Impuesto sobre el Patrimonio. 
Fundamentación teórica.
Antes de entrar en el estudio concreto de la regulación 
en nuestro ordenamiento tributario del Impuesto sobre el 
Patrimonio, vamos a exponer las justificaciones o 
fundamentos que desde un plano teórico, apoyan esta 
tributación.
El establecimiento de un impuesto sobre el patrimonio 
responde a varias razones que podemos delimitar en cuatro 
grandes bloques: la equidad, como manifestación del principio 
de igualdad; la asignación óptima de recursos; la 
redistribución de la renta y la riqueza, coordinada con la 
capacidad económica y la solidaridad y la eficacia 
administrativa; fundamentos que la práctica totalidad de la 
doctrina pone de relieve a la hora de justificar la imposición 
patrim onia li2o.
Vamos a referirnos brevemente a los mismos.
La equidad en la tributación, reflejo del principio de 
igualdad y estrechamente conectado con la capacidad 
económica, puede ser analizada desde dos vertientes, 
horizontal y vertical. La equidad horizontal exige que ante
120 vid. entre otros, FERNANDEZ ALVAREZ-CASTELLANO S, J. £1 
Patrimonio como materia impositiva.op cit, págs. 18 a 28; BREÑA C RUZ y 
GARCIA MARTIN, El Impuesto sobre el.... op. cit., págs. 7 a 78; LAGARES CALVO, 
M.J. " El Impuesto sobre el Patrimonio Neto: características y...”, op.cit., págs.
17 a 36; PABLOS ESCOBAR, L de: Una valoración del impuesto...", op. cit., pág.
18 a 26; TANABE.N. “ La imposición sobre el patrimonio neto", en El impuesto 
sobre el patrimonio, op cit., pág. 115; DUE, J.F. “ La imposición sobre el 
patrimonio neto", en El impuesto sobre . op. cit., pág. 182; JARACH, D. “ 
Impuesto sobre el patrimonio y las sucesiones y donaciones", en El Im puesto  
sab ia , op. c¡t., pág. 215.
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situaciones iguales el trato sea el mismo, en consecuencia 
ante dos manifestaciones de capacidad económica iguales, 
igual debe ser la tributación. La equidad vertical exige que 
ante situaciones desiguales el trato sea desigual, y por 
consiguiente ante manifestaciones distintas de capacidad 
económica, distinta debe ser la tributación.
Aunque la imposición personal sobre la renta ha sido 
entendida por la mayor parte de la doctrina como la imposición 
más equitativa por entender que es la que mejor se adapta a la 
capacidad de pago, ello no implica necesariamente que esta 
imposición sea perfecta, debido a que aun en el caso de 
adoptar el concepto integral o extensivo de renta, algunas 
manifestaciones de capacidad económica se escapan a esta 
tributación, ya sea porque no se pueden incluir en el concepto 
de renta - como el ocio, la educación, el bienestar- ya porque 
las dificultades administrativas que plantearía su inclusión no 
lo aconsejan121.
Por ello, se puede afirmar que la imposición sobre el 
patrimonio coadyuva a conseguir la equidad en la imposición.
El Impuesto sobre el Patrimonio tiene como objeto la 
capacidad económica adicional y potencial que la posesión de 
un patrimonio conlleva, con independencia de la renta que de 
aquél se derive. Por ello, si nos encontramos ante dos personas 
cuyas rentas son iguales, y existe un Impuesto sobre la Renta, 
el deber de contribuir de ambos coincidirá, dado que su 
capacidad económica será la misma, y la equidad en la
121 DUE, J.F. Análisis económico de los .... op. cit., pág. 104; 
MUSGRAVE, R.A. y MUSGRAVE, P .B .: Hacienda Pública.... op. cit., págs. 333 y ss; 
GOODE, R . : El impuesto sobre, op. cit., págs. 23 y ss., entre otros.
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tributación se conseguirá; ahora bien, si uno de ellos además 
de sus rentas, posee unos bienes y el otro no, la capacidad 
económica de ambos diferirá, y de no existir una imposición 
patrimonial, la equidad en la tributación no será respetada.
Por esta razón, parece que es necesaria la existencia de 
un Impuesto sobre el Patrimonio que adecúe estas situaciones, 
siendo en este punto complementario del Impuesto sobre la 
Renta. La existencia de ambos impuestos implica que en la 
imposición sobre la renta deben gravarse exclusivamente 
rendimientos, pero de ningún modo bienes, ya que de lo 
contrario ese bien estaría soportando una sobreimposición. De 
este modo, las utilidades no monetarias que puede reportar al 
sujeto pasivo la tenencia de bienes, frente a aquel sujeto que 
no los posee, deben quedar gravadas en el Impuesto sobre el 
Patrimonio ya que estas utilidades reflejan la capacidad 
económica adicional que aquél tiene frente a éste, mientras 
que en la imposición personal sobre la renta deberán gravarse 
los flujos monetarios que ambos reciban durante el periodo 
impositivo122.
Descendiendo al plano de nuestro Derecho positivo y, en 
concreto al IRPF nos encontramos, dentro de los rendimientos 
del capital inmobiliario, ante una renta imputada para el 
propietario que utiliza la vivienda como su domicilio habitual, 
o simplemente durante un periodo concreto al año, la tiene 
desocupada o bien, por ultimo, la cede gratuitamente. Ya hemos 
tenido ocasión de exponer nuestra opinión al respecto, pero 
dado que se encuentra conectado estrechamente con la 
imposición sobre el patrimonio y en concreto, con la idea de 
equidad que estamos analizando parece conveniente hacer una 
breve referencia a la misma.
122 Vid. supra pág. 48 y notas 58 y 61.
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Si analizamos esta renta imputada, en principio, por la 
utilidad que reporta, podemos llegar a la conclusión de que 
tiene su origen en la capacidad económica adicional que supone 
para un contribuyente el tener una vivienda, ya que no 
necesitará acudir al mercado de arrendamiento de inmuebles 
para poder tener un techo donde vivir, lo que le supone una 
mejor distribución de sus rentas, ya que las rentas que 
necesitaría para la vivienda puede invertirlas en otros valores 
obteniendo un buen rendimiento.
Si ello es así, y si por tanto la renta imputada tiene 
como fundamento la capacidad económica adicional que le 
supone al contribuyente la posesión y utilización de una 
vivienda de la que es titular, allí donde existe una imposición 
sobre el patrimonio, debe ser este impuesto el que grave la 
capacidad económica puesta de manifiesto por la titularidad 
de estos bienes y, en consecuencia, debería desaparecer del 
Impuesto sobre la Renta esta renta imputada.
En los paises de la OCDE la solución a esta renta 
imputada no es unánime. En paises como Francia, Alemania y 
Luxemburgo, que cuentan en su sistema tributario con las dos 
figuras impositivas, es decir con un Impuesto sobre la Renta y 
un Impuesto sobre el Patrimonio Neto no se encuentra gravada 
la vivienda propia utilizada por el propietario en el Impuesto 
sobre la Renta, siendo uno de los bienes que se encuentran 
sujetos al Impuesto sobre el patrimonio123.
123 Si hablamos únicamente del supuesto de la vivienda propia utilizada 
por su propietario, no es por propia voluntad sino porque en la regulación del 
impuesto personal sobre la renta, ya no sólo de estos paises citados, sino de todos 
los paises de la OCDE , y en concreto aquellos paises en los que se grava la renta 
imputada, ésta se aplica únicamente en el caso de viviendas efectivamente 
utilizadas por sus propietarios como vivienda habitual pero no se prevé ningún
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En otros paises como Austria, Finlandia, Holanda y 
Noruega, el propietario que utiliza su vivienda cuenta con 
pequeñas deducciones del valor de la misma en el Impuesto 
sobre el Patrimonio, ya que en estos paises el propietario sí 
soporta el impuesto sobre la Renta por la renta imputada por 
la utilización de su vivienda, y por ello, para no sobregravar 
más al contribuyente, se establecen en el Impuesto sobre el 
Patrimonio determinadas desgravaciones que tienden a 
minorar el valor del bien a efectos de este impuesto124.
La segunda razón, la asignación óptima de recursos 
encuentra dos argumentos: de una parte, el patrimonio 
restringe en menor proporción la oferta de factores y por otra, 
induce a emplear el factor capital de modo más productivo125. 
Estas ventajas económicas no están desprovistas de una cierta 
ambigüedad que pone en entredicho esta asignación, ya que, por 
ejemplo, una imposición alta del Impuesto sobre el Patrimonio 
unida al Impuesto sobre la Renta desalienta no sólo al ahorro 
sino que puede incluso incitar a gastarse lo ahorrado. Por ello, 
depende del legislador y su buen hacer, conseguir que la 
imposición patrimonial sea adecuada.
En cuanto a la redistribución de la renta y la riqueza, se 
afirma que la imposición patrimonial es uno de los 
procedimientos más directos para lograr la reducción de las 
grandes fortunas. Esta idea se puso de manifiesto en las 
diversas comisiones de estudio sobre la imposición
otro supuesto, a diferencia de lo que ocurre en nuestro ordenamiento. Vid. OCDE  
L’imposition des personnes. op. cit., pág. 57.
124 OCDE : L'imposition des personnes. op. cit., pág. 57.
1 2 5 Vid. entre otros LAGARES CALVO, M.J. El impuesto sobre el 
patrimonio...", op. cit., pág 24.
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patrimonial que se hicieron en distintos paises126. En este 
sentido en el Informe de la Misión Shoup se afirma:
“ Otra de las ventajas del impuesto sobre el 
patrimonio neto..., es la de ofrecer un medio más 
perfecto y selectivo de poner término al crecimiento 
de una exagerada concentración de capacidad 
económica. El control de la economía está vinculado 
más estrechamente a la posesión de riqueza que a la 
percepción de renta..”127.
El cuarto fundamento aportado por la doctrina, la 
eficacia administrativa del Impuesto sobre el Patrimonio, 
tiene varias vertientes: ayuda a la comprobación y control de 
la renta y sirve de ayuda para la valoración de las herencias y 
donaciones, aunque cuenta con una dificultad, que concurre en 
otros impuestos, como es la valoración de los bienes. Hay 
bienes, como las acciones que cotizan en bolsa, que no 
presentan problemas ya que su valor lo da un mercado real y 
una cotización oficial sin embargo, los bienes y efectos 
personales así como los bienes inmuebles plantean problemas 
en cuanto a su valoración, ya que no se puede establecer un 
valor de mercado real. Uno de los métodos que puede utilizarse 
para reducir los costes y los problemas administrativos que la 
valoración de los bienes conlleva sería utilizar, allí donde sea 
posible, el mismo criterio de valoración, con lo cual la labor 
administrativa se vería reducida.
126  Pakistán, Comité de Investigación Tributaria, Interim Report( 
Central Taxation) Karachi, 1959; Japón, Misión Fiscal Estadounidense, Report 
on Japanese Taxation by The Shoup Mission,Tokio,1949; Informe Kaldor, Indian 
Tax Reform, Nueva Delhi, 1956.
127 Misión Shoup, op.cit., pág. 83.
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Ésta eficacia administrativa del Impuesto sobre el 
Patrimonio respecto de otros impuestos, en el plano real, va a 
depender de las estructuras de organización territorial de 
cada caso concreto. Es decir, que para que el Impuesto sobre el 
Patrimonio ayude a reducir, por ejemplo, la evasión o elusión 
del pago del Impuesto sobre la Renta, ambos deben estar 
coordinados. De ahí que, en este sentido, afirme DUE que el 
Impuesto sobre el Patrimonio debe ser un impuesto federal y 
no quedar en manos de los Estados128.
En nuestro sistema tributario actual, el Impuesto sobre 
el Patrimonio es una de las figuras tributarias cedibles según 
la LOFCA y que en la actualidad se encuentra cedido a las 
Comunidades Autónomas. Ello no implica por sí mismo que el 
impuesto deje de ser efectivo, pero se necesitará una muy 
estrecha conexión y coordinación entre ambas 
Administraciones para conseguir la máxima eficacia en la 
tributación129.
También la necesidad de aumentar la recaudación fiscal 
ha sido en ocasiones aducida para justificar los impuestos 
patrimoniales. No obstante, la contribución del Impuesto sobre 
el Patrimonio a la recaudación total en la mayoría de paises es 
poco significativa, dado que los tipos impositivos no son 
elevados130.
128 Dado que el Impuesto sobre la Renta también es un impuesto federal, 
vid. DUE, J.F. “ La imposición sobre el patrimonio...”, op. cit., págs. 171 y ss.
129 vid. PEREZ ROYO, F. “ El impuesto sobre el Patrimonio", op. cit., 
pág. 350.
1 3 0  |_os t¡pos impositivos oscilan entre el 0 ,20 (España) y el 2,2  
(Dinamarca) vid. OCDE L'imposition des personnes. op. cit., págs. 36 y ss.
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En definitiva, con la imposición patrimonial no se 
pretende aumentar considerablemente la recaudación, sino 
poner barreras a las desigualdades sociales y poder llevar a 
buen término los postulados constitucionales del deber de 
contribuir, la solidaridad y la redistribución de la renta y la 
riqueza.
Analizados los fundamentos que desde el plano teórico 
abogan por la existencia de un Impuesto sobre el Patrimonio, 
vamos a entrar en el análisis de esta figura impositiva en 
nuestro ordenamiento, su conexión con el resto del 
ordenamiento tributario y la valoración de los bienes 
inmuebles urbanos a efectos de este impuesto, que es el 
núcleo central de nuestro trabajo.
1.2.2. El Impuesto sobre el Patrim onio en el 
Sistema Tributario español.
Con la publicación de la Ley 19/1991, de 6 de junio131 se 
culmina un largo proceso legislativo, desde que la Ley 
50/1977, de 14 de noviembre, sobre Medidas Urgentes de 
Reforma Fiscal estableciera en sus artículos 1 a 12 un 
impuesto de carácter transitorio sobre el Patrimonio. La nueva 
figura impositiva parece que se adecúa a los postulados, no 
sólo constitucionales, sino también a los que se predican por 
la práctica generalidad de la doctrina, a los que debe 
responder un Impuesto sobre el Patrimonio, y que hemos 
analizado anteriormente.
131 en adelante LIP. ( BOE de 7 de junio)
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El legislador nos avanza estas ideas en la Exposición de 
Motivos al decirnos que, junto a los objetivos tradicionales de 
control y carácter censal del impuesto creado por la Ley 
50/1977, la nueva figura impositiva asume como objetivos la 
consecución de una mayor eficacia en la utilización de 
patrimonios y la obtención de una mayor justicia 
redistributiva.
El impuesto que ahora analizamos es un impuesto 
directo, personal, periódico y general, por tanto se distingue 
de los otros impuestos patrimoniales o sobre la propiedad, 
bien por su periodicidad bien por el objeto sobre el que recae.
De este modo, se diferencia claramente del Impuesto 
sobre Sucesiones, ya que aunque las dos figuras recaen sobre 
un patrimonio global, éste último no es periódico sino que se 
grava, por regla general, de generación en generación. En este 
sentido, un Impuesto sobre el Patrimonio correctamente 
actualizado serviría de base para una correcta aplicación del 
Impuesto sobre Sucesiones.
Se diferencia del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales, ya que éste recae exclusivamente sobre el bien 
vendido o enajenado, o en general transmitido, mientras que el 
Impuesto sobre el Patrimonio recae sobre la propiedad o 
titularidad del conjunto de bienes que componen el patrimonio 
de una persona.
Por último, se distingue de los impuestos sobre la 
propiedad, como el Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI), ya 
que a pesar de recaer ambos impuestos sobre la propiedad o 
titularidad, el IBI únicamente recae sobre los bienes 
inmuebles pero no sobre el conjunto del patrimonio, conjunto
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que, además, se compone no sólo de activo sino también de 
pasivo, pasivo que no es tenido en cuenta en el IBI.
El objeto del Impuesto sobre el Patrimonio, como su 
propio nombre indica, es el patrimonio como manifestación de 
capacidad económica. El hecho imponible del impuesto es la 
titularidad de un patrimonio neto en el momento del devengo 
del impuesto132.
A diferencia de la legislación anterior, la LIP sí nos da 
una definición de patrimonio neto de la persona física 
entendiendo por tal el conjunto de bienes y derechos de 
contenido económico de que sea titular, con deducción de las 
cargas y gravámenes que disminuyan su valor, así como las 
deudas y obligaciones personales de las que deba responder133.
Delimitado el hecho imponible del impuesto, entramos en 
la determinación de la base imponible, probablemente el 
aspecto más problemático de la imposición patrimonial.
A nadie se le escapa la importancia que la valoración 
tiene en el Derecho Tributario. En efecto, los criterios de 
valoración que adopte el legislador deben armonizar y 
ajustarse a la capacidad económica que con el tributo se 
pretende gravar. Si en un impuesto personal sobre la renta 
esta labor puede ser, en términos generales, sencilla, en la 
imposición sobre el patrimonio, la situación es distinta puesto 
que con la imposición patrimonial no se grava una capacidad 
económica delimitada en términos monetarios, como es la
132 art. 3 LIP.
133 art. 1 LIP.
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renta, sino que, la capacidad económica gravada en el Impuesto 
sobre el Patrimonio viene relacionada con la detentación de 
bienes y, en consecuencia, deberá procederse por el legislador 
a la cuantificación de los mismos para traducir esa capacidad 
económica a términos monetarios.
Los criterios de valoración utilizados por el legislador 
deben ser sencillos con el fin de que el contribuyente pueda 
saber cuál va a ser su carga fiscal de un modo previo, y, de 
este modo, se salvaguarde la seguridad jurídica.
Puesto que la valoración dada a los bienes objeto del 
tributo, es la que sirve de base para la cuantificación de la 
deuda tributaria, no puede dejarse a la regulación
reglamentaria, sino que los criterios de valoración deben ser 
adoptados por el legislador. El principio de reserva de ley en 
materia tributaria así lo exige, y así lo ha puesto de
manifiesto el Tribunal Constitucional. En este sentido afirma 
nuestro Tribunal:
“ Si bien la reserva de ley en materia
tributaria ha sido establecida por la Constitución 
(arts. 31.3 y 133.CE) de una manera flexible, tal
reserva cubre los criterios o principios con arreglo a 
los cuales se ha de regir la materia tributaria y
concretamente la creación ex novo del tributo y la
determinación de los elementos esenciales o
configuradores del mismo”134.
Ahora bien, ello no impide, por sí mismo, que un mismo
bien tenga distintos criterios de valoración atendiendo a las
finalidades perseguidas con las distintas figuras tributarias.
134 STC 179/1985, 19-XII, fdto. jco 3. , BJC n2 57, 1986.
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Sin embargo, en la medida de lo posible, el legislador debería 
adoptar los criterios de valoración estrictamente necesarios, 
intentando reducir estos criterios, por ejemplo, estableciendo 
de una parte, criterios de valoración para los bienes que son 
objeto de transmisión, y de otra, criterios para los bienes que 
permanecen en manos de su titular y que no son objeto de 
transmisión alguna135.
El legislador debe, no sólo establecer los criterios de 
valoración, sino que, como paso previo, debe determinar el 
concepto de valor que va a servir de base para la tributación, 
ya que el citado concepto “valor” puede tener muchos 
significados. Así, valor puede ser entendido como la cualidad 
de las cosas que valen, o sea que tienen cierto mérito, utilidad 
o precio, o como aptitud de una cosa para producir efectos136. 
Por ello, el legislador no debe conformarse con adjetivar el
135 En este sentido el legislador en la Exposición de Motivos de la LIP 
afirma: u La reforma de los elementos estructurales del Impuesto sobre el 
Patrimonio plantea como problema central el de la valoración de los distintos 
elementos patrimoniales de los que es titular el sujeto pasivo. La regla más 
acorde de una justa determinación de la capacidad contributiva, como es la que 
remite esta cuestión al valor de mercado, debe ceder en muchos casos su lugar a 
reglas específicas de valoración en beneficio de la seguridad jurídica del 
contribuyente que no puede discutir anualmente con la Administración dicho 
valor con respecto a sus bienes. La consecuencia es la aparición en el sistema 
tributario de nuevas reglas de valoración respecto de bienes que ya son objeto de 
valoración o de comprobación de valores a efectos de otros tributos 
singularmente los transmisorios, lo que determina, a su vez, la demanda de que 
la legislación configure un valor fiscal unitario aplicable a los bienes en todo el 
sistema tributario.
No obstante, la posibilidad de configurar un valor único de los 
bienes y derechos, que sea válido para todo el sistema tributario y que asegure al 
mismo tiempo la consecución de los objetivos de suficiencia, equidad y eficacia 
asignados al mismo, resulta impracticable en nuestro sistema tanto teórica como 
prácticamente ya que es distinto el objeto de cada impuesto y es distinta la 
participación esperada de cada uno en el logro de los objetivos citados".
136 MOLINER, M. Diccionario del uso del espafiol. Ed. Gredos, Madrid, 
1983, pág. 1437.
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valor utilizado137sino que atendiendo a la finalidad perseguida 
por el tributo en concreto establecer el concepto de valor más 
idóneo para adecuar los bienes que serán valorados a la 
capacidad económica que se pretende gravar.
El valor ha sido definido por la doctrina138 como el uso o 
utilidad que tiene un bien para un determinado sujeto de 
derecho. De este modo, el valor del bien viene determinado por 
el uso o la posibilidad de uso que se puede dar al mismo. En 
este punto se distinguen tres tipos distintos de uso o 
utilización de los bienes:
1.- utilización de uso-consumo, que dará lugar al valor 
de uso (Gebrauchswert).
2.- utilización de rendimiento, que dará lugar al valor de 
rendimiento o valor en renta (Ertragswert).
3.- utilización de venta, que dará lugar al valor de 
enajenación (Veraüsserungswert) o valor de mercado 
(Verkehrswert).
Qué valor debe ser utilizado, dependerá de la naturaleza 
del impuesto y cuál es su finalidad y conexión respecto del 
resto del sistema tributario.
De este modo, el valor de venta o de mercado o, en 
términos que también utiliza la doctrina, valor de cambio, 
aparecerá en aquellos impuestos en los que precisamente la 
capacidad económica gravada por el hecho imponible sea la 
puesta de manifiesto por la transmisión de los bienes. En las
137  £s decir hablar de valor catastral, valor real, valor de mercado, 
valor adquisitivo, etc.
138 vid. por todos, CARROBE GENE, M. Estudio sobre la Ley de .... op. 
cit., págs. 31 y ss.
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transmisiones donde exista un precio, éste aparece como el 
criterio más justo de valoración de la transmisión139.
Sin embargo, cuando los bienes no son objeto de 
transmisión, sino que la ley los contempla desde un punto de 
vista estático, es decir, cuando el hecho imponible del tributo 
se basa en la titularidad o posesión de los mismos, no parece 
que el valor de mercado sea la expresión más cercana a la 
capacidad económica que se pretende gravar.
En efecto, si la titularidad de los bienes pone de 
manifiesto una capacidad económica adicional o, lo que es lo
mismo, si con la posesión de un patrimonio se pone de
manifiesto para el sujeto que lo posee una situación de mayor 
prestigio, mayor estabilidad, seguridad y bienestar frente a 
quien no lo posee, parece que el mejor criterio de valoración 
será el valor en uso. Es decir, el patrimonio no debe ser medido 
por el valor de mercado o valor en cambio, puesto que el sujeto 
pasivo no posee este patrimonio -en principio- con intención 
de venderlo, sino de disfrutar de las ventajas que le reporta su 
posesión. Es por ello por lo que pensamos que debe ser el valor 
de uso y no el valor de cambio, el criterio básico en la
valoración del patrimonio140.
Este valor en uso vendrá representado por el valor
patrimonial de los bienes.
139  En el mismo sentido CARROBE G ENE afirma " ... Así, el precio 
resulta ser el mejor medio generalmente aceptado de expresión de un valor en 
estado de venta o enajenación.", vid. Estudio sobre la Ley de .... op. cit., pág. 34.
140 a  pesar de la opinión que el legislador expresa en la Exposición de 
Motivos. BREÑA CRUZ y GARCIA MARTIN, entre otros, opinan por el contrario 
que el criterio que se ha de utilizar debe ser el valor en cambio,vid. El Impuesto 
sobre e l .... op. cit., págs. 330 y ss y nota 138.
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¿Cómo ha solucionado el legislador español el problema 
de la valoración?. En primer lugar, hemos de dejar constancia 
que una vez más, el legislador no ha determinado el concepto 
de valor utilizado141. Para determinar este valor no es 
suficiente con que en la Exposición de Motivos se haga 
referencia al valor de mercado, sino que debe ser en el 
articulado de la ley donde debe aparecer dicho concepto para 
cumplir con los principios constitucionales y, sobre todo, con 
la seguridad jurídica del contribuyente.
Así pues, sin un concepto concreto de valor -es decir si 
nos encontramos ante un valor en uso, rendimiento o en 
cambio- el legislador opta por la determinación de la base 
imponible del impuesto atendiendo a los criterios de 
valoración que se determinan específicamente para cada uno 
de ellos. Residualmente se aplicará el valor de mercado142.
En consecuencia, vamos a entrar en el estudio de los 
criterios de valoración establecidos por el legislador para los 
bienes inmuebles urbanos, núcleo central de nuestro estudio.
141 Decimos una vez más, puesto que en todas aquellas figuras 
impositivas, en las que se requiere una valoración el legislador no ha 
determinado el concepto de valor, y tampoco ha especificado qué debe entenderse, 
por ejemplo por valor real, ni en el ISD ni en el ITPAJD. Unicamente en la LIRPF  
determina qué debe entenderse por valor de mercado.
142 Los criterios de valoración se encuentran en los arts.10 a 26 LIP.
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1.2.2.1. Valoración de ios bienes inmuebles 
urbanos. Criterios generales.
El art. 10 LIP establece que los bienes de naturaleza 
urbana o rústica se valoran atendiendo al mayor valor de los 
tres siguientes: valor catastral, el valor comprobado por la 
Administración a efectos de otros tributos o el precio, 
contraprestación o valor de la adquisición. Con lo cual, para el 
legislador el valor patrimonial de los bienes inmuebles 
urbanos va a venir determinado por el mayor de tres valores, 
que pocas cosas tienen en común, y que, por otra parte no 
responden a un concepto único de valor, sino que como 
veremos, responden tanto al valor en uso como al valor en 
cambio143.
Vamos a analizar cada uno de estos tres criterios de 
valoración si bien en nuestro análisis invertiremos el orden de 
los mismos. De este modo, comenzaremos por el precio,
143 por su parte, en el Proyecto de Ley de Arrendamientos Urbanos, se 
establece una distinción respecto de la valoración de los bienes inmuebles 
urbanos cuando se encuentren arrendados. En efecto, la Disposición Transitoria 
Segunda en su apartado 7, establece que para las anualidades del contrato que se 
inicien a partir de la entrada en vigor de la ley y hasta la extinción del contrato el 
arrendador tendrá derecho a que el valor del inmueble arrendado se determine 
por la capitalización al 4 % de la renta pagada, siempre que el resultado sea 
inferior al que resultaría de la aplicación de las reglas de valoración previstas en 
el Impuesto sobre el Patrimonio. Esta valoración concreta en el caso de bienes 
inmuebles arrendados supone, a nuestro entender, un trato de favor en la 
imposición patrimonial de los titulares arrendadores de bienes inmuebles frente 
a quien no tiene arrendados los mismos. Esta distinción en la imposición 
patrimonial, a nuestro juicio, carece de justificación razonable puesto que si lo 
que debe quedar gravado en el IP es la titularidad del bien, se encuentran en 
idéntica situación una persona que arrienda el bien y aquella que goza de la plena 
disposición del mismo. Con esta valoración se pretende introducir en el IP el 
concepto del valor de rendimiento,- valor que por otra parte choca con los 
fundamentos de la imposición patrimonial-, pero pensamos que las distinciones 
en cuanto a la tributación deben hacerse, como de hecho así lo ha llevado a cabo el 
legislador, en el IRPF y no en el IP.
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contraprestación o valor de adquisición, entrando después en 
el análisis del valor comprobado y finalmente estudiaremos el 
valor catastral.
1.2.2.1.1. Precio, contraprestación o va lo r de 
adqu is ic ión .
Ya dentro de un mismo criterio de valoración adoptado 
por el legislador podemos observar conceptos distintos, que no 
tienen porqué coincidir entre sí.
Precio puede entenderse como lo que cuesta o hay que 
pagar por una cosa144.En concreto el precio hace referencia a 
la cuantía monetaria que hay que pagar por un bien.
Contraprestación, también hace referencia a lo que hay 
que pagar por una cosa, pero su contenido es más amplio que la 
idea de precio, pues junto a la cuantía monetaria, el término 
contraprestación incluye los pagos en especie, e incluso puede 
referirse a los supuestos de permuta en los cuales no hay un 
precio, por tanto no hay cuantía monetaria, sino 
contraprestación en natura.
Por último, valor de adquisición hace referencia a dos 
conceptos distintos. Estrictamente, y ciñéndonos al término 
utilizado en el ordenamiento tributario, el valor de adquisición 
aparece en aquellas transmisiones en las cuales no media 
precio o contraprestación, es decir, cuando nos encontramos 
ante transmisiones lucrativas. En estos supuestos el valor de
144 MOLINER, M. Diccionario del uso.... op.cit., pág. 821.
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adquisición del bien vendrá determinado por el valor de 
mercado, aquél que sería acordado entre personas 
independientes. En su sentido lato valor de adquisición es 
considerado como el coste de adquisición, término a su vez 
más amplio que el precio, ya que como coste de adquisición se 
incluye no sólo la cantidad principal pagada por la cosa, sino 
también todas las cantidades accesorias, pero necesarias para
la adquisición del mismo.
De la delimitación conceptual podemos extraer una 
característica común a los tres conceptos utilizados: todos 
ellos ponen de manifiesto el valor que los bienes tienen en su 
aspecto dinámico, es decir, el valor en cambio. Si ello es así, 
ya encontramos una primera base para rechazar este criterio 
de valoración como norma general para valorar bienes desde el 
punto de vista estático de los mismos.
La referencia al precio -referencia que en la anterior 
legislación iba incardinada a los bienes que no habían sido
valorados catastralmente, y que con la Ley 19/1991, por
primera vez se utiliza como valor para los bienes que sí 
cuentan con un valor catastral- no nos parece adecuada por 
diversos motivos.
En primer lugar, porque el precio es la prestación pagada 
por el bien, prestación que no tiene porqué coincidir 
necesariamente con el valor real del mismo, ya que las reglas 
del mercado y las situaciones particulares y concretas de 
vendedor y comprador pueden dar lugar a distorsiones y 
distinciones de trato ante igualdad de supuestos de hecho. En 
efecto, ante dos compraventas de inmuebles de idénticas 
características, en las cuales varían las intenciones o 
necesidades de vendedor o comprador, sin duda se alterará el 
precio, siendo por ello distinto en cada una de ellas. Ello
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producirá, si se adopta el precio como valor del bien inmueble, 
una distinta valoración en el Impuesto sobre el Patrimonio 
ante una identidad de supuestos de hecho y, por ende, una 
distinción de trato que no es congruente con la igualdad ni con 
la capacidad económica.
Además, puede ocurrir que en una de las dos 
compraventas citadas el valor catastral sea superior al 
precio, con lo cual el contribuyente deberá valorar su bien 
inmueble por éste último, mientras que el otro contribuyente 
aplicará el precio. Con ello, obtendremos dos valoraciones 
distintas para unos bienes inmuebles de idénticas 
características. Tampoco parece que ésta sea una situación 
ideal.
Por lo expuesto, y sobre todo por entender que la idea de 
precio, contraprestación o valor de adquisición va unida al 
valor de mercado o valor de cambio -que no parece ser el más 
adecuado para la determinación del valor patrimonial de los 
bienes, es decir para la valoración de los mismos desde su 
punto de vista estático- es por lo que consideramos que este 
criterio de valoración no es adecuado y, por consiguiente, no 
debería ser utilizado como norma general de valoración en el 
Impuesto sobre el Patrimonio.
Cuestión distinta es que, como en la legislación anterior, 
el precio se tuviera en cuenta como criterio especial de 
valoración para aquellos casos en los cuales, por las 
circunstancias que sean, no tengan asignado un valor 
catastral, valor que, por otra parte, como expondremos más 
adelante, consideramos como el más adecuado para determinar 
el valor patrimonial de los bienes.
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De poco sirve que el legislador en la Exposición de 
Motivos hable de los valores catastrales como los futuros 
puntos de valoración fiscal, si en el articulado de la Ley, y por 
las propias normas valorativas establecidas por el legislador, 
estos valores serán precisamente los menos utilizados en las 
valoraciones.
Tampoco pensamos que sea una justificación razonada, 
para no imponer como valor unitario de los bienes inmuebles el 
valor catastral el hecho de que éstos se encuentren 
desfasados. Este problema es una cuestión de la 
Administración que debe ser la encargada de solucionarlo; pero 
ello no puede, en ningún caso, modular la actuación del 
legislador en cuanto a la determinación de los elementos 
esenciales del tributo que, en definitiva, están traduciendo al 
lenguaje cuantitativo la capacidad económica gravada por el 
tributo, capacidad económica que deberá ser efectiva, actual 
y, en consecuencia, estar plenamente coordinada e incardinada 
a la finalidad y objeto del tributo.
1 .2 .2 .1 .2 . Valor com probado por la 
Administración a efectos de otros tributos.
La LGT, dentro del capítulo IV dedicado a la base 
imponible, en su sección segunda dedicada a la comprobación 
de valores establece en su art. 52 la potestad de la 
Administración para comprobar con arreglo a los medios 
establecidos en el mismo precepto, el valor de las rentas, 
productos, bienes y demás elementos del hecho imponible.
Los impuestos paradigmáticos en cuanto a la aplicación 
de la comprobación de valores son el ITPAJD y el ISD; prueba
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de ello es la abundante doctrina jurisprudencial que en el 
ámbito de ambos impuestos existe relacionada con el art. 52 
LGT145.
Ello nos hace pensar que el legislador cuando establece 
el valor comprobado a efectos de otros tributos como criterio 
de valoración en el Impuesto sobre el Patrimonio, se está 
refiriendo principalmente a estas dos figuras impositivas. Por 
ello, y sin perjuicio de su análisis pormenorizado en apartados 
siguientes, parece conveniente analizar ambas situaciones a 
los efectos del citado impuesto.
1.2.2.1.2.1. ITPAJD y valor comprobado como 
valor patrimonial a efectos del Impuesto sobre el 
Patrimonio.
El ITPAJD grava las transmisiones patrimoniales 
onerosas, las operaciones societarias y los actos jurídicos 
documentados. Dejando al margen estos dos últimos hechos 
imponibles vamos a centrarnos en las transmisiones 
patrimoniales onerosas.
El ITP grava las transmisiones de bienes y derechos 
realizadas onerosamente dentro del trafico jurídico civil. En 
consecuencia, quedan fuera de tributación, salvo supuestos 
expresamente delimitados ya como no sujeción ya por 
exención, las transmisiones lucrativas y las transmisiones 
onerosas en las cuales una de las partes es empresario o 
profesional146.
146  vid. infra § 1.2.3.3.
124
El hecho imponible no es la transmisión en sí, sino la 
adquisición de los bienes, como se pone de manifiesto al 
determinar el sujeto pasivo el impuesto que es el adquirente. 
En consecuencia, la capacidad económica que se pretende 
gravar con este impuesto es la puesta de manifiesto por el 
adquirente con la incorporación del bien adquirido en su 
patrimonio.
Siendo una adquisición onerosa, podría pensarse que el 
precio o importe pagado por la adquisición, es el que mejor 
refleja la capacidad económica puesta de manifiesto con 
ocasión de la transmisión. Sin embargo, la regulación del ITP 
no determina el precio como base imponible sino que acude al 
concepto jurídico indeterminado de “valor real del bien”147. 
Junto a esta determinación del valor real, el art. 49 del TR 
establece la posibilidad que la Administración tiene en todo 
caso de comprobar el valor real de los bienes transmitidos.
Ahora bien ¿qué debemos entender por valor real?. El 
legislador no ha determinado el concepto, lo cual implica 
ciertas irregularidades en el ordenamiento jurídico. Si el valor 
real de los bienes es el que va a determinar la deuda tributaria 
del sujeto pasivo, no se puede negar la característica de 
elemento esencial del tributo que el citado valor posee. Si ello 
es así, su determinación y concreción debe venir de la mano 
del legislador, pues de lo contrario el principio de reserva de 
ley tributaria, tal y como ha venido entendiéndolo nuestro más 
Alto Tribunal va a verse seriamente perjudicado.
1 4 6  Este tipo de transmisiones, al igual que las realizadas por las 
personas jurídicas son objeto de tributación en el IVA.
147 art. 10 TR del ITPAJD.
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Pero no es sólo el principio de reserva de ley el que se 
resiente, sino también otros principios constitucionales. Así, 
por ejemplo, el sujeto pasivo del impuesto, al declarar en el 
ITP y consignar un valor, no tiene en sus manos la certeza de 
que el mismo sea considerado por la Administración como el 
valor real necesario para cumplir con la norma tributaria.
¿Qué debe entender el sujeto pasivo por valor real?.
Por real se entiende lo no imaginario, lo no ilusorio, no 
aparente y, en conclusión, lo verdadero148. Si ello es así, el 
valor real del bien transmitido para el sujeto pasivo lo
conformará el precio efectivamente satisfecho por la
adquisición. Sin embargo, la Administración parece entender
por valor real el valor de mercado. Valor de mercado que, por
otra parte, no es real, es decir, es imaginario, ilusorio
aparente, puesto que es muy distinto en el plano teórico el 
valor de mercado, entendiendo por tal, el que sería acordado 
entre partes independientes en un mercado ideal donde el 
juego de la oferta y la demanda no se ven influidas por
factores externos; en conclusión, un valor ideal, del plano 
fáctico o de realidad económica y social donde el mercado se 
ve influido por multitud de factores exógenos al mismo149.
En cuanto a la comprobación de valores, consideramos 
que era innecesaria la alusión al valor comprobado ya que la 
Administración tiene en sus manos el poder de comprobación
148 En igual sentido STS de 23-IV-1985, entre otras. Esta sentencia al 
igual que las otras sentencias en el mismo sentido están citadas, bien en el texto 
bien en nota a lo que nos remitimos, vid. supra págs. 18 y ss y notas 21 y 138.
149 Además debemos tener en cuenta que en transmisiones sometidas al 
ITP es de aplicación la Disposición Adicional Cuarta de la Ley de Tasas y Precios 
Públicos.
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del valor de los bienes declarados por el contribuyente, con 
carácter general, conforme dispone el art. 52 de la LGT.
Por todo lo expuesto entendemos que:
1.- El legislador debería haber determinado qué se 
entiende por valor real en el articulado de la Ley.
2.- Una vez delimitado el concepto de valor, éste debería 
ajustarse lo más posible al precio efectivamente satisfecho 
por la transmisión, dado que este precio es para el sujeto 
pasivo el valor que tiene el bien y, en consecuencia, es el 
citado precio el que pone de manifiesto la capacidad 
económica que el impuesto pretende gravar.
3.- Si la Administración hiciera uso de la facultad de 
comprobación de valor ésta debería ajustarse a determinar sí 
el valor declarado correspondía a lo preceptuado por el 
legislador por valor real del bien transmitido.
4.- Este valor comprobado entendemos que no es 
aplicable a la valoración del bien a efectos del Impuesto sobre 
el Patrimonio -pese a la remisión establecida en el propio 
articulado del TR de ITPAJD- ya que la finalidad perseguida 
por el tributo y el objeto de gravamen no es el mismo. En 
consecuencia, si en el ITP es admisible la idea de valor de 
cambio, en el IP no es admisible la misma. El ITP contempla 
los bienes desde el punto de vista dinámico mientras que el IP 
los contempla desde su aspecto estático.
5.- Por otra parte, y poniendo en relación el valor 
comprobado con los otros criterios de valoración, hay que
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exponer que la alusión al valor comprobado quiebra la 
seguridad jurídica del contribuyente, puesto que éste no tiene 
en sus manos la certeza de saber si el valor catastral es o no 
superior al comprobado. En efecto, el contribuyente no puede 
saber si el valor catastral es superior no al valor comprobado, 
salvo que antes del plazo para presentar la declaración de este 
impuesto se haya procedido por la Administración a una 
comprobación de valores y aquél haya sido notificado. Si no es 
así, puede ocurrir que en un primer momento, el contribuyente 
utilice como valor el catastral, y posteriormente se le 
notifique una comprobación de valores, teniendo que utilizar 
como valor de su inmueble- a partir de ese momento- el valor 
comprobado.
6.- Otro punto a destacar es que la comprobación, por 
ejemplo, se puede dar en un inmueble de reciente adquisición 
por el cual se ha satisfecho bien el Impuesto sobre 
Transmisiones, bien el Impuesto sobre Sucesiones. Sin 
embargo, en el caso de un bien inmueble que forma parte del 
patrimonio del contribuyente más de cinco años, la 
Administración no puede aportarle al contribuyente un valor 
comprobado superior al valor de adquisición- por haber 
transcurrido el plazo de prescripción para las actuaciones de 
la Administración, conforme dispone el art. 64 de la LGT - por 
lo que la alusión a este valor comprobado actuará en supuestos 
muy concretos y puede dar lugar a discriminaciones 
dependiendo del tiempo de posesión del inmueble.
7. Por otra parte, podemos encontrarnos con 
discrepancias entre el precio efectivamente pagado y el valor 
comprobado por la Administración a efectos de otros tributos.
Según lo dispuesto por el legislador el valor comprobado 
se tomará como valor a efectos del Impuesto sobre el
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Patrimonio si es superior al valor catastral o al precio. 
Pensemos, por ejemplo, en un bien inmueble que ha sido objeto 
de transmisión por el cual se ha satisfecho un precio 
determinado. Si es objeto de comprobación pueden ocurrir dos 
cosas, bien que el precio sea el ajustado al valor del bien, o 
bien que sea inferior y por tanto la Administración reajuste el 
valor. En el primer supuesto el valor comprobado y el precio 
coinciden con lo cual uno de los dos es superfluo- lógicamente 
la superfluidad se refiere al momento posterior a la 
comprobación, ya que se requieren dos valores para que la 
comprobación exista-. En el segundo supuesto el precio se 
descarta dado que el valor comprobado es superior. Unicamente 
en el supuesto de que no haya habido comprobación y el precio 
sea superior al valor catastral entrará en juego el precio o 
valor de adquisición.
1.2.2.1.2.2. ISD y valor comprobado como valor 
p a tr im o n ia l a e fectos del Im puesto  sobre el 
P a trim o n io .
Si el ITP grava las adquisiciones de bienes a título
oneroso, el ISD es el reverso de la moneda, es decir, es un
impuesto que grava las adquisiciones a título lucrativo. En
ambos tributos el sujeto pasivo es el adquirente de los bienes
y, en consecuencia, la capacidad económica gravada en el ISD
es la puesta de manifiesto por el incremento patrimonial
obtenido por quien percibe los bienes, ya sean obtenidos
mortis causa o ínter vivos. A diferencia del ITP, lógicamente,
aquí no nos encontramos con un precio o contraprestación que
nos indique la capacidad económica, por lo que necesariamente
para determinar la base imponible deberemos acudir a la
determinación de un valor objetivamente fijado. ¿Qué valor es
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el utilizado por el legislador en estos supuestos?. El
legislador, al igual que en TR del ITPAJD determina la base 
imponible refiriéndose al valor real de los bienes y tampoco en 
este supuesto especifica qué debe entenderse por valor real. 
Ello hace que las críticas realizadas al ITP sean
perfectamente trasladables a este impuesto.
En principio, cabe pensar que dado que no existe un 
criterio cierto y efectivo al que podamos acudir para la 
valoración de los bienes transmitidos lucrativamente, debe 
ser la propia Administración la que fije los valores base del 
tributo. En este sentido, si por valor real se entiende valor de 
mercado, la Administración debería determinar dichos valores 
de mercado y publicarlos150. La publicación de estos valores de 
mercado facilitaría, ya no sólo la labor del sujeto pasivo y de
la Administración en la gestión de los tributos, sino que al
propio tiempo, aquellas personas interesadas en la adquisición 
o enajenación de bienes inmuebles tendrían unos valores de 
referencia para realizar las operaciones.
Ahora bien, junto a este posible valor de mercado fijado 
por la Administración, en la actualidad ya existe una 
valoración administrativa objetivamente considerada: el valor 
catastral, que pasamos a estudiar.
150  Esta actuación la lleva a cabo la propia Administración para los 
mismos impuestos estudiados, ITP e ISD, en el caso de vehículos, aplicando el 
precio medio de venta como base de tributación de los mismos. ¿ Esta publicación 
de precios medios de venta, no puede llevarse a cabo con los bienes inmuebles?.
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1.2.2.1.3. Valor catastral como valor patrimonial 
de los bienes inmuebles urbanos.
El valor catastral se encuentra definido en la LRHL a 
efectos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles en los artículos 
66 y siguientes.
Este valor catastral se fija administrativamente 
tomando como referencia y límite el valor de mercado, con lo 
que el citado valor catastral no superará en ningún caso dicho 
valor. Por este motivo es por lo que entendemos que el valor 
catastral es el valor más adecuado para tomarlo como valor 
patrimonial de los bienes y, en consecuencia, para servir de 
base al Impuesto sobre el Patrimonio.
Gran parte de la doctrina opina que no debería acudirse 
al valor catastral sino al valor real o de mercadoisi. Sin 
embargo, disentimos de esta opinión y consideramos acertada 
la remisión al valor catastral.
Cuestión distinta es el problema actual que plantea esta 
remisión al valor catastral, por no estar actualizados los 
Catastros Inmobiliarios, pero ello no supone que el valor 
catastral no sea adecuado sino que la Administración debe
1 5 'l BREÑA CRUZ y GARCIA MARTIN consideran como más adecuado 
utilizar el valor en cambio antes que el valor en uso, acercándose al valor en 
venta, vid. El impuesto sobre el ....op. cit., págs. 353 y ss.; por su parte 
KALDOR opina que la mejor valoración es la que proviene de los libros, es decir 
la valoración contable de los bienes, de este modo todos los bienes se valoran 
inicialmente a su valor corriente que forma el coste y continuarán valorándose a 
ese coste hasta el momento en que el bien se transmite ya sea onerosa o 
gratuitamente, vid. KALDOR N., ” Un impuesto anual sobre el Patrimonio neto" 
en El impuesto sobre el.... op. cit., págs. 313 y ss.
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poner al día estos valores con el fin de que no se planteen 
discriminaciones entre contribuyentes. Lógicamente, la 
inactividad administrativa en materia de revisión catastral no 
puede perjudicar al contribuyente en ningún modo, ni por tanto, 
sirve de justificación para que el legislador utilice como valor 
de los bienes inmuebles el comprobado en otros tributos.
Otra argumentación a favor del valor catastral en el 
Impuesto sobre el Patrimonio se basa en la necesidad de 
coordinación y homogeneización en cuanto a valoraciones de 
bienes inmuebles en nuestro sistema tributario se refiere. Es 
cierto que cada una de nuestras figuras impositivas tienen una 
finalidad propia y distinta unas de otras. Pero ello no es óbice, 
para que entre dichas figuras exista una coordinación lógica.
De este modo, de entre todas las figuras tributarias que 
componen nuestro sistema tributario, podemos deslindar 
aquellos impuestos que vamos a denominar genéricamente 
patrimoniales, por recaer bien sobre la totalidad de los bienes 
de una persona, bien por recaer sobre determinados bienes. Las 
figuras impositivas más importantes son, además del 
Impuesto sobre el Patrimonio, el Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones, el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
el Impuesto sobre Bienes Inmuebles.
De entre ellas, consideramos que es el impuesto local 
sobre bienes inmuebles, el más adecuado para la coordinación 
de valores de los bienes inmuebles y por tanto debe ser 
utilizado para valorar los bienes inmuebles en el Impuesto 
sobre el Patrimonio.
¿Por qué nos inclinamos por este impuesto, descartando 
los otros dos?. Si bien todos son impuestos patrimoniales, en 
el caso del Impuesto sobre Sucesiones, que también podría
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haber sido válido en cierto sentido* ya que se trata de un 
impuesto de carácter general que recae sobre todos los 
bienes- sin embargo, es un impuesto que por su propia 
finalidad es esporádico y distanciado en el tiempo- como 
criterio general una generación- mientras que el Impuesto 
sobre el Patrimonio es un impuesto periódico de devengo anual.
Otra diferencia sustancial, es que el Impuesto sobre 
Sucesiones -como ya hemos puesto de manifiesto- grava la 
transmisión de los bienes mientras que el Impuesto sobre el 
Patrimonio grava la titularidad de los mismos, es decir el 
primero es un impuesto dinámico mientras que el segundo es 
un impuesto estático. Ello hace que los criterios de valoración
de los bienes difieran, en principio, entre sí.
Para valorar los bienes objeto de una transmisión 
gravada por el Impuesto sobre Sucesiones se acude al valor 
real de los mismos. La Ley 29/1987, del Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones, no especifica qué debemos entender 
por valor real, con lo que el concepto de valor queda 
indeterminado, entreviéndose multiplicidad de conclusiones. 
Por una parte, podemos equiparar el valor real al precio 
efectivamente satisfecho. También podemos equipararlo al 
valor de mercado, es decir, el valor que tendría el bien en unas 
condiciones de mercado ideales. Por último, podemos 
equipáralo al valor en venta, que se diferencia del precio en 
que no es el efectivamente satisfecho y se diferencia del valor 
de mercado en que no es ideal. El valor en venta viene 
determinado por referencia a las ventas existentes de bienes 
de la misma categoría, o, lo que es lo mismo, por comparación.
En definitiva, el valor real va unido a la idea de
transmisión y contraprestación, idea que no es acorde con las
pretensiones de un Impuesto sobre el Patrimonio que grava en
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definitiva una capacidad económica potencial por la posesión 
de un patrimonio, pero no la transmisión de este patrimonio.
En todo caso, y debido a la complementariedad de ambos 
impuestos, pensamos que un Impuesto sobre el Patrimonio 
debidamente valorado y actualizado anualmente, puede ayudar 
a la hora de valoración de un Impuesto sobre Sucesiones, 
aportando tanto un inventario de los bienes objeto de 
transmisión, como una posible base de valoración, si el valor 
patrimonial establecido en el Impuesto sobre el Patrimonio, 
está actualizado.
En términos similares podemos referirnos al Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales. En este supuesto ya no nos 
encontramos ante un impuesto de carácter general, no recae 
sobre la totalidad de los bienes sino tan sólo sobre los bienes 
que se transmiten. Podríamos preguntarnos por qué tratándose 
de la transmisión de un bien inmueble el criterio de valoración 
adoptado no es válido.
Consideramos que no lo es por la distinta finalidad que 
persiguen ambos impuestos, ya que mientras que el Impuesto 
sobre Transmisiones grava, en definitiva, un movimiento de 
capitales, en este caso bienes, el Impuesto sobre el 
Patrimonio es un impuesto estático que recae sobre la 
propiedad y titularidad, y, a pesar de que una de las razones a 
favor de la imposición sobre el patrimonio es la capacidad 
económica adicional que supone la posesión del mismo, esta 
capacidad no deja de ser ideal y potencial , no real y efectiva, 
es decir, es una capacidad económica estática y no dinámica.
Por ello pensamos que no puede establecerse como 
criterio de valoración de los bienes inmuebles en Patrimonio 
el valor de mercado de los mismos.
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Por consiguiente, consideramos que el Impuesto sobre el 
Patrimonio debe utilizar los mismos criterios de valoración 
que el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, esto es, el valor 
catastral. Las razones que nos llevan a tal afirmación las 
exponemos a continuación.
El Impuesto sobre Bienes Inmuebles grava, al igual que el 
Impuesto sobre el Patrimonio, la propiedad o titularidad de 
bienes. La diferencia, amén de que uno sea un impuesto 
municipal y el otro estatal, estriba en el campo de actuación, 
es decir, el primero grava únicamente los bienes inmuebles 
mientras que el segundo grava la totalidad del patrimonio. Sin 
embargo, creemos que ello no impide que se utilicen los 
mismos criterios de valoración en cuanto a los bienes 
inmuebles. De esta manera, el contribuyente, cuando la 
Administración revise y actualice los valores catastrales, 
puede saber a priori cuál es el valor que debe aplicar y cuál va 
a ser su carga fiscal, sin necesidad de que existan otros 
valores a elegir.
Si el legislador hubiera establecido como valor 
patrimonial de los bienes inmuebles urbanos el valor 
catastral, la labor administrativa se hubiera simplificado 
puesto que en pocos supuestos se hubiera acudido a la 
comprobación de valores.
En resumen, la terna de valores establecida por el 
legislador a efectos de la valoración de los bienes inmuebles 
urbanos en el Impuesto sobre el Patrimonio puede producir 
distorsiones, puesto que puede ocurrir perfectamente que 
vendedor y comprador se pongan de acuerdo y vendan por el 
valor catastral, que según las normas del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles toma como referencia el valor de mercado de
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los bienes sin sobrepasarlo. Si el valor catastral se acerca al 
valor de mercado y a nadie se le puede impedir que venda por 
este valor difícilmente va a haber un precio o valor de 
adquisición superior al valor catastral. Además, si el valor 
catastral está actualizado y revisado acercándose como hemos 
dicho al valor de mercado, ¿va a poder la Administración 
comprobar e imponer valores superiores a los que ella misma 
ya ha establecido?. Evidentemente, la Administración sí va a 
poder entrar a comprobar estos valores catastrales, si bien 
podríamos plantearnos si esta comprobación se adecuaría a los 
postulados de justicia.
Un punto más a tocar en el tema de la valoración es la de 
la actualización de estos valores. El Impuesto sobre el 
Patrimonio grava la capacidad económica que el sujeto pasivo 
tiene por la posesión de un patrimonio en el momento del 
devengo, lo cual supone que los valores deben ser actuales. Si 
los Catastros Inmobiliarios están actualizados no hay nada que 
decir respecto al valor catastral.
Sin embargo, por lo que se refiere al precio y al valor 
comprobado la situación no está tan clara. Supongamos que a 
la hora de presentar la declaración del Impuesto sobre el 
Patrimonio el contribuyente ha tenido que utilizar como valor 
el precio puesto que era mayor que el valor catastral. Hasta 
este punto no habría en principio problema alguno. Ahora bien, 
en un segundo año de declaración, si el precio continúa siendo 
mayor que el valor catastral, ¿debe el contribuyente utilizarlo 
como valor?.
Ya hemos puesto de manifiesto las distorsiones que 
puede presentar acudir al precio como valor ante igualdad de 
situaciones de hecho coincidentes en el tiempo. Si atendemos
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ahora a situaciones distanciadas en el tiempo el problema 
parece agravarse. En efecto, si el Impuesto sobre el 
Patrimonio es de devengo anual y, por tanto, la valoración de 
los bienes debe ser actual, puede ocurrir que bienes inmuebles 
de idénticas características pero comprados én dos periodos 
distintos sean valorados disparmente. Lógicamente, esta 
situación no parece anómala dado que el Impuesto debe 
utilizar valores actuales; sin embargo, si un contribuyente ha 
valorado su bien inmueble con arreglo al precio pagado por el 
mismo, por ser superior al valor catastral y al comprobado, y 
se mantiene esa misma situación en el periodo impositivo 
siguiente, este contribuyente deberá valorar en la siguiente 
declaración el bien por el precio pagado. Ello supone que se 
está aplicando un valor que no tiene porqué coincidir 
necesariamente con el actual y por tanto puede estar el bien 
infravalorado.
Esta situación puede producir una distinción de trato 
frente a otro contribuyente que haya adquirido en ese segundo 
periodo impositivo un bien de idénticas características a un 
precio superior, pero actual.
Para evitar estas situaciones se deberían adoptar 
criterios de actualización de los precios, solución que 
tampoco parece muy acertada, y que podría ser harto difícil.
Por ello, consideramos que la solución menos gravosa 
hubiera sido la de establecer como único valor el catastral. En 
consecuencia, consideramos que tras la nueva regulación del 
Impuesto sobre el Patrimonio a la Administración le 
corresponde la tarea de actualizar estos valores con el fin de 
no continuar con las deficiencias que hasta ahora en esta 
materia se han dado.
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En la mayor parte de los países de la OCDE la valoración 
del patrimonio en su conjunto se realiza anualmente, con 
excepción de Austria, Alemania y Luxemburgo en los cuales la 
valoración conjunta permanece inalterable cada tres años; en 
cambio en Suiza, al ser un impuesto cantonal la situación 
varía en cada cantón: en Zurich la valoración se realiza cada 
dos años, siendo anual en el resto de cantones.
Si esa es la regla general para el conjunto del 
patrimonio no ocurre lo mismo para cada uno de los bienes que 
componen el mismo, ya que las valoraciones oficiales 
periódicas es el criterio ampliamente adoptado para los bienes 
inmuebles. Existe valoración oficial de los bienes inmuebles 
en Dinamarca, Suecia, Alemania, Luxemburgo, Austria, Noruega 
y Finlandia oscilando las revisiones desde un año (Finlandia) a 
nueve años (Austria). A pesar de que se mantengan estos 
valores durante un periodo más o menos largo todos los paises 
cuentan con la posibilidad de revisarlos antes del transcurso 
del periodo legalmente fijado, para evitar infravaloraciones y 
tener en cuenta la inflación. No existe valoración oficial ni en 
Holanda ni en Francia.
Por todo lo expuesto consideramos que:
1.- El legislador debería haber utilizado un solo valor 
patrimonial de los bienes inmuebles urbanos a efectos del 
Impuesto sobre el Patrimonio. Con ello, la labor tanto 
administrativa como los deberes tributarios de los 
contribuyentes se hubieran simplificado sobremanera, y la 
seguridad jurídica de los mismos se vería salvaguardada. Este 
único establecimiento de un criterio de valoración no
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empecería la labor administrativa de comprobación de la cual 
goza la Administración en virtud de los postulados de la LGT.
2.- Este valor patrimonial entendemos que debe ser el 
valor catastral de los bienes, por varios motives. En primer 
lugar, porque se trata de un valor administrativamente fijado 
y en consecuencia, que va a salvaguardar la equidad tanto 
horizontal como vertical en todo el ámbito de aplicación del 
impuesto. En segundo lugar, porque este valor ya es utilizado 
por el propio legislador para la determinación de otros 
tributos, como es el caso del IBI, con lo que se reduce la 
multiplicidad de valores que los bienes inmuebles tienen 
dentro de nuestro sistema tributario. Con ello conseguimos 
racionalidad y coordinación en el sistema. En tercer lugar 
porque al ser un valor que se acerca pero que en ningún caso, 
superará o se igualará al valor de mercado, parece el más 
idóneo para gravar la capacidad económica puesta de 
manifiesto con la posesión del patrimonio. Es decir, 
consideramos el valor catastral como el criterio de valoración 
que mejor se adecúa al concepto de valor en uso, que debe ser, 
a nuestro entender, el que guie la valoración de los bienes que 
forman el conjunto de los bienes del patrimonio.
3.- El valor catastral como valor patrimonial puede 
servir de base como valoración fiscal única en todos los 
tributos que tengan por objeto los bienes inmuebles urbanos en 
sí mismos considerados, o impuestos estáticos, e incluso 
también en aquellos impuestos dinámicos en los cuales no 
exista contraprestación monetaria. Evidentemente, los valores 
catastrales deben revisarse y actualizarse para alcanzar el 
grado de perfección que se requiere, pero ello no debe ser 
traba para que el legislador opte por no establecerlo como 
valor único, sino que lo que se debe exigir es la actuación
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efectiva de la Administración en la actualización y revisión de 
los citados valores.
4.- Por último, y relacionando el IP con el IRPF, somos de 
la opinión, ya expuesta, de la supresión de la renta imputada 
por la titularidad de bienes inmuebles urbanos no arrendados, 
puesto que consideramos que en este supuesto no se grava la 
obtención de rendimiento alguno, sino la capacidad económica 
adicional que la vivienda supone en relación a las personas que 
deben utilizar parte de sus ingresos en arrendar una vivienda, 
y por ello debe ser objeto de imposición patrimonial, pero no 
en un Impuesto sobre la Renta.
Sobre este punto y acercándonos al Derecho Comparado 
observamos que, en Alemania, desde la modificación de 1987 
de la EStG, no quedan sujetos a gravamen los propietarios de 
inmuebles que utilicen sus viviendas. Unicamente se tributa en 
el impuesto alemán por los rendimientos obtenidos por 
alquiler y arrendamiento de inmuebles. En este sentido, se 
considera arrendado un inmueble cuando se cede gratuitamente 
o bien cuando se arrienda en un 50% por debajo del valor de 
mercado.
En Francia, no se grava la utilización por el propietario 
de una vivienda, situación que se aplica a los locales 
existentes dentro de una explotación agrícola afectos a la 
habitación de los propietarios (art. 15 CGI).
En el Reino Unido no se imputa rendimiento alguno por la 
vivienda ocupada por su propietario, y lo mismo sucede en 
Estados Unidos.
En otros paises, sin embargo, como Bélgica o Italia, sí 
que es considerada como renta la utilización de la vivienda
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propia, aunque hay que decir en su favor que estos dos paises 
no cuentan con un Impuesto sobre el Patrimonio y que el 
impuesto local que grava estos bienes inmuebles es objeto de 
deducción en el Impuesto sobre la Renta.
En otros paises de la OCDE existe una infravaloración de 
los bienes inmuebles, es decir, no son gravados al 100 % de su 
valor. En Holanda, en el supuesto de las viviendas ocupadas por 
sus propietarios el gravamen gira sobre el 60% del valor de 
mercado de dichas viviendas. En Suecia, sobre el 75% del valor 
fijado por la Administración. En Finlandia, la reducción del 
valor es del 40% para las viviendas ocupadas por sus 
propietarios con un límite cuantitativo. En Noruega, la
reducción oscila entre el 70 y el 80% y en Austria cuentan con 
una exención parcial las viviendas individuales ocupadas por 
sus propietarios.
Parece que la razón en todos estos paises para esta
infravaloración se debe a que en sus respectivos Impuestos
sobre la Renta existe una imputación por la vivienda propia 
ocupada por el propietario. Para evitar la sobreimposición que 
supondría gravar en su totalidad el valor de dicha vivienda los 
legisladores han optado por reducir el gravamen en el
Impuesto sobre el Patrimonio.
Pensamos que el legislador español debería haber 
analizado esta tributación y haberse acercado a las soluciones 
dadas por los países de la OCDE, organización de la que España 
forma parte.
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1.2.2.2. Criterios especiales de valoración de 
bienes inmuebles urbanos.
Estudiados los criterios generales de valoración 
establecidos por el legislador en materia de bienes inmuebles 
urbanos, vamos a entrar ahora en el estudio de criterios 
especiales; estos criterios especiales se establecen para los 
supuestos de inmuebles en fase de construcción, y para los 
supuestos de multipropiedad.
1.2.2.2.1. Inmuebles en fase de construcción.
En este supuesto, el valor patrimonial va a venir 
determinado por las cantidades efectivamente invertidas en la 
construcción hasta la fecha del devengo y el valor patrimonial 
del solar. En caso de propiedad horizontal, la parte 
proporcional en el valor del solar se determinará según el 
porcentaje fijado en el título.
El problema de valoración en este supuesto se plantea, no 
respecto de las cantidades efectivamente invertidas en la 
construcción, sino en determinar cuál es el valor patrimonial 
del solar.
En efecto, el legislador no especifica en qué consiste ese 
valor patrimonial, por lo que debemos interpretar que con esa 
terminología se está refiriendo al valor que a efectos del IP 
tenga dicho solar. Es decir que, en principio el solar deberá 
determinarse por el mayor valor de los tres fijados como 
valores generales, de cuya aplicación obtendremos el valor 
patrimonial. Ya hemos expuesto anteriormente las críticas en 
cuanto a esta terna de valoraciones por lo que no vamos a
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volver a detenernos en la misma, si bien si podemos criticar la 
falta de concreción de legislador, ya que en la práctica esta 
falta de concreción va a plantear problemas.
El principal problema que se le va a plantear al sujeto 
pasivo es el desconocimiento del valor catastral del solar. En 
efecto, el valor catastral tal y como se encuentra configurado 
en la LRHL comprende el valor del suelo más el de la 
construcción, y, en consecuencia, hasta que la construcción no 
esté valorada catastralmente el sujeto pasivo no tendrá 
ninguna referencia del citado valor catastral. Pero, además, 
cuando el órgano administrativo competente para ello le 
notifique el valor catastral, éste va a ser un valor conjunto por 
lo que el contribuyente, ni aun en el caso de ser notificado, 
podrá conocer el citado valor del suelo.
Creemos en este sentido, que no ha sido muy coherente la 
actuación del legislador y de la Administración con el sistema 
tributario al no deslindar en las notificaciones y, en 
consecuencia, posteriormente en los recibos del Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles -que es donde aparece reflejado el 
valor catastral del inmueble- el valor del suelo del valor de la 
construcción. Este deslinde de valores no sólo es necesario en 
este supuesto que analizamos en este momento sino, como 
veremos, también se necesita en otros impuestos como en el 
Impuesto Municipal sobre el Incremento del Valor de los 
Terrenos de Naturaleza Urbana e incluso para el propio IRPF en 
materia de amortizaciones de bienes inmuebles puesto que, en 
este supuesto, lo amortizable es la edificación pero nunca se 
amortizan los terrenos.
Si el sujeto pasivo no puede acudir, o le es muy 
dificultoso en la práctica acudir al valor catastral, debemos 
ver qué ocurre en los otros criterios de valoración. En relación
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con el precio, podemos observar que el legislador establece 
como valor las cantidades efectivamente satisfechas en la 
construcción hasta la fecha del devengo del impuesto. En el 
supuesto de que la obra no se realice por el propio sujeto 
pasivo, puede ocurrir que entre las cantidades efectivamente 
satisfechas se encuentre las correspondientes al solar. De ser 
ello así, no parece congruente que además de computar lo 
pagado por el solar como cantidad efectivamente satisfecha en 
el periodo se deba además computar el valor patrimonial del 
solar como valor aparte e independiente de las citadas 
cantidades.
Si el solar se adquirió en periodo distinto, parece que la 
solución más sencilla es computar el precio efectivamente 
pagado por el suelo, de no poder determinar el valor catastral 
del mismo, y a éste unir las cantidades satisfechas en el 
periodo impositivo que se liquida152.
1.2.2.2.2. Multipropiedad.
La multipropiedad - Time-Sharing- constituye una figura 
inmobiliaria aún nueva en nuestro país, si bien va asentándose 
poco a poco. La idea sobre la que descansa la multipropiedad es 
muy sencilla: usar una vivienda como propia durante un periodo 
fijado, normalmente el vacacional, y no mantenerla el resto 
del año. De este modo, se define la multipropiedad como 
situación jurídica en la que los distintos copropietarios de un
152  En el mismo sentido vid. PEREZ ROYO, F. “ Impuesto sobre el 
Patrimonio”, op. cit., págs. 361 y 362.
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inmueble tienen derecho de usar el mismo durante el periodo 
fijado en la cuota de la que son titulares153.
La multipropiedad puede adoptar diversas modalidades. 
Entre ellas, parece que las más usuales son las siguientes:
1. Multipropiedad inmobiliaria. En este supuesto lo que se 
adquiere es un porcentaje en la propiedad -o titularidad 
parcial- del inmueble. Esta operación se formaliza en escritura 
pública y se inscribe en el Registro de la Propiedad, siendo la 
duración de la operación perpetua.
2. Multipropiedad accionarial. En este supuesto es la 
acción el soporte del derecho de uso. En este supuesto, pueden 
existir a su vez distintas modalidades, pero en términos 
generales, la diferencia con el sistema anterior es que el 
titular no tiene un porcentaje en la propiedad del inmueble, 
sino que lo que adquiere son acciones que son las que dan el 
derecho al uso y disfrute del periodo determinado. Esta 
operación también es perpetua.
3.- Multipropiedad hotelera. A diferencia de los 
anteriores sistemas, esta operación no tiene vigencia 
ilimitada o perpetua por lo que transcurrido el periodo por el 
que se establezca la operación el bien objeto de la misma 
revierte en el promotor.
4.- Sistema de club. Este sistema parece ser el más 
utilizado. En este supuesto existe una entidad promotora quien 
constituye una o varias sociedades que son las propietarias de 
los bienes, y se crea además un club emitiendo título de
153 En este sentido vid. ALVAREZ ARZA, M. y ALLENDESALAZAR  
O RM AECHEA, L. : " Régimen jurídico del Time*Sharing", CaT, monografía nfi 
75 , 1988.
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miembros del club que son los que otorgan el derecho de uso 
del inmueble durante el periodo estipulado.
Así pues, de lo expuesto hasta ahora, podemos observar 
al menos los siguientes sujetos en estás operaciones: 
entidades promotoras, propietarios, club y adquirentes del 
derecho de uso.
De todos estos sujetos a los efectos del IP solamente se 
contempla a los adquirentes del derecho de uso del Inmueble 
como sujetos pasivos del impuesto.
En este sentido el art.10 LIP, en su apartado 3 establece:
“ Los derechos sobre bienes inmuebles adquiridos 
en virtud de contratos de multipropiedad, propiedad a 
tiempo parcial o fórmulas similares se valorarán 
según las siguientes reglas:
a) si suponen la titularidad parcial del inmueble, 
según las reglas del apartado uno anterior.
b) si no comportan la titularidad parcial del 
inmueble, por el precio de adquisición de los 
certificados u otros títulos representativos de los 
mismos” .
Vamos a detenernos un poco en estos criterios de 
valoración.
En primer lugar, cuando el derecho de uso proceda de un 
porcentaje en la propiedad del inmueble el valor patrimonial 
será el mayor de los tres siguientes: valor catastral, valor 
comprobado a efectos de otros tributos o precio, 
contraprestación o valor de adquisición.
146
Ahora bien, ¿cómo se puede determinar el valor catastral 
de un porcentaje en la propiedad de un bien inmueble, que 
además está determinado en un periodo concreto del año?. 
Entendemos que los pasos que deberán seguirse en este 
supuesto serán: obtener el valor catastral del bien inmueble; 
determinado el mismo, proceder a imputar el citado valor 
proporcionalmente a los valores de participación de los 
distintos copropietarios. Decimos proporcionalmente, por que 
los títulos de participación varían de valor según en la 
temporada del año en la que se tenga el derecho de uso. De este 
modo se distinguen, normalmente tres temporadas, blanca, 
azul y roja, o lo que es lo mismo, baja, media, alta.
Parece que esta valoración va a resultar bastante 
complicada para el contribuyente que, en primer lugar 
desconoce el valor catastral del inmueble, y en segundo lugar 
también desconoce el número de copropietarios así como su 
participación.
En segundo lugar, ¿qué ocurre con el valor comprobado 
por la Administración a efectos de otros tributos?. ¿Cómo 
puede determinar la Administración el valor real de una 
participación que da derecho a usar un periodo concreto un bien 
inmueble?. Ese valor real ¿no estará estrechamente vinculado 
a las características propias del inmueble, a la participación 
otorgada, a la utilización de los otros copropietarios?. Cuando 
se trata de un bien único, parece que el valor real del mismo 
puede determinarse, más o menos, por comparación a otros, 
pero, ¿cómo puede comprobarse el valor real de un periodo de 
vacaciones, que es lo que en definitiva supone la 
multipropiedad?. Si el régimen de multipropiedad estuviera 
plenamente implantado en España se podría pensar que la 
comprobación administrativa podría acudir al valor de mercado 
de las participaciones para fijar el valor real, pero para ello la
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participación debería ser de la misma temporada, de la misma 
duración, es decir una semana, dos, un mes de vacaciones, etc.; 
tener el mismo periodo de vigencia, es decir, ser ilimitada o 
limitada y por último, por no entrar en más detalles, tratarse 
del mismo tipo de multipropiedad, todo ello sin olvidar que las 
características del inmueble deberían ser similares, en cuanto 
a confort, situación geográfica, etc.
Con todos estos datos parece que tampoco es fácil para 
la Administración determinar un valor comprobado.
Como último criterio de valoración, nos queda el precio, 
contraprestación o valor de adquisición. Este parece ser el 
criterio más sencillo para determinar el valor patrimonial de 
la titularidad parcial del inmueble. En efecto, si el sujeto 
pasivo ha satisfecho por su derecho de uso una cantidad 
efectiva, ésta puede ser el valor patrimonial de su titularidad 
parcial.
El criterio del precio es el utilizado como valoración en 
los supuestos en los que se trate ya no de titularidad parcial 
sino de certificados o títulos representativos de los mismos. 
En este segundo supuesto no se van a plantear problemas 
valorativos.
Como conclusión, en este supuesto específico de la 
multipropiedad consideramos que, quizá, el criterio más 
razonable para determinar el valor patrimonial sería acudir al 
precio o valor de adquisición tanto en el supuesto de 
titularidad parcial como en los otros supuestos. Ello no es 
óbice para seguir manteniendo el valor catastral como el valor 
patrimonial en el supuesto general, pero al mismo tiempo los 
supuestos especiales, por ser precisamente especiales, en 
ocasiones deben alejarse del criterio general para conseguir en
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la medida de lo posible la justicia tributaria y mantener los 
principios de capacidad económica e igualdad.
1.2.3. Imposición sobre las adquisiciones de 
bienes.
Como hemos venido exponiendo en los apartados 
anteriores, el patrimonio sirve de base de tributación en 
cuanto es índice de capacidad económica. El patrimonio puede 
ser objeto de tributación desde dos aspectos distintos: el 
aspecto estático, que atiende al patrimonio en sí mismo y el 
aspecto dinámico, que atiende al patrimonio en cuanto es 
objeto de transmisión.
El patrimonio considerado desde su aspecto estático, 
puede gravarse -y en nuestro sistema tributario queda 
gravado- de una forma global, mediante un Impuesto sobre el 
Patrimonio neto y también mediante figuras impositivas 
parciales, o impuestos sobre la propiedad, que se caracterizan 
por someter a imposición determinados bienes, que
tradicionalmente han sido los bienes raíces o bienes 
inmuebles.
El patrimonio considerado desde su aspecto dinámico 
puede presentar varias formas de tributación, atendiendo al 
título de la transmisión del mismo. De este modo, se puede 
hablar de imposición patrimonial sobre las adquisiciones 
onerosas e imposición sobre las adquisiciones lucrativas. En 
este sentido, la imposición sobre las Transmisiones 
Patrimoniales Onerosas y la imposición sobre Sucesiones y 
Donaciones gravan el patrimonio en su dinamismo, es decir, en 
cuanto se produce un desplazamiento del mismo o de elementos
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que lo conforman de un sujeto al patrimonio de otro sujeto que 
los adquiere.
Vamos a centrarnos, en primer lugar, en la imposición 
patrimonial sobre las adquisiciones lucrativas, para con 
posterioridad analizar la imposición patrimonial sobre las 
adquisiciones onerosas.
1.2.3.1. Imposición sobre las Sucesiones y 
Donaciones. Fundamentación teórica.
La tributación sobre las adquisiciones lucrativas tiene 
su máximo exponente en la imposición sobre las sucesiones y 
donaciones. Los impuestos sucesorios poseen una larga 
tradición154.
¿Cuáles son los fundamentos en los que se basa la 
imposición sobre las sucesiones y donaciones?.
Se puede afirmar que si el patrimonio es un índice de 
capacidad económica que sirve de base para la determinación 
del deber de contribuir, parece evidente que cuando se adquiere 
un patrimonio, se pone de manifiesto una mayor capacidad
154 El primer antecedente de esta imposición se encuentra en la Ley Julia 
vicessimaria del afto 4 de nuestra era, bajo el reinado de Augusto, mediante la que 
se crea la vigessima hereditarum, que recaía sobre las herencias y legados de los 
ciudadanos. La evolución seguida por esta imposición ha sido muy diversa, hasta 
la publicación de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del ISD.Vid. entre otros, 
PESET ALEIXANDRE, M.: “ El Impuesto sobre sucesiones en nuestra historia", 
PALAU 14, nfi 1. pág. 17; BENITEZ DE LUGO Y GUILLEN, F. “ Evolución histórica 
de los Impuestos sobre las sucesiones y sobre las transmisiones patrimoniales y 
actos jurídicos documentados", HPE, 1970, nB 2, pág. 73; El Impuesto sobre las 
Sucesiones v sobre las Donaciones. Ed. Comares, Granada, 1992, págs. 1 a 63.
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económica, que por aplicación del principio de equidad, debe 
ser gravada.
Evidentemente, la percepción de una herencia, legado o 
donación constituye un Incremento de patrimonio, y en 
consecuencia aumenta la capacidad económica del 
adquirente155. Si atendemos al concepto teórico patrimonial de 
renta, definido como consumo más incremento neto de 
patrimonio, la conclusión a la que se llega es que las 
adquisiciones de bienes a título lucrativo son un componente 
más de la renta del sujeto pasivo y será en la imposición 
personal sobre la renta donde deben quedar gravadas156.
Sin embargo, y en la práctica, la imposición sobre 
sucesiones y donaciones es independiente de la imposición 
personal sobre la renta e incluso, en la mayoría de sistemas 
tributarios, la imposición sobre las sucesiones fue anterior a 
la imposición personal sobre la renta. Además, el hecho de que 
el objeto del impuesto sean los incrementos patrimoniales no 
quiere decir que nos encontremos ante una imposición sobre la 
renta. Las adquisiciones de bienes a título lucrativo no suponen 
un flujo de renta sino de patrimonio, es decir, lo que se grava 
con la imposición sobre sucesiones y donaciones es el 
desplazamiento del patrimonio de un sujeto (el causante o 
donante) a otros sujetos (los causahabíentes o donatarios).
Junto al principio de equidad, como manifestación del 
principio de igualdad, aparece como fundamento de la 
imposición sobre las sucesiones la redistribución de la riqueza
155 DUE, J.F. Análisis económico de .... op.cit., pág. 335; NEUMARK, F. 
Principios de la .... op. cit., pág. 185.
156 En e | p|ano teórico ésta es la conclusión a la que llegaron los autores 
del concepto de renta extensiva o patrimonial.
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y la solidaridad. Con los impuestos sucesorios se pretende 
evitar la gran concentración de riqueza en pocas manos.
Los impuestos sucesorios, pueden presentar dos formas 
distintas: impuesto sobre el caudal relicto o impuestos sobre 
las hijuelas o participación individual de los herederos. 
Dependiendo de los objetivos perseguidos por los impuestos 
sucesorios, aparecerá una u otra forma de tributación.
Siguiendo a MUSGRAVE157 se pueden distinguir los 
siguientes objetivos, y en consecuencia, distintas clases de 
impuestos:
1.- Es posible que la sociedad desee limitar el derecho de 
una persona a disponer de su propiedad a su muerte. La 
sociedad dice a los individuos que pueden utilizar su propiedad 
durante toda su vida, pero que su título cesa o se reduce en el 
momento de fallecer. En este caso, la postura adecuada es un 
impuesto sobre el Caudal Relicto.
2.- La sociedad puede desear limitar más severamente el 
derecho de una persona de transmitir su riqueza a medida que 
se alcancen sucesivas generaciones. En este caso el nivel de 
los tipos aplicables puede aumentar a medida que la propiedad 
pasa por legados sucesivos.
3.- La sociedad puede desear limitar el derecho de una 
persona a adquirir riqueza sin su propio esfuerzo. Este objetivo 
se cumple con un impuesto sobre sucesiones aplicado al 
heredero.
157 vid. MUSGRAVE, R.A. y MUSGRAVE, P.B.: Hacienda Pública .... op. cit., 
págs. 722-723; OLMEDA, M. “ La familia insegura está muriendo. Viva el 
Impuesto sobre Sucesiones", PALAU 14, n8 1, 1987, pág. 93.
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4.- La sociedad puede tener el objetivo más general de 
conseguir una distribución más equitativa de la riqueza. La 
institución de la herencia es uno de los principales factores 
que contribuyen a la concentración de la riqueza. Por tanto un 
Impuesto sobre la herencia, o mejor sobre las accesiones, es 
uno de los enfoques más eficaces a este problema. La lógica de 
esta postura, no obstante, exigiría una progresión de tipos 
relacionada con el patrimonio neto total del heredero 
(incluyendo el legado y el patrimonio anterior al mismo), en 
lugar de estario sólo a la magnitud del legado.
5.- Finalmente, puede que el objetivo no sea el de aplicar 
un impuesto separado a las transmisiones con ocasión del 
fallecimiento sino simplemente corregir el impuesto sobre la 
renta y poner en práctica plenamente el punto de vista de la 
renta como afluencia, incluyendo la percepción de legados 
como parte de la renta del contribuyente en el impuesto sobre 
la misma.
Estos objetivos y el fundamento de los impuestos 
sucesorios habrá que buscarlos en cada sistema tributario en 
concreto y, por ello, nos vamos a dedicar al análisis de la 
figura impositiva dentro de nuestro ordenamiento tributario.
1.2.3.1.2. El Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones en el Sistema Tributario español.
El fundamento del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones parte del sistema tributario elegido y, sobre todo, 
de los postulados constitucionales. De este modo, el art. 31 CE
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fija las pautas que ha de seguir el legislador a la hora de 
establecer el sistema tributario español y, en consecuencia, la 
generalidad de los afectados deberán contribuir según su 
capacidad económica y atendiendo al principio de solidaridad.
El legislador español. con la reforma iniciada en 1977, 
pretende establecer ese sistema tributario justo, basándose 
como pilar de la estructura tributaria en la renta, para gravar 
además el patrimonio y los beneficios, es decir, la capacidad 
económica en todas sus posibles manifestaciones. Por ello, en 
la Exposición de Motivos de la la Ley 29/1987, de 18 de 
diciembre, del ISD, el legislador manifiesta que este impuesto 
cierra el marco de la imposición directa, teniendo el carácter 
de tributo complementario del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas.
La imposición directa queda, de este modo, estructurada 
sobre la base de un impuesto que grava la renta neta total del 
sujeto pasivo, más dos impuestos patrimoniales: un impuesto 
global sobre el patrimonio, y el gravamen de los incrementos 
de patrimonio obtenidos por el sujeto pasivo mediante 
transmisiones lucrativas. Con esta imposición directa, la 
capacidad económica, ya como renta ya como patrimonio, va a 
quedar gravada en el sistema tributario elegido.
Junto a los principios constitucionales recogidos en el 
art. 31 CE, otros preceptos constitucionales marcan también 
las pautas a seguir por el legislador. El principio de 
solidaridad, el deber de los poderes públicos de promover las 
condiciones favorables en aras a conseguir la redistribución de 
la renta y la riqueza, también son fundamentos de la 
imposición en general, y en concreto de la imposición sobre 
sucesiones y donaciones. El legislador es consciente de ello, y
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por ello afirma que el ISD contribuye a la redistribución de la 
riqueza.
Para que la redistribución de la riqueza sea efectiva y 
equitativa, se deben tener en cuenta el grado de parentesco 
entre transmitente y adquirente, al igual que se debe tomar 
como módulo para la tributación el patrimonio preexistente del 
heredero158. Evidentemente, si el tributo debe graduarse de 
acuerdo con la capacidad económica, en un impuesto sobre la 
participación individual de los herederos, será la capacidad 
económica de los mismos, además de lo obtenido mediante la 
sucesión, lo que debe tomarse en cuenta a la hora de 
determinar la deuda tributaria.
Así pues, podemos afirmar que el ISD, se incardina 
racionalmente en el sistema tributario español, teniendo como 
objetivos fundamentales la redistribución de la riqueza, 
conectada con los principios de capacidad económica y 
solidaridad, y mantener el principio de equidad fiscal. En 
principio se podría afirmar que la racionalidad externa del 
tributo se ha conseguido.
Si bien entendemos que el ISD es un impuesto que se 
adecúa a los postulados constitucionales, atendiendo a su 
fundamentación y a la forma adoptada por el legislador para la 
tributación, es decir, utilizar un gravamen sobre la 
participación individual y no sobre el caudal relicto, distinta 
es la opinión que nos merecen determinados aspectos de su
158 vid. entre otros, M USGRAVE, R.A. y M USGRAVE, P.B. H acienda  
Pública .... op. cit., págs. 722-723; OLMEDA, M. “ La familia insegura está 
muriendo...", op. cit., pág. 97; NEUMARK, F. Principios de la .... op. cit., pág. 
4 7 2 .
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regulación y que pasamos a examinar. En consecuencia, vamos a 
entrar en el análisis de la racionalidad interna del tributo.
1.2.3.1.2.1. Valoración de los bienes inmuebles 
urbanos en el ISD.
El ISD grava los incrementos de patrimonio obtenidos por 
personas físicas a título lucrativo. En consecuencia, el objeto 
del tributo es la capacidad económica que se pone de
manifiesto con ocasión de la adquisición de los bienes a título 
lucrativo.
Por incremento de patrimonio, a efectos del ISD, se 
entiende toda incorporación de bienes y derechos que se 
produzca en el patrimonio de una persona física cuando tenga 
su causa en alguno de los siguientes hechos imponibles: 
adquisición de bienes y derechos por herencia, legado o
cualquier otro título sucesorio; adquisición de bienes y
derechos por donación o cualquier otro negocio jurídico a 
título gratuito o inter vivos; percepción de cantidades por los 
beneficiarios de contratos de seguros sobre la vida, cuando el 
contratante sea persona distinta del beneficiario159.
El tema central de este impuesto es determinar esa 
capacidad económica manifestada con ocasión de la 
adquisición de bienes a título lucrativo; dicho en otras
palabras, el tema central del impuesto es el establecimiento 
de la base imponible.
159 arts. 1, 3 USD; arts. 1,2,3 Rgto ISD.
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Vamos a centrarnos en la constitución de la base 
imponible en los supuestos de adquisición de bienes y derechos 
mortis causa e ínter vivos, sin entrar por consiguiente en la 
percepción de cantidades de seguros sobre la vida, por no ser 
el objeto de nuestro estudio.
La base imponible está constituida en las transmisiones 
mortis causa por el valor neto de la adquisición individual de 
cada causahabiente, entendiéndose por tal el valor real de los 
bienes y derechos minorado por las cargas y deudas que fueran 
deducibles. En las transmisiones lucrativas ínter vivos la base 
imponible está constituida por el valor neto de los bienes y 
derechos adquiridos entendiéndose como tal el valor real de 
los bienes y derechos minorado por las cargas y deudas que 
fueran deducibles160.
Así pues, observamos que como valor de los bienes se 
establece el valor real. De nuevo, en el estudio que realizamos, 
tenemos que enfrentarnos a este concepto jurídico 
indeterminado. ¿Qué es el valor real de los bienes?. ¿Por qué el 
legislador determina como valor, a efectos de la base 
imponible, este valor real?.
Siendo la base imponible un elemento esencial del 
tributo, y sirviendo la misma para cuantificar la capacidad 
económica gravada por el mismo, debe ser el legislador el que 
marque las pautas para la configuración de la deuda tributaria. 
Así, en el impuesto que ahora analizamos, el legislador 
determina que la base imponible está constituida por el valor 
neto de los bienes. Dicho valor neto es el resultado de minorar 
el valor real de los mismos con las cargas y deudas que
160 art. 9 USD.
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resulten deducibles. Sí se ha preocupado el legislador de 
establecer qué cargas y deudas son deducibles pero, en cambio 
no ha dado un concepto de valor y, por ende, de valor real. Si el 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones tiene por objeto el 
gravamen de los incrementos de patrimonio producidos como 
consecuencia de la adquisición a título lucrativo de bienes, 
éstos deberán ser valorados para poder determinar la deuda 
tributaria del sujeto pasivo.
El legislador debería en primer lugar haber determinado 
qué concepto de valor es el utilizado. De este modo, debería 
haber delimitado si nos encontramos ante un valor en uso, un 
valor de rendimiento o un valor de cambio.
No basta, por tanto, que el legislador en la Exposición de 
Motivos declare:
“ Se ha procurado la armonía con los demás 
tributos que integran la imposición directa, 
especialmente con el Impuesto sobre el Patrimonio... 
En cambio, en la valoración de los bienes v derechos 
tra n sm itid o s , a efectos de la fijación de la base 
imponible, se sigue el criterio tradicional del valor 
real, que estimado en principio por los interesados, es 
comprobado por la Administración”.
Como podemos observar el legislador se basa en la 
tradición para establecer este valor real. Sin embargo, la 
tradición no puede ser en ningún caso una justificación 
jurídica a la aplicación de una norma. ¿Se puede justificar 
jurídicamente la esclavitud de los negros por los blancos?. Sin 
duda, el apartheid tiene una gran tradición, pero ¿es 
justificable jurídicamente?.
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El legislador puede y debe, en la elaboración de las 
normas, utilizar los criterios más adecuados a las finalidades 
perseguidas por las mismas. De este modo, atendiendo a la 
finalidad perseguida por el tributo, deberá concretar si un 
determinado bien debe valorarse atendiendo al valor de 
mercado, o por el contrario si debe atender a otros criterios, 
como la renta producida por el mismo, o fijando un valor 
administrativo que sirva de base para la tributación. Pero, lo 
que no procede es apoyarse en la tradición para establecer una 
base imponible de un impuesto.
Si la base imponible es la concreción normativa de la 
capacidad económica gravada por el impuesto, el 
establecimiento de los elementos de cuantificación debe ir 
directamente conectado a la finalidad perseguida por el 
tributo, a la capacidad económica gravada. Por ello no parece 
que el apoyo en la tradición sirva para la cuantificación de 
dicha capacidad económica.
Sin embargo, si seguimos leyendo la Exposición de 
Motivos vemos cómo el legislador continúa apoyándose en la 
tradición. Así podemos leer:
“5. En la regulación de los elementos 
cuantitativos de la obligación tributaría, la ley 
impone a los interesados la obligación de consignar 
en sus declaraciones el valor real que atribuyen a los 
bienes y derechos adquiridos, pero reserva la facultad 
de comprobar ese valor por los medios generales a 
que se refiere el art. 52 de la Ley General Tributaria. 
Se sigue con ello el criterio tradicional de que la 
base imponible del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones está constituida por el valor real de los 
bienes v derechos, por lo que se deducen las cargas y
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deudas que minoran dicho valor. Por otra parte, se 
aprovechan los cambios en la titularidad de los 
bienes para actualizar la base imponible en el 
Impuesto sobre el Patrimonio, y, en consecuencia, el 
valor que se obtenga de la comprobación se declara 
aplicable en el mismo para efectos de la liquidación a 
girar a cargo de los adquirentes."
Así pues, para el legislador la única justificación para 
establecer como valor de los bienes el valor real es el criterio 
de la tradición, sobre todo cuando con el criterio de la 
tradición se va a instaurar la comprobación de valores como un 
mecanismo más de la liquidación.
El establecimiento del valor real como criterio de 
determinación de la base imponible sin remisión alguna a 
cualquier otro valor establecido para los bienes inmuebles en 
otros impuestos, responde no sólo a la tradición, sino a la 
voluntad del legislador de imponer en todo caso la 
comprobación de valores sin condiciones. Esta voluntad se 
observa, tanto en la regulación de la base imponible del 
Impuesto analizado, como con las modificaciones operadas en 
el ITPAJD, introducidas por la LISD.
En efecto, el art. 10.1. TRITPAJD establecía como base 
imponible el valor real de los bienes, determinado conforme a 
las reglas del Impuesto sobre el Patrimonio. Cuando el sujeto 
pasivo determinaba apoyándose en las valoraciones del citado 
impuesto el valor real, la facultad de comprobación quedaba 
restringida a analizar si la actuación del sujeto pasivo había 
sido correcta o no pero no cabía en ningún caso una 
comprobación de valores para determinar un valor real 
distinto.
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Estas restricciones a la comprobación fueron asentadas 
por el Tribunal Supremo, quien, sobre todo a partir de la 
sentencia de 10 de marzo de 1986, puso freno a la 
comprobación de valores en el ITP pues
“cuando el arl. 49.1. del Texto Refundido... 
establece la posibilidad de comprobación del valor 
real por la Administración, lo hace solamente cuando 
dicho valor real no se hubiera obtenido aplicando las 
reglas contenidas, por lo que a la transmisión de 
bienes se refiere, en el art. 10, es decir, en sentido 
contrario que si se hubiera aplicado correctamente lo 
establecido en dicho artículo 10, y en su 
consecuencia, se hubiera fijado el valor real 
aplicando exactamente las reglas establecidas al 
efecto en el Impuesto Extraordinario sobre el 
Patrimonio, no puede ya la Administración acudir a 
otro medio de comprobación de los establecidos en el 
art. 52 de la Ley General Tributaria”.
Y en sentencia de 21 de junio de 1988 vuelve a reiterar:
“El valor real a efectos del ITP se fija 
aplicando las reglas del Impuesto sobre el 
Patrimonio, lo que significa a sensu contrario que la 
Administración puede comprobar el valor declarado 
cuando se ha fijado aplicando incorrectamente las 
citadas normas. Si el valor real se hubiera fijado 
aplicando correctamente las normas del Impuesto 
sobre el Patrimonio la Administración no puede 
acudir a la comprobación.”
El legislador, ante las restricciones a la facultad de 
comprobación de valores, opta por establecer como único
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criterio valorativo el valor real sin remisión a ningún otro 
valor fiscal establecido y, de este modo, introduce como 
elemento necesario en todos los supuestos para determinar la 
base imponible la comprobación de valores.
Con esta modificación en el ITPAJD y con el 
establecimiento del valor real como determinante del valor de 
los bienes en el ISD, el legislador abandona el camino iniciado 
por la reforma tributaria para conseguir una armonización y 
coordinación entre las diversas figuras que componen el 
sistema tributario elegido. Prueba de ello, es el cambio de 
orientación seguido por el legislador en este punto, ya que el 
Proyecto del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, 
publicado en el Boletín de las Cortes nQ 46, de 11 de enero de 
1978, en su Exposición de Motivos, decía:
“ El Impuesto sobre las Sucesiones y 
Donaciones de naturaleza personal y subjetiva, cierra 
el marco de la imposición directa con el carácter de 
tributo complementario de los Impuestos sobre la 
Renta de las Personas Físicas y sobre el Patrimonio 
Neto.... Partiendo de la necesaria coordinación con los 
demás impuestos que integran el sistema tributario y 
de que la carga fiscal va a proyectarse sobre 
adquisiciones patrim onia les, que m ientras 
pertenecían en la titularidad del transmitente han 
estado sometidas al Impuesto sobre el Patrimonio 
neto, se produce una obligada remisión a la normativa 
de este impuesto en todo lo referente a la fijación de 
la base imponible v a la comprobación del valor de las 
adquisiciones gratuitas, evitándose de esta forma, 
una proliferación de valores contraria a la seguridad 
jurídica del contribuyente v a la economía en la 
gestión de los diversos conceptos tributarios”.
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Sin embargo, ni el Proyecto del Impuesto sobre el 
Patrimonio Neto, publicado en el mismo Boletín de las Cortes, 
ni el Proyecto citado del ISD se convirtieron en Leyes. Así las 
cosas, continuó como imposición patrimonial el Impuesto 
Extraordinario sobre el Patrimonio de las Personas Físicas 
que, en cuanto a bienes inmuebles urbanos se refiere, se 
remitía al valor catastral de los mismos como valor 
patrimonial.
Debido al desfase de los valores catastrales y, sobre 
todo, a las restricciones que en materia de comprobación 
impuso el Tribunal Supremo con su doctrina, el legislador, en 
lugar de optar por una actualización de estos valores 
imponiendo a la Administración el deber de ésta en cuanto a la 
revisión de los mismos, opta por el camino más sencillo de 
establecer como valor de los bienes el valor real. Camino más 
sencillo evidentemente para la Administración que para el 
contribuyente, puesto que con esta opción se quiebra la 
seguridad jurídica amén de establecer como valor de los 
bienes, un concepto jurídico indeterminado que puede tener 
multitud de acepciones.
Entre todas las posibles acepciones que el concepto valor 
real puede tener destacan las siguientes:
1.- En primer lugar, puede referirse a la cantidad 
efectivamente satisfecha en el acto o contrato. De este modo, 
en una transmisión donde existe un precio evidentemente éste 
es el que mejor se adecúa a la capacidad económica que se 
pretende gravar con el tributo en cuestión. Esta acepción 
podríamos incardinarla con el adagio latino Tantum vales 
res quantum vendí potest.
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2.- En los supuestos en los que no existe transmisión 
mediante precio, el valor real puede entenderse como valor de 
mercado del bien, que sería aquél que acuerdan partes 
independientes. Sin embargo, este valor de mercado no es único 
para todos los bienes- en el caso que nos ocupa bienes 
inmuebles urbanos- puesto que dependerá de la naturaleza o 
las circunstancias que rodeen al bien inmueble lo que 
determinará ese valor de mercado. En este sentido, no se puede 
establecer un mismo valor de mercado para viviendas de renta 
libre o viviendas de protección oficial pues éstas :
“se hallan sometidas a una serie de 
limitaciones respecto de su venta, uso y 
arrendamiento que inciden en la atribución de su 
precio real, precio máximo legal que debe coincidir 
con el precio de mercado.... Como tales viviendas 
entran en el mercado inmobiliario no en condiciones 
de igualdad sino de inferioridad económica respecto 
de las de renta libre... el heredero o legatario que 
adquiere por ese título una vivienda de protección 
oficial adquiere un bien que siempre tiene un menor 
valor que el que tendría de no habérsele atribuido 
aquella naturaleza, minoración que ha de tener su 
reflejo a efectos tributarios en la estimación de su 
valor” 161.
Así pues, el valor de mercado como valor de los bienes 
inmuebles urbanos variará, en cada caso concreto, según sean 
las circunstancias propias de los mismos. El problema que 
plantea el valor de mercado es que, salvo supuestos
161 STS de 28 -V I-1991, CaT nfi 149, 1991, pág. 103; en el mismo 
sentido, y anteriores a esta sentencia vid, entre otras, SsTS 19-111 y 19-VI- 
1989 (A r. 4 6 7 3 ).
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específicos como las viviendas de protección oficial, es 
desconocido por el contribuyente, quien, como único valor de 
los bienes inmuebles urbanos conoce el valor catastral de los 
mismos y el valor de adquisición, en su caso. Ello hace que nos 
inclinemos por la opción del valor catastral para la valoración 
de los bienes inmuebles urbanos tanto desde el aspecto 
estático, como cuando el bien inmueble urbano es objeto de 
tributación gravando la transmisión lucrativa.
Al no quedar delimitado por el legislador qué debe 
entenderse por valor real, el sujeto pasivo, que tiene el deber 
de consignar en la declaración el valor real que atribuye a los 
bienes, se encuentra en una posición nada halagüeña.
En efecto, el sujeto pasivo va a establecer un valor de 
los bienes en su declaración, valor que en todo caso será 
comprobado por la Administración y de ser el valor comprobado 
superior al declarado se aplicará aquél para la determinación 
de la deuda tributaria.
Sin embargo, si el valor comprobado por la 
Administración resulta inferior al valor declarado, el valor que 
prevalece será el declarado.
Para dulcificar la situación del contribuyente se 
establece que cuando en la valoración se ajuste en su 
declaración a las reglas de valoración establecidas en el 
Impuesto sobre el Patrimonio Neto no se aplicará sanción 
alguna como consecuencia del mayor valor obtenido de la 
comprobación, añadiendo el Reglamento que tampoco procede la 
sanción cuando el valor declarado resulte superior al que
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resultaría de aplicar las normas del Impuesto sobre el 
Patrimonio162.
De este modo, podemos ver cómo según los supuestos se 
va a utilizar como base imponible del impuesto el valor 
comprobado o el valor declarado, dependiendo de cuál resulte 
superior, cuando en realidad, ninguno de los dos valores es el 
verdadero valor de los bienes, el valor real.
Por valor real se entiende por la jurisprudencia y por la 
doctrina, como ya hemos puesto de manifiesto anteriormente, 
el valor intrínseco del bien, el valor existente, efectivo, no 
ilusorio, en definitiva el valor de mercado o, expresado en 
términos más amplios, el valor de cambio. Para determinar 
este valor real, es necesario un estudio exhaustivo de las 
condiciones del mercado de cada uno de los bienes a valorar así 
como se deben establecer valores medios de mercado. Esta 
labor en un mercado abierto y claro, como puede ser el mercado 
bursátil no plantea problema alguno. Sin embargo, en el 
mercado inmobiliario, la labor se complica por cuanto no 
existe un mercado libre donde la oferta y la demanda confluyan 
sin interferencias exógenas sino que, por el contrario, es un 
mercado de muy difícil estudio163.
162 art. 18 USD; art. 40.7 Rgto.
163  Piénsese, por ejemplo, en los inmuebles urbanos alquilados con 
rentas muy bajas, y cuyo valor de mercado es muy bajo por estar alquilados con 
arreglo a las condiciones de la Ley de Arrendamientos. O  en el caso de bienes 
inmuebles declarados de interés cultural, cuyo valor real puede ser incalculable, 
pero que cuenta con grandes restricciones del derecho de propiedad. O en la 
situación más sencilla aún, • pero real, provocada por el arraigado sentido de la 
propiedad que late en la sociedad-, de la adquisición de una vivienda, adquisición 
que se realiza cueste lo que cueste, y que tiene como consecuencia la especulación 
del suelo y la subida injustificada del precio de los bienes inmuebles urbanos.
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Por ello, el establecer como valor de los bienes 
inmuebles urbanos, el’ valor de mercado entendido como valor 
real de los mismos, no facilita los deberes del sujeto pasivo a 
la hora de consignarlo en la declaración del Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones.
La situación puede agravarse si tenemos en cuenta que el 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones es un impuesto cedido 
y que, en consecuencia, la comprobación de valores podrá 
diferir de unas Comunidades Autónomas a otras. Las facultades 
de comprobación se encuentran cedidas a los órganos 
competentes de las Comunidades Autónomas, según establece 
el art. 13.a) de Ley 30/1983, de Cesión, situación que puede 
plantear determinados problemas, como las valoraciones 
realizadas por empresas privadas, y que entraremos en su 
estudio cuando analicemos la comprobación de valores.
Por todo lo expuesto, consideramos que:
1.- El legislador debería haber delimitado que se 
entiende por valor real de los bienes, como exigencia de los 
postulados constitucionales: principio de reserva de ley, 
capacidad económica y seguridad jurídica.
2.- Consideramos que dadas las dificultades existentes 
para determinar el valor real de determinados bienes, y en 
concreto el valor real de los bienes inmuebles urbanos, el 
legislador debería haberse apoyado en el propio sistema 
tributario determinando como valor real de los mismos el que 
ya se establece en otro impuesto patrimonial, el Impuesto 
sobre el Patrimonio y no a la inversa como lo ha hecho. De este 
modo, este último impuesto serviría a la imposición sobre 
Sucesiones y Donaciones, no sólo facilitando un inventario de
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los bienes objeto de transmisión sino también un valor 
actualizado de los mismos. Con esta remisión al Impuesto 
sobre el Patrimonio, el sujeto pasivo tendría la certeza de 
estar cumpliendo con su deber tributario y, por otra parte, las 
labores administrativas en la gestión del impuesto se 
simplificarían, lo que se traduciría tanto en un ahorro procesal 
como económico. Al mismo tiempo, la necesaria coordinación y 
racionalidad del sistema tributario con esta remisión 
quedarían salvaguardadas.
3.- Con la remisión al valor de los bienes por aplicación 
al Impuesto sobre el Patrimonio, se podría instaurar 
definitivamente el régimen de autoliquidación como general y, 
de este modo, la comprobación de valores se situaría de nuevo 
en el lugar que le corresponde, en la fase administrativa de 
comprobación e investigación de las actuaciones de los sujetos 
pasivos, teniendo en cuenta que la facultad de comprobación no 
tiene porque comportar una comprobación de los valores 
declarados en todos los supuestos.
4.- La remisión al valor patrimonial la hacemos, no 
pensando en la actual legislación que establece tres valores 
distintos y posibles como valor patrimonial del bien inmueble 
urbano, sino, tal y como entendemos que debía haberse 
regulado el IP, remitiéndose al valor catastral como único 
determinante del valor de los inmuebles urbanos. En 
consecuencia, cuando hablamos de valor patrimonial hablamos 
de valor catastral.
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1.2.3.2. Imposición sobre las transmisiones 
patrimoniales onerosas.
1.2 .3 .2 .1 . Impuesto sobre Transm isiones  
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
El estudio de esta imposición debe iniciarse con el 
deslinde de las tres modalidades que este impuesto alberga en 
su seno. Bajo la nomenclatura ITPAJD se encuentran tres 
modalidades de tributación perfectamente diferenciadas: la 
modalidad de transmisiones patrimoniales onerosas, la 
modalidad operaciones societarias y, por último, la modalidad 
de actos jurídicos documentados. La modalidad de 
Transm isiones Patrim onia les onerosas grava el 
desplazamiento de elementos patrimoniales de un sujeto a 
otro, es decir grava el tráfico patrimonial; la modalidad de 
Actos Jurídicos Documentados es un tributo documental, o 
imposición sobre la documentación, mientras que la modalidad 
Operaciones Societarias comparte rasgos de la imposición 
patrimonial y la imposición documental.
Nuestro estudio va a centrarse en el análisis 
pormenorizado de la modalidad de Transmisiones 
Patrimoniales Onerosas y, como ejemplo paradigmático del 
mismo, de las transmisiones de bienes inmuebles urbanos.
El objeto de esta tributación es el desplazamiento de los 
bienes patrimoniales llevado a cabo entre particulares, sí bien 
no siempre se ha gravado la transmisión en sí misma, sino que 
en épocas anteriores a su actual regulación se gravaba el acto 
jurídico formalizado. Muestra de ello, es el artículo 8 del 
Decreto 1018/1967, de 6 de abril de 1967, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley y tarifas de los Impuestos
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Generales sobre las Sucesiones y sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados según el cual :
“Los impuestos recaen sobre el verdadero 
valor que los bienes y derechos tuviesen el día en que 
se celebró el contrato o se causó el acto sujeto a los 
mismos...”
La orientación en la actual regulación es distinta; se 
pretende gravar el desplazamiento de los bienes entre 
particulares y por ello se va a someter a tributación el tráfico 
de bienes entre particulares así como determinados actos 
jurídicos emanados de particulares o de entidades.
De este modo, el art. 7 del Texto Refundido dispone que 
son transmisiones patrimoniales sujetas las transmisiones 
onerosas por actos inter vivos de toda clase de bienes y 
derechos que integren el patrimonio de las personas físicas o 
jurídicas y en el art. 10 se establece que la base imponible 
vendrá determinada por el valor real del bien transmitido o del 
derecho que se constituya o ceda.
Podemos observar cómo el legislador ya no se basa en el 
acto jurídico como acto gravado sino en la transmisión en sí 
misma considerada. A pesar de que el acto gravado es la 
transmisión de toda clase de bienes y derechos que integran el 
patrimonio de las personas físicas o jurídicas, así como la 
constitución de derechos reales, préstamos, fianzas, 
arrendamientos, pensiones y concesiones administrativas, no 
cabe duda que donde se va aplicar la tributación en mayor 
medida será la transmisión de bienes inmuebles urbanos, de 
ahí que nuestro estudio se centre en la tributación y valoración 
de éstos últimos en la imposición sobre transmisiones 
patrimoniales onerosas.
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En cuanto a la naturaleza del impuesto, tanto el propio 
texto legislativo como gran parte de la doctrina, no duda en 
calificarlo como un impuesto indirecto. Es cierto que la 
naturaleza va dirigida a todo el impuesto en su conjunto, pero 
ello implica la calificación de imposición indirecta, también 
de la modalidad de transmisiones patrimoniales onerosas. La 
clasificación de impuesto indirecto surge por entender que es 
un impuesto que no grava la renta ni el patrimonio sino el 
consumo, concibiéndolo, en consecuencia, como una 
manifestación mediata de la capacidad económica164.
Sin embargo, entendemos que la clasificación de 
impuestos directos o indirectos debe realizarse desde una 
perspectiva estrictamente jurídica, y en consecuencia la 
solución será muy distinta. Desde esta perspectiva debemos 
distinguir los métodos de imposición directos de los métodos 
de imposición indirectos. Nos encontramos ante un método de 
imposición directa cuando la norma tributaria establece la 
obligación del pago de la deuda tributaria a cargo de un 
determinado obligado tributario, sin permitirle que pueda 
resarcirse del mismo a cargo de otra persona, o dicho en otros 
términos, nos encontramos ante un método de imposición 
directa cuando el obligado tributario debe cumplir con la deuda 
tributaria sin posibilidad, establecida legalmente, de 
repercutir la misma en otra persona. Nos encontramos, por el 
contrario, ante métodos de imposición indirectos cuando se 
prevé por la norma tributaria este derecho legal de resarcirse 
en otra persona, es decir, estamos ante un método de
164 Entre otros, ALBIÑANA GARCIA-QUINTANA, C.: Sistema tributario  
español y comparado. 2a ed. ICE, Madrid, 1983, pág. 393; MARTINEZ LAFUENTE, 
A. Manual del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales v Actos Jurídicos 
Documentados. 2a ed., Ministerio de Hacienda, Madrid, 1980, págs. 56 a 58.
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imposición indirecta cuando la Hacienda Pública obtiene la 
percepción del tributo a través de persona distinta de la que la 
Ley efectivamente pretende gravar, teniendo el obligado al 
pago el derecho del reintegro de las cuotas satisfechas165.
Si se observa con detenimiento la regulación del 
impuesto podemos concluir que no nos encontramos ante un 
método de imposición indirecta, o un impuesto indirecto como 
lo califica el propio legislador, ya que no hay posibilidad de 
repercusión de la cuota tributaria, pero es que además, no hay 
persona distinta que la Ley quiera gravar sino a la que se 
grava. Es decir, así como el IVA grava el consumo, por lo tanto 
los sujetos económicos- entendiendo por tales los sujetos que 
por aplicación de la regulación van a soportar el tributo- de 
este gravamen son los consumidores finales, pero el obligado 
ante la Hacienda Pública en concepto de sujeto pasivo, es el 
empresario o profesional que realiza la entrega de bienes o 
prestación de servicios sometida a gravamen, en la imposición 
sobre las transmisiones patrimoniales a quien se pretende 
gravar es a quien efectivamente queda obligado al pago del 
tributo, el adquirente del bien transmitido.
En consecuencia, entendemos que el impuesto no tiene 
una naturaleza indirecta, sino directa166.
165  Vid por todos, SAINZ DE BUJANDA, F.: Lecciones de D erech o  
Financiero. Universidad Complutense, Madrid, 9 # ed, 1991; VICENTE ARCHE- 
DOMINQO, F. “ Contribución al análisis de la imposición española sobre el tráfico 
patrimonial", CIVITAS REDF, nfi 2, 1974, pág. 251 y ss.
166 En e | mismo sentido se inclina V ICENTE A R C H E-D O M IN G O , F. 
"Contribución al análisis de la Imposición op. cit., pág. 251 y ss.
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Determinado el hecho imponible, la transmisión onerosa 
ínter vivos de bienes, corresponde ahora entrar en el estudio 
de la base imponible del impuesto.
El art. 10.1. del TR. establece qua la base imponible 
vendrá determinada por el valor real del bien transmitido o del 
derecho que se constituya o ceda. De este valor real 
únicamente pueden deducirse las cargas que disminuyan el 
citado valor, pero no las deudas, aunque estén garantizadas con 
prenda o hipoteca.
No encontramos ante un impuesto de naturaleza real y de 
carácter objetivo, en consecuencia, el hecho imponible no se 
relaciona necesariamente para su comprensión con un persona 
y, por otra parte, no se tienen en cuenta las circunstancias 
personales del sujeto pasivo a la hora de determinar la base 
imponible ni tampoco a la hora de cuantificar la cuota 
tributaria .
La redacción de este art. 10.1. no es la originaria del TR., 
como ya pusimos de manifiesto anteriormente, sino que es la 
redacción introducida por la Disposición Adicional 2a de la 
LISD. En su redacción original el art. 10.1 TR era concorde a la 
ideas mantenidas por la reforma tributaria, en cuanto a 
fijación de valores de los bienes, como vamos a tener ocasión 
de demostrar.
En los Libros de la Reforma del Sistema Tributario (Libro 
Verde de 1973 y Libro Blanco de 1976), se contempla la 
necesidad de coordinar y racionalizar las valoraciones de los 
bienes y a tal efecto, se proclama la necesidad de remitir a la 
fijación de valores de otros tributos, la determinación de la 
base imponible del ITP. Esta necesidad de coordinación y 
racionalización se ven plasmadas en la redacción del art. 10.1
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del TR, que tras establecer que la base imponible vendría 
determinada por el valor real de los bienes, añade que la 
fijación del valor real se llevará a efecto aplicando las reglas 
establecidas al efecto en el Impuesto sobre el Patrimonio 
Neto.
De este modo, la tributación de los bienes inmuebles 
urbanos que eran objeto de transmisión onerosa entre 
particulares, transcurría por los siguientes estadios:
- una vez verificado el hecho imponible, la transmisión 
del bien inmueble, la base imponible del impuesto, por expresa 
voluntad del legislador, se apartaba del precio satisfecho por 
el adquirente, para determinar la base imponible por el valor 
real del bien.
- El valor real del bien se fijaba aplicando las reglas 
contenidas al efecto en el Impuesto sobre el Patrimonio Neto. 
Este Impuesto no había entrado en vigor, y la remisión al 
mismo, se debía entender al Impuesto Extraordinario sobre el 
Patrimonio de las Personas Físicas, en virtud de lo dispuesto 
en la Disposición Transitoria Primera del R.D. 3494/1981, por 
el que se aprueba el Reglamento del ITPAJD.
- En el Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio, el 
valor de los bienes inmuebles urbanos se computaba por el 
valor catastral actualizado mediante unos coeficientes167. En 
consecuencia, el valor real de los bienes inmuebles urbanos 
estaba constituido por un valor fiscal, el valor catastral.
167 art. 6 LIEPPF.
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- Una vez determinada la base imponible la 
Administración podía comprobar el valor real de los bienes 
cuando el mismo no se hubiera obtenido de la aplicación de las 
reglas contenidas en el art. 10, 25 y 29 TR.( art. 49.1 TR).
El principal problema de esta fijación del valor de los 
bienes parte del desfase en el que se encontraban los valores 
catastrales, desfase que, por otra parte, no se puede achacar al 
ciudadano sino a la propia Administración. Consciente ésta de 
que los valores catastrales se alejaban de los valores reales 
de los bienes, entendiendo este valor real como valor de 
mercado, se dio paso a la dialéctica Administración- 
administrado, en el sentido de éste último declarar en el ITP el 
valor catastral de los bienes, y aquélla en iniciar el expediente 
de comprobación del valor.
Esta situación se vio propiciada por el principio de 
estanqueidad, que apoyándose en el art. 9 de la LGT, se venía 
manteniendo tanto por la doctrina como por el propio Tribunal 
Supremo. En síntesis, el principio de estanqueidad preconiza la 
individualidad de la regulación de cada tributo y, en 
consecuencia, en el caso que nos ocupa, a pesar de existir una 
determinación de valor para los bienes inmuebles en un tributo 
concreto, nada impedía a la Administración establecer otro 
valor, medíante el expediente de comprobación, a efectos de 
otro tributo distinto. Este principio de estanqueidad, sin 
embargo, se ve relegado a un segundo plano, tras la sentencia 
del Tribunal Supremo de 3 de marzo de 1986 -que recogía ya la 
doctrina del mismo Tribunal mantenida en sentencias 
anteriores como la de 26 de octubre de 1984 y de 23 de abril 
de 1985 - en la cual el Tribunal determina:
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“ ...la personalidad jurídica única de la 
Administración ‘denota claramente que dicha 
personalidad le obliga en su actuar conforme al 
principio general que impide ir contra sus propios 
actos’..., argumentos a los que sería procedente 
añadir, el que proclamado en el artículo 103 de la 
Constitución, el principio de coordinación en el 
actuar de la Administración Pública... no puede ningún 
Organo de la Administración desconocer o ir 
claramente contra lo decidido por otro Organo de la 
misma Administración y ese principio, junto con el 
obligado sometimiento a la Ley y al Derecho, en 
cuanto de ello resulta que la Administración no puede 
ir contra sus propios actos, ni romper su unicidad, ni 
su coordinación... si en relación con el mismo bien 
inmueble, la Administración había aceptado un valor a 
efectos del Impuesto sobre T ransm is iones 
Patrimoniales, tal valoración no puede desconocerla, 
pretendiendo practicar otra distinta...”
Establecido el principio de unicidad, es el propio Tribunal 
Supremo el que marca el fin de la situación declaración del 
contribuyente-comprobación por la Administración. En 
sentencia de 10 de marzo de 1986, el Tribunal Supremo 
establece, por primera vez, que no cabe la comprobación de 
valores cuando el contribuyente ha declarado como valor real 
el resultante de la aplicación correcta de las reglas contenidas 
en el Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio168.
Por consiguiente, la Administración no podía proceder a 
la comprobación de valores, cuando el valor real había sido 
determinado aplicando correctamente las reglas contenidas en
168 Vid. supra pág. 159.
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el Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio. Ahora bien, 
ello no implicaba que la Administración no pudiera, en ningún 
caso comprobar los valores declarados por el contribuyente, 
dado que cuando éste se aleja por pura voluntad de los valores 
resultantes de la aplicación de las reglas del Impuesto sobre 
el Patrimonio quedaba abierta la puerta a la comprobación 
administrativa del valor169.
En otro supuesto en el que la opinión mantenida por la 
Administración y la doctrina del Tribunal Supremo diverge es 
en cuanto a las viviendas de Protección Oficial. En este caso, 
la Administración entendía que la base imponible estaba 
constituida por la que se pudiese fijar para otra vivienda, que 
presentare características idénticas a la transmitida, aunque 
no estuviera sometida al mismo régimen especial. En 
consecuencia, como base imponible se establecía el valor de 
mercado. Esta postura permite a la Administración comprobar 
los valores declarados por los sujetos pasivos y establecer 
como base imponible del impuesto el valor comprobado170.
Sin embargo el Tribunal Supremo, frente a esta postura 
dictamina:
“ ...se predica la innecesariedad de 
comprobación de valores de estas viviendas cuando el 
valor declarado coincida con el oficialmente fijado 
para su venta, ya que estando afectadas estas 
viviendas de unas limitaciones respecto de su venta,
169 e i propio TS introdujo esta matización a su doctrina entre otras, en 
S TS  21 -V I-1 988 (Ar. 4 9 5 7 ),STS 7-V -1991 (Ar. 4132 ); STS  1 1 -V II-1992  
(Ar. 6326 ).
170 En este sentido, vid. Res TEAC de 22-X II-1971, 10-V-1972 y 26- 
X I - 1 9 7 9 .
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arrendamiento y uso que influyen en su precio real,
para alterar el precio máximo de venta sería
necesario eliminar estas limitaciones las cuales 
mientras subsisten influyen tanto en el precio de 
mercado como en el valor intrínseco del bien, por lo 
que tales viviendas entran én él mercado inmobiliario 
en condiciones de inferioridad respecto de las de 
renta libre, por lo que quien adquiere una vivienda de 
estas características adquiere un bien siempre de
menor valor que el que tendría de no habérsele
atribuido esta naturaleza, lo que debe traducirse en 
que dicha minoración tenga su reflejo en un menor 
valor a efectos tributarios”171
Así pues, y apoyándose en el principio de personalidad 
jurídica única y en la prohibición de ir contra los propios 
actos, tampoco se admite la posibilidad de la Administración 
de iniciar el expediente de comprobación de valores, cuando se
trata de una vivienda de Protección Oficial y el sujeto pasivo
en su declaración consigne como valor real el precio máximo 
fijado por la propia Administración. En este supuesto, la 
Administración no puede comprobar el valor declarado y en 
consecuencia no puede establecer un valor superior al mismo.
Así las cosas, el legislador zanjó la cuestión, utilizando 
un camino muy poco técnico -pero al cual ya nos tiene 
acostumbrados, aunque seguimos manteniendo nuestra repulsa 
al sistema utilizado- y aprovechando la regulación del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones en su Disposición
171 STS 26-11-1991 (Ar. 2415), STS 26-111-1983 (Ar. 1594), 22- 
IV -1985 (Ar. 1824), entre otras.
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Adicional 2a, modifica los arts. 10.1. y 49 del TR. Hacemos 
nuestras las palabras de ESEVERRI:
“ Y como la galería de esperpentos tributarios sigue 
abierta para deleite y práctica de quienes gustan del 
género, la recién aparecida Ley del Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones aporta otra obra a la variada 
colección por aquello de que no debe concebirse una Ley de 
Presupuestos sin disposiciones modificadoras de las leyes 
tributarias, ni tampoco Ley reguladora de un Impuesto 
determinado que no modifique las disposiciones que rigen 
a sus vecinos más próximos. Y en trance tan singular, la 
disposición adicional 2a de la Ley del Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones no pierde oportunidad para 
modificar los arts. 10.1. (base imponible en las 
transmisiones onerosas) y 49 (comprobación de valores) 
del Texto Refundido del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, para 
acabar así con un criterio de interpretación del Tribunal 
Supremo que no era compartido por quien parece ser el 
oráculo en las cuestiones tributarias: el Ministerio”172.
En efecto, dado que la jurisprudencia había cuasi vedado 
la posibilidad de la Administración para comprobar los
1 7 2  ESEVER R I M A R TIN EZ, E. “ Impuesto sobre Transm isiones  
Patrimoniales: el valor real no puede ser otro...que el valor re a r, Rev. Jca. La 
Ley, 1988, tomo I, pág. 1078. No se paró el legislador, en aquella Ley del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones; cuando se analizan cada una de las leyes 
que surgen en nuestra materia, se puede observar como el criterio mantenido 
para la redacción de los preceptos, parece ser el siguiente: ¿ En qué punto ha 
habido sentencias del Tribunal Supremo que nos han rebatido la opinión?. Pues se 
eleva a rango legal la opinión de la Administración y punto. Gran prueba de esta 
disquisición la encontramos en la nueva Ley del Impuesto sobre la Renta de 
Personas Físicas, ley casuística donde las haya, ya que habían sido muchas las 
opiniones jurisprudenciales respecto de la anterior legislación, casuismo que, 
por otra parte, no redunda en beneficio del ciudadano, puesto que este tipo de 
regulación hace que sea más complicada la aplicación de las normas.
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valores, el legislador opta por la exclusión de remisiones a 
otros tributos y, en consecuencia, el valor real se convierte en 
un concepto jurídico indeterminado. De este modo, la 
Administración podrá, en todo caso, comprobar el valor 
declarado por los sujetos pasivos y, de ser superior, podrá 
establecer el valor comprobado como base imponible.
Llegados a este punto debemos manifestar nuestra 
opinión al respecto. El Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales en la modalidad que estamos analizando tiene 
como intención someter a gravamen el patrimonio en su 
vertiente dinámica, en la medida en que es objeto de 
enajenación. Así las cosas, aunque somos de la opinión de que 
se debe mantener una coordinación y racionalización en el 
sistema tributario, que entre otras cosas se apoya en una 
coordinación de valores de los bienes, entendemos, que en este 
supuesto, en el de la enajenación de los bienes inmuebles 
urbanos, no se debe equiparar el valor real con el valor 
patrimonial del bien, puesto que en este caso tenemos otro 
valor tan real y palpable como es el precio establecido por las 
partes para la enajenación.
Si lo real es lo no imaginario, lo no ilusorio, en 
consecuencia, lo efectivo, cuando nos encontramos ante una 
compraventa el valor real es la cifra entregada como precio 
por la adquisición del bien173. En este supuesto no nos sirve el
173 En este mismo sentido MENENDEZ HERNANDEZ, J. manifiesta: “¿Cuál 
es el valor real de un bien?. Es difícil establecerlo. Si la verdad es la realidad de 
las cosas ( Balmes, El criterio), valor real de una compraventa sería la cifra 
entregada como precio.”, en Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales. CEH, 
Madrid, 1985, pág. 560. Por su parte, ESEVERRI expone: “ El Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales en su modalidad de transmisiones onerosas  
identifica la base imponible con el valor real del bien o derecho que se transmite 
o cede, pues es su intención la de someter a imposición el patrimonio en su 
vertiente dinámica, esto es, en la medida en que los elementos patrimoniales son
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valor de mercado, que además es un valor ilusorio, imaginario, 
puesto que parte de condiciones de mercado ideales y la 
realidad no tiene por qué coincidir con esas condiciones 
ideales.
El legislador tenía distintos campos de actuación en este 
sentido: por una parte, podría haber continuado con la idea de 
coordinación y racionalización de la valoraciones de los bienes 
inmuebles urbanos, remitiéndose a las reglas contenidas en el 
Impuesto sobre el Patrimonio, como valor fiscal único de los 
bienes inmuebles en todos los tributos en que son objeto de 
tributación. Con ello, se hubiera logrado una unificación de 
valores al tiempo que se garantizaría la seguridad jurídica del 
sujeto pasivo.
En segundo lugar, podía, como de hecho hizo, establecer 
una valoración distinta para la tributación de los bienes 
inmuebles cuando son objeto de transmisión, es decir, 
observando el patrimonio desde el aspecto dinámico respecto 
de la tributación de los bienes inmuebles desde el punto de 
vista estático. Sin embargo, en esta tesitura, y para ser 
congruentes con la capacidad económica gravada y con el 
principio de seguridad jurídica, se debería haber establecido 
como valor y, por tanto, como base imponible de la tributación, 
el importe efectivo y, en consecuencia, donde existe 
contraprestación por la adquisición del bien, debía ser ésta el 
valor a efectos tributarios.
objeto de enajenación y su quien transmite y quien adquiere acuerda valorar a 
precios reales los elementos objeto de la operación, a esos precios reales debe 
atender el Impuesto en la determinación de la base imponible”, vid. M Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales: el valor real no puede ser otro...”, op. cit., 
pág. 1080.
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El problema en esta situación aparece en cómo valorar 
los bienes transmitidos sin contraprestación alguna. Ante esta 
hipótesis y siempre teniendo presente la seguridad jurídica, 
pensamos que en caso de establecerse un valor distinto al que 
tenían los bienes antes de la transmisión, esto es el valor 
patrimonial a efectos del Impuesto sobre el Patrimonio, el 
legislador debería haber dado Jas coordenadas suficientes para 
que el contribuyente fuera capaz de determinar ese valor real, 
y no dejar en manos de la Administración la fijación de tal 
valor.
Evidentemente, la Administración no es totalmente libre 
a la hora de determinar el valor de los bienes sino que su 
actuación debe seguir los mecanismos y actuaciones previstas 
en la legislación174, puesto que aunque nos encontremos ante 
un concepto jurídico indeterminado
“ la Administración no es libre para 
decidir a través de un proceso volitivo de 
discrecíonalidad, entre varios posibles precios 
justos, sino que realizando un proceso de juicio o 
de estimación, ha de atenerse necesariamente sin 
libertad de decisión a las circunstancias y 
características reales que ha de calificar y al 
sentido que la ley ha asignado al concepto de justo 
precio”175.
Ahora bien, siendo ello cierto, no lo es menos que una vez 
determinado por la Administración el valor a quien
174 En este sentido se manifiesta, entre otros, AGULLO AGÜERO, A “ Base 
imponible y valoración de bienes", Comentarios a la nueva Lev de Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones. La Ley, Madrid, 1988, pág. 87.
1 7 5 STS 28-IV -1964 . (Ar. 2653).
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corresponde rebatir esa valoración es al contribuyente quien, 
además, deberá demostrar que el valor comprobado por la 
Administración no se corresponde con el valor real. 
Entendemos que esta situación no es la adecuada al 
ordenamiento jurídico. En primer lugar, porque según dispone 
el art. 116 LGT, la declaraciones tributarias se presumen 
ciertas. Si ello es así, cuando la Administración comprueba el 
valor declarado por los sujetos pasivos y determina otro valor 
por entender que el valor declarado no se adecúa al valor real, 
debe ser la Administración la que no sólo tiene la obligación de 
que su actuación esté motivada sino que creemos que es a la 
Administración a quien le corresponde probar que el valor por 
ella determinado se adecúa al valor real. Si según el art. 114 
LGT quien haga valer su derecho debe probar los hechos 
normalmente constitutivos del mismo, creemos que no debe 
invertirse la carga de la prueba y ser el contribuyente quien 
deba demostrar que el valor comprobado no es el valor real del 
bien.
Por todo ello, consideramos que en las transmisiones en 
las que existe un precio, debe ser éste el que sirva de base 
imponible del impuesto y allí donde no exista el mismo, en 
aras de la simplicidad, economía procesal y seguridad jurídica 
del contribuyente, el valor de los bienes podría venir 
claramente determinado por el valor patrimonial, por el valor a 
efectos del Impuesto sobre el Patrimonio.
Se podría argumentar que esta diferencia de valoración 
quiebra el principio de igualdad puesto que ante un supuesto de 
transmisión los sujetos pasivos van a tributar atendiendo al 
título de la transmisión, onerosa o lucrativa, con valoraciones
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sobre los bienes diferentes y, en conclusión, con una deuda 
tributarla distinta176.
Sin embargo, hay que recordar la doctrina sentada por 
nuestro más Alto Tribunal sobre este principio y tener 
presente que no toda desigualdad es inconstitucional, sino tan 
sólo aquellas que no se encuentren justificadas y no sean 
razonables.
En estas circunstancias entendemos que la diferente 
valoración se encuentra justificada precisamente en la 
diferente situación que se regula en ambos supuestos, y la 
diferente capacidad económica que se pretende gravar con cada 
una de las figuras impositivas. En el ITP la adquisición del bien 
inmueble no ha sido gratuita, sino que ha supuesto un 
desembolso para el sujeto pasivo, por lo que parece que los 
más adecuado sea gravar esa adquisición teniendo en cuenta el 
desembolso realizado que es el índice de capacidad económica 
gravada.
Sin embargo, en las adquisiciones lucrativas no existe 
desembolso alguno por el adquirente, por lo que parece más 
adecuado valorar lo adquirido tomando como base el valor 
patrimonial de los bienes recibidos lucrativamente.
Por tanto, la diferente valoración de los bienes 
inmuebles urbanos en las transmisiones onerosas y en las
176 En este sentido se manifestó el TS en sentencia de 6> 111-1991 (Ar.
2648), afirmando que
H si se transmiten unos mismos bienes... no se comprende que un 
mismo bien tenga un valor cuando se compra y otro valor cuando se dona, 
y en el presente caso que una parte indivisa de un mismo bien tenga el 
mismo día dos valores distintos uno para la compraventa y otro para la 
donación... también se infringiría el principio de igualdad ante la ley”.
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lucrativas nos parece razonable y consecuentemente pensamos 
que no quiebra el principio de igualdad. En todo caso, si esta 
diferenciación no fuera razonable, en aras del principio de 
igualdad y la seguridad jurídica, opinamos que debería ser el 
valor patrimonial el que sirviera de base para la tributación de 
las transmisiones, tanto onerosas como lucrativas. Ello no es 
óbice para que la Administración compruebe el valor declarado 
por los contribuyentes, pero esta comprobación deberá ir 
encaminada, si se toma como valor real el valor patrimonial, a 
determinar si el sujeto pasivo ha declarado o no correctamente 
el mismo.
Sin embargo, el legislador ha optado por la coordinación 
de los valores a efectos del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y 
el Impuesto sobre el Patrimonio, pero en el sentido inverso al 
indicado por nosotros. Es decir, en lugar de determinar 
claramente cuál es el valor patrimonial a efectos del Impuesto 
sobre el Patrimonio, y servir este valor de base para los otros 
impuestos citados, va a ser el valor a efectos de éstos dos 
últimos impuestos, el que determine el valor patrimonial, 
teniendo en cuenta que no se aplica en este supuesto el valor 
real del bien, sino que será el resultado de la aplicación del 
expediente administrativo de comprobación de valores, o, lo 
que es lo mismo, el valor comprobado, que no tiene porque 
coincidir con el valor real del bien.
No podemos estar de acuerdo con la coordinación de 
valores realizada por el legislador. El cambio de orientación en 
los criterios de valoración es reprochable por varios motivos: 
en primer lugar, rompe con la seguridad jurídica que, hasta la 
reforma del art. 10.1. por la Disposición Adicional 2a de la 
LISD, permitía al sujeto pasivo conocer a priori su carga
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tributaria. En estos momentos la carga tributaria no es posible 
determinarla por el contribuyente, quedando en manos de la 
Administración realizar la comprobación de valores y fijar un 
mayor valor que el declarado por el sujeto pasivo.
En segundo lugar, la pretendida simplificación en la 
valoración va a suponer en la realidad un mayor coste en la 
gestión tanto de este impuesto como el de Sucesiones y 
Donaciones, puesto que a cada valor declarado por el sujeto 
pasivo deberá corresponder una comprobación de valores, 
comprobación que deberá ser notificada al sujeto pasivo; tras 
la notificación el sujeto pasivo estará en su derecho de 
recurrir la comprobación o la liquidación surgida de la 
comprobación del valor; deberá resolverse la reclamación y 
posiblemente acabe en los Tribunales.
Por último, y lo que es más grave, es que el cambio de 
orientación, si bien en parte pudo surgir para evitar posibles 
fraudes fiscales en la valoración, la aparición de los mismos 
responde, en muchas ocasiones, a la actuación de la propia 
Administración. Si se hubieran revisado y actualizado los 
valores catastrales se hubiera llegado a un grado de valoración 
de los bienes idóneo para la tributación y, de este modo, este 
valor no hubiera estado tan distante del valor real de los 
mismos. En lugar de corregir estas deficiencias se opta por un 
camino más sencillo: restaurar la comprobación de valores 177.
Nuestra postura, ya expuesta, es la de mantener, allí 
donde exista, el precio como valor del bien inmueble urbano y 
donde no exista, valorar el bien remitiéndose a las normas del
I 77 En el mismo sentido vid. TEJERIZO LOPEZ, J.M. “Valoración en las
alteraciones patrimoniales", en XXXV Semana de Estudios de Derecho Financiero.
IEF, Madrid, 1990, págs. 81 y 82.
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Impuesto sobre el Patrimonio. Sólo en el caso en que el 
descubrimiento del precio efectivamente satisfecho fuera 
impracticable, cabría plantearse una valoración distinta, pero 
en este caso, consideramos que lo más idóneo sería establecer 
como valor de los bienes, tanto para los que son objeto de 
transmisión como los que no lo son, un único valor, único valor 
que bajo nuestra óptica debería ser el valor a efectos del 
Impuesto sobre el Patrimonio y más concretamente el valor 
catastral de los bienes.
Las ventajas del valor catastral son múltiples: es un 
valor fiscal establecido por la Administración que garantiza 
una uniformidad en todo el territorio nacional. Es un valor 
objetivo al que se llega a través del estudio y evaluación de 
todas las características, tanto de suelo como urbanísticas, 
antigüedad, ubicación, etc. que se acercan considerablemente 
al posible valor de mercado de los bienes. Al ser un valor 
fijado para todo el territorio nacional, se evitan las diferentes 
valoraciones que bienes de las mismas características 
pudieran presentar por encontrarse en Comunidades Autónomas 
diferentes, manteniendo al mismo tiempo, la diversidad, 
puesto que las condiciones concretas del terreno y la ubicación 
del inmueble son elementos de cuantificación del mismo. Y lo 
que es más importante, el sujeto pasivo conoce el valor 
catastral, frente a un valor real que desconoce.
1.2.3.3. La comprobación de valores.
El análisis de la ley del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones y del TR del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales no sería completo si no nos refiriéramos a la
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comprobación de valores, que en ambos textos legales aparece 
prevista expresamente.
La comprobación de valores aparece imbricada en el seno 
de la comprobación. La comprobación es la actuación 
administrativa dirigida a la fijación definitiva de la 
existencia y características del hecho imponible. Dentro de la 
comprobación se distingue por la doctrina178 una comprobación 
dirigida a constatar la real y única existencia y estructura de 
los hechos imponibles declarados, y otra, dirigida a constatar 
la exactitud de las valoraciones de los diversos elementos del 
hecho imponible realizados por el sujeto pasivo. A esta 
segunda comprobación se la denomina comprobación de valores.
La comprobación de valores en sentido estricto aparece 
cuando en la configuración normativa del tributo el legislador 
incluye como elemento determinante el valor, y no una 
cantidad numérica perfectamente determinada. Esta 
comprobación de valores en sentido estricto es una fase 
diferenciada dentro del procedimiento de gestión, que tiene 
como principal característica ser al mismo tiempo un acto de 
trámite, en cuanto con él se sigue el procedimiento y, al 
mismo tiempo, es un acto definitivo en cuanto puede ser objeto 
de impugnación por parte del sujeto pasivo, en virtud de lo 
dispuesto en el art. 165. b) LGT179. Esto es lo que ocurre en los
178 Por todos, vid. JUAN LOZANO, A. M B.: Análisis de las funciones de la 
Inspección de los Tributos, especialmente desde la perspectiva constitucional. 
Tesis doctoral, IEF, Madrid, en prensa.
179 art. 165 LGT “ Son reclamables en vía económico-administrativa los 
siguientes actos de gestión tributaria:...b) los que aprueban comprobaciones de 
valor de los bienes o derechos sujetos al tributo". En este mismo sentido vid, 
SIM O N ACOSTA, E. “ La comprobación tributaria. Comprobación de valores. 
Tasación pericial contradictoria”, en La Gestión tributaria en la Hacienda Local. 
CEMCI, Granada, 1991, pág. 79
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Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones y sobre 
Transmisiones Patrimoniales.
En el procedimiento, que podemos llamar tradicional de
gestión de los tributos, la comprobación y, con ella, la
comprobación de valores, ha constituido un elemento de primer 
orden en la mecánica de los tributos, configurándose como la 
estructura básica sobre la que se fundamenta la liquidación 
tributaria. Efectivamente, cuando la gestión y liquidación del 
tributo parte de la declaración de los sujetos pasivos, siendo 
la Administración la que debe comprobar lo declarado y
liquidar el impuesto, no cabe duda de la importancia que la 
comprobación de valores adquiere en este procedimiento.
Con la introducción del sistema de autoliquidación por el 
sujeto pasivo en el procedimiento de gestión, la comprobación 
de valores parece cambiar de función, pues ya no va a ser el 
mecanismo mediante el cual se determine un valor por la
Administración y se proceda a liquidar el impuesto con base en 
el mismo, sino que queda relegado a una función de control de 
cautela sobre las declaraciones-liquidaciones presentadas por 
el sujeto pasivo.
Ahora bien, si las autoliquidaciones se han ido 
imbricando con generalidad en nuestro sistema tributario, ello 
no quiere decir que la aplicación del mismo aparezca en todos 
y cada uno de los tributos. Como vamos a tener ocasión de 
comprobar en el ISD, el procedimiento de gestión sigue siendo
189
autolíquidación, la Administración podrá comprobar en todo 
caso, los valores declarados con las consecuencias que 
analizaremos posteriormente.
1.2.3.3.1. La comprobación de valores y el ISD.
En el ISD el régimen general de gestión es el tradicional, 
o lo que es lo mismo el procedimiento de gestión y liquidación 
se inicia mediante la declaración del sujeto pasivo, o quien lo 
represente, y con los datos aportados la Administración 
procederá a determinar la base imponible del impuesto y a 
liquidar el mismo. En este procedimiento tradicional cobra 
especial importancia la comprobación de valores, expediente 
que, partiendo de los valores declarados por el sujeto pasivo, 
será el utilizado para cuantificar y determinar la prestación 
tributaria .
Los interesados deben consignar en la declaración el 
valor que atribuyen a los bienes y derechos incluidos en el 
incremento de patrimonio gravado. Este valor prevalece sobre 
el valor comprobado si es superior180. Si el sujeto pasivo no
180 art. 18.LISD. “1. La Administración podrá comprobar el valor de los 
bienes y derechos transmitidos por los medios de comprobación establecidos en el 
Artículo 52 de la Ley General Tributaria.
2.- Los interesados deberán consignar en la declaración que está 
obligados a presentar, según el artículo 31 el valor real que atribuyen a cada uno 
de los bienes y derechos incluidos en el incremento de patrimonio gravado. Este 
valor prevalecerá sobre el comprobado si fuese superior.
3.- Si el nuevo valor así obtenido fuese superior al que resultase 
de la aplicación de la correspondiente regla del Impuesto sobre el Patrimonio, 
surtirá efecto en relación con las liquidaciones a practicar a cargo del adquirente 
por dicho impuesto por la anualidad corriente y las siguientes.
4.- No se aplicará sanción sobre la parte de cuota que corresponda 
al mayor valor obtenido de la comprobación sobre el declarado cuando el sujeto
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consigna el citado valor se le concede un plazo de diez días 
para que subsane la omisión. De no hacerlo incurre en 
infracción simple que se sanciona con multa de 1.000 a
150.000 pts.
Junto a la declaración, en la que debe constar la 
identificación de transmitente y adquirente y un domicilio a 
efectos de posibles notificaciones, debe el sujeto pasivo 
presentar una relación de su patrimonio preexistente en la 
fecha de devengo del impuesto. La presentación de estos 
documentos y la declaración tributaria deberán llevarse a cabo 
en el plazo de seis meses, en las adquisiciones por causa de 
muerte, contados desde el día del fallecimiento del causante o 
desde el día en que adquiera firmeza la declaración de 
fallecimiento. En el caso de transmisiones lucrativas ínter 
vivos el plazo será de treinta días hábiles, a contar desde el 
siguiente a aquél en que se cause el acto o contrato.
Presentada la declaración tributaria ante el órgano 
competente, la Administración podrá comprobar el valor de los 
bienes y derechos transmitidos por los medios de 
comprobación establecidos en el artículo 52 LGT. La 
comprobación es facultativa, pero las liquidaciones que se 
giren sin haber practicado la comprobación definitiva del 
hecho imponible y de su valoración tendrán el carácter de 
provisionales.
Si el valor obtenido por la comprobación es superior al 
declarado, el valor comprobado será el que se utilice por la 
Administración para la liquidación del impuesto y, además, 
este valor comprobado surtirá efectos en la declaración del
pasivo se hubiese ajustado en su declaración a las reglas de valoración  
establecidas en el impuesto sobre el Patrimonio Neto".
191
Impuesto sobre el Patrimonio en la anualidad en curso y en las 
siguientes mientras que el valor resultante de la aplicación de 
las reglas de valoración en este último impuesto no surja un 
valor superior.
En cambio, cuando la comprobación de valores arroje un 
valor inferior al declarado, será éste último el que se tome 
como valor para la liquidación.
Los medios de que dispone la Administración para la 
comprobación de valores se encuentran previstos en el art. 52 
LGT y son los siguientes:
a) capitalización o imputación de rendimientos al 
porcentaje que la Ley de cada tributo señale o estimación por 
los valores que figuren en los registros oficiales de carácter 
fisca l.
b) precios medios en el mercado.
c) cotizaciones en mercados nacionales y extranjeros.
d) dictamen de peritos de la Administración.
e) tasación pericial contradictoria.
f) cualesquiera otros medios que específicamente se 
determinen en la Ley de cada tributo.
Si la Administración mediante el expediente de 
comprobación establece un valor de los bienes distinto y 
superior al declarado por el sujeto pasivo, este valor deberá, a 
nuestro entender, notificarse al sujeto pasivo con el fin de que 
lo acepte o lo recurra. Ello trae su causa en lo dispuesto en el 
art. 121.26 LGT, según el cual el aumento de la base tributaria 
sobre la resultante de las declaraciones debe notificarse al 
sujeto pasivo, con expresión concreta de los hechos y 
elementos adicionales que la motiven, unido al art. 165.b) LGT
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según el cual los actos de comprobación de valores son 
recurribles en vía económico-administrativa. De no notificarse 
el aumento de valor de los bienes, el sujeto pasivo se 
encontraría en una situación de indefensión puesto que no 
podría recurrir el valor comprobado. El aumento de valor debe 
estar motivado suficientemente pues, de lo contrario el acto 
no estará ajustado a derecho. El TS ha sido muy explícito en 
cuanto a las notificaciones de las comprobaciones de valores y 
la posible indefensión de los sujetos pasivos:
“ En efecto, por muy lacónica y sucinta que se 
interprete la obligación administrativa de concretar 
los hechos y elementos adicionales motivadores de la 
elevación de la base, no se puede llegar a entender 
cumplida merced a la estampación de un sello de 
caucho del siguiente tenor literal: En los valores 
atribuidos a los bienes que se relacionan se han 
tenido en cuenta: los valores catastrales, índice de 
precios medios y valores de transacción de los 
mismos en el término municipal; que ciertamente, no 
es más que una enumeración de medios de 
comprobación sin expresión, siquiera, de los factores 
que las individualizan, como fecha de implantación, 
conceptos o subconceptos tenidos en cuenta, 
transacciones análogas contempladas, etc., sin cuyo 
conocimiento, ciertamente el sujeto pasivo carece de 
elementos de juicio para aceptar fundadamente la 
valoración o para impugnarla y defenderse”181.
181 STS 2-111-1989 (Ar. 2057); en el mismo sentido SsTS 26 -III- 
1989 (Ar. 4 6 0 7 ,4 6 0 8 ), 9 -X -1 9 8 9  (Ar. 7 074 ); 2 3 -X II-1 991 (Ar. 3 27 );  
3-11-1992 (Ar. 1450); 2 0 -V I-1 9 9 2  (Ar. 5 922 ); 2 -X -1 9 9 2  (C aT  nfi 173, 
pág. 92) entre otras. Por su parte también el TEAC ha exigido la titulación 
suficiente, e incluso la necesidad de la total identificación del funcionario que 
practica la comprobación, pues de lo contrario se incurriría en una actuación
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Pero no basta que la comprobación de valores se 
notifique al interesado y esté motivada sino además es 
necesario que la valoración la lleve a cabo una persona con 
título suficiente para ello, atendiendo entre otras 
circunstancias, a las características de los bienes objeto de 
valoración1®2.
Sintetizando el procedimiento en el ISD sería el
siguiente:
1.- Los sujetos pasivos aportan a la Administración 
competente la declaración tributaria y los documentos 
exigidos. Deben los sujetos pasivos consignar en la declaración 
el valor que atribuyen a los bienes. Con el fin de eximirse de 
responsabilidad ante posibles sanciones pueden consignar 
como valor el que resulte de las aplicaciones del Impuesto 
sobre el Patrimonio.
2.- La Administración continuará con la gestión del 
impuesto, procediendo a la liquidación del mismo. Puede 
comprobar los valores declarados por el sujeto pasivo 
recurriendo a los medios previstos en el art. 52 LGT. La 
Administración goza de discrecionalidad en cuanto a la 
elección del medio a utilizar en la comprobación de valores, 
siempre claro está, que se ciña a los medios establecidos en el 
art. 52 LGT y que el medio utilizado sea el idóneo para la 
actuación de valoración. Esta facultad de elección y sus
nula por producir indefensión en ei sujeto pasivo ( Res. TEAC de 22 de julio de 
1 9 9 2 ) .
182 En este sentido STS 9-V-1988 (Ar. 3819).
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limitaciones han sido puestas de manifiesto tanto por el TEAC 
como por el Tribunal Supremo en reiteradas ocasiones1®3.
Además hay que tener en cuenta que la comprobación de 
valores por parte de la Administración no es infalible, ni el 
dictamen de peritos por la Administración hace prueba plena 
siendo susceptible de contrastación y por ello es preciso 
conocer los criterios de valoración que se han tenido en 
cuenta, no siendo suficientes las referencias a generalidades y 
abstracciones184.
Por lo que se refiere a los peritos de la Administración, 
como ya hemos comentado, deben estar cualificados o, lo que 
es lo mismo, deben gozar de titulación suficiente con respecto 
a la naturaleza de los bienes a valorar. En este aspecto tanto el 
TEAC como el TS coinciden en la exigencia del título 
profesional del perito, no bastando en el expediente de 
comprobación que la tasación venga firmada por el funcionario 
encargado del servicio ya que:
"esta fórmula nada indica sobre su 
idoneidad para tasar y la incertidumbre sobre la
*183 En este sentido el TEAC en Res. de 22-V -1991, afirmó que “el 
liquidador goza de una absoluta díscrecionalídad para seleccionar el medio de 
comprobación, siempre que sea adecuado a los bienes”, pero esta “libertad de 
elección del medio de comprobación, de que goza la Administración Tributaria, se 
cifíe a los medios previstos en la Ley.” (Res. TEAC 6-X I-1991). La misma 
opinión mantiene el TS , vid., entre otras, SsTS 29-V -1970, 2 -IV -1975  y 12- 
V-1979. Por su parte el TSJ de Valencia entiende que el valor asignado a un bien 
a efectos de subasta es un medio de comprobación válido y aplicable (STSJ de 26- 
1 1 -1 9 9 1 ) .
184  Vid. entre otras. STS 23-XII-1991 (Ar. 327).
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aptitud del tasador es motivo de indefensión para el 
contribuyente185” .
El sujeto pasivo puede solicitar la tasación pericial 
contradictoria para demostrar que el valor comprobado por la 
Administración no es el valor real del bien186, tendiendo en 
cuenta que la tasación pericial contradictoria sólo la puede 
solicitar dentro del plazo de reclamación de la primera 
liquidación practicada con los valores obtenidos de la 
comprobación187.
3.- Si se practica la comprobación de valores y el valor 
obtenido resulta superior al declarado se utilizará aquél para 
determinar la base imponible del impuesto. En caso contrario 
el valor a utilizar será el valor declarado por el sujeto pasivo.
4.- El valor comprobado en el ISD tiene repercusión en 
otros tributos. En efecto, el valor de los bienes obtenido 
mediante el expediente de comprobación será el valor que se 
utilice a efectos del Impuesto sobre el Patrimonio, mientras
1 8 5  Ress. TEAC 13-X II-1989 , 20-11-1991. En Res. 2 2 -V II-1 9 9 2  el 
TEAC añade que no se cumple el requisito de idoneidad del perito cuando en el 
expediente no consta la fecha del dictamen, ni la identidad del perito ni su 
titulación siendo además su firma ilegible. Por lo que se refiere a la titulación del 
perito ésta debe ser acorde con la naturaleza del bien objeto de valoración, siendo 
por tanto los Arquitectos los técnicos capacitados para la valoración de bienes 
urbanos y los Ingenieros Agrónomos los técnicos cualificados para valorar 
parcelas rústicas. Vid. entre otras, SsTS 26-11-1985, 13-11-1988,10 -X - 
1 9 8 8 , 2 3 -X II-1 9 91 .
1 8 6  e i j s j  de Valencia en sentencia de 24-X -1990 , afirmó que el 
dictamen pericial privado emitido por técnico cualificado suficientemente para la 
evaluación del informe ... y ajustado a la aplicación de criterios de tasación 
idóneos para el fin que se pretende, debe ser aceptado como elemento probatorio 
bastante para desvirtuar la presunción de legalidad que inviste el acto  
adm inistrativo.
187 art. 98. 1. Rgto ISD.
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de las reglas previstas en este último no se obtenga un valor 
superior. La repercusión no acaba con el Impuesto sobre el 
Patrimonio, puesto que este valor comprobado servirá también 
para determinar la renta presunta imputada por la titularidad 
de bienes inmuebles urbanos no arrendados en el IRPF, y para 
determinar el valor de adquisición de los bienes en el supuesto 
de los incrementos de patrimonio.
5.- La Administración goza de un derecho de adquisición 
sobre los bienes cuando el valor comprobado exceda en más del 
100 por 100 del valor declarado188.
En conclusión, podemos afirmar que pese a que el 
legislador ha establecido como valor de los bienes el valor real 
de los mismos, en definitiva será el valor comprobado el que 
sirva en la generalidad de los supuestos para determinar la 
base del impuesto, siempre y cuando este valor sea superior al 
declarado, pues de lo contrario será éste último el que se 
utilice para la determinación del impuesto. Parece claro que 
esta situación va a plantear discriminaciones y desigualdades 
no justificadas. En primer lugar, se van a plantear problemas
art. 19 U SD  “ Derecho de adquisición por la Administración. 1.- La 
Administración Pública tendrá derecho de adquirir para sí cualquiera de los 
bienes y derechos que hayan sido transmitidos, cuando su valor comprobado 
exceda en más del 100 por 100 del declarado. Este derecho sólo podrá ejercitarse 
dentro de los seis meses siguientes a la fecha de firmeza de la liquidación del 
impuesto.
2.- Siempre que se haga efectivo el derecho de adquisición por la 
Administración, y antes de la ocupación del bien o derecho de que se trate se 
abonará al interesado la cantidad que hubieres asignado como valor real del 
mismo en la declaración que se refiere el número 2 del artículo anterior.
3.- En el supuesto de que el Interesado hubiere ingresado por el 
impuesto sobre sucesiones y donaciones alguna cantidad por la adquisición de 
bienes o derechos sobre los que la Administración haya ejercitado el derecho 
reconocido en este artículo, se procederá a la devolución, en la forma que 
reglamentariamente se determine, de la porción de impuesto que corresponda al 
exceso sobre la cantidad abonada al Interesado”.
197
de valoración puesto que al ser un impuesto cedido la 
competencia en materia de comprobación de valores 
corresponde a los órganos de las Comunidades Autónomas, en 
virtud de lo dispuesto en el art. 13 a) de la Ley 30/1983, de 
Cesión. Problemática que puede agravarse, como veremos 
posteriormente, si la Administración no practica la 
comprobación por sí misma, sino que, por el contrario, acude a 
entidades privadas para que realicen las valoraciones.
En segundo lugar, el hecho de que si el valor declarado es 
superior al comprobado prevalezca sobre éste último, puede 
producir agravios comparativos injustificados. Pensemos, por 
ejemplo, en dos sujetos pasivos que han recibido dos 
inmuebles urbanos sitos en el mismo bloque de edificios, uno a 
título de herencia y otro mediante donación. Uno de los sujetos 
pasivos establece como valor del bien, el precio que se ha 
pagado por un inmueble de la finca con las mismas 
características, 7.000.000 pts, mientras que el otro sujeto 
pasivo ha establecido como valor el catastral, 2.500.000 pts. 
La Administración tras comprobar los valores declarados 
establece que el valor de los bienes inmuebles urbanos es de
6.500.000 pts. En consecuencia, el sujeto pasivo que había 
declarado el bien inmueble por un valor de 7.000.000 pts, 
tributará según ese valor, mientras que el sujeto pasivo que 
había declarado como valor del bien el catastral tributará por 
un valor de 6.500.000 pts.
Por todo ello, creemos que en las transmisiones 
lucrativas donde no existe un precio efectivo que nos sirva de 
referencia para determinar el valor del inmueble, y en aras de 
la seguridad jurídica, se debería acudir a un valor objetivo 
determinado. Creemos que este valor objetivo, no debe ser otro 
que el valor catastral. Este valor catastral tal y como se 
encuentra perfilado en la actualidad entendemos que puede
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llegar a reflejar el valor real de los bienes, puesto que se 
tiene que establecer teniendo en cuenta el valor de mercado 
pero sin sobrepasarlo. Este valor catastral, amén de ser un 
valor fijado por la Administración, es un valor absolutamente 
conocido por el contribuyente, y siempre que se cumplan con 
las previsiones establecidas en la LRHL en cuanto a las 
actualizaciones y revisiones de los Catastros Inmobiliarios, 
será actual.
1.2.3.3.2. La comprobación de valores y el ITP.
Al igual que en el ISD, también en el ITP la
Administración puede comprobar los valores declarados por los 
sujetos pasivos. Sin embargo al estar el procedimiento de 
gestión basado como regla general en la autoliquidación, la 
comprobación de valores no presenta el mismo alcance e 
importancia que en el ISD189 . Los medios utilizados por la
189 art. 49 TR. “ La Administración podrá, en todo caso, comprobar el 
valor real de los bienes y derechos transmitidos o, en su caso, de la operación 
societaria o del acto jurídico documentado.
2.- La comprobación se llevará a cabo por los medios establecidos 
en el artículo 52 de la Ley General Tributaria.
Si de la comprobación resultasen valores superiores a los
declarados por los interesados éstos podrán impugnarlos en los plazos de
reclamación de las liquidaciones que hayan de tener en cuenta los nuevos valores. 
Cuando los nuevos valores puedan tener repercusiones tributarias para los 
transmitentes se notificará a éstos por separado para que puedan proceder a su 
impugnación en reposición o en vía económico-administrativa o solicitar su 
corrección mediante tasación pericial contradictoria y, si la reclamación o la 
corrección fuesen estimadas en todo o en parte la resolución dictada beneficiará 
también a los sujetos pasivos del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados.
3.- Cuando el valor declarado por los interesados fuese superior al 
resultante de la comprobación, aquél tendrá la consideración de base imponible.
4.- Si el valor obtenido de la comprobación fuese superior al que 
resultase de la aplicación de la correspondiente regla del Impuesto sobre el 
Patrimonio, surtirá efecto en relación con las liquidaciones a practicar a cargo 
del adquirente por dicho impuesto por la anualidad corriente y las siguientes.
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Administración para la comprobación de valores en el ITP son 
los mismos que en el ISD, es decir, los medios previstos en el 
art. 52 LGT. La Administración no puede utilizar medios 
distintos de los previstos en el art. 52 LGT para la 
comprobación de los valores declarados. Si acude a medios 
distintos la comprobación de valores será nula por no 
ajustarse a derecho190.
En cuanto a la comprobación de valores en el ITP se han 
producido cambios legislativos que pueden traer consigo 
cuestiones problemáticas. Nos estamos refiriendo a los 
cambios introducidos por la Ley 29/1991, de 16 de diciembre, 
sobre adecuación de determinados conceptos impositivos a las 
Directivas y Reglamentos de las Comunidades Europeas191.
Ente otros aspectos, se da una nueva redacción al art. 49 
TR introduciendo, como veremos, la limitación del momento en 
que se puede solicitar la tasación pericial contradictoria para 
los sujetos pasivos del ITP.
5.- Cuando el valor comprobado exceda en más del 100 por 100 
del declarado, la Administración Pública tendrá derecho a adquirir para sí los 
bienes y derechos transmitidos, derecho que sólo podrá ejercitarse dentro de los 
seis meses siguientes a la fecha de firmeza de la liquidación del impuesto. 
Siempre que se haga efectivo este derecho, se devolverá el importe del impuesto 
pagado por la transmisión de que se trate. A la ocupación de los bienes o derechos 
ha de preceder el completo pago del precio integrado exclusivamente por el valor 
declarado."
1 90 Vid. entre otras STS 30-IX -1988 (Ar. 7362).
191 Las modificaciones introducidas en el ITPAJD no sólo responden a la 
necesidad de adaptación a las normas comunitarias sino también a la necesidad de 
actualización de las normas, sobre todo en el aspecto que nos ocupa, por su 
adaptación a lo dispuesto en la Disposición Adicional Cuarta de la Ley de Tasas y 
Precios Públicos. Sobre este punto vid, HUESCA BOADILLA, R. : “ El alcance de 
las modificaciones introducidas por la Ley 29/1991, de 16 de diciembre, en ios 
aspectos formales del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados", Noticias CEE, nfi 96, 1993, pág. 61.
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En síntesis el procedimiento en el ITP será el siguiente:
1.- El sujeto pasivo presentará declaración-liquidación 
en el plazo de treinta días a contar desde la realización del 
hecho imponible acompañando a la declaración el documento 
comprensivo del mismo e indicando el valor del bien. Con el fin 
de eximirse de responsabilidad ante posibles sanciones pueden 
consignar como valor el que resulte de las aplicaciones del 
Impuesto sobre el Patrimonio.
2.- La Administración puede, en todo caso, comprobar los 
valores declarados por el sujeto pasivo recurriendo a los 
medios previstos en el art. 52 LGT. Practicada la comprobación 
de valores, por técnico competente, debe notificarse al sujeto 
pasivo con expresión de los elementos y medios que se han 
utilizado para la determinación del valor. Estas notificaciones 
deben estar motivadas. Por lo que se refiere a la motivación, 
como ya hemos indicado anteriormente, no basta con referirse 
a una serie de generalidades como “ condiciones de uso y 
volumen, situación, características, intrínsecas y grado de 
urbanización” sino datos concretos de la valoración192. Esta 
falta de motivación no sólo produce indefensión respecto del 
contribuyente sino que además impide una correcta 
fiscalización por parte de los tribunales puesto que con esta 
actuación se priva a los mismos de elementos imprescindibles 
para pronunciarse sobre la adecuación o inadecuación a la 
realidad de la valoración impugnada193.
192  entre otras STS 17-V II-1992 (Ar. 6575).
1 9 3  En este sentido STS 2 -X -1992 ; 30*111-1992 (A r.2351); 20 -V I- 
1992  (Ar. 59 2 2 ); 18-1- 1992 (Ar. 6 5 0 ); 3-11-1992 (A r. 1 4 5 0 )3 0 -X I-  
1991 (Ar. 544); 23-X II-1991  (Ar. 32 7 ).
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Por otra parte, la motivación en las valoraciones no sólo 
sirve para que el sujeto pasivo no quede indefenso ante la 
actuación de la Administración, sino que además es requisito 
necesario para probar por parte de la Administración que el 
valor declarado por el contribuyente no es el ajustado 
conforme a las reglas del impuesto. En efecto, en virtud del 
art. 114 LGT quien haga valer su derecho deberá probar los 
hechos normalmente constitutivos del mismo. Por ello, si el 
contribuyente, de acuerdo con las normas del impuesto, declaró 
un valor y la Administración considera que el bien en cuestión 
tiene un mayor valor que el declarado, deberá probarlo. En este 
sentido el TS en sentencia de 30 de marzo de 1992 afirma que:
“No se puede decir que es el sujeto pasivo 
quien debe probar estos extremos: éste declaró un 
valor, ...y es la Administración quien alega que este 
hecho no es cierto y que la finca tiene un valor mayor. 
Esta circunstancia le obliga a ser ella quien prueba 
los hechos.... Y como en el caso debatido... no puede 
hablarse de comprobación... porque no puede 
calificarse de informe razonado el emitido... el 
resultado de la comprobación es nulo...”194.
Junto a la motivación es requisito de validez la 
constancia de la titulación del técnico que ha practicado la 
valoración. En este sentido es doctrina reiterada, tanto del 
TEAC como del TS, que la valoración carece de validez cuando
194 Ar. 2351. Por su parte la AN. en sentencia de 29-X -1992, exige 
como requisito de validez la necesidad de notificación del aumento de base en lazs 
comprobaciones de valores (GF nfi 109, 1993, pág. 70). El TSJ Valencia, 
sentencia 23-X I-1992, declara la nulidad de una comprobación de valores por 
falta de motivación (GF n8 109, 1993, pág. 78).
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no se identifica el funcionario ni su titulación en el acto de 
comprobación de valores195.
Hasta diciembre de 1991, fecha en que se aprueba la Ley 
29/1991, de adaptación de conceptos impositivos, el sujeto 
pasivo podía recurrir el acto de de comprobación de valor y 
solicitar la tasación pericial contradictoria antes de 
producirse la liquidación del tributo. Esta posibilidad ha
desaparecido para los sujetos pasivos del ITP, que únicamente 
pueden presentar la solicitud de tasación pericial 
contradictoria dentro del plazo de la primera reclamación que 
proceda contra la liquidación efectuada sobre los valores 
comprobados196. Las modificaciones introducidas en los arts. 
49, 50 y 51 TR dan lugar a situaciones cuanto menos
discutibles como vamos a tener ocasión de exponer.
En primer lugar, el art. 49 TR en su actual redacción 
parece contener la supresión del acto de comprobación de 
valores previo y por tanto notificadle por separado de la
liquidación practicada197. En efecto, el art. 49 establece que 
cuando los valores comprobados resulten superiores a los
declarados los interesados podrán impugnarlos en los plazos de 
reclamación de las liquidaciones que hayan de tener en cuenta 
esos valores. En nuestra opinión, sin embargo, este precepto no 
viene a suprimir el acto de comprobación de valores como acto 
previo, sino a limitar la posibilidad de impugnación del mismo
19$ Vid nota 185.
196art. 50 TRITPAJD.
1 07 En este sentido vid. HUESCA BOADILLA, R. : “ El alcance de las 
modificaciones introducidas por la Ley 29/1991...", op. cit., pág. 68.
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a una fase posterior del procedimiento de gestión, 
probablemente con el fin de evitar paralizaciones en el mismo.
Con anterioridad a la modificación del art. 49 TR los 
sujetos pasivos podían impugnar el valor comprobado y 
solicitar la tasación pericial contradictoria para rebatir el 
citado valor lo que suponía, en la práctica, la suspensión del 
procedimiento de gestión hasta que la controversia se había 
resuelto. Junto a la paralización del procedimiento hay que 
poner de manifiesto, que puesto que la impugnación se llevaba 
a cabo antes de la propia existencia de la liquidación, al 
finalizar la controversia la Administración, evidentemente, no 
podía exigir intereses de demora ni recargos al no existir 
todavía una deuda líquida y exigióle. Con la modificación del 
art. 49 TR sí va a ser posible por parte de la Administración 
exigir intereses, puesto que la liquidación se va a practicar 
antes de que se produzca la impugnación y, en consecuencia, 
aunque con la solicitud de tasación pericial contradictoria se 
produzca la suspensión del ingreso de la liquidación practicada 
cuando finalice la controversia la Administración podrá exigir 
los intereses de demora correspondientes.
Junto a esto hay que dejar constancia que tras la 
modificación de los preceptos analizados, es únicamente la 
solicitud de tasación pericial contradictoria el supuesto que 
va a producir suspensión del ingreso de la liquidación y de los 
plazos de reclamación contra la misma, sin necesidad de 
consignación alguna. Ello quiere decir que cuando el sujeto 
pasivo no discrepe de la valoración en sí misma considerada 
sino, por ejemplo, de la carencia de motivación, o de los 
elementos tenidos en cuenta o de la titulación del técnico que 
ha realizado la valoración, deberá consignar la deuda tributaria 
y solicitar la suspensión del ingreso. Esta distinción de trato 
no nos parece razonable.
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Pero no terminan en este punto las cuestiones 
problemáticas de estos preceptos. Se contempla como supuesto 
específico el hecho de que la comprobación de valores tenga 
repercusiones tributarias para los transmitentes (léase 
Disposición Adicional Cuarta de la LTPP). En este supuesto, se 
mantiene la notificación por separado, y previamente a la 
liquidación, de la comprobación de valores para que puedan 
impugnarla o solicitar la tasación pericial contradictoria. En 
el supuesto en que les fuera favorable, la solución de la 
controversia beneficiará a los adquirentes. Evidentemente, la 
necesidad de notificar al transmitente el valor comprobado no 
es discutible máxime cuando esta comprobación puede traer 
como consecuencia la aplicación de la Disposición Adicional 
Cuarta LTPP.
Para concluir, debemos dar nuestra opinión al respecto 
de estas “adaptaciones”. En primer lugar, y como parece 
evidente, no han sido unas meras adaptaciones de conceptos 
impositivos como reza la Ley sino que suponen unas auténticas 
modificaciones del ordenamiento. Dejando al margen este 
aspecto formal y entrando en el fondo de los preceptos 
entendemos que esta modificación no ha tenido en cuenta
algunos aspectos que creemos importantes en aras de la 
seguridad jurídica del contribuyente.
En nuestra opinión, el procedimiento de gestión 
tributaria está integrado por una serie de actos
administrativos, algunos de ellos de trámite y otros que tienen
como característica esencial ser, al propio tiempo, de trámite
y defin itivos198. Entre estos actos administrativos se
198 En este mismo sentido vid. SIMON ACOSTA, E. “ La comprobación 
tributaria. Comprobación de valores. Tasación pericial contradictoria”, op.cit., 
pág. 68.
205
encuentra la comprobación de valores. En efecto, el acto de 
comprobación de valores es un acto de trámite por cuanto sirve 
para proseguir el procedimiento de gestión pero al mismo 
tiempo es un acto definitivo por cuanto puede ser impugnado en 
vía económico-administrativa por el sujeto pasivo, según 
dispone el art. 165 LGT. En consecuencia, si el acto de 
comprobación de valores tiene la característica de ser un acto 
definitivo, éste debe ser notificado previa y separadamente a 
la liquidación para que el sujeto pasivo pueda impugnarlo pues 
de otro modo se podría producir la indefensión del mismo. La 
necesidad de notificación separada de los actos de 
comprobación de valores ha sido una exigencia constante para 
la jurisprudencia del Tribunal Supremo, siendo una de las 
causas de nulidad de las actuaciones de valoración199.
Junto a la opinión jurisprudencial hay que analizar el art. 
52 LGT, en cuyo texto podemos observar como se distinguen 
dos actos independientes. En efecto, el precepto aludido habla 
de la posibilidad de promover la tasación pericial 
contradictoria dentro del plazo de la primera reclamación que 
proceda contra la liquidación practicada o contra el acto de 
comprobación de valores debidamente notificado. Esta dualidad 
hace que podamos afirmar que se distinguen dos actos: el de 
comprobación y el de liquidación que deben notificarse al 
sujeto pasivo. Además, debemos tener en cuenta que cuando el 
valor comprobado es superior al valor declarado aquél es el que 
se tomará en cuenta a la hora de practicar la liquidación y, en 
consecuencia, debe ser notificado al sujeto pasivo ya que todo 
aumento de la base imponible debe ser notificado al sujeto 
pasivo, en virtud del art. 121. 2 LGT.
1 " E n t r e  o tras S TS  2 2 -V I-1 9 9 2  (A r. 5 9 2 2 );  S T S  3-11-1992  
( A r . 1 4 5 0 ) .
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En consecuencia, consideramos que no puede suprimirse 
ia notificación independiente y separada del acto de 
comprobación de valores, notificación que, por otra parte, 
consideramos debe ser previa a la liquidación del impuesto en 
virtud del art. 121. 2. LGT y para hacer efectiva la posibilidad 
de reclamación del acto de comprobación en virtud del art. 165 
LGT. Además, consideramos esta notificación necesaria para 
garantizar la seguridad jurídica del contribuyente así como los 
demás postulados constitucionales. Debe tenerse en cuenta que 
el valor comprobado a efectos del ITP o del ISD afectan a 
múltiples figuras tributarias y, en consecuencia, debe exigirse 
el máximo rigor en cuanto a su aplicación. Por ello, 
entendemos que la modificación de los arts. 49, 50 y 51 TR no 
es ajustada a derecho y por tanto deberá haber un 
pronunciamiento jurisprudencial al respecto.
3.- Si se practica la comprobación de valores y el valor 
obtenido resulta superior al declarado se utilizará aquél para 
determinar la base imponible del impuesto. En caso contrario, 
el valor a utilizar será el valor declarado por el sujeto pasivo.
4.- El valor comprobado en ITP, igual que en el ISD, tiene 
repercusión en otros tributos. En efecto, el valor de los bienes 
obtenido mediante el expediente de comprobación será el valor 
que se utilice a efectos del Impuesto sobre el Patrimonio, 
mientras de las reglas previstas en este último no se obtenga 
un valor superior. La repercusión no acaba con el Impuesto 
sobre el Patrimonio, puesto que este valor comprobado servirá 
también para determinar la renta presunta por los inmuebles 
urbanos no arrendados en el IRPF.y para determinar el valor de 
adquisición de los bienes en el caso de los incrementos de 
patrimonio.
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5.- También en el ITP la Administración goza un derecho 
de adquisición de los bienes cuando el valor comprobado excede 
en 100 por 100 del valor declarado.
Junto a este efecto de la adquisición de los bienes por 
parte de la Administración, no hay que olvidar la espada de 
Damocles que gravita sobre todo sujeto de una adquisición 
onerosa sometida al ITPAJD. Nos referimos, como no, a la 
Disposición Adicional Cuarta de la LTPP. Con esta Disposición 
los efectos de las comprobaciones de valores se multiplican y 
se confunden. Creemos oportuno reproducir el texto de este 
Disposición para proceder a su análisis.
“ Tratamiento fiscal de las diferencias de valor 
resultantes de la comprobación administrativa. En las 
transmisiones onerosas por actos ínter vivos de 
bienes y derechos que se realicen a partir de la 
entrada en vigor de la presente ley cuando el valor 
comprobado a efectos del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales exceda del consignado 
por las partes en el correspondiente documento en 
más del 20% de éste y dicho exceso sea superior a 
2.000.000 pts, éste último de la tributación que 
corresponda por el impuesto citado tendrá para el 
transmitente y para el adquirente la repercusiones 
tributarias de los incrementos patrimoniales 
derivados de transmisiones a titulo lucrativo”.
Lo primero que llama la atención, si es que el actuar del 
legislador aún nos puede llamar la atención, es la ubicación de 
este norma, que poco, por no decir nada, tiene que ver con la 
regulación de las tasas y los precios públicos. Sin embargo, no 
vamos a entrar en los defectos de técnica legislativa sino en 
el contenido de la disposición.
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Comienza ia misma delimitando el ámbito al cual va a 
ser de aplicación. De este modo, la disposición únicamente se 
aplica a las transmisiones ínter vivos onerosas que tributen en 
el Impuesto sobré Transmisiones Patrimoniales. Ello quiere 
decir que no se someten a los efectos de esta disposición las 
transmisiones lucrativas, ni las operaciones societarias ni los 
actos jurídicos documentados, modalidades integradas en el 
ITPAJD. Pero va más allá la norma puesto que, al aplicarse 
sobre las transmisiones patrimoniales que tributen en el ITP 
se está excluyendo las transmisiones de bienes que quedan 
dentro del ámbito de aplicación del IVA, y en consecuencia, 
únicamente se grava el tráfico civil patrimonial entre 
particulares. Por tanto, según sea la transmisión- lucrativa u 
onerosa- o la persona que la realice- empresario, profesional o 
particular- se aplicará o no la disposición que ahora 
analizamos. Esta situación quiebra el principio de igualdad, 
puesto que esta distinción de trato no encuentra una 
justificación razonada.
En segundo lugar, en la redacción del precepto se habla 
del valor comprobado a efectos del ITP. Este valor comprobado 
en el ITP, como hemos visto, debe acomodarse a los medios 
establecidos en el art. 52 LGT y, lo que es más importante, gira 
sobre el valor declarado por el sujeto pasivo puesto que para 
que pueda hablarse de comprobación de valores en sentido 
estricto como procedimiento de comprobación debe haber un 
valor declarado que sirva de punto de partida para la actuación 
de valoración por la Administración. Sin embargo, con esta 
Disposición, la diferencia ya no se establece entre el valor 
comprobado y el valor declarado, sino entre aquél y el valor 
consignado por las partes en el correspondiente documento. Por 
documento no parece entenderse la declaración-liquidación de 
los sujetos pasivos a efectos del ITPAJD sino, por el contrario,
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el documento en el que se formaliza la transmisión onerosa 
inter vivos. Ello es lógica consecuencia de la redacción del 
precepto, puesto que habla del valor consignado por las partes 
en el documento, mientras que la declaración-liquidación del 
impuesto sólo la realiza el adquirente. Ahora bien, si el valor 
comprobado es a efectos del ITP ¿por qué se compara con el 
valor consignado por las partes en un documento, público o 
privado?.
Si la comprobación de valores es nula por no ajustarse a 
los medios previstos por el art. 52 LGT cuando la valoración se 
basa en otros instrumentos ¿cómo se puede comparar el valor 
comprobado con el consignado por las partes?. Parece que el 
legislador presume que el valor declarado por el sujeto pasivo 
en la declaración-liquidación no va a coincidir en ningún caso 
con el valor consignado por las partes en el documento en el 
que se formaliza la transmisión pues de lo contrario no haría 
falta esa referencia la documento sino al valor declarado a 
efectos del ITP.
Para que la diferencia entre el valor comprobado y el 
valor consignado sea relevante a efectos de la aplicación de la 
disposición han de concurrir dos circunstancias: que el valor 
comprobado exceda en más del 20% del valor consignado y que 
ese exceso sea superior a 2.000.000 pts. Cuando ello ocurra, el 
adquirente deberá tributar en ITP por el valor comprobado y 
además, el exceso se considera incremento patrimonial 
lucrativo tanto para el transmitente como para el adquirente. 
Ello quiere decir que el transmitente tributará en el IRPF por 
el exceso como incremento patrimonial lucrativo y el 
adquirente deberá liquidar el ISD correspondiente. En 
definitiva, ambos estarán tributando con arreglo a una 
capacidad económica no real sino derivada de una actuación de 
comprobación por parte de la Administración. Actuación de
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comprobación que, por otra parte, se aleja claramente de los 
presupuestos necesarios por la legislación para llevarla a 
cabo.
En efecto, si la comprobación de valores en el ITP debe ir 
vinculada al valor declarado por las partes, según lo dispuesto 
en la propia regulación del impuesto, pensamos que no se le 
puede exigir al sujeto pasivo una tributación mayor por 
comparación entre el valor comprobado y el consignado en un 
documento distinto de la declaración-liquidación, pese a la 
existencia de la Disposición Adicional Cuarta. Esta disposición 
contraviene las normas no sólo las tributarias sino también 
los postulados constitucionales. La regulación del ITP es clara 
al respecto. Para que el valor comprobado sea utilizado como 
base del impuesto debe ser superior al valor declarado. Por 
tanto, consideramos que no se puede exigir una deuda 
tributaria a efectos del ITP cuando el valor comprobado es 
superior al valor consignado por las partes en un documento 
distinto de la declaración-liquidación puesto que esta 
magnitud no ha sido tenida en cuenta por el legislador como 
base del tributo.
1.2.3.3.3. La comprobación de valores realizada 
por persona distinta de la Administración Tributaria.
Una cuestión íntimamente relacionada con la facultad de 
comprobación de valores por la Administración es la 
posibilidad que ésta tiene de solicitar la prestación del 
servicio de valoración a empresas privadas. Esta solicitud de 
colaboración obedece a múltiples factores, entre los que cabe 
destacar la insuficiencia de medios técnicos con que cuentan 
las Comunidades Autónomas frente a la amplia labor
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encomendada tras la cesión de tributos estatales200. Esta 
insuficiencia de recursos unida al gran auge de las operaciones 
inmobiliarias en las últimas décadas ha hecho que la
Administración se encuentre desbordada y haya optado por 
solicitar la colaboración de particulares, en el caso que nos 
ocupa empresas privadas, para llevar a cabo actuaciones de 
valoración.
Hay que señalar, en primer lugar, que el simple hecho de 
que la Administración acuda a empresas privadas para 
solicitar su colaboración en labores administrativas no 
vulnera, en principio, nuestro ordenamiento jurídico. El art. 
103 CE exige de la actuación de la Administración su 
adecuación, entre otros, al principio de eficacia y su
sometimiento pleno a la ley y al Derecho, pero en ningún
momento se exige ni en la Constitución ni en el resto del
ordenamiento juríd ico que sea m aterialmente la 
Administración la que lleva a cabo todas y cada una de las 
actuaciones. Por consiguiente, siempre que no se contravenga 
el interés general, parece que no existe obstáculo alguno para 
que la Administración solicite la colaboración de empresas 
privadas que le ayuden en sus actuaciones.
Señalada esta circunstancia, hay que dejar bien claro, 
que una cosa es que la Administración solicite la colaboración 
de empresas privadas para realizar determinadas actuaciones 
y otra muy distinta es que la actuación de la Administración 
quede sustituida por la actuación de la empresa privada. Esta 
última circunstancia desvirtuaría, sin lugar a dudas, la 
relación administrado-Administración puesto que no existiría 
un acto administrativo frente al que se pudiera actuar por
2 0 0  Este y otros factores son puestos de manifiesto por CO LO M ER  
FERRANDIZ, C. en “ La colaboración de empresas privadas en la realización de 
valoraciones administrativas", BAT nfi 400, 1992, pág. 167.
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parte de aquellos. Ésta situación se complica más sí cabe, 
cuando se trata de actuaciones de valoración de bienes con 
trascendencia tributaria.
En efecto, cuando de actos de comprobación de valor se 
refiere, la situación se ve complicada por las exigencias y 
requisitos que de estos actos se han venido requiriendo tanto 
por la doctrina como por la jurisprudencia. Como ya hemos 
puesto de manifiesto reiteradamente, los actos de 
comprobación de valores son impugnables en vía económico- 
administrativa, ex art. 165.b LGT y, en consecuencia, se 
requiere un acto administrativo que pueda ser impugnado por el 
sujeto afectado por la comprobación.
Ante esta tesitura, no puede ser remitido el acto de 
valoración directamente por la empresa encargada de las 
mismas al interesado, puesto que de ser así no estamos ante 
acto administrativo alguno y se va a producir la indefensión 
del sujeto afectado. Pero además, no basta para entender que 
estamos ante un acto administrativo acorde con la legalidad 
que el funcionario de la Administración encargado del servicio 
firme la valoración sino que es necesario que la 
Administración asuma como propia la valoración.
Varios son los argumentos que avalan nuestra opinión. En 
primer lugar, el hecho de que en materia tributaria y, en 
concreto, en la relación Administración-contribuyente no 
puede interponerse una empresa privada. Hay que tener en 
cuenta que la potestad de comprobación de valores se 
encuentra atribuida exclusivamente a la Administración, por 
tanto, debe ser ésta la que se erija en titular de la actuación. 
Si la valoración la lleva a cabo una empresa privada, para 
poder surtir efectos frente al contribuyente, deberá ser 
asumida como actuación propia por la Administración, pues
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otra actuación empañaría la relación Administración- 
contribuyente y pondría en peligro principios tales como la 
seguridad jurídica.
Junto a ello, hay que tener en cuenta que tanto la 
doctrina del TEAC como la jurisprudencia del TS han venido 
exigiendo unos requisitos a los actos de comprobación de 
valores sin los cuales no podemos hablar de la existencia de un 
acto de tales características. Estos requisitos, a los que ya 
hemos hecho referencia en apartados anteriores, intentan 
proteger al ciudadano de la actuación discrecional de la 
Administración y, en consecuencia, deben exigirse tanto 
cuando la comprobación de valores se realiza directamente por 
funcionarios de la Administración como cuando estas 
actuaciones se llevan a cabo por empresas privadas.
En efecto, si las valoraciones deben realizarse por 
técnico con titulación suficiente de acuerdo con la naturaleza 
del bien en cuestión; si la identidad del técnico tasador debe 
constar sin lugar a dudas en el acto de comprobación; si no 
basta una enumeración de generalidades sino los medios 
concretos que se han utilizado en la valoración; si debe 
notificarse el acto de comprobación para no producir 
indefensión; si la comprobación debe realizarse personándose 
el técnico en el inmueble a valorar; si, en definitiva, la 
Administración es quien debe probar que su valoración es la 
ajustada a derecho y no la declarada por el contribuyente, no 
parece que pueda admitirse como actuación válida el mero 
estampillado de un sello del funcionario sobre un acto de 
valoración presentado por una empresa privada, sino que es 
necesaria la existencia de un acto administrativo de 
comprobación de valores que cumpla con todos los requisitos 
que salvaguardan la seguridad jurídica del contribuyente.
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Sobre las valoraciones por parte de empresas privadas ha 
tenido ocasión de pronunciarse el TEAC en dos resoluciones de 
22 de julio de 1992201, donde el Tribunal anula las 
valoraciones hechas por una empresa colaboradora con la 
Administración por no constar la identidad del perito tasador, 
requisito necesario cuando la valoración se lleva a cabo a 
través del dictamen de perito. Para el TEAC no basta con que en 
el expediente remitido aparezca como antefirma la expresión 
“el Arquitecto de Hacienda” sino que además debe figurar el 
nombre, apellidos, firma y rúbrica del titular del órgano del 
que emana el acto o resolución de acuerdo con la Orden de 
Presidencia del Gobierno de 10 de enero de 1981. Junto a la 
identificación del perito el acto debe estar suficientemente 
motivado. Junto a estas circunstancias, pone de manifiesto el 
TEAC que el hecho de aparecer en el acto de comprobación un 
membrete de una sociedad anónima causa incertidumbre sobre 
el autor de la valoración.
Como conclusión, si bien entendemos que la 
Administración puede solicitar la colaboración de la empresas 
privadas en la valoración de los bienes, lo cierto es que dados 
los requisitos y exigencias requeridos en tales actuaciones van 
a restringir el ámbito de colaboración de las mismas, y 
evidentemente lo que siempre será necesario será la asunción 
de la valoración por parte de la Administración y la emisión de 
una acto administrativo que se notifique al interesado, lo que 
en definitiva supone, a nuestro entender, la casi eliminación de 
la colaboración de las empresas privadas.
201 Qon anterioridad a esta Resolución se había pronunciado sobre el 
mismo aspecto el TEAR de Valencia en Res. 3 0 -V M 9 9 2  en el sentido de admitir 
las valoraciones realizadas por un empresa colaboradora siempre que vengan 
firmadas y asumidas por un funcionario y sean notificadas a los interesados por 
la Administración.
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CAPITULO 2. TRIBUTACION DE LOS BIENES 




Analizado el régimen tributario de los bienes inmuebles 
urbanos en el ámbito de la imposición estatal, centrado en la 
tributación de las personas físicas, vamos a entrar en este 
segundo capítulo -como cierre del estudio del sistema 
tributario español- en el análisis del sistema tributario local.
Nuestra Constitución contempla, en su artículo 137, una 
nueva organización territoria l, que trae consigo el 
reconocimiento de la autonomía política de los entes 
territoriales. De este modo, tanto los municipios y provincias 
como las Comunidades Autónomas, gozan de autonomía para la 
gestión de sus respectivos intereses. Esta autonomía se 
encuentra garantizada para los municipios, entidades locales 
que van a ser el objeto de nuestro estudio, en el artículo 140 
CE201.
Esta autonomía política se completa con lo previsto en el 
art. 142 CE según el cual, las Haciendas Locales deberán 
disponer de los medios suficientes para el desempeño de las 
funciones atribuidas y los recursos con los que cuenten para 
ello, serán fundamentalmente tributos propios y participación 
en los tributos del Estado y de las Comunidades Autónomas.
Ahora bien, la autonomía financiera de las Haciendas 
Locales no es ilimitada pues como ya señaló el TC en sus 
primeras sentencias:
201 “La Constitución garantiza la autonomía de los municipios. Estos 
gozarán de personalidad jurídica plena. Su gobierno y administración  
corresponde a sus respectivos Ayuntamientos, integrados por los Alcaldes y 
Concejales."
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M...la autonomía hace referencia a un poder 
limitado. En efecto, autonomía no es soberanía- y aun 
este poder tiene sus límites-, y dado que cada 
organización territorial dotada de autonomía es una 
parte del todo, en ningún caso el principio de 
autonomía puede oponerse al de unidad sino que es 
precisamente dentro de éste donde alcanza su 
verdadero sentido como expresa el artículo 2 de la 
Constitución....El principio de autonomía es 
compatible con la existencia de un control de 
legalidad sobre el ejercicio de las competencias, si 
bien entendemos que no se ajusta a tal principio la 
previsión de controles genéricos e indeterminados, 
que sitúen a la entidades locales en una posición de 
subordinación o dependencia cuasi jerárquica de la 
Administración del Estado u otras entidades 
territoriales. En todo caso, los controles de carácter 
puntual habrán de referirse normalmente a supuestos 
en que el ejercicio de las competencias de la entidad 
local incidan en intereses generales concurrentes con 
los propios de la entidad, sean del municipio, la 
provincia, la Comunidad Autónoma o el Estado..."
Y concluye el Tribunal:
“ ..La Constitución no garantiza a las 
Corporaciones Locales una autonomía económico- 
financiera en el sentido de que dispongan de medios 
propios- patrimoniales y tributarios- suficientes 
para el cumplimiento de sus funciones. Lo que dispone
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es que estos medios serán suficientes pero no que
hayan de ser en su totalidad propios.”202
La limitación a la autonomía financiera de las Haciendas 
Locales no sólo se contempla desde la unidad del territorio y la 
coordinación con los otros entes territoriales, sino también 
desde la perspectiva de los principios constitucionales que 
rigen la materia tributaria y que, al igual que ocurre con el
poder tributario de los otros entes territoriales, delimitan el
poder tributario local.
De estos principios constitucionales, interesa destacar 
los siguientes:
- Principio de reserva de ley (art. 31.3. y 133 CE). Según 
el texto constitucional y la interpretación que al mismo ha 
dado el TC en reiteradas sentencias, el principio de reserva de 
ley es un principio de carácter relativo y ello implica que 
queda bajo el dominio de la ley la creación ex novo de los 
tributos y la regulación de sus elementos esenciales.
En el ámbito que nos ocupa este principio tiene una 
especial incidencia, puesto que al no poseer potestad 
legislativa las Haciendas Locales, su intervención en materia 
tributaria va a quedar restringida a la aplicación en su 
territorio de las normas previstas en la ley. Para que este 
principio de reserva de ley sea compatible con el principio de 
autonomía local se deja cierto margen de actuación en cuanto a 
la aplicación de los tributos, consistente fundamentalmente en 
el establecimiento de gravamen por parte de la Hacienda Local,
2 0 2  STC 2- 11-1991, fdtos. jeos. 3 y 15 BJC nc1, 1981, págs. 14, 15
y 19.
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siempre dentro de unos mínimos y máximos establecidos por el 
legislador.
- Atendiendo al ámbito de extensión del poder tributario 
local nos encontramos con los principios de territorialidad y 
de libre circulación de personas, bienes y servicios. Según 
estos principios la Hacienda Local no puede establecer tributos 
que graven bienes situados, actividades desarrolladas o 
rendimientos o gastos realizados fuera de su territorio ni 
suponer obstáculo alguno para la libre circulación de personas, 
mercancías, servicios o capitales.
En síntesis, el poder tributario local es un poder limitado 
por los principios de capacidad económica, igualdad, justicia y 
progresividad, al igual que el poder tributario de los otros 
entes territoriales. Junto a estos principios, las Haciendas 
Locales, para ejercer efectivamente este poder tributario, 
necesitan de una ley que cree los tributos y determine los 
elementos esenciales de los mismos; tributos que, 
evidentemente, tendrán un ámbito de aplicación restringido al 
territorio de la Hacienda Local que los establezca.
Descendiendo al plano positivo, en nuestro ordenamiento 
jurídico la ley que regula el sistema tributario local es la Ley 
39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas 
Locales ( LRHL). Sin duda, la aprobación de esta ley constituyó 
una de las novedades legislativas más esperadas desde la 
aprobación de nuestra CE. En la Exposición de Motivos de la Ley, 
encontramos, junto con los mandatos constitucionales como 
pilares de la regulación de las Haciendas Locales, otras 
justificaciones como la endémica situación de las Haciendas 
Locales, la insuficiencia recaudatoria, la necesidad de 
simplificar y racionalizar el sistema tributario local, y
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salvaguardar la autonomía y suficiencia de las Haciendas 
Locales.
La reforma operada en la LRHL en materia impositiva se 
ha realizado- atendiendo a la Exposición de Motivos- en aras de 
la racionalización del sistema, dado que existían hasta diez 
figuras impositivas distintas desconectadas entre sí. En la 
nueva regulación las figuras impositivas quedan reducidas a 
cinco: tres impuestos obligatorios y dos impuestos
voluntarios. Las figuras impositivas creadas por la LRHL son 
las siguientes:
1.- Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Viene a sustituir a 
las Contribuciones Territoriales Urbana y Rústica y a derogar 
el Impuesto sobre Solares.
2.- Impuesto sobre las Actividades Económicas. 
Sustituye a las Licencias Fiscales de Actividades comerciales 
e industriales y de Profesionales, y el Impuesto sobre 
Radicación.
3.- Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica. 
Sustituye al Impuesto sobre Circulación.
4.- Impuesto Municipal sobre el Incremento de Valor de 
los Terrenos de Naturaleza Urbana. Sustituye al Impuesto 
conocido tradicionalmente como plusvalía.
5.- Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y 
Obras. Impuesto de nueva creación.
En nuestro estudio nos vamos centrar únicamente en dos 
impuestos: el Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI) y el
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Impuesto Municipal sobre el Incremento de Valor de los 
Terrenos de Naturaleza Urbana ( IMIVTNU).
2.1. El Impuesto sobre Bienes Inmuebles203.
La imposición sobre la riqueza inmobiliaria ha 
constituido tradicionalmente uno de los pilares de la 
financiación de las Corporaciones Locales, tanto en nuestro 
sistema tributario como en el Derecho comparado204. La 
imposición sobre la riqueza inmobiliaria a lo largo de la 
historia ha venido gravitando, bien sobre los rendimientos que 
producía o era susceptible de producir -como en el caso de la 
Contribución Territorial Urbana- o bien sobre la titularidad de 
los bienes inmuebles urbanos, es decir, por la consideración de 
elementos patrimoniales susceptibles de aumentar el 
bienestar y, en consecuencia, la capacidad económica de sus 
titulares frente a quienes no poseen estos elementos.
Tradicionalmente, la imposición sobre la riqueza 
inmobiliaria urbana se ha basado en la perfecta adecuación que 
la misma supone para la financiación de las Corporaciones 
Locales, fundamentalmente por la aplicación del principio del 
beneficio. Los servicios municipales benefician, en gran parte,
2 ° 3 arts. 61 a 78 LRHL.
2 0 4  Países como Alemania, Australia, D inam arca, EEU U , Francia, 
Irlanda, Japón, Nueva Zelanda, Holanda, Reino Unido, Suecia y Suiza cuentan 
entre los recursos fiscales de las corporaciones locales con impuestos que recaen 
sobre la propiedad inmueble. Vid. OCDE Impóts sur la propriété im m obiliére. 
París, 1983. El sistema tributarlo local italiano está siendo objeto de reforma, y 
se establece un impuesto sobre los bienes Inmuebles en sustitución del ILOR, 
impuesto sobre la renta local, vid. MITA, E. de. : “ La nuova finanza lócale”, BTI, 
nfi 17, 1990, pág. 1203.
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directamente a la propiedad lo que unido a la inmovilidad de la 
misma y la dificultad de ocultación de estos bienes hizo surgir 
esta imposición205.
Sin embargo, junto al principio del beneficio, también 
desde la capacidad económica puede argumentarse en favor de 
la existencia de esta imposición. En este sentido, las 
justificaciones o fundamentos a la imposición sobre la 
propiedad inmobiliaria urbana serían similares a las expuestas 
al hablar del Impuesto sobre el Patrimonio. Si la tenencia o 
titularidad de bienes es un índice de capacidad económica, en 
aras de la equidad y la igualdad, esta tenencia o titularidad 
deberá quedar gravada. Por ello, los impuestos sobre la 
propiedad pueden configurarse como figuras tributarias 
válidas en un sistema tributario inspirado en los principios de 
igualdad, capacidad económica y justicia así como en la 
solidaridad, como es nuestro sistema tributario.
Evidentemente, la imposición local sobre los bienes 
inmuebles urbanos -y en general la imposición sobre la 
propiedad- no puede “jugar aparte” y, en consecuencia, deberá 
establecerse la coordinación con todas las figuras tributarias 
que componen el sistema tributario y que contemplen la misma 
capacidad económica gravada por este impuesto. Queremos 
decir con ello, que si la imposición sobre bienes inmuebles se 
basa en la titularidad de los mismos, esta imposición local 
habrá de coordinarse de tal modo con los impuestos estatales 
que no produzcan una sobreimposición sobre la misma 
capacidad económica.
205  vid. DUE, J.F. Análisis económico de .... op. cit. págs. 379 y ss.; 
SAINZ DE BUJANDA, F. La contribución territorial urbana, op. cit. pág. 308 y 
ss.
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2.1.1. Naturaleza y hecho imponible.
El Impuesto sobre Bienes Inmuebles es un impuesto 
obligatorio; de gestión compartida; directo; de carácter real; 
objetivo y periódico.
Es un impuesto obligatorio, puesto que todas las 
Haciendas Locales deben contar con esta figura en su sistema 
tributario por expreso mandato del legislador. Junto al IBI se 
contemplan como impuestos obligatorios el Impuesto sobre 
Actividades Económicas y el Impuesto sobre vehículos de 
tracción mecánica. Con estas tres figuras se establece una 
unidad del sistema tributario local en el ámbito estatal que 
salvaguarda la igualdad en la tributación sin vulnerar la 
autonomía local. Por gestión compartida entendemos la 
distinción, que se puede inferir de la regulación de la LRHL, 
entre gestión catastral y gestión tributaria. La primera 
corresponde, como veremos, a un organismo autónomo del 
Estado mientras que la segunda corresponde a los 
Ayuntamientos.
Es un impuesto directo, tanto si se sigue el criterio de la 
manifestación directa de capacidad económica gravada, como 
desde el criterio de método de imposición directo. En este 
supuesto nos encontramos con un impuesto directo, ya que en 
la LRHL se establece la obligación de asumir la deuda 
tributaría al sujeto pasivo sin que éste tenga la posibilidad 
legal de repercutir la cuota en un tercero206. Es real por que
2 0 6  ESte carácter de impuesto directo, reconocido en la LRHL se ve 
matizado en el Proyecto de Ley de Arrendamientos urbanos, que en la Disposición 
Transitoria 7* dispone que para las anualidades de contrato que se inicien a 
partir de la entrada en vigor de la ley, y hasta que se produzca la extinción del 
contrato, el arrendador tendrá derecho a exigir del arrendatario el total importe
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tiene por fundamento un presupuesto objetivo, cuya naturaleza 
se determina con independencia del elemento personal de la 
relación tributaria.
Se configura el impuesto como patrimonial, recae sobre 
la propiedad o sobre la titularidad de un derecho real sobre la 
misma, con independencia de los rendimientos que produzca o 
pueda producir el bien inmueble urbano. Aquí es donde 
encontramos diferencias con la anterior legislación y en 
concreto con la Contribución Territorial Urbana que si bien se 
apoyaba sobre la titularidad de los bienes, gravaba los 
rendimientos que eran susceptibles de producir los mismos.
Quizá el cambio operado, como opina algún autor207, no 
sea tan relevante; sin embargo, consideramos que al 
establecerse el impuesto sobre el valor de los bienes y no 
sobre unos posibles rendimientos de los mismos, la adecuación 
al principio de capacidad económica se consigue de mejor 
manera, lo cual para nosotros sí es importante. Efectivamente, 
si la capacidad económica es la que sirve de base y a la vez de 
límite a la tributación, debe contemplarse como capacidad 
económica real, efectiva y no, en consecuencia, como una 
presunción de rendimientos. Por ello, consideramos más 
adecuada a los postulados constitucionales la tributación 
sobre los bienes inmuebles urbanos desde su aspecto estático, 
cuando gira sobre el valor de los mismos, que atribuyendo unos
de la cuota del IBI que corresponda al inmueble arrendado. Esto implica que para 
los sujetos pasivos del IBI que tengan la condición de arrendador del bien el 
impuesto tiene carácter indirecto mientras que en el resto de supuestos sigue 
siendo un impuesto directo.
207 SIMON ACOSTA, E. “El Impuesto municipal sobre Bienes Inmuebles", 
RHAL, n« 55-56, 1989, pág. 77; PEÑA VELASCO, G. de la “El nuevo sistema 
impositivo local (comentario de urgencia)", Ciss Comunicación, ns 72, 1989, 
pág. 50.
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rendimientos presuntos sobre los mismos que no se perciben 
efectivamente por el sujeto pasivo.
El hecho imponible del IBI está constituido por la 
propiedad de los bienes inmuebles de naturaleza rústica y 
urbana sitos en el respectivo término municipal o por la 
titularidad de un derecho real de usufructo o superficie, o la 
titularidad de una concesión administrativa sobre dichos 
bienes o sobre servicios públicos a los que estén afectados 
(art.61 LRHL).
La característica común a todos ellos es la posibilidad 
de gozar y disponer durante determinado tiempo de un bien 
inmueble de una forma plena y completa208.
El objeto del IBI son los bienes inmuebles. La LRHL no nos 
ofrece una definición de bien inmueble, aunque sí nos da una 
enumeración de lo que se entiende por bienes inmuebles 
urbanos y rústicos a los efectos del IBI.
Tampoco en el Derecho común, encontramos una 
definición de bien inmueble, sino una enumeración en el art. 
334 del Código Civil. De esta enumeración podemos extraer que 
tienen la consideración de bien inmueble: de una parte, 
aquellos que por su naturaleza tienden a permanecer en un 
lugar sin que puedan transportarse sin deteriorarse, o bienes 
inmuebles por naturaleza; y de otra, aquellos bienes que se 
encuentran vinculados a un bien inmueble, que serían los 
bienes inmuebles por destino.
208 En este sentido, MARTINEZ-ECHEVARRIA, R. : Los nuevos tributos 
municipales. Ed. Dykinson, Madrid, 1992, pág. 139.
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A efectos del IBI se consideran bienes inmuebles de 
naturaleza urbana ( art. 62 LRHL):
- el suelo urbano, el susceptible de urbanización, el 
urbanízable programado o urbanizable no programado desde el 
momento en que se apruebe un Programa de Actuación 
Urbanística; los terrenos que dispongan de vías pavimentadas o 
encintado de aceras y cuenten además con alcantarillado, 
suministro de agua, suministro de energía eléctrica y 
alumbrado público y los ocupados por construcciones de 
naturaleza urbana.
- La misma consideración tienen los terrenos que se 
fraccionen en contra de lo dispuesto en la legislación agraria 
siempre que el fraccionamiento desvirtúe su uso agrario y sin 
que ello represente alteración alguna de la naturaleza rústica 
de los mismos a otros efectos que no sean los del IBI.
- Las construcciones de naturaleza urbana entendiendo 
por tales: los edificios sean cualesquiera los elementos de que 
estén construidos, los lugares en que se hallen emplazados, la 
clase de suelo en que hayan sido levantados y el uso a que se 
destinen, aun cuando por la forma de su construcción sean 
perfectamente transportables y aun cuando el terreno sobre el 
que se hallan situados no pertenezcan al dueño de la 
construcción, así como las instalaciones comerciales e 
industriales asimilables a los mismos, tales como diques, 
tanques y cargaderos.
- Las obras de urbanización y de mejora, como las 
explanaciones y las que se realicen para el uso de los espacios 
descubiertos considerándose como tales los recintos 
destinados a mercados, los depósitos al aire libre, los campos
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o instalaciones para la práctica del deporte, los muelles, los 
estacionamientos y los espacios anejos a las construcciones.
- Las demás construcciones no calificadas expresamente 
como de naturaleza rústica.
2.1.2. Base imponible.
Ciñéndcnos al objeto de nuestro estudio, los bienes 
inmuebles urbanos, podemos afirmar que el IBI grava la 
capacidad económica puesta de manifiesto por la titularidad de 
los bienes inmuebles determinados como de naturaleza urbana 
o por la titularidad de derechos reales de usufructo o 
superficie o de concesiones administrativas sobre los mismos. 
La base imponible del impuesto está constituida por el valor de 
los bienes inmuebles urbanos.
¿ Cómo se determina el valor de los bienes a efectos del 
IBI?. A diferencia de lo que hemos podido observar en otros 
impuestos de nuestro sistema tributario como el ITP y el ISD, 
el legislador no acude a un concepto jurídico indeterminado 
como es el valor real, sino que parece realizar una 
determinación clara y explícita de qué constituye la base 
imponible.
Así, el art. 66 LRHL establece que se tomará como valor 
de los bienes inmuebles el valor catastral, valor catastral que 
se fijará tomando como referencia el valor de mercado sin que, 
en ningún caso, pueda exceder de éste. Con esta determinación 
del valor catastral parece adecuarse el legislador al principio
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de reserva de ley, que exige la configuración de los elementos 
esenciales del tributo mediante ley209.
La referencia al valor de mercado es otra de las 
diferencias existentes entre la anterior regulación de la CTU y 
la regulación del IBI. En efecto, en la regulación anterior 
también se acudía al valor catastral pero éste se obtenía a 
través de las normas reguladoras del impuesto sin referencia 
alguna a un valor de mercado como límite. Esta situación es la 
que motivó que se negara la posibilidad del sujeto pasivo de 
acudir a la tasación pericial contradictoria para rebatir el 
valor fijado por la Administración. Con la regulación del valor 
catastral en el IBI esta situación ha cambiado 
sustancialmente, dado que si bien el valor catastral sigue 
siendo un valor fijado por la Administración, para adecuarse a 
la legalidad no debe superar el valor de mercado. Por ello, el 
sujeto pasivo podrá acudir a la tasación pericial 
contradictoria cuando el valor catastral, pese a haber sido 
determinado conforme a las normas, supere el valor de 
mercado.
El art. 66, junto con el 67 y el 69 LRHL nos dan el 
contenido exacto del valor catastral.
El valor catastral de los bienes inmuebles urbanos estará 
integrado por el valor del suelo y el valor de las 
construcciones. Para calcular el valor del suelo se tendrán en 
cuenta las circunstancias urbanísticas que les afecten. El 
valor del suelo se valora por el valor de repercusión definido
209  En este sentido vid. COMAS MARTIN I. “ Una reflexión acerca de la 
base imponible del Impuesto sobre Bienes Inmuebles”, Ciss Comunicación, nfi 
81, 1990, pág. 60.
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en pesetas por metro cuadrado de construcción real o 
potencial.
Para calcular el valor de las construcciones se tendrán 
en cuenta además de las condiciones urbanístico-edificatorias, 
su carácter histérico-artístico, su uso o destino, la calidad y 
la antigüedad de las mismas y cualquier otro factor que pueda 
incidir en el mismo. Para valorar las construcciones por el 
método de reposición, se calcula su coste actual, depreciado 
por la antigüedad, uso, calidad, estado de conservación, 
carácter histórico-artístico y demás circunstancias.
De la conjunción de los artículos 66, 67 y 69 de la LRHL, 
podemos observar como el valor catastral es un valor fijado 
administrativamente, valor que deberá aproximarse al valor de 
mercado todo cuanto le sea posible y que en ningún caso podrá 
superarlo. En consecuencia, el valor catastral encuentra en el 
valor de mercado una referencia y un límite. Si tenemos en 
cuenta que el valor de mercado es un valor que, entre otros 
componentes, cuenta con la especulación, podremos entender la 
importancia que supone contar con un valor fijado 
administrativamente que se acerque al valor de mercado pero 
que ni se equipare al mismo ni lo supere.
En efecto, conseguir un valor de los bienes inmuebles 
urbanos que sea fijado por la Administración de manera 
general a todo el territorio, supone en primer lugar evitar 
desigualdades no razonadas; ahora bien, ello no implica que 
exista una total uniformidad en cuanto a la valoración de los 
bienes inmuebles, puesto que precisamente con los criterios 
utilizados para la fijación de los valores tanto del suelo como 
de las construcciones se estará teniendo en cuenta, la 
ubicación del inmueble, y todas las características propias del 
mismo así como del territorio donde está ubicado. Pero,
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evidentemente, con esta valoración a nivel nacional se puede 
garantizar una igualdad básica en las valoraciones de los 
bienes inmuebles urbanos que puede resultar necesaria para 
evitar discriminaciones injustificadas.
Junto a esta generalidad en las valoraciones, el valor 
catastral implica la existencia de un valor objetivo de los 
bienes que, sin duda, debe acercarse al valor real del mismo. 
Entendemos que el valor real del bien no puede equipararse a la 
idea de valor de mercado, precisamente por la idea apuntada 
anteriormente de la especulación. En consecuencia, si 
administrativamente se fijan valores teniendo en cuenta la 
especulación y por consiguiente, no equiparando valor 
catastral a valor de mercado, no cabe duda que el valor 
catastral se acercará al valor real del bien. En este sentido son 
bastante explícitas las palabras de RUSSINES TORREGROSA :
“ ...la Ley reguladora referencia el valor 
catastral al valor de mercado, pero no lo identifica. 
Entendemos que en la configuración de un precio de 
cualquier inmueble hay una componente especulativa, 
por lo que no siendo razonable hacer tributar sobre 
esa componente (fijada por los estudios de que 
disponemos en torno a un 20% o 30% de la 
configuración del precio) pretendemos establecer el 
valor catastral en ese 70% o 75% del valor de 
mercado”210.
210 RUSSINES TORREGROSA, J. " El Catastro en España”, PALAU 14, ns 
7, 1989, pág. 105.
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2.1.2.1. El Catastro Inmobiliario.
Los valores catastrales se fijan a partir de ios datos 
obrantes en los Catastros Inmobiliarios y podrán ser objeto de 
revisión, modificación y actualización.
Los Catastros Inmobiliarios están constituidos por un 
conjunto de datos y descripciones de los bienes inmuebles con 
expresión de superficies, situación, linderos, cultivos o 
aprovechamientos, calidades, valores y demás circunstancias 
físicas, económicas y jurídicas que den a conocer la propiedad 
territorial y la definan en sus diferentes aspectos y 
aplicaciones ( Disp. Adal. 4a LRHL).
De la definición de Catastro dada por la Disp. Adal 4a 
LRHL podemos concluir que no nos encontramos ante un mero 
inventario de bienes donde se establece administrativamente 
su valor a efectos fiscales, sino que parece seguir el modelo 
germánico de catastro, para convertirse en algo más. Con esta 
configuración el Catastro sirve a la finalidad fiscal, pero al 
propio tiempo, es un Registro de los bienes a otros efectos con 
lo que se consigue una mayor seguridad jurídica no sólo a 
efectos fiscales sino también en otras ramas del ordenamiento 
jurídico211.
La formación, conservación, renovación y demás 
funciones inherentes al Catastro Inmobiliario es de 
competencia exclusiva del Estado y se ejercen por el Centro de 
Gestión Catastral y Cooperación Tributaria (CGCCT) 
directamente o a través de convenios de colaboración 
celebrados con Ayuntamientos, Diputaciones Provinciales,
211 En este sentido, vid. ALBIÑANA GARCIA-QUINTANA, C. : “ El catastro 
Inmobiliario y el registro de la propiedad”, RDFHP, n9 223, 1993, pág. 43.
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Cabildos, o Consejos Insulares a petición de los mismos. Se 
configura el Catastro Inmobiliario como una base de datos 
utilizadle tanto por la Administración del Estado, como por la 
Administración autonómica y local( Disp. Adal. 4a.2 LRHL).
Esta atribución de competencia exclusiva por parte del 
Estado para ejercer todas las actuaciones inherentes a los 
Catastros ha sido objeto de tres recursos de 
inconstitucionalidad, interpuestos por 60 Diputados del 
Parlamento estatal, por el Parlamento de Cataluña y por el 
Consejo Ejecutivo de la Generalitat de Cataluña. La 
impugnación en cada uno de los recursos se basa en motivos 
diferentes, por lo que vamos a entrar someramente en cada uno 
de ellos.
- Recurso de inconstitucionalidad 591/1989, interpuesto 
por 60 Diputados del Parlamento estatal
En este recurso, se plantea la inconstitucionalidad de la 
totalidad de la Ley, y de algunos preceptos en concreto, entre 
los que no se encuentra la Disp. Adal. 4a. Se basan los 
recurrentes en que la ley no responde al concepto de bases sino 
que contiene una regulación detallada y exhaustiva de la 
Hacienda Local. Por ello, se hace prácticamente imposible la 
participación de otras entidades en la regulación de la misma, 
como las Comunidades Autónomas, que en sus Estatutos de 
Autonomía tienen asumida entre sus competencias la 
regulación del régimen local. El título competencial del 
artículo 149.1.14 CE no atribuye una competencia exclusiva y 
excluyente que impida cualquier participación de los Entes 
Territoriales en la regulación de las Haciendas Locales.
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- Recurso de inconstitucionalidad 587/1989, interpuesto 
por el Parlamento de Cataluña.
En este recurso sí encontramos una impugnación directa 
a la Disp. Adal. 4a basándose en la exclusión de la Comunidad 
Autónoma del procedimiento para la determinación del valor 
catastral. La Comunidad Autónoma de Cataluña, como otras, 
tiene asumida la competencia en materia de régimen local, en 
el art. 9.8 de su Estatuto de Autonomía, dentro de las normas 
básicas que el Estado dicte. La exclusión de la Comunidad 
Autónoma se basa por los recurrentes en la ausencia de las 
mismas entre los entes que pueden suscribir convenios con el 
CGCCT.
- Recurso de inconstitucionalidad 572/1989, interpuesto 
por el Consejo Ejecutivo de la Generalitat de Cataluña.
Al igual que el recurso anterior, se alega la 
inconstitucionalidad de la Disp. Adal. 4a, por no contemplar 
ninguna forma de participación de la Comunidad Autónoma en 
la gestión del CGCCT, lo que supone una extralimitación de la 
competencia del Estado en materia de Haciendas Locales. Para 
los recurrentes no existe título competencial alguno que 
reserve la competencia al Estado en relación con la confección 
de los Catastros Inmobiliarios, tratándose de un registro 
público de gran importancia para todas las Administraciones.
Entendemos que los problemas de inconstitucionalidad 
planteados viene determinados en una buena parte por la 
ubicación de la regulación del Catastro en una Disposición
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Adicional de la LRHL y quizá no se hubiera producido esta 
reacción de haberse establecido en una legislación específica 
sobre Catastros Inmobiliarios. Queremos poner de manifiesto 
con ello que el legislador una vez más utiliza la aprobación de 
una ley para modificar y actualizar otras normas, que están 
conectadas entre sí, pero que no son la finalidad específica 
perseguida por la ley que se aprueba.
Teniendo en cuenta que la legislación fundamental data 
de 1906, y con los cambios producidos en la ordenación 
territorial y política hasta la actualidad, se hacía necesario 
una nueva regulación de la institución que pusiera en claro 
cómo debía atribuirse la competencia en esta materia. En este 
punto, el legislador utilizó la regulación y aprobación de la 
LRHL, como podía haber utilizado sus queridas Leyes de 
Presupuestos, pero ello lo único que pone en evidencia es la 
falta de técnica legislativa pero no plantea necesariamente la 
inconstitucionalidad de la norma212.
Junto a esta falta de técnica legislativa, hay que tener 
en cuenta que si bien el Catastro y los valores en él contenidos 
sirven de base para la tributación local, no es ésta su única 
finalidad. De este modo, también en el ámbito del Impuesto 
sobre el Patrimonio, el valor catastral sirve para determinar 
el valor de los bienes inmuebles urbanos y, como consecuencia 
y por remisión, este valor podrá tener efectos también en 
otras figuras tributarias como el Impuesto sobre la Renta de 
Personas Físicas, el Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados y el Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones.
212 En este sentido vid. PALOMAR OLMEDA, A. “ El Catastro y el Estado de 
las Autonomías: apuntes sobre una posible polémica competenciar, Catastro, nfi 
5, 1990, pág. 44.
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Pero no es sólo en el ámbito tributario donde tiene 
aplicación el Catastro Inmobiliario. También tiene virtualidad 
en otras ramas de nuestro ordenamiento jurídico. A modo de 
ejemplo, en el Preámbulo de la Ley 8/1990, de 25 de julio 
sobre Reforma del Régimen Urbanístico y Valoración del suelo 
tras exponer la preocupación por el fuerte incremento del 
precio del suelo y el deber de los poderes públicos para 
conseguir una utilización del suelo de acuerdo con el interés 
general e impedir la especulación, manifiesta el legislador:
“4. En materia de valoraciones, la legislación 
y Ordenación Urbanísticas deben suministrar sólo los 
aprovechamientos susceptibles de adquisición, 
correspondiendo la valoración de éstos a las normas 
fiscales. En todo caso habrán de tenerse en cuenta las 
normas de urbanización contenidas en el 
planeamiento urbanístico, por cuanto de ellas 
dependerá el coste efectivo de aquélla. Se conseguirá 
así coordinar urbanismo y fiscalidad garantizándose 
la aplicabilídad de los criterios valorativos fiscales 
(con el régimen de vigencia y revisiones de éstos que 
se determinen), independientemente de las 
modificaciones del planeamiento que se produzcan”.
“... para cerrar esta referencia al régimen de 
valoraciones, conviene destacar otra novedad de la 
ley que puede reportar grandes ventajas prácticas. Se 
trata de la aplicación de estos criterios de valoración 
a todas las expropiaciones que se lleven a cabo por 
los poderes públicos... Tratándose siempre de 
expropiación de suelo, cuya valoración fiscal debe 
estar determinada según lo señalado anteriormente 
no parece lógico ni justo aplicar criterios de
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valoración diferentes, en función del carácter 
urbanístico o no de la expropiación...".
Evidentemente, se podría pensar por la redacción del 
Preámbulo que el legislador habla únicamente de valores 
fiscales, que no tienen por qué coincidir con el valor catastral; 
sin embargo, si nos aproximamos al articulado disipamos las 
dudas inmediatamente.
En efecto, en el Título II dedicado a las valoraciones 
podemos leer en el art. 67 que el valor inicial se determinará 
aplicando los criterios contenidos en las disposiciones 
relativas a las valoraciones catastrales; y más adelante, en el 
art. 71.2., se establece la obligación de la Administración 
tributaria para fijar el valor básico correspondiente al uso y 
tipología edificatoria característicos, así como la obligación 
de determinar la ponderación de la situación de cada parcela en 
la forma que defina la normativa sobre fijación de valores 
catastrales.
En consecuencia, lejos de afirmar que el Catastro 
Inmobiliario únicamente cumple una función tributaria en el 
ámbito local, debemos poner de manifiesto que nos 
encontramos ante una institución que cumple una función 
multidisciplinar y que, por ello, su regulación tiene un ámbito 
de aplicación muy amplio. Así, por una parte, podríamos hablar 
del Catastro Inmobiliario como un banco de datos mediante el 
cual se puede planificar la política económica y social del 
país, puesto que nos da a conocer toda la riqueza existente en 
el mismo; por otra parte, contar con un Catastro actualizado 
coadyuva a que la justicia social y la redistribución de la renta 
y la riqueza a través de los impuestos se vean garantizadas; 
desde otra perspectiva, y junto a estas funciones, un Catastro 
en el que se registren todos los datos identíficativos de los
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bienes inmuebles, va a servir de base para las valoraciones 
urbanísticas. Por último, con la existencia de un Catastro 
Inmobiliario se puede garantizar la seguridad jurídica en la 
transmisión de los bienes, puesto que puede actuar como un 
registro, donde consten no solamente los datos físicos del 
inmueble y su valoración sino también su titular y demás 
circunstancias que puedan ser importantes para la relación 
jurídica en concreto.
En conclusión, se podría afirmar que el título 
competencial por el cual el Estado asume la competencia de la 
regulación del Catastro Inmobiliario es el artículo 149.1.14, la 
Hacienda General, pues nos encontramos ante una institución 
que se inserta en el seno de la estructura general del Estado. 
En este sentido, la institución del Catastro se adecúa a las 
limitaciones en cuanto al criterio de Hacienda General que el 
propio Tribunal Constitucional concretó en la sentencia 
179/1985, de 19 de diciembre.
Ahora bien, ello no implica que las Comunidades 
Autónomas no deban participar en la confección del Catastro, 
puesto que la Administración, su personalidad única y el deber 
de actuar de acuerdo con el principio de coordinación (art. 103 
CE), requieren que las Comunidades Autónomas participen de 
algún modo en el mismo.
Todas estas circunstancias evidencian la necesidad de 
una legislación específica en materia de Catastros, donde se 
regulen todos los aspectos procedimentales, así como las 
funciones a desarrollar por los distintos entes públicos. No 
basta una Disposición Adicional en una Ley para regular una 
institución tan importante en nuestro ordenamiento.
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De este modo, con los Catastros Inmobiliarios y la 
fijación de los valores catastrales, detrayendo el componente 
de especulación, se puede conseguir el establecimiento de un 
valor de los bienes inmuebles urbanos, que no sirva únicamente 
para la aplicación en el ámbito local, sino que trascienda del 
mismo para servir de base en todos aquellos tributos donde se 
grave el valor de los bienes. Ahora bien, esta regulación 
general necesita del bastón de la ley, es decir, debería 
regularse por ley la configuración de un Catastro, en el que se 
contemplen las características de cada inmueble, los titulares 
y los valores catastrales, todo ello actualizado 
periódicamente.
2.1.3. Gestión catastral y gestión tributaria.
De la regulación del IBI podemos distinguir dentro del 
procedimiento de gestión del impuesto dos fases 
diferenciadas: la gestión catastral, que comprende todos los 
procedimientos y mecanismos para llegar a la determinación 
del valor catastral de los bienes; y la gestión tributaria que se 
inicia una vez obtenido el valor catastral.
La bifurcación en materia de gestión del IBI no es baladí, 
puesto que la gestión catastral corresponde al Estado, a través 
del CGCCT, por lo que los actos dimanados de este organismo y 
en concreto todos los actos tendentes a la determinación del 
valor catastral serán reclamadles en vía económico- 
administrativa, mientras que la gestión tributaria corresponde 
a los Ayuntamientos y los actos dictados en esta fase no son 
reclamadles en vía económico-administrativa.
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De todas formas, estimamos que esta diferenciación no 
es óbice para que se cumplan los principios constitucionales 
en materia tributaria y, por tanto, incluir la gestión catastral 
dentro del ámbito de la reserva de ley. En efecto, si con la 
gestión catastral se esté determinando la base imponible del 
IBI, el valor catastral, los elementos de cuantificación y 
determinación del mismo deben estar regulados por ley. Por 
tanto, si en la Ley se recogen los elementos esenciales de esta 
cuantificación del valor, deberá ser un Reglamento el que lleve 
a cabo el desarrollo necesario para la aplicación de la ley, pero 
en ningún caso debe ser desarrollada vía Ordenes Ministeriales 
y Circulares.
2.1.3.1. Gestión catastral.
El CGCCT se reguló por R.D. 1477/1989, de 1 de 
diciembre ( BOE de 15 de diciembre). Hay que tener en cuenta 
que el CGCCT es el único órgano encargado de la gestión 
catastral del IBI.
El CGCCT es un Organismo Autónomo el Estado de 
carácter administrativo, con personalidad jurídica y 
patrimonio propios, adscrito al Ministerio de Economía y 
Hacienda a través de la Secretaría de Estado de Hacienda. En la 
estructura del Centro podemos observar como se incluye todas 
las esferas territoriales, así por ejemplo, el Consejo Superior 
de la Propiedad Inmobiliaria (órgano central) está compuesto 
por representantes de la Administración Central, Autonómica y 
Local, y los Consejos Territoriales de la Propiedad 
Inmobiliaria están compuestos por representantes del 
Ministerio de Economía y Hacienda del CGCCT y de la
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Comunidad Autónoma y Corporaciones Locales de su 
demarcación.
Estos Consejos tienen como funciones informar los 
planes de trabajo y programas de actuación de la Gerencia 
Territorial, así como los proyectos de colaboración 
interadministrativa; aprobar la delimitación del suelo de 
naturaleza urbana, y por delegación del Director General, las 
ponencias de valores, así como ejercer las funciones que le 
sea delegadas en materia de contratación.
Centrándonos en la gestión catastral, entendiendo por tal 
la que debe realizarse para fijar la base imponible del IBI, 
debemos estudiar la fijación, revisión, modificación y 
actualización de los valores catastrales.
a. - Fijación del valor catastral. Se realiza previamente 
una delimitación del suelo de naturaleza urbana ajustada a las 
disposiciones urbanísticas vigentes, que será publicada por 
medio de edictos. Los actos aprobatorios de delimitaciones del 
suelo serán recurribles en vía económico-administrativa sin 
que la interposición del recurso suponga la suspensión del 
acto. Las reclamaciones en esta materia competen a los 
Tribunales Económico-Administrativos.
Una vez realizados los actos de delimitación del suelo se 
elaborarán las Ponencias de Valores, en las que se recogen los 
criterios, tablas de valoración y demás elementos precisos 
para llevar a cabo la fijación de los valores catastrales. Estas 
Ponencias se ajustarán a las directrices para la coordinación 
nacional de valores. Las ponencias será publicadas por edictos 
dentro del primer semestre del año inmediatamente anterior a 
aquél en que deba surtir efecto los valores resultantes de las 
mismas y son recurribles en vía económico-administrativa,
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sin que ia interposición del recurso suponga la suspensión del 
acto. Las reclamaciones en esta materia competen a los 
Tribunales Económico-Administrativos.
El anuncio de la exposición de las Ponencias de Valores 
debe efectuarse en el Boletín Oficial de la Provincia. En el 
caso de las Comunidades Autónomas uniprovinciales, podemos 
entender que este anuncio se realizará en el Boletín de la 
Comunidad213.
A partir de las Ponencias de Valores, los valores 
catastrales deberán ser notificados individualmente a cada 
sujeto pasivo antes de la finalización del año inmediatamente 
anterior a a aquel en que deba surtir efecto, podiendo ser 
recurridos en vía económico-administrativa, sin que la 
interposición de la reclamación suspenda la ejecutoriedad del 
acto. Las reclamaciones en esta materia competen a los 
Tribunales Económico-Administrativos214.
213 En este sentido RUBIO DE URQUIA, J.l. y ARNAL SURIA, S. Lev 
Reguladora de las Haciendas Locales. Ed. Abella, Madrid, 1989, pág. 284.
214 De las Ponencias de Valores se obtiene un valor individualizado que en 
los términos de la Ley es el valor catastral, que constituye la base imponible del 
Impuesto. Sin embargo, y como consecuencia de la Resolución de 15 de enero de 
1993, del CG CCT( CaT ns 176, 1993, pág. 83), por la que se aprueba un 
coeficiente RM ( relación al mercado) de 0*5, podemos encontrarnos con dos 
valores individualizados y sólo uno de ellos será el valor catastral, lo que va a 
producir anomalías en la aplicación de la LRHL. Este coeficiente RM trata de 
garantizar una valoración homogénea en todo el territorio nacional. Para ello, se 
aplica el citado coeficiente al valor individualizado resultante de las Ponencias de 
Valores, por lo que este valor ya no es el catastral sino según esta Resolución es 
el valor de mercado. El valor catastral será el resultante de la aplicación del 
coeficiente al valor individualizado. Junto a ello hay que destacar que, al 
aplicarse este coeficiente únicamente en aquellos municipios en los que se 
produzcan revisiones o modificaciones de los valores catastrales con 
posterioridad a la publicación de la Resolución se van a producir anomalías ya que 
de hecho este coeficiente supone una reducción del valor resultante de las 
Ponencias de Valores, que no se podrá dar en aquellos municipios que revisaron 
sus valores catastrales con anterioridad a la publicación de la resolución. Estas
242
El sujeto pasivo puede impugnar tanto las Ponencias de 
Valores como el valor catastral individualmente notificado. 
Entre los posibles motivos de impugnación debemos destacar 
el que las actuaciones realizadas, se alejen del valor de 
mercado que es la referencia y el límite al valor catastral. Por 
ello, entendemos que el sujeto pasivo en su impugnación podrá 
acudir a la tasación pericial contradictoria, mecanismo que es 
aplicable a la generalidad de los tributos215 y, por 
consiguiente, también es válido para este impuesto para 
rebatir el valor fijado por la Administración. No es ésta la 
opinión del TEAC que en Resolución de 9 de julio de 1986 - 
referida a la anterior legislación- determinó que la tasación 
pericial era aplicable en los supuestos de notificaciones de 
valores individuales pero no en los colectivos como era el 
supuesto de la Contribución Territorial Urbana.
Sin embargo, entendemos que esta tasación pericial 
contradictoria es un mecanismo adecuado puesto que el art.
52.2. LGT no restringe su ámbito de aplicación, sino que es 
amplio, lo que viene a reforzarse con la expresión, “en todo 
caso”. Además, siendo el valor de mercado referencia y límite 
del valor catastral, la tasación pericial contradictoria se 
erige en un mecanismo perfecto para determinar si el valor 
catastral supera o se aleja de dicho valor216.
anomalías quizá produzcan discriminaciones entre los municipios, no razonables 
y, por tanto, quiebren el principio de igualdad.
2 1 5  SsTS  1O -X II-1990 (Ar. 10 1 9 7 ), 1 7 -X II-1 9 9 0  (Ar. 1 0 2 0 9 );  
1 0 -X -1 9 9 0  (Ar. 8 298 ); 3 -IV -1 9 9 0  (Ar. 2 7 77 ); 1 2 -V I-1 9 9 0  (Im puestos, 
1990/, pág. 87)
216 En el mismo sentido vid. AGULLO AGÜERO, A. “ La determinación del 
valor catastral y su impugnación en el ámbito de la Contribución Territorial 
Urbana y del Impuesto sobre Bienes Inmuebles", RHAL, nfi 55-56, 1989, pág. 
73-75; COM AS M ARTIN , I. “ Una reflexión acerca de la base...",, op. cit., 
pág.64; TEJER IZO  LOPEZ, J.M .:M Reclamaciones y recursos contra valores
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b. * Revisión. Los valores fijados catastralmente se
revisarán cada ocho años. Consideramos que la revisión de los 
valores no debería alejarse tanto en el tiempo. Si con la
anterior legislación, en la cual se preveía la revisión de los
valores catastrales cada tres años, estas revisiones no
siempre se llevaron a cabo, parece que menos aún se revisarán 
a tan largo plazo. Pero además, si pretendemos tener un 
Catastro actualizado y que tenga plena funcionalidad no 
podemos dejar transcurrir un periodo tan largo de revisión. La 
práctica en otros países, cuando no en el nuestro, ha venido a 
demostrar que una actualización de valores a tan largo plazo 
no llega a realizarse o cuando se realiza el desfase entre los 
valores fijados y la realidad ya no tiene solución217.
En cuanto al procedimiento, es idéntico al utilizado para 
la fijación de los valores siendo válidas las opiniones respecto 
de la posibilidad de acudir a la tasación pericial 
contradictoria.
c. - Modificación de los valores catastrales.
El art. 71.1. LRHL prevé la modificación de los valores 
catastrales, de oficio o a instancia de la Entidad Local
catastrales" en La Gestión Tributaria en la Hacienda Local. Ed. CEM CI, Temas de 
Administración Local, n9 40, Granada, 1991, pág. 281 y ss.
217  Esto es lo que ha venido a ocurrirle a la Ley de Valoración Alemana. 
En Alemania, existe una valoración única para los bienes inmuebles a efectos 
fiscales, con matizaciones propias para cada figura tributaria. Esta valoración se 
aprobó y reguló por la Ley de Valoración ( Bewertungsgesetz), ley que tras fijar 
las valoraciones de los bienes en 1964, han sido actualizaciones de las mismas 
las que han venido a modificar los mismos, pero no ha habido una nueva fijación 
del valor de los bienes, lo que conduce a un desfase entre los valores fiscales y los 
valores reales. Para la evolución de esta Ley vid. CARROBE GENE, M. Estudio . op. 
cit., págs.35 a 49.
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correspondiente, cuando el planeamiento urbanístico u otras 
circunstancias pongan de manifiesto diferencias sustanciales 
entre aquéllos y los valores de mercado de los bienes 
inmuebles urbanos situados en el término municipal o en 
alguna o varías zonas del mismo.
La modificación requiere una elaboración de Ponencias de 
Valores que deberán ser publicadas por edictos y que serán 
reclamadles en vía económico-administrativa. Publicadas las 
Ponencias se notificará individualmente el valor catastral, 
valor que también será impugnable en vía económico- 
administrativa.
Esta modificación va a servir para ir actualizando los 
valores catastrales en el periodo intermedio que medie entre 
la fijación y la revisión a los ocho años. De este modo, se va a 
mantener el dinamismo del Catastro y, al mismo tiempo, 
permite que los valores catastrales no tengan que modificarse 
todos a la vez, sino que pueden modificarse por zonas, lo que 
sin duda va a simplificar la labor de modificación de los 
valores catastrales al tiempo que va a permitir modificar los 
valores allí donde realmente las circunstancias hayan variado 
mientras que donde no existan estas variantes no serán objeto 
de modificación.
Así, por ejemplo, si dentro de un término municipal y 
como consecuencia de las resoluciones tomadas en materia 
urbanística, una zona hasta ese momento catalogada como 
rústica de secano, se convierte por planeamiento urbanístico 
en suelo urbano destinado a polígono industrial, no cabe duda 
que esas circunstancias urbanísticas van a tener como 
consecuencia una variación en el valor de los terrenos, 
circunstancias que, por otra parte, únicamente afectan a esa 
zona en particular y no al resto del término municipal, con lo
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que parece evidente que el distinto trato y la modificación de 
los valores catastrales únicamente de esa zona no vulneran el 
principio de igualdad218.
d. - Actualización de los valores catastrales.
La LRHL en su art. 72, establece la posibilidad de que las 
Leyes de Presupuestos actualicen los valores catastrales por 
aplicación de coeficientes sobre los mismos. Tras establecer 
la propia LRHL un procedimiento ajustado para la valoración de 
los bienes inmuebles, este procedimiento queda desvirtuado 
con la posibilidad de actualización por Ley de Presupuestos.
Esta actualización no corresponde a circunstancias 
urbanísticas o técnicas que alejen el valor catastral del valor 
de mercado, referencia y límite del mismo, sino que es una 
cláusula de cierre a la valoración que, por otra parte, 
manifiesta la poca confianza que el propio legislador tiene 
respecto de las valoraciones y revisiones catastrales219.
Esta actualización, por otra parte, al ser lineal para 
todos los valores catastrales, puede producir desigualdades 
que no estarán razonadas y, consecuentemente, podrán causar 
quiebras en el principio de igualdad.
2 1 8  En este sentido, vid. STC 21-1-1986, G .F, n8 30, 1986, pág. 124. 
El TS en reiterada jurisprudencia también se ha pronunciado en el mismo 
sentido, vid. SsTS 31 -V -1985 , (Ar. 2426 ), 27 -V I-1 9 8 5  (Ar. 3911 ), 7 -III-
1986  (Ar. 10 5 7 ), 11-111-1986 (Ar. 1071)19-111-1986 (Ar. 11 4 0 ), 21 -
111-1986 (A r.1 142, 1526 ).
2 1 9  ge ha utilizado la actualización de valores catastrales en los
siguientes periodos impositivos: 1990, RD-L 7 /1989, de 29-X II, 5%  ( este
incremento se mantiene en la Ley 5/1990, de 29-VI ; BOE 30-VI; 1991: Ley 
31 /1990 , de 27-X II, 5%  (BOE 28-X II); 1992: Ley 31 /1991 , de 3 0 -X II, 5%  
( BOE 31-X II); 1993, Ley 39/1992, de 29-X II: 5% ( BOE 30-X II).
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Con esta actualización de valores catastrales medíante 
coeficientes, puede ocurrir que el valor de un determinado bien 
inmueble supere el valor de mercado y, en consecuencia, esta 
actualización no se ajustará al valor previsto por la LRHL 
como base imponible del impuesto. Si ello es así, este valor 
actualizado podrá ser impugnado por el sujeto pasivo quien, 
mediante la tasación pericial contradictoria entre otros 
procedimientos, podrá demostrar que el valor actualizado 
supera ese valor de mercado que, como sabemos, es un límite 
al valor catastral. Ahora bien, para poder impugnar este nuevo 
valor debería haber sido notificado individualmente al sujeto 
pasivo, puesto que nos hallamos ante un aumento de la base 
imponible del impuesto, que como tal debe ser puesto en 
conocimiento del sujeto pasivo, en virtud de lo preceptuado 
por la LGT220.
Este es otro de los problemas que se pueden plantear con 
la actualización de los valores catastrales a través de los 
coeficientes establecidos en la Ley de Presupuestos. Si los 
valores catastrales deben ser notificados individualmente a 
los afectados, con la actualización global de los valores 
catastrales tal notificación no se realiza por lo que el sujeto 
pasivo conoce el nuevo valor catastral cuando se le presenta al 
cobro el impuesto. Siendo ello así, consideramos que en el 
momento de la liquidación el sujeto pasivo podrá impugnar el 
nuevo valor catastral establecido por la actualización vía Ley 
de Presupuestos, y además esta impugnación seguirá la vía 
económico-administrativa, puesto que la impugnación no va 
dirigida a ningún acto de gestión tributaria, sino de gestión 
catastral.
En este sentido vid. TEJERIZO  LOPEZ, Reclamaciones y 
recursos contra valores catastrales", op. cit., pág. 285 y ss.
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No creemos que se pueda alegar frente a esta 
impugnación que la misma no procede por no haber impugnado 
el sujeto pasivo en la fase de gestión catastral el valor 
determinado, puesto que el valor resultante de la actualización 
no es el mismo valor que surgió de los actos en vía de gestión 
catastral y, en consecuencia, el sujeto pasivo no pudo 
impugnarlo en su momento ya que no existía. Creemos que 
tampoco se puede argumentar contra esta impugnación la 
existencia de una notificación edictal o colectiva donde se 
recogían los nuevos valores catastrales.
La LGT, en su art. 124, establece la necesidad de 
notificar las liquidaciones tributarías a los sujetos pasivos, 
entendiéndose como excepcional la notificación edictal o 
colectiva. En este sentido, el Tribunal Supremo entiende que 
esta excepcionalidad
“tiene como soporte implícito la identidad de 
los actos inicial y posteriores, sin variación de los 
datos que han de comunicarse al obligado al pago de 
la deuda impositiva según la misma norma, elementos 
esenciales, lugar, tiempo y forma de su cumplimiento 
(especialmente cuando se cambio el periodo 
voluntario de recaudación) y medios de 
impugnación”221.
Evidentemente, con la actualización por aplicación de 
coeficientes previstos en la Ley de Presupuestos, los 
elementos y datos contenidos en la notificación varían, puesto 
que ni el valor catastral va a ser el mismo ni, en consecuencia, 
lo será la cuota tributaria. Por ello, al no realizarse una
221 STS 9-X II-1986  (Ar. 7129)
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notificación individual se está causando una situación de 
indefensión al sujeto pasivo contraria al ordenamiento 
jurídico222.
e. - Formación del Padrón.
Establecidos y notificados los valores catastrales, la 
gestión del IBI se lleva a cabo a través del Padrón. La 
formación del Padrón se lleva a cabo por el CGCCT 
directamente o a través de convenios de colaboración con las 
Entidades Locales. El Padrón, regulado en el art. 77 LRHL, no es 
una lista cobratoria, como tradícionalmente había venido 
siendo el mismo, sino que es algo distinto. En el Padrón 
regulado por la LRHL no aparecen ni tipos impositivos ni las 
cuotas a satisfacer por los sujetos pasivos. Por ello no es una 
lista cobratoria sino el eslabón final de la gestión catastral y 
el soporte para la gestión tributaria, cuyo titular es el 
Ayuntamiento.
El Padrón se forma anualmente para cada término 
municipal y está constituido por censos comprensivos de los 
bienes inmuebles, sujetos pasivos y valores catastrales. Debe 
estar a disposición del público en los Ayuntamientos 
respectivos.
En los casos de construcciones nuevas los sujetos 
pasivos están obligados a formalizar la declaración de alta 
dentro del plazo reglamentariamente fijado. También están 
obligados a comunicar las variaciones que puedan surgir por
222 En este sentido vid. STSJ Baleares 17-X-1990 ( Impuestos, 1991, 
tomo I, pág. 605); SsTS 12-V II-1991 ( Impuestos, 1992, n® 1, pág. 48) 26- 
IX -1988  (Ar. 7338 ).
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alteraciones de orden físico, económico o jurídico 
concernientes a los bienes inmuebles gravados. Las 
declaraciones se entenderán realizadas cuando las 
circunstancias o alteraciones consten en documentos 
otorgados por Notarios o inscritos en Registros Públicos, 
quedando exento e l sujeto pasivo de las obligaciones dé 
declaración y comunicación.
La inclusión, exclusión o alteración de los datos 
contenidos en los Catastros, resultantes de las revisiones 
catastrales, fijación, revisión y modificación de valores 
catastrales, actuaciones de la Inspección o formalización de 
altas y comunicaciones, se considerarán acto administrativo y 
conllevarán la modificación del Padrón. Cualquier modificación 
del Padrón que se refiera a datos obrantes en los Catastros 
requiere inexcusablemente la previa alteración de éstos en el 
mismo sentido.
La regulación básica contenida en los arts. 67 a 77 LRHL 
requiere un desarrollo reglamentario. Desarrollo que ha venido 
de diversas fuentes. Por una parte, Real Decreto 1020/1993, 
de 25 de junio, por el que se aprueban las normas técnicas de 
valoración y el cuadro marco de valores del suelo y de las 
construcciones para determinar el valor catastral de los 
bienes inmuebles de naturaleza urbana223; de otra, diversas 
Circulares de la Subdirección General de Catastros 
Inmobiliarios Urbanos como: 504/1990, sobre coordinación de 
valores; 804/1990, sobre estudios de mercado y Ponencias; 
904/1990, y 906/1990, sobre valoración de inmuebles de
223 ( BOE de 22 de julio). Este RD ha derogado la OM de 28 de diciembre 
de 1989, mediante la que se establecían las normas técnicas de valoración y 
cuadro-marco de valores.
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naturaleza urbana; y 1303/Í990, y 1404/1990, sobre 
procedimiento de coordinación y aprobación de Ponencias.
El R.D. 1448/1989, de 1 de diciembre, ha desarrollado el 
art. 77 LRHL. En este R.D. se establece qué se considera por 
alteración económica, jurídica y física, así como los plazos en 
los que se deben presentar las declaraciones de alta o de 
variaciones en los inmuebles.
La determinación del valor catastral, su revisión, 
modificación y actualización, así como los cambios por 
alteraciones de orden físico, económico, y jurídico, aunque se 
recojan bajo el concepto de gestión catastral, diferenciándolo 
de la gestión tributaria en sí, no enerva la necesidad de la 
regulación por ley de los elementos esenciales de delimitación 
del mismo.
Si el valor catastral es la magnitud que va a ser tomada 
como base imponible del IBI, la determinación de la misma 
debe estar regulada por ley. Creemos que no es suficiente con 
establecer referencias al valor de mercado, o a las condiciones 
urbanísticas o edificatorias o cuantas otras les afecten, si 
estas condiciones no vienen desarrolladas por normas 
adecuadas. Mediante un Reglamento cabría la posibilidad de 
desarrollar los aspectos básicos contemplados en la LRHL pero 
este desarrollo en ningún caso debe realizarse mediante 
Ordenes Ministeriales y Circulares.
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2.1.3.2. Gestión tributaría.
Concluida la gestión catastral con la formación del 
Padrón, las actuaciones a seguir para la gestión y recaudación 
del tributo corresponden a los Ayuntamientos.
Al tratarse de un impuesto obligatorio, en todos los 
municipios se aplicará el IBI, pero ello no implica que todos 
los municipios deban aplicar del mismo modo el Impuesto. Los 
Ayuntamientos pueden modular la deuda tributaria aplicando 
una serie de porcentajes al tipo de gravamen establecido por 
la LRHL. El tipo de gravamen general es el 0’4%, que gira sobre 
la base imponible, es decir sobre el valor catastral de los 
bienes inmuebles urbanos.
Las circunstancias que se van a tomar en cuenta para 
aumentar el tipo de gravamen son: la población de derecho del 
municipio, la prestación de determinados servicios y el 
carácter de capital del municipio224. Si bien nuestro estudio se 
centra en la valoración de los bienes inmuebles urbanos, 
queremos hacer algunas indicaciones al respecto de los índices 
tomados en cuenta por el legislador para aumentar el tipo de 
gravamen.
Como criterio general a todos ellos, podemos observar 
que el principio que gravita sobre estos índices parece ser el 
principio de beneficio. En efecto, cuando se atiende a la 
población de derecho, a si el municipio es capital o no de 
provincia o de Comunidad Autónoma o a la prestación de 
determinados servicios por el municipio, se está pensando en 
el beneficio que todas estas circunstancias reportan al
224 arts. 73 a 76 LRHL.
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propietario y cómo repercuten en el valor de los bienes 
inmuebles situados en el municipio concreto.
Sin embargo, creemos que junto a estas circunstancias el 
legislador debería haber pensado también en otras. Por 
ejemplo, si bien es cierto que al ser capital de provincia o de 
Comunidad Autónoma los servicios prestados por el municipio 
no son los mismos que los prestados por otros municipios, no 
lo es menos que la capitalidad reporta una serie de ventajas al 
municipio, de las que nos disponen los otros. También podría 
haber pensado en las zonas turísticas, donde la población de 
derecho es muy reducida, pero sin embargo en determinadas 
épocas del año, la población se incrementa en ocasiones 
llegando a multiplicarse por diez o más la población de 
derecho.
Además, estos porcentajes poco tienen que ver con la 
capacidad económica de los sujetos pasivos del impuesto. 
Quizá el legislador debería haber establecido también índices 
que tuvieran en cuenta esta capacidad económica225.
Para concluir con el estudio del IBI debemos ver como se 
relaciona y se integra en el sistema tributario en su conjunto, 
es decir, debemos analizar la racionalidad externa del 
impuesto.
La riqueza inmobiliaria no es objeto de tributación 
exclusiva del IBI sino que es materia imponible de otras 
figuras tributarias, por ello , la tributación sobre esta riqueza
225 por ejemplo, atendiendo a las circunstancias personales y familiares 
de los sujetos pasivos, como la edad.
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debe coordinarse en las distintas figuras tributarias para 
evitar una sobreimposición injustificada.
Hemos analizado el objeto del gravamen del IBI, la 
propiedad en sí misma considerada. Esta propiedad o 
titularidad de derechos reales sobre los bienes inmuebles 
urbanos también es objeto de tributación en otros impuestos, 
como el IRPF y el Impuesto sobre el Patrimonio.
En efecto, como hemos analizado en este trabajo, en el 
IRPF -cuyo hecho imponible es la obtención de rendimientos- 
se someten a tributación las utilidades de las que goza el 
titular de una vivienda no arrendada o el titular de un derecho 
real sobre la misma. Esta utilidad, a nuestro entender, no es 
otra cosa que la capacidad económica adicional que supone la 
posesión de una vivienda y esta capacidad económica ya se 
encuentra gravada por el Impuesto sobre el Patrimonio y 
además por el IBI, por lo que en nuestra opinión la renta 
imputada en el IRPF debería desaparecer por implicar un 
supuesto de doble imposición.
De este forma, en nuestra opinión, la relación IBI-IRPF, 
debería referirse únicamente en cuanto a los rendimientos 
efectivamente obtenidos por la propiedad inmueble arrendada, 
y en este supuesto el IBI podría considerarse una partida 
deducible, sí se entiende que el mismo es un gasto necesario 
para la obtención de los ingresos, lo cual podría ser discutible.
El legislador ha establecido esta relación IBI-IRPF y las 
cuotas del IBI son deducibles de los rendimientos de capital 
inmobiliario en el IRPF tanto cuando se trata de bienes 
inmuebles arrendados como cuando no lo están.
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Si existe una relación que debe coordinarse entre el IBI y 
el IRPF, mayor vinculación creemos que existe entre el 
Impuesto sobre el Patrimonio y el IBI, puesto que estos dos 
impuestos, en materia de bienes inmuebles urbanos, gravan el 
aspecto estático de la propiedad, esto es, la titularidad de 
bienes y derechos sobre los mismos. En este sentido, también 
entre estos dos impuestos debería haber coordinación de tal 
manera que la propiedad de la vivienda no soportara una 
sobreimposición. Sin embargo, en este aspecto no ha previsto 
coordinación alguna el legislador.
Ahora bien, consideramos que, por el mero hecho de 
gravar ambas figuras tributarias los bienes inmuebles urbanos 
no implica la existencia de una doble imposición que produzca 
un grave quebranto para el sujeto pasivo por tener que 
satisfacer ambos tributos, máxime cuando en la práctica el 
Impuesto sobre el Patrimonio no es satisfecho por todos los 
propietarios de bienes inmuebles urbanos y si se tiene en 
cuenta la finalidad perseguida por ambos tributos.
2.2. Impuesto Municipal sobre el Incremento del 
Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana.(IMlVTNU).
Esta figura tributaria, al igual que el IBI, no resulta 
desconocida ni novedosa en la esfera local. El Impuesto sobre 
el incremento del valor de los terrenos es un impuesto de gran 
arraigo en nuestro ordenamiento tributario. La primera 
regulación legal de una figura tributaria de estas 
características data de 1919, si bien con anterioridad a esa
255
fecha se habían presentado a las Cortes, proyectos de ley 
regulando la misma226.
En la Exposición de Motivos del R.D. de 13 de marzo de 
1919, ya encontramos justificaciones o fundamentos de su 
imposición. Fundamentos que se han mantenido hasta la 
actualidad.
El fundamento del impuesto, admitido tanto doctrinal 
como jurisprudencialmente, es el incremento de valor que 
experimentan los terrenos como consecuencia de actuaciones 
urbanísticas, o por otras causas, ajenas a los particulares. Es 
decir, trata de gravar las ganancias no ordinarias, aquellas que 
no se deben exclusivamente a la labor e inversión del 
propietario. En este sentido REBES I SOLE señala que el 
fundamento hay que localizarlo en el singular incremento que 
experimentan los terrenos como consecuencia de la expansión 
de las ciudades, en cuyo fenómeno han colaborado de manera 
decisiva, desde un punto de vista urbanístico, las 
Administraciones públicas, y en particular las municipales227.
Fundamento que encuentra su mayor aval en el artículo
47.2. CE según el cual la Comunidad participará en las 
plusvalías que genere la acción urbanística de los entes
226 para un estudio de estos proyectos así como la evolución del impuesto 
vid. entre otros, HERNANDEZ LAVADO, A. El impuesto municipal sobre el 
incremento del valor de los terrenos. Hecho imponible y cuantificación. Ed. Lex 
Nova, Valladolid, 1988, págs. 28 a 40.
2 2 7  REBES I SOLE, “ El Impuesto Municipal sobre el Incremento del 
Valor de los Terrenos", en Derecho Tributario  Local. G enera lita t de 
Catalunya,1990, pág. 374; MARTIN QUERALT, J. : “ Observaciones en torno al 
ejercicio de potestades normativas de los entes locales en materia tributaria. 
Arbitrio sobre el incremento del valor de los terrenos", CT n2 11, 1974, pág. 
5 4 .
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públicos. Este apoyo constitucional ha sido reconocido por el 
Tribunal Supremo en sentencia de 28 de enero de 1991 donde 
se afirma:
“Este Impuesto de Plus valía, único que 
encuentra su fundamento directo en la Constitución ( 
artículo 47 in fine), como forma de participación de 
la comunidad en las plusvalías generadas por la 
acción urbanística de los entes públicos ( razón 
histórica de su implantación hace ahora 75 años...) 
tiene como objeto o más bien como hecho imponible 
el aumento de valor que hayan experimentado los 
terrenos...”228.
En la sentencia de 8 de junio de 1988, tras exponer la 
evolución del impuesto el Tribunal manifiesta:
“ el fundamento de este arbitrio/impuesto radica 
en que por una razón de estricta justicia deben 
revertir a la Comunidad las plus valías o aumentos de 
valor de los terrenos cuyo origen se deba a la acción 
urbanística de los municipios, o a cualquier otra 
causa ajena al esfuerzo económico de sus 
propietarios”229.
Fundamento sobre el que vuelve a insistir el Tribunal en 
sentencias posteriores en las cuales reitera que:
“El Impuesto Municipal sobre el incremento 
del valor de los terrenos, que constituye un gravamen
2 2 8  Ar. 662.
2 2 9  Ar. 1110.
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general sobre el aumento que experimenta dicho valor 
durante el periodo impositivo (y no sobre el valor 
estricto de los terrenos o inmuebles), viene 
justificado doctrinalmente, como fundamento del 
derecho de las Corporaciones Locales a participar en 
esas plus valías en los terrenos de propiedad 
particular, en el dato de que el incremento que se 
analiza está determinado... por una pluralidad de 
factores heterogéneos...que confluyen en la 
concreción del hecho típico imponible, que es, por 
tanto, el resultado de aportaciones conjuntas del 
propietario, en forma de capital (que es el 
equivalente del valor de los terrenos al comienzo del 
periodo impositivo) y de la Administración municipal, 
en la forma de obras o servicios de interés general 
por ellas costeadas...”230
2.2.1. Naturaleza y hecho imponible.
El IMIVTNU es un impuesto potestativo para el Municipio, 
directo, de carácter real, objetivo e instantáneo. En este 
sentido, no se debe confundir la existencia de un periodo de 
generación del aumento de valor de los terrenos (máximo de 20 
años), con la existencia de un hecho imponible duradero que 
sea necesario periodificar. Como veremos al hablar del hecho 
imponible, el aumento de valor se pone de manifiesto como 
consecuencia de una transmisión, siendo, en consecuencia, un 
impuesto de devengo instantáneo. Así lo ha venido entendiendo
2 3 0  SsTS 29-1-19992 (Ar. 1337); 19 -IX -1992  (Ar. 2295); 5 - III-  
1992 (Ar. 1937); 2 9 -IV -1 9 9 2  (Ar. 3250 ); 1 3 -IV -1992  (Ar. 3 291 ); 15-
V -1992 (Ar. 4148); 14-IX -1992 (Ar. 7062) entre otras.
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el Tribunal Supremo, entre otras, en sentencia de 22 de junio 
de 1989, donde se afirma que:
“no nos encontramos con un hecho imponible 
duradero y sucesivo que sea necesario periodificar, 
pues para que se produzca el aspecto material del 
hecho imponible del Impuesto de Plus Valía basta una 
transmisión de bienes o una constitución o 
transmisión de un derecho real de goce, limitativo del 
dominio, y estos acontecimientos son por sí mismos, 
instantáneos en sentido jurídico; por ello, la 
transmisión inmediata anterior constituye un factor 
comparativo para obtener, mediante una sencilla 
operación aritmética la diferencia entre el valor 
primitivo y el actual, que en el supuesto de dar un 
resultado positivo genera el incremento de valor 
objeto de este impuesto que, por tanto, es 
instantáneo y no periódico y se devenga con la 
transmisión que cierra aquel periodo...”231.
Es, a diferencia del IBI estudiado anteriormente, un 
impuesto de carácter voluntario para los Ayuntamientos. Así 
se expresa el art. 60.2. LRHL según el cual los Ayuntamientos 
podrán establecer y exigir el Impuesto sobre Construcciones, 
Instalaciones y Obras y el Impuesto sobre el Incremento del 
Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, de acuerdo con la 
LRHL, las disposiciones que la desarrollen y las respectivas 
Ordenanzas Fiscales. Al tratarse de un impuesto facultativo, 
potestativo, el Ayuntamiento que pretenda establecerlo deberá 
acomodarse en sus acuerdos de imposición y ordenación a la
231 fdto jco. 2 (Ar. 4445). Otras sentencias en el mismo sentido, SsTS  
28-1-1991 (Ar. 662); 5-11-1992 (Ar. 1456); 1 0 -V I-1 9 9 2  (A. 5 7 7 4 ); 14- 
IX -1992  (Ar. 7062); 14 -IX -1992  (Ar. 7441 ).
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preceptuado en los arts. 105 a 111 LRHL que constituyen el 
marco básico del impuesto232.
El IMIVTNU grava el incremento de valor que 
experimenten los terrenos urbanos y que se ponga de
manifiesto como consecuencia de la transmisión de la
propiedad por cualquier título o de la constitución o
transmisión de cualquier derecho real de goce, limitativo del 
dominio de los mismos.
Por tanto, tres son las circunstancias a tener en cuenta 
para determinar la existencia del hecho imponible: una, que los 
terrenos sean urbanos, no estando sujetos los terrenos 
rústicos; la segunda, que se produzca un incremento en el valor 
de los terrenos; y la tercera, que exista una transmisión.
Por lo que se refiere a la primera circunstancia hemos de 
preguntarnos ¿qué se entiende por terreno urbano?. La 
calificación de terrenos urbanos la encontramos, no en la
regulación de este impuesto sino en el IBI que en el art. 62.a) 
establece como tales:
- el suelo urbano, el susceptible de urbanización, el 
urbanizable programado o urbanizadle no programado desde el 
momento en que se apruebe un Programa de Actuación
232  Deberá seguir, por otra parte, para los acuerdos de imposición y 
ordenación los trámites previstos en los arts. 15 a 19 LRHL. De este modo, y a 
diferencia de los impuestos obligatorios, que no requieren una acuerdo de 
imposición por parte de la Corporación Local, en los impuestos potestativos la 
Corporación deberá aprobar un Acuerdo de imposición y además la Ordenanza 
fiscal de ordenación dei impuesto. Ordenanza fiscal que deberá acomodarse al 
régimen jurídico básico del impuesto regulado en los arts. 105-111 LRHL, 
pudiendo las Corporaciones Locales establecer los porcentajes anuales para 
calcular el incremento así como la cuota del impuesto dentro de los máximos y 
mínimos previstos por el legislador.
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Urbanística; los terrenos que dispongan de vías pavimentadas o 
encintado de aceras y cuenten además con alcantarillado, 
suministro de agua, suministro de energía eléctrica y 
alumbrado público y los ocupados por construcciones de 
naturaleza urbana.
- La misma consideración tienen los terrenos que se 
fraccionen en contra de lo dispuesto en la legislación agraria 
siempre que el fraccionamiento desvirtúe su uso agrario y sin 
que ello represente alteración alguna de la naturaleza de 
rústico de los mismos a otros efectos que no sean los efectos 
del IBI.
En este último supuesto se puede plantear un problema de 
tributación de los terrenos en el IMIVTNU, ya que en principio 
los terrenos rústicos no sujetos a este impuesto son los que 
tengan esa consideración a efectos del IBI, por lo que en 
principio podría pensarse que estos terrenos, al tener la 
consideración de urbanos en el IBI también la tendrán a 
efectos del IMIVTNU y, en consecuencia, quedarán sujetos a 
este segundo impuesto233.
Sin embargo, entendemos que esta calificación de bienes 
inmuebles urbanos únicamente debe surtir efectos en el 
ámbito de aplicación del IBI, pero no en las demás figuras 
tributarias. Encontramos apoyo para esta interpretación en la 
redacción del precepto que, a nuestro entender, es clara en 
este sentido. La alteración de la naturaleza del bien no afecta 
a otros efectos que no sean la tributación en el IBI como 
terrenos urbanos. En consecuencia, creemos que estos terrenos
233 ESta es \a opinión de COBO OLVERA, T . en : “Naturaleza y hecho 
imponible de los impuestos municipales”, RHAL, nfi 63, 1991, pág. 552.
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no deben quedar sujetos al Impuesto sobre el Incremento del 
Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana.
En este sentido, y refiriéndose a los supuestos de 
sujeción y no sujeción el Tribunal Supremo determinó a 
efectos de la legislación anterior que :
“la sujeción al impuesto ha de venir dada por 
la calificación urbanística del suelo y nunca por otras 
circunstancias de hecho (uso y aprovechamiento) o 
incluso jurídicas (pago de la contribución en 
cualquiera de sus modalidades), por lo que, en 
definitiva, el carácter rústico, o mejor no urbano ni 
urbanizable, de la finca transmitida ha de ser 
considerado como un supuesto de no sujeción... por 
tratarse en puridad del reverso o delimitación 
negativa del concepto modular del tributo en 
cuestión...”234.
De la conjunción de la redacción del precepto y de la 
opinión reiterada del Tribunal Supremo -que sigue siendo 
plenamente aplicable en este supuesto- podemos concluir que 
si la tributación de un terreno urbano no puede venir 
determinada por el uso o aprovechamiento ni por el hecho de
234  s t S 22-IV -1991 (Ar. 2915) doctrina ya consolidada por el TS  en 
otras sentencias anteriores, vid. SsTS 27 -11 -19 86  (Ar. 6375 ), 2-111-1987 
(Ar. 18 2 8 ), 20, 23 , y 3 0 -X I-1 9 8 7  (Ar. 7 9 1 6 ,7 9 1 8 ,7 9 3 8 );  8 -V I-1 9 8 8  
(A r. 4 8 6 0 ); 11 -V II-1 988  (Ar. 5 9 7 9 ); 13-11-1989 (Ar. 1 2 3 0 ); 2 8 -X I-
1989 (Ar. 8 5 26 ); 27-111-1990 (Ar. 2233 ); 28-11-1991 (Ar. 1490 ); 23-
X II-1 991 (Ar. 735); 15-11-1992 (Ar. 1456); 15 -V -1992  (Ar. 4 1 4 9 ); 15-
V I-1 9 9 2  (Ar. 59 1 1 ); 1 3 -V II-1 992 (Ar. 6 3 3 1 ); 1 3 -IX -1 9 9 2  (A r. 63 2 8 );  
1 4 -IX -1 9 9 2  (A r. 7 4 4 1 ); 2 5 - IX -1 9 9 2  (A r. 7 0 6 9 );  2 2 -X II-1 9 9 3  (Ar.
6 7 5 ,1 9 9 3 ); 29-1-1993 (Ar. 113); 10-11-1993 (Ar.681 y 1 1 1 8 ); 16-11- 
1993 (Ar. 1123); 17-11-1993 (Ar. 606 ); 23-111-1993 (Ar. 1 7 4 8 ). Vid.
ORON MORATAL, G . : “ Exenciones y no sujeción al nuevo Impuesto Municipal de 
Plusvalía", TECNOS, Madrid, 1993.
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que se pague en concepto de terrenos de naturaleza urbana el 
IBI, hemos de entender que los terrenos fraccionados en contra 
de la legislación agraria, deberán quedar no sujetos en el 
IMIVTNU, a no ser que con el fraccionamiento no sólo se 
desvirtúe el uso agrario sino que al mismo tiempo exista una 
recalificación del suelo que lo transmute en terreno urbano 
también a efectos urbanísticos.
La segunda circunstancia que debe contemplarse es la 
existencia de un incremento de valor del terreno pero, ¿cuándo 
nos encontramos ante un incremento de valor sometido al 
impuesto?.
Si el fundamento del impuesto es hacer tributar los 
incrementos de valor de los terrenos que se producen por 
circunstancias ajenas al propietario, no existirá incremento, 
evidentemente, cuando la acción urbanizadora corresponda 
exclusivamente al propietario. Así lo entendió el TS en 
sentencia de 28 de febrero de 1986. Pero además para 
encontrarnos ante un incremento de valor debe mediar un 
periodo de generación, superior a un año como mínimo, por lo 
que cuando la adquisición del terreno y su enajenación se 
produzcan dentro del mismo año, no existirá incremento de 
valor a los efectos del IMIVTNU. Así lo puso de manifiesto el 
TS en sentencia de 16 de mayo de 1988:
“al no haberse producido incremento de valor 
por realizarse ambas transmisiones en el mismo año, 
no cabe la aplicación del Impuesto sobre el 
Incremento del Valor de los Terrenos”235.
235 Ar. 5105.
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Uno de los problemas que puede plantear el hecho de que 
no se tomen en consideración fracciones de tiempo para el 
cómputo del incremento, es que se produzcan agravios 
comparativos y sobre todo elusiones fiscales. En efecto, si 
mientras no transcurre un año desde la adquisición hasta la 
transmisión no va a haber incrementos de valor sometidos al 
impuesto, la técnica a utilizar por los posibles defraudadores 
fiscales puede consistir en adquirir terrenos el mes de enero 
de cada año y transmitir el terreno el mes de noviembre del 
mismo año, por ejemplo. De este modo, puede existir toda una 
cadena sucesiva de transmisiones que en ningún caso van a 
quedar sometidas a tributación en el IMIVTNU236.
Junto a la necesidad de que transcurra un período de más 
de un año entre la adquisición y la transmisión para que se 
pueda hablar de incremento sometido al impuesto, existen 
otros supuestos en los que tampoco cabe hablar de incremento, 
a pesar de mediar más de un año entre adquisición y 
transmisión. Entre estos supuestos se encuentra el de los 
Monumentos Histórico-Artísticos. El TS, entre otras, en 
sentencia de 11 de julio de 1988 determina que las 
edificaciones calificadas como histórico-artísticas no 
experimentan incremento de valor mientras subsista la 
indicada calificación, dadas las limitaciones del derecho de 
propiedad; limitaciones que hacen que el terreno sobre el que 
las edificaciones están construidas, mientras subsistan ha de 
estimarse que no aumenta de valor. Para apreciar estas 
limitaciones no es necesaria la calificación individualizada de
236 ESta situación también la ha puesto de manifiesto D’OCON RIPOLL, J. 
“ Impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbanaw, 
PALAU 14, n® 8, 1989, pág. 10.
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un edificio, sino que basta con la incoación del expediente para 
todo el conjunto donde se encuentra ubicado el inmueble237
Otro supuesto en el que tampoco existe aumento de valor 
de los terrenos sometido al impuesto es en el caso de la 
expropiación forzosa, en el tiempo que media desde el acuerdo 
de la expropiación hasta la efectiva transmisión. Esto implica 
que desde el momento en que se acuerda la expropiación el 
terreno no aumenta de valor. Ante la ausencia de incremento de 
valor no hay hecho imponible y, en consecuencia, no cabe la 
aplicación del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los 
Terrenos238.
Como último requisito o circunstancia para que podamos 
hablar de hecho imponible y, por tanto, punto determinante 
para la apreciación de la existencia del incremento de valor 
sometido al impuesto, es la existencia de la transmisión del 
terreno. Es la transmisión la que pone de manifiesto, de 
existir, el aumento de valor del terreno y, por ende, la 
capacidad económica gravada por el IMIVTNU. Los actos de 
transmisión de la propiedad pueden adoptar cada una de las 
fórmulas contenidas en los arts. 609 a 1255 Ce, compraventa, 
retractos, permuta, donación, dación en pago, sucesión, etc. 
Junto a ellos debemos tener en cuenta la expropiación.
Por lo que se refiere a la constitución y transmisión de 
derechos reales de goce limitativos del dominio, nos 
encontramos con el usufructo, el derecho de uso y habitación, 
los censos, el derecho de superficie, y los derechos de
2 3 7  Ar. 5961; en el mismo sentido SsTS 15-111-1989 (Ar. 2308); 3-
V II-1 989 (Ar. 5685 ); 2 5 -V I-1 9 9 0  (Ar. 54 4 6 ); 30-111-1992 (Ar. 2 3 5 5 );  
21 - IX -1 992  (Ar. 7438 ).
238  En este sentido vid. STS 27-V I-1988 (Ar. 5005).
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servidumbre. Estos últimos están expresamente exentos en la 
LRHL (art. 106.1.b).
El Tribunal Supremo con su doctrina ha venido jalonando 
cuando nos encontramos con una transmisión y por 
consiguiente, con un hecho imponible en el IMIVTNU por existir 
el incremento de valor y cuando, por el contrario, ni existe 
transmisión ni incremento sujeto.
Así, no nos encontramos ante una transmisión ni ante un 
incremento en el supuesto de la adjudicación de pisos a socios 
integrantes de una cooperativa de viviendas,
“al no concurrir el incremento de valor con el 
cambio de propietario, ni tan siquiera a efectos 
fiscales existe un verdadero enajenante: falta el 
enriquecimiento del transmitente (ausencia de lucro) 
cuya personalidad jurídica actúa únicamente de mero 
instrumento coordinador con el fin exclusivo y 
esencial de facilitar a los socios copartícipes la 
consecución de una vivienda construida a cargo de sus 
aportaciones... En definitiva lo que resuelve la 
sentencia... es la no sujeción al Impuesto de Plusvalía 
por no darse el impuesto traslativo del dominio o 
derecho real que determinan el nacimiento del hecho 
imponible”239.
En consecuencia, cuando nos encontramos ante una 
adjudicación de un bien en favor de una persona determinada, 
que tiene su causa en aportaciones anteriores de la misma,
2 3 9  vid entre otras, SsTS  29-1-1990 (Ar. 3 8 3 ), 2 6 -IX -1 9 9 0  
(A r.7 7 4 9 ), 25-1-1991 (Ar. 371 ), 13-111-1991 (Ar. 2 3 8 0 ).
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considerándolo por ello un adjudicatario de parte alícuota, no 
existe una verdadera transmisión y por tanto no puede nacer el 
hecho imponible.
Tampoco existe un acto traslativo de dominio en la 
partición hereditaria, sino que es la modificación de un 
derecho impreciso por otro que se individualiza y concreta 
sobre bienes ciertos (STS de 10 de octubre de 1988).
La jurisprudencia viene atribuyendo a las mutaciones 
dominicales en los planes de ordenación urbanística, la 
naturaleza de simple subrogación o modificación de la 
propiedad que no implica transmisión sujeta al Impuesto sobre 
el Incremento del valor de los terrenos (SsTS de 8- V-1989; 
28-VI-1975, 27-V-1988, 19-XII-1991).
Por otra parte, la adjudicación extintiva de la comunidad 
de bienes no es un acto genuinamente traslativo, ya que no hay 
verdadera transmisión de un derecho preexistente en que una 
persona sucede a otra, participando más bien de la naturaleza 
de acto declarativo de fijación, dando certeza y concreción a la 
situación de cada titular (STS de 22 de noviembre de 1989)240.
En conclusión, para que podamos hablar de un incremento 
de valor sometido al impuesto debe existir necesariamente un 
acto traslativo del dominio o constitutivo o traslativo de un 
derecho real de goce sobre un terreno urbano.
240 e i j s  entre otras, en sentencia de 22 de enero de 1993, ha puesto de 
manifiesto que el acto extintivo del condominio no es un acto transmisorio de la 
titularidad, pues el copropietario ya era partícipe de la titularidad dominical 
antes de producirse la extinción (Ar. 5).
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Por lo que se refiere al sujeto pasivo del impuesto hay 
que destacar que en la legislación anterior aparecía la figura 
de sustituto en los supuestos de transmisión a título oneroso; 
figura que ha desaparecido en la nueva regulación del impuesto.
En la actual regulación es sujeto pasivo: en las 
transmisiones de terrenos o constitución o transmisión de 
derechos reales de goce limitativos del dominio a título 
oneroso el transmitente; en los supuestos de transmisión de 
terrenos o constitución o transmisión de derechos reales de 
goce limitativos del dominio el adquirente.
Los sujetos pasivos están obligados a presentar ante el 
Ayuntamiento la declaración tributaria donde se contengan los 
elementos de la relación tributaria imprescindibles para 
practicar la liquidación procedente. Si bien, ha desaparecido la 
figura del sustituto en la nueva regulación se ha establecido 
una obligación a cargo del donante o en su caso del adquirente 
de comunicar la realización del hecho imponible en los mismos 
plazos que el sujeto pasivo debe presentar la declaración 
tributaria; plazos que son los siguientes: actos ínter vivos 
treinta días hábiles; actos mortis causa, seis meses 
prorrogables por un año a solicitud del sujeto pasivo.
2.2.2. La base imponible en el IMIVTNU.
La base imponible del impuesto está constituida por el 
incremento real del valor de los terrenos de naturaleza urbana 
puesto de manifiesto en el momento del devengo y 
experimentado a lo largo de un periodo máximo de 20 años.
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Que la magnitud a tener en cuenta para el cálculo de la 
deuda tributaria es el incremento real no debe caber duda 
alguna; efectivamente, si lo que se pretende gravar con este 
impuesto es la capacidad económica puesta de manifiesto 
como consecuencia de la transmisión de un terreno, plasmada 
en el aumento de riqueza que ello le supone al sujeto pasivo, es 
evidentemente este aumento el que debe quedar gravado y no 
otro. En consecuencia, el aumento del valor debe ser real y no 
deberse meramente a deflacciones monetarias, o ser 
puramente nominales. Este es el punto, en el que si bien 
referida a la anterior legislación, encontramos mayor número 
de pronunciam ientos jurisprudencia les, debido al 
procedimiento para determinar el incremento de valor.
En la anterior legislación el incremento de valor era el 
resultado de comparar dos magnitudes, el valor inicial (o valor 
del bien en el momento de la adquisición) y el valor final (valor 
del bien en el momento de la transmisión). Estos valores se 
cifraban en el valor corriente en venta, lo que traducido a 
otros términos vendría a ser igual al precio de mercado. Sin 
embargo, estos valores no venían determinados por los 
declarados por el sujeto pasivo o por aquellos que constaran en 
la escritura de transmisión, sino por unos tipos unitarios de 
valor que los Ayuntamientos fijaban periódicamente, tipos 
unitarios que podían aumentarse o disminuirse hasta en un 20% 
teniendo en cuenta una serie de factores contenidos en la 
legislación.
De esta manera, el valor inicial se incrementaba con las 
mejoras permanentes realizadas en el terreno y subsistentes 
al finalizar el periodo y con las contribuciones especiales 
devengadas por razón del terreno en el mismo periodo. Estos 
incrementos del valor inicial traen su causa en el fundamento 
del impuesto, si se trata de gravar el aumento de valor
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realizado sin esfuerzo por el propietario, las mejoras 
realizadas por el mismo deberán tenerse en cuenta para el 
incremento real241. Por otra parte, el pago de contribuciones 
especiales, tiene su causa en el aumento de valor que el bien 
experimenta por una obra o instalación de un servicio público 
y, en consecuencia, si este aumento de valor ya ha sido gravado 
por el Ayuntamiento, no debe quedar gravado de nuevo por el 
Impuesto sobre el incremento del valor.
La rigidez de los tipos unitarios de valores corrientes en 
venta, así como la imposibilidad, por parte de los 
Ayuntamientos, de corregir el valor inicial para adecuarlo a la 
realidad y no gravar incrementos puramente nominales, era sin 
duda el punto más conflictivo de la legislación anterior, lo que 
viene demostrado por las numerosas sentencias que 
encontramos242 .
La corrección monetaria del valor inicial, quedaba en 
manos del Gobierno, por expresa autorización del legislador 
(art. 355.5 TRRL) y, en consecuencia, los Ayuntamientos, 
mientras no fueran aprobadas las correcciones, no las podían 
practicar. Estas correcciones del valor inicial, evidentemente, 
nunca fueron aprobadas por el Gobierno, ya que ello si bien 
podría suponer una tributación más adecuada a la realidad, sin 
duda lo que produciría sería una merma en la recaudación. El TS 
por su parte afirmó que la corrección automática del valor de 
los terrenos no es aplicable sin previo acuerdo del Gobierno de
241 Vid. entre otras, SsTS 24-1-1993(Ar. 6); 9-11-1993 (Ar. 1117); 
16-111-1993 (Ar. 1742); 23-111-1993 ( Ar. 1747 ).
2 4 2  vid. entre otras SsTS 20-11-1988 (Ar. 931); 27 -V I-1 9 8 8  (Ar. 
5 0 0 3 ), 2 0 - IX -1 988  (A r.7 1 9 9 , 7 2 0 0 , 7 2 0 1 , 7 2 8 9 ); 2 6 -X I-1 9 8 8  (Ar.
73 3 7 ); 20-1-1992 (Ar. 739 ); 17-11-1992 (Ar. 2 2 9 0 ); 1 3 -IV -1 9 9 2  (Ar.
3 2 9 1 ); 2 7 - IV -1 992 (Ar. 3247 ); 4 -V -1 9 9 2  (Ar. 3 7 37 ); 1 1 -V -1 9 9 2  (Ar.
5332 ); 8 -V I-1 9 9 2  (Ar. 5905 ).
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la Nación ni tampoco la corrección monetaria singularizada en 
cada caso. Por tanto, la corrección citada no podía encontrarse 
en las Ordenanzas Fiscales sin la existencia de tal Acuerdo.
La no existencia de la corrección monetaria del valor 
inicial para evitar gravar incrementos nominales parece 
contravenir el objeto del impuesto ya que:
“ su objeto no viene constituido por el valor en sí 
del inmueble objeto de transmisión del dominio o de 
derechos reales limitativos del mismo, sino 
exclusivamente por el incremento que hayan 
experimentado aquellos inmuebles durante el periodo 
de imposición: se trata de gravar las plusvalías o 
incrementos patrimoniales habidos entre la 
adquisición y transmisión de terrenos, calculándose 
la diferencia según los Indices... la finalidad del 
impuesto es gravar incrementos reales y no el valor 
actual de los terrenos y sin duda se produciría una 
tergiversación contra la Ley si habiéndose fijado en 
ejercicios precedentes tipos unitarios de valores 
corrientes en venta alejados de la realidad del 
mercado inmobiliario, se pretendiera corregir tal 
anomalía en uno o dos bienios asignando ahora valores 
reales, pues la consecuencia inmediata es que se 
vienen a gravar de este modo incrementos 
fictic ios...”243.
Ahora bien, el hecho de que el incremento del valor de los 
terrenos se determinara conforme a los tipos unitarios de 
valor establecidos por los Ayuntamientos, no implicaba que
2 4 3  STS 11-11-1991 (Ar. 1321).
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éstos fueran inamovibles ni aplicables en todo caso. Los 
índices de valoración gozan de una presunción de legalidad, 
presunción que en todo caso es iuris tantum y, en 
consecuencia, admite prueba en contrario. De este modo, el 
sujeto pasivo podía acudir a la tasación pericial contradictoria 
para demostrar que los valores establecidos por los índices no 
eran los valores reales. Así lo ha venido afirmando el TS en 
doctrina ya consolidada:
“ una vez aprobados esos valores o Indices, gozan 
de la presunción de e legalidad establecida en el art. 
8 LGT, tal presunción que es iuris tantum, puede 
destruirse, sin embargo, por prueba en contrario, 
siempre que sea plena, idónea, convincente y 
suficiente para hacer prevalecer sobre aquellos 
valores indiciarlos el valor corriente en venta de los 
terrenos... esta Sala ya en varias ocasiones...ha 
resuelto...en el sentido de aceptar...la posibilidad de 
generalizar a todos los tributos el procedimiento de 
comprobación de valores mediante la tasación 
pericial contradictoria que tiene su apoyo legal en la 
frase ‘ en todo caso’ contenida en el art. 52.2. LGT... 
que podrá ser promovida de oficio por la 
Administración (art. 52.1.d) y a instancia del 
¡nteresado(art. 52.2) no sólo en vía de gestión 
municipal, sino también... en petición formulada en la 
reclamación presentada ante el Tribunal Económico* 
Adm inistrativo”244.
244  STS 10-X II-1990 (Ar. 10197), en el mismo sentido SsTS 17-X II- 
1990  (Ar. 10209 ); 1 0 -X -1990  (Ar. 8298 ); 3 -IV -1 9 9 0  (Ar. 2 7 7 7 ); 12-
V I-1990  (Impuestos, 1990/, pág. 87); 23-X-1991 (G F n8 104, 1992, pág. 
9 9 ); 19 -X II-1 991 (Ar. 7 3 3 ); 20 -1 -1992  (A r. 7 3 9 ); 2 9 -1 -199 2  (Ar. 
1 337); 4-11-1992 (Ar. 1455); 17-11-1992 (Ar. 22 9 0 ); 12-111-1992 (Ar.
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Como corolario a esta situación debemos referirnos a la 
sentencia del Tribunal Constitucional 221/1992, de 11 de 
d ic ie m b re 245 en la cual, tras afirmar que el legislador 
tributario ha establecido como principio configurador del 
sistema el principio nominalista, se determina que no vulnera 
los principios constitucionales y en concreto el de capacidad 
económica, el art. 355. 2. TRRL, por no contemplar la 
automaticidad de la corrección monetaria sino una mera 
posibilidad atendiendo a la situación concreta.
Varias son las opiniones que tenemos al respecto. En 
primer lugar, si bien es cierto que, como en otros sectores de 
nuestro ordenamiento jurídico, en el ámbito tributario rige con 
carácter general el principio nominalista, no lo es menos, que 
este principio no puede llevarse a sus últimas consecuencias, 
sino que debe adaptarse y ser respetuoso con los principios
constitucionales y con la naturaleza de la figura analizada. El
propio Tribunal Constitucional ha reconocido esta necesidad en 
sentencias, como la STC 27/1981, de 20 de julio, donde se 
determina que es constitucional y totalmente adecuado a la 
naturaleza del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
el hecho de que se contemplen incrementos reales no 
monetarios y por ello deben adecuarse a la situación
inflacionista.
Si ello es así, ¿por qué siendo también incrementos 
patrimoniales el objeto del gravamen del Impuesto de 
Plusvalía, no se admite la adecuación a la situación
inflacionista?. A nuestro entender, la capacidad económica
20 4 8 ); 2 7 -IV -1 9 9 2  (Ar. 3250 ); 8 -V I-1 9 9 2  (Ar. 5 3 7 4 ); 8 -V I-1 9 9 2  (Ar. 
5375); MARTIN QÜERALT, J. : “ Observaciones en torno...”, op. cit., pág. 57.
245b o e  de 19 de enero de 1993.
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requiere que se graven rentas reales y, por consiguiente, 
tratándose de incrementos, éstos no pueden ser meramente 
nominales. Por ello, el legislador debe establecer los 
mecanismos adecuados para corregir la situación inflacionista.
¿Cómo ha sido resuelta la problemática planteada con los 
valores iniciales y finales por el legislador de 1988?. En la 
nueva regulación el incremento no se va a hallar mediante la 
comparación entre dos valores, inicial o final, sino que el 
incremento será el resultado de aplicar los porcentajes 
anuales fijados por el legislador al valor catastral en el 
momento del devengo del impuesto. Antes de entrar en el 
análisis de la determinación del incremento hay que destacar 
varias cuestiones: de una parte, con la aplicación del 
porcentaje, ya no se va a gravar un incremento real sino el 
incremento estimado por el legislador, con lo que la capacidad 
económica gravada por el impuesto no va a coincidir con la real 
y efectiva del sujeto pasivo, ya que la realidad no es tenida en 
cuenta por el legislador para fijar la base imponible del 
impuesto, o dicho en otros términos, el legislador utiliza una 
ficción para fijar la base imponible246. Al aplicar un 
porcentaje sobre el valor del terreno urbano en el momento del 
devengo siempre nos vamos a encontrar con un incremento del 
valor exclusivamente a efectos fiscales, incremento que no 
tiene porqué reflejar la realidad, o para ser más exactos, nos 
encontramos ante un incremento que no refleja la realidad.
Esta forma de actuar por parte del legislador no resulta 
inocua para el sujeto pasivo, ya que al determinarse el 
incremento de valor atendiendo exclusivamente a lo dispuesto
246 En este mismo sentido vid. ESEVERRI M ARTÍNEZ, E . : ■ impuesto 
sobre el incremento de valor de los terrenos: de la presunción a la ficción 
jurídica", GF nfi 108, 1993, pág. 140.
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por la ley y no con referencia a valores corrientes de venta, 
como era el caso de la legislación anterior, supone la 
imposibilidad por parte del sujeto pasivo de demostrar que el 
incremento real no coincide con el incremento hallado según 
las normas. Esto se debe a que el legislador no atiende a otra 
realidad que la que surge de la aplicación de la norma, o lo que 
es lo mismo, no existe a efectos fiscales más incremento que 
el surgido de la norma; por tanto, el incremento que se pueda 
producir en el plano táctico no se tiene en cuenta en ningún 
caso.
En segundo lugar, dentro de nuestro propio ordenamiento 
tributario, ya contaba el legislador con una determinación de 
los incrementos que podría haberle servido de base, como es la 
determinación de los mismos en el IRPF. ¿Cómo es posible que 
una misma transmisión, la transmisión de un terreno urbano, 
que pone de manifiesto un incremento para el sujeto pasivo, se 
valore de tan distinta forma en el mismo sistema tributario?. 
Efectivamente, por el incremento de valor puesto de 
manifiesto con la transmisión del terreno urbano, el sujeto 
pasivo deberá tributar en concepto de IMIVTNU en el ámbito 
local, pero además por el incremento deberá tributar en el 
IRPF.
Se puede hacer la sutil diferencia de que en el supuesto 
del impuesto local lo que queda gravado es el incremento de 
valor que el terreno ha experimentado a lo largo de un periodo 
de tiempo, mientras que en el IRPF el incremento que se tiene 
en cuenta es la alteración producida en el patrimonio del 
sujeto pasivo como consecuencia de la variación del mismo. 
Sin embargo, entendemos que no nos encontramos ante una 
diferencia semántica sino formal. Es decir, en el ámbito del 
impuesto local para que pueda hablarse de incremento de valor 
sujeto al impuesto debe existir previamente una transmisión
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sin cuya existencia no existe hecho imponible. Al haber una 
transmisión hay una alteración en la composición del 
patrimonio del sujeto pasivo, alteración que también aparece 
en el ámbito estatal como incremento de patrimonio a afectos 
del IRPF. Así las cosas, el legislador podría haber optado por 
cuantificar el incremento obtenido de forma similar a la 
cuantificación en el IRPF, valor de adquisición menos valor de 
transmisión.
Sin embargo, como ya hemos avanzado, la mecánica 
utilizada por el legislador para cuantificar el incremento de 
valor parte de un desconocimiento total y absoluto del valor de 
adquisición o valor inicial del terreno urbano. Este valor 
inicial será el resultado de disminuir el valor determinado 
como valor final del terreno por la cantidad que corresponda a 
los porcentajes anuales fijados.
Además hay que tener en cuenta que el valor catastral 
está compuesto por el valor del suelo y de las edificaciones y, 
en consecuencia, sólo se establece un único valor, sin 
distinguir qué parte corresponde al suelo y cual a las 
construcciones. Por ello, el sujeto pasivo no puede saber a 
priori cual va a ser su deuda tributaria. Pero no es sólo el 
contribuyente quien desconoce este valor sino que también el 
Ayuntamiento lo desconoce, en principio. En efecto, como ya 
sabemos, el valor catastral es competencia del CGCCT pero lo 
que este organismo remite anualmente a los Ayuntamientos es 
un Padrón con los valores catastrales determinados, valores 
catastrales que están constituidos por la suma del valor del 
suelo y de la construcción pero, estos valores no aparecen 
reflejados de forma independiente en el Padrón. En 
consecuencia, el Ayuntamiento lo que tiene en su poder es el 
valor catastral pero no el valor del suelo. Para obtener el valor 
del suelo, deberá el CGCCT remitir al Ayuntamiento otro
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documento distinto del Padrón donde se recojan los citados 
valores247.
Así las cosas, no parece tarea muy sencilla la aplicación 
del sistema de autoliquidación por parte de los sujetos 
pasivos, a pesar de que en la regulación del IMIVTNU se prevea 
esta posibilidad. Creemos que hubiera sido mucho más sencillo 
tanto para los Ayuntamientos como para los sujetos pasivos, 
el determinar el valor del suelo en el mismo recibo del IBI. En 
efecto, si a la hora de determinar el valor catastral a los 
efectos del IBI se incluyera no sólo el valor del bien en su 
conjunto sino también y por separado el valor correspondiente 
al valor del suelo y el de las construcciones, ello hubiera 
facilitado la labor tanto administrativa como del sujeto 
pasivo.
Esta separación de valores, además, no es útil 
exclusivamente para la liquidación del IMIVTNU sino que 
serviría para otros impuestos. Así por ejemplo, si en el IRPF, 
en materia de rendimientos de capital inmobiliario se ha de 
tener en cuenta la amortización como partida deducidle y esta 
amortización únicamente es aplicable a los edificios, puesto 
que se entiende que los terrenos no se deprecian, la separación 
de estos valores a efectos del IBI facilitaría la aplicación de 
la amortización referida. Además, dentro de estos mismos 
rendimientos, la renta imputada por los inmuebles urbanos no 
arrendados, grava según determina el Rgto IRPF las 
edificaciones y los anexos de las mismas, con lo que quedan 
excluidos de esa renta los suelos urbanos. En consecuencia, la 
imputación no debe girar sobre el total del valor sino 
únicamente sobre el valor del edificio, por lo que también en
247 Esta obligación se encuentra prevista en el R.D. 1390/1990, de 2 de 
noviembre ( BOE de 15 de noviembre)
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este supuesto es muy útil la separación de los valores del 
suelo y de las construcciones.
Vamos a sistematizar el esquema seguido por el 
legislador para determinar el incremento de valor de los 
terrenos urbanos. Se parte, en primer lugar, como valor final, 
del valor que el terreno tenga a efectos del IBI, si se trata de 
una transmisión; la parte del justiprecio que corresponda al 
valor del terreno si se trata de una expropiación; y cuando se 
trate de la constitución o transmisión de derechos reales de 
goce limitativos del dominio el valor final será la cantidad que 
resulte de aplicar las normas del ITPAJD al valor a efectos del 
IBI.
En la constitución y transmisión del derecho a elevar una 
o más plantas sobre un edificio o terreno, o del derecho a 
realizar la construcción bajo suelo sin implicar la existencia 
de un derecho real de superficie el valor se fija conforme al 
módulo de proporcionalidad, fijado en la escritura de 
transmisión respecto al valor catastral a efectos del IBI. 
Cuando en la escritura de transmisión no se haya hecho constar 
módulo de proporcionalidad el valor se fijará conforme al 
módulo de proporción entre la superficie o volumen de las 
plantas a construir en vuelo o subsuelo y la total superficie o 
volumen edificados una vez construidas aquellas
Determinado el valor en el momento del devengo, se 
procede a aplicar sobre el mismo el porcentaje 
correspondiente. Este porcentaje es el resultado de multiplicar 
por el número de años el porcentaje anual fijado. Una vez 
realizada esta operación se procede a aplicar sobre la base 
imponible la cuota tributaria.
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Los porcentajes anuales fijados por el Estado contemplan 
un porcentaje mínimo y uno máximo para periodos de cinco 
años y atendiendo a la población de derecho de los municipios. 
Entre estos mínimos y máximos, los Ayuntamientos pueden 
determinar el porcentaje anual aplicable en su término 
municipal. Los porcentajes anuales pueden ser modificados por 
las Leyes de Presupuestos Generales del Estado.
Determinada la base imponible, que es el resultado de 
aplicar el porcentaje correspondiente al valor del suelo en el 
momento del devengo, se aplica el tipo de gravamen para 
obtener la cuota tributaria. Los Ayuntamientos pueden modular 
este tipo de gravamen aplicando el que crean conveniente 
teniendo un límite mínimo y máximo establecido en el art. 109 
LRHL.
En conclusión, del régimen previsto para la 
determinación del incremento de valor de los terrenos de 
naturaleza urbana, observamos cómo a pesar de que el 
legislador se refiera al incremento real como base imponible, 
este incremento real queda convertido en la práctica en un 
incremento estimativo, objetivo y ficticio. Ello implica que la 
capacidad económica gravada no coincidirá con la capacidad 
económica efectivamente puesta de manifiesto por la 
transmisión.
El hecho de que se parta de un valor determinado y se le 
aplique un porcentaje como cálculo del incremento en la 
práctica, además, va a producir que no existan disminuciones 
del valor de los terrenos a efectos fiscales, sino que en todo 
caso existirán incrementos del valor, por mínimos que puedan 
ser. Esta situación va en contra del principio de capacidad 
económica y, en consecuencia, entendemos que la
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determinación del incremento del valor prevista en el IMIVTNU 
no se adecúa a los postulados constitucionales.
El hecho de que el legislador utilice la ficción jurídica 
para determinar el incremento de valor gravado por el 
impuesto, puede tener como consecuencia en la práctica la 
indefensión del sujeto pasivo, ya que el incremento real no 
tiene ningún efecto, en principio, en el ámbito fiscal. El 
incremento que únicamente se tiene en cuenta a efectos 
fiscales es el que surge como consecuencia de la aplicación de 
la ficción.
A nuestro entender, y con el fin de mitigar la posible 
indefensión del sujeto pasivo, se podría establecer una 
posibilidad de recurrir frente al incremento del valor fijado a 
través de los coeficientes legales. Para ello hay que conjugar 
el fundamento de la imposición y la determinación de la base 
imponible de este impuesto. Si el fundamento de la imposición 
no es otro que gravar incrementos reales no ficticios o 
nominales, y la base imponible establecida por el legislador es 
el incremento real, este incremento debe actuar como límite 
respecto del incremento determinado según los porcentajes248. 
Por ello, cuando el incremento obtenido a través de los 
porcentajes no refleje el incremento real del valor del terreno, 
el sujeto pasivo podrá impugnar el mismo y podrá acudir a la 
tasación pericial contradictoria para demostrar que el 
incremento real ha sido inferior.
Y aún más, creemos que, si la base imponible es el 
incremento real, el sujeto pasivo podrá acudir a la tasación 
pericial contradictoria para demostrar que no ha habido un
248 En este mismo sentido vid. RUBIO DE URQUIA, J.l. y ARNAL SURIA, S.: 
Ley Reguladora de las Haciendas.... op. cit., pág. 398.
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incremento real sino una disminución del valor y, en 
consecuencia, para no quedar sometido al impuesto por no 
existir el hecho imponible del mismo. Somos conscientes de 
que la solución dada en este punto está guiada por la voluntad 
de salvaguardar la norma haciéndola compatible con las 
garantías constitucionales de los sujetos pasivos, si bien 
sabemos que la existencia de una ficción jurídica, como la que 
se encuentra en el art. 108 LRHL, puede cercenar toda 
posibilidad de reacción por parte de los afectados por la 
norma.
Para terminar, debemos poner en relación este impuesto 
con aquellas otras figuras que gravan los incrementos y, en 
concreto con el IRPF .
Evidentemente, existe una doble imposición cuando el 
incremento del valor de los terrenos queda gravado tanto en la 
imposición local como en la imposición estatal. Para evitar 
esta doble imposición el legislador ha previsto la deducción 
del IMIVTNU en el IRPF. En efecto, el art. 78 siete b) de la 
LIRPF prevé la deducción en cuota del IRPF del 75% de la cuota 
del IMIVTNU satisfecha por los sujetos pasivos en el ejercicio, 
cuando corresponda a alteraciones patrimoniales de las que 
hayan derivado incrementos de patrimonio sujetos 
efectivamente al Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas. El 25% restante podrá deducirse del valor de 
transmisión para calcular el incremento gravado en el IRPF.
Con esta previsión trata el legislador de evitar la doble 
imposición que supone el pago de dos impuestos por la 
obtención de un único incremento de patrimonio. Pensamos que 
es una buena medida.
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PARTE II .  REGIMEN JURIDICO TRIBUTARIO DE 




Analizada la tributación de los bienes inmuebles urbanos 
y su valoración en el Derecho Tributario español, vamos a 
comenzar el estudio de esta tributación en el Derecho 
Comparado. Sin perjuicio de las referencias a otros paises, 
nuestro trabajo se va a centrar en aquellos sistemas 
tributarios más cercanos a nosotros, tanto por cuestiones 
geográficas cuanto, y esto es más importante, por la 
relevancia que para la configuración de nuestro ordenamiento 
tributario han supuesto. Vamos a centrar, por tanto, nuestro 
estudio en el sistema tributario francés, el sistema tributario 
alemán y el sistema tributario italiano.
Para estudiar los distintos sistemas tributarios, y por 
mantener el mismo orden expositivo, seguiremos el iter 
utilizado en el Derecho Tributario español. En consecuencia, 
dedicaremos un capítulo a cada país y dentro de cada capítulo 
bifurcaremos el estudio del sistema tributario en dos grandes 
bloques, imposición estatal e imposición local. Con este actuar 
pretendemos conseguir la mayor coherencia e interrelación con 
la Parte I de este trabajo dedicada al Derecho Tributario 
Español.
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CAPITULO 3. TRIBUTACION DE LOS BIENES 




Parece conveniente, antes de entrar en el estudio con 
detalle de la tributación de los bienes inmuebles urbanos en 
Francia, realizar una pequeña introducción con el fin de 
establecer la estructura y rasgos esenciales del sistema 
tributario francés.
El sistema tributario francés actual tiene sus orígenes 
en 1914, fecha en la que se aprobó el Impuesto sobre la Renta 
sustituyendo a las antiguas contribuciones. En sus orígenes, 
este impuesto era de carácter cedular, carácter que 
desaparecerá convirtiéndose, de este modo, en un impuesto 
sintético con las reformas de 1948 y 1959. Desde esta fecha, 
en consecuencia, el sistema tributario francés tiene como 
punto neurálgico un impuesto personal sobre la renta de las 
personas físicas, global y de carácter sintético que se 
completa, en cuanto a las personas jurídicas, con el Impuesto 
sobre Sociedades.
Junto a estos dos grandes impuestos, la tributación 
queda completada con los denominados “ Droits 
d’enregistrement et de timbre”, que gravan el tráfico civil de 
bienes, las adquisiciones lucrativas por sucesión y donación, y 
los actos jurídicos documentados. Junto a estos impuestos con 
la reforma de 1953 se introdujo la “Taxe sur le Valeur 
Ajoutte” (Impuesto sobre el Valor Añadido).
Con posterioridad, concretamente en 1982, se introduce 
en el sistema tributario francés un impuesto sobre el 
patrimonio, impuesto que fluctúa al mismo ritmo que los 
cambios políticos. Se implanta en 1982, se suprime en 1986 y 
vuelve a instaurarse en 1989.
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Por lo que se refiere al sistema tributario local, 
fundamentalmente gravita sobre cuatro grandes figuras: Taxe 
fonciére sur les propriétés báties (impuesto sobre las 
propiedades inmuebles construidas), Taxe fonciére sur les 
propriétés non báties (impuesto sobre las propiedades 
inmuebles nos construidas, terrenos), Taxe d'habitation 
(impuesto sobre los inmuebles dedicados a vivienda o impuesto 
sobre la utilización de habitación) y la Taxe Professionnelle 
(impuesto profesional). Es al Estado a quien compete la 
determinación de los elementos esenciales de estas figuras, y 
la recaudación y gestión de estos impuestos se lleva a cabo 
por los mismos órganos encargados de la gestión y recaudación 
de los tributos estatales; las entidades locales (collectivités 
locales) pueden fijar el tipo de gravamen dentro de los 
márgenes fijados por el legislador estatal.
Como cláusula de cierre, el sistema tributario francés 
cuenta con un gran número de impuestos y tasas parafiscales.
De este recorrido por el sistema tributario francés, 
podemos constatar la gran similitud existente entre éste y 
nuestro sistema tributario.
Para concluir esta introducción dos notas referentes a 
las fuentes del Derecho Tributario francés. Las fuentes 
fundamentales en el Derecho Tributario francés son la ley y la 
jurisprudencia. Los tributos en Francia, al igual que en nuestro 
ordenamiento jurídico, se encuentran sometidos al principio de 
reserva de ley249, pero a diferencia de nuestro ordenamiento, 
no existe un texto legislativo para cada una de la figuras
2 4 9  art. 34 Constitución: “ la loi fixe les régles concernant:... a 
l’assiette, les taux, et les modalités de recouvrement des impositions de tout 
nature".
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tributarias existentes, sino que todas ellas se encuentran 
refundidas en el Code Général des Impóts (en adelante CGI). 
Junto a esta regulación básica por ley, el desarrollo de las 
figuras tributarias en el Derecho Tributario francés se lleva a 
cabo a través de Decretos, Decretos del Conseil d’Etat, Ordenes 
Ministeriales y Circulares. Además anualmente la Ley de 
Finanzas actualiza las normas recogidas en el CGI.
3.1. Tributación de los bienes inmuebles urbanos 
en la imposición estatal.
Dentro de este apartado, al igual que hicimos al estudiar 
el Derecho Tributario español, estudiaremos el Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas, el Impuesto sobre el 
Patrimonio y los Impuestos que gravan el tráfico civil de 
bienes y las adquisiciones lucrativas de bienes.
3.1.1. Impót sur le Revenu. Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas.
Al igual que el impuesto español, el impuesto sobre la 
renta francés (IR) grava la renta obtenida por el sujeto pasivo 
persona física tanto directamente como la atribuida al mismo 
por determinadas sociedades personalistas y agrupaciones. Es 
un impuesto directo, personal, subjetivo y periódico. Grava las 
rentas ordinarias y las plusvalías obtenidas por la transmisión 
a título oneroso de bienes y derechos. A pesar de que se 
califique de impuesto único y global (art.1 CGI), el carácter 
sintético del impuesto se diluye, como ocurre en nuestro 
ordenamiento, ya que la renta global del sujeto pasivo, se
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determina mediante la suma de las rentas netas de cada una de 
las fuentes productoras de rendimientos. Sin embargo, no todo 
son similitudes con nuestro IRPF como vamos a tener ocasión 
de comprobar.
Por poner algún ejemplo de divergencia, si bien los 
sujetos pasivos son las personas físicas, la unidad impositiva 
es el ‘foyer familiar*, la unidad familiar, lo que implica la 
acumulación de rentas, utilizándose el mecanismo del cociente 
familiar para mitigar la progresión del impuesto, dividiendo la 
renta imponible en partes, que aumentan conforme va 
aumentando el número de personas que forman el foyer 
fam iliar.
Otra diferencia entre ambas figuras, es la relativa a la 
compensación de pérdidas. En el IR no se integran y compensan 
todas las rentas ordinarias entre sí sino que cada una de las 
rentas debe compensarse con las de su misma categoría. Por 
último, el IR no sigue el régimen de la autoliquidación, sino 
que la liquidación corresponde a la Administración que la lleva 
cabo a partir de la declaración practicada por los sujetos 
pasivos en la que deben hacer constar todos los hechos 
relevantes para la determinación de la deuda tributaría.
La renta neta global, nos dice el art. 1 CGI, queda 
constituida por el total de los rendimientos netos de las 
siguientes categorías:
1.- Rentas de la propiedad inmueble.
2.- Beneficios industríales y comerciales.
3.< Remuneraciones de los administradores socios
mayoritarios de sociedades de responsabilidad limitada, 
que no hayan optado por el régimen fiscal de las 
sociedades de personas; remuneraciones de los
288
administradores de las sociedades comanditarias por 
acciones, y de los socios de sociedades de personas y 
miembros de sociedades en participación cuando éstas 
hayan optado por el régimen fiscal de las sociedades de 
capitales.
4.- Beneficios de las explotaciones agrícolas.
5.- Sueldos, salarios, pensiones y rentas vitalicias250.
6 - Beneficios de las profesiones no comerciales.
7.- Rentas del capital mobiliario.
8.- Plusvalías de la cesión (transmisión) a título oneroso de
bienes y derechos de cualquier clase.
De todas estas fuentes productoras de rentas nuestro 
estudio se va a centrar en las rentas de la propiedad inmueble 
y las plusvalías producidas por la transmisión de los bienes 
inmuebles urbanos.
3.1.1.1 Rentas de la propiedad inmueble (Revenus 
fonciers).
Los rendimientos de la propiedad inmobiliaria se 
encuentran regulados en los arts. 14 a 33 quinquies CGI. De la 
regulación contenida en estos preceptos podemos observar 
como en el IR se contemplan tanto los inmuebles edificados
250 Hay que tener en cuenta que, a diferencia del IRPF español no todas 
las rentas procedentes de esta fuente están sujetas. Nos encontramos con 
exenciones personales que cubren un mínimo de subsistencia. Así, por ejemplo, 
están exentas las personas cuyas rentas procedan principalmente de sueldos, 
salarlos, pensiones y rentas vitalicias cuyo importe global no sea superior al 
mínimo garantizado al trabajador en el art. 141-8, del Código de Trabajo.
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como los terrenos, distinguiéndose a su vez si se encuentran 
utilizados por su propietario o se encuentran arrendados.
Quedan gravadas bajo el concepto de revenu foncier, 
todas las rentas procedentes de bienes inmuebles que no se 
incluyan en los beneficios de una empresa industrial, 
comercial o artesanal, de una explotación agrícola o de una 
profesión no comercial y en particular las rentas de:
1.- las propiedades construidas tales como casas, 
fabricas, así como las rentas de la maquinaria e instalaciones 
que formen una unidad con los establecimientos industriales; 
las rentas de todas las instalaciones industriales y 
comerciales asimilables a las construcciones; de los buques 
utilizados en un punto fijo y para la vivienda, el comercio o la 
industria, aunque solamente sean retenidos en dicho punto por 
amarras.
2 .- las propiedades no construidas de cualquier 
naturaleza incluyendo los terrenos ocupados por las canteras, 
minas y turberas, estanques, minas de sal y salinas251.
Una característica de la tributación de los inmuebles en 
el IR francés, es que únicamente tributan en concepto de renta 
de propiedad inmueble, el arrendamiento de los inmuebles 
vacíos, es decir, no amueblados, puesto que sí se trata de un 
arrendamiento de un inmueble amueblado ya no nos 
encontramos con rentas de la propiedad inmueble sino ante 
beneficios industriales y comerciales, que tributan como 
ta les252. Lo mismo ocurre con el subarriendo; así como en
251 art. 14 CGI.
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nuestro ordenamiento tributario, el subarriendo también es 
considerado como rendimiento de capital inmobiliario, en el IR 
se considera un beneficio empresarial si el subarriendo es con 
muebles, y si es sin muebles es un beneficio profesional.
Junto a esta característica hay que resaltar el hecho de 
que en el IR no quedan gravados los inmuebles cuyo uso se 
reserva el propietario ya sea residencia principal o segunda 
residencia. Así lo pone de manifiesto el art. 15 CGI que bajo el 
título ‘exenciones permanentes’ reúne a las viviendas en las 
que el propietario se reserva su disfrute. Esta exención se 
aplica igualmente a los locales establecidos dentro de una 
explotación agrícola y destinados a la vivienda del propietario. 
Así pues, la vivienda ocupada por su propietario no genera 
renta tributadle.
Junto a la exención permanente de la vivienda ocupada 
por su propietario, se introdujo por Ley 90-449, de 30 de 
mayo, una exención para rentas obtenidas por arrendamiento de 
vivienda en supuestos concretos253. Con estas exenciones se
2 § 2 Así se consideran, entre otros, los rendimientos obtenidos por las 
personas físicas que habituaimente compran inmuebles en nombre propio con 
intención de revenderlos. Se aplica este criterio, a aquellas personas, 
particularmente, que compran terrenos con la intención de edificar una o más 
construcciones y venderlas en bloque o por locales (art. 35 CGI). Al igual que en 
las rentas de la propiedad inmueble, también aquí nos encontramos con 
exenciones tendentes a facilitar el acceso a la vivienda. En este sentido, están 
exentas las rentas obtenidas por las personas que arriendan o subarriendan una o 
varias habitaciones amuebladas de su vivienda principal siempre que las mismas 
constituyan para el arrendatario o subarrendatario su residencia principal y el 
canon arrendaticio convenido sea razonable. A partir de 1984 esta exención 
alcanza a todos los arrendamientos o subarrendamientos cuyos alquileres anuales 
no excedan de 5.000 FF.
25 3  Las personas que firmen un contrato de alquiler de una vivienda, 
conforme a las normas mínimas definidas por Decreto del Consejo de Estado, con 
beneficiarios de renta mínima de inserción o con estudiantes beneficiarios de una 
beca de carácter social o con un organismo sin ánimo de lucro que pone a 
disposición su vivienda de personas desfavorecidas mencionadas en el art. 1 de la
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pone de manifiesto, la utilización del IR para fines de 
promoción y política de vivienda, sobre todo en aras a 
conseguir que las economías más modestas puedan acceder a 
una vivienda digna254.
3.1.1.1.1. Determinación de la renta neta.
La renta neta de la propiedad inmueble es igual a la 
diferencia entre el total de la renta bruta y el total de los 
gastos de la propiedad255. Al igual que en el IRPF español, la 
renta neta procedente del arrendamiento de inmuebles es el 
resultado de disminuir los ingresos obtenidos por el 
propietario por dicho arrendamiento con los gastos deducibles, 
si bien en el IR francés no hay un concepto genérico de gasto 
como en nuestro IRPF, sino que los gastos deducibles son los 
establecidos en el CGI como tales. En consecuencia, nos 
encontramos en el IR con unos gastos fijados si bien, como 
veremos, parecen comprender al menos todos los necesarios 
para la obtención de la renta y conservación del inmueble 
productor de la misma.
Los ingresos, o renta bruta, están compuestos por las 
percepciones obtenidas por el propietario en concepto de
ley 90*449, de 31-V-1990, estas rentas están exentas de tributación siempre 
que el alquiler no exceda del límite fijado por Decreto.
2 5 4  otros ejemplos claros de la política de vivienda a través del IR 
podemos encontrarlos en el hecho de que no se consideren rentas los Intereses 
obtenidos por la imposición de capitales en las denominadas cuentas ahorro* 
vivienda, o en la deducción de los intereses de los préstamos concertados para la 
adquisición, construcción o rehabilitación de viviendas.( arts. 157.9.bis y 199 
sexíes CGI).
255  art. 28 CGI.
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arrendamiento más ios gastos que le incumben al propietario y 
que en virtud de las disposiciones del contrato corren a cuenta 
de los arrendatarios, y minorado por los gastos soportados por 
el propietario por cuenta de los arrendatarios. Las 
subvenciones e indemnizaciones destinadas a financiar los 
gastos deducibles se incluyen dentro del concepto de ingreso o 
renta bruta.
En los ingresos brutos se incluyen aquellos que proceden 
del arrendamiento de un derecho de publicidad, derechos de 
caza, de la concesión del derecho de explotación de canteras, 
cánones sobre el subsuelo y similares que tengan su causa en 
el derecho de propiedad o de usufructo256.
Si bien es cierto, como hemos dicho, que la vivienda 
ocupada por su propietario no genera renta tributable, cuando 
el inmueble no está destinado a vivienda y tampoco se 
encuentra arrendado, se le presume una renta que sí va a a 
quedar gravada por el IR.
Esta renta se determina por el canon arrendaticio que se 
produciría si hubieran estado arrendadas. Este canon 
arrendaticio se calcula por comparación con los inmuebles o 
partes de inmuebles similares que hayan sido objeto de un 
arrendamiento normal o, en su defecto, por apreciación 
directa. En su caso, esta renta se aumenta con los ingresos que 
proceden del arrendamiento de un derecho de publicidad, 
derechos de caza, de la concesión del derecho de explotación 
de canteras, cánones sobre el subsuelo y similares que tengan 
su causa en el derecho de propiedad o de usufructo257.
2 5 6  art. 29 CGI.
2 5 7  art. 30 CGI
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Ahora bien, esta renta presunta, que podría asimilarse a 
la renta presunta por la titularidad de inmuebles urbanos en el 
IRPF español, difiere de la misma en el sentido que vamos a 
exponer inmediatamente. La renta presunta por inmuebles no 
arrendados y no destinados a viviendas por sus propietarios se 
considera renta bruta del ejercicio; en consecuencia va a poder 
minorar estos ingresos imputados con todos los gastos que 
permite deducir el CGI. De este modo, a nuestro entender, la 
renta imputada tal y como la considera el IR se adecúa con 
mayor rigor a la finalidad perseguida por la norma. En efecto, 
si lo que se pretende es gravar la utilidad que puede reportar 
al propietario la tenencia del inmueble, esta utilidad ha de 
calcularse neta, es decir habrá que, por una parte, imputarle 
como ingresos brutos las percepciones anuales que de 
arrendarla obtendría y por otra parte, se le debe permitir 
computar los gastos realizados en el mismo, entre otros, para 
su conservación y mantenimiento.
Pensamos que esta forma de valoración de la utilidad es 
la que más se acerca a los postulados de capacidad económica 
y de equidad, puesto que van a ser tratados de un mismo modo 
aquellos sujetos pasivos que obtengan efectivamente 
rendimientos por un inmueble arrendado, que aquél que lo 
posea pero por razones personales decida no arrendarlo pero 
manteniendo en su poder una fuente potencial de rendimientos 
que lo distinguen de aquellas personas que deben detraer parte 
de sus rentas para, precisamente, arrendar un inmueble. 
Estimamos que esta imputación de arrendamientos medios, 
puede ser más efectiva en cuanto a favorecer que esos 
inmuebles se inserten en el mercado arrendaticio, que la renta 
imputada en nuestro IRPF.
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Por lo que se refiere a los gastos deducibles, ya hemos 
expuesto que a diferencia de la legislación española, no hay 
una concepción genérica de gasto como todo aquel que se 
realice para la obtención de rendimientos y que cubra la 
depreciación del bien inmueble, sino que en la legislación 
francesa los gastos deducibles están delimitados por el art. 31 
del CGI, distinguiéndose entre propiedades urbanas y 
propiedades rústicas. Por otra parte, los gastos , al igual que 
en la legislación española, deben estar justificados.
Los gastos deducibles de las rentas obtenidas por el 
arrendamiento o imputación de renta de las propiedades 
urbanas son los siguientes:
a) los gastos de reparación y conservación, los gastos de 
administración y remuneración de guardas y conserjes, 
efectivamente soportados por el propietario.
b) los gastos de mejora relativos a los locales de 
vivienda con exclusión de los gastos correspondientes a las 
obras de construcción, reconstrucción o ampliación; los gastos 
de mejora relativos a locales comerciales y profesionales 
destinados a facilitar el acceso de minusválidos, con exclusión 
de los gastos correspondientes a las obras de construcción, 
reconstrucción o ampliación.
c) los gravámenes, salvo los que incumben normalmente 
al ocupante, que recaen sobre la propiedad, de las 
Corporaciones Locales, de ciertos establecimientos públicos u 
organismos diversos; la tasa anual percibida por la región lie- 
de France sobre los locales destinados a oficinas.
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d) los intereses de las deudas contraídas para la 
conservación, adquisición, construcción, reparación, o la 
mejora de las propiedades.
e) una deducción a tanto alzado fijada en el 8% de las 
rentas brutas y que representa los gastos de gestión, seguros y 
amortizaciones.
El tipo de esta deducción se sitúa en el 35% para las 
rentas de los dos primeros años del arrendamiento de las 
viviendas que tienen derecho a la reducción contemplada en el 
II del art. 199 nonies258, con la condición de que estas 
viviendas sean arrendadas como residencia principal durante 
los seis años siguientes a su construcción o su adquisición si 
es posterior. En caso de que no se respete el compromiso o en 
el caso de cesión de la vivienda el suplemento de deducción 
practicado será objeto de recuperación a partir del año de la 
ruptura.
Este tipo se acordará en las mismas condiciones para las 
rentas de la propiedad inmueble percibidas por los 
contribuyentes que por la gestión de su patrimonio personal, 
suscribieron entre el 1 de junio de 1986 y 31 de diciembre de 
1989, la constitución de sociedades civiles, siempre que la 
suscripción esté destinada exclusivamente a financiar la 
construcción o la adquisición de inmuebles de arrendamiento 
nuevos situados en Francia y afectados al menos en sus tres
258 ESta reducción, es otro de los medios establecidos por el legislador 
para promocionar el acceso a las viviendas. Con la reducción prevista en el art. 
199 CGI se prima la construcción de viviendas con el fin de arrendarlas. Con esta 
reducción, se pretendía favorecer a aquellas personas que, en un período 
determ inado, construyeron o adquirieron inmuebles para destinarlos a 
arrendamiento.
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cuartas partes de su superficie al uso de vivienda principal por 
el arrendatario.
Determinada la renta neta de la propiedad inmueble, si es 
positiva se integra con las demás rentas para determinar la 
renta neta global sometida al impuesto. Si la renta neta de la 
propiedad inmueble es negativa no se integra con las demás 
rentas, sino que tendrá que compensarse, como criterio 
general, con la rentas positivas de la misma categoría que se 
produzcan durante los cinco ejercicios siguientes259.
En conclusión , en el IR y en materia de rendimientos de 
la propiedad inmueble parece que no se van plantear graves 
problemas de valoración puesto que, a pesar de que exista una 
posible renta presunta, ésta se valora acudiendo a los 
arrendamientos medios, y éstos cuando se dispone de una 
legislación actualizada y coherente en materia de 
arrendamientos urbanos no parecen presentar muchas 
dificultades.
259 art. 156.1.3» CGI.
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3.1.1.2. Plusvalías de cesión (transmisión) a
título oneroso de bienes o de derechos de cualquier 
naturaleza (Plus-values de cesslon á titre onéreux de 
biens ou de droits de toute nature.)260.
Tras el análisis de ios rendimientos de la propiedad 
inmobiliaria vamos a entrar ahora en el estudio de la
tributación de las plusvalías o incrementos. La primera 
diferencia que observamos con el tratamiento de los 
incrementos de patrimonio en nuestra legislación, es la
exclusión en el IR de los incrementos puestos de manifiesto 
por una transmisión a título lucrativo, puesto que es condición 
para que queden gravadas en el impuesto francés que la
transmisión se haya realizado a título oneroso. Las plusvalías 
se encuentran reguladas en los arts. 150 A a 151 octies CGI. De 
esta regulación vamos a extraer el tratamiento dado a las 
plusvalías ocasionadas con la transmisión de los bienes 
inmuebles urbanos y su valoración.
Lo primero que debemos destacar es el diferente 
tratamiento de las plusvalías atendiendo al periodo de su 
generación, o lo que es lo mismo, se distingue entre plusvalías 
a corto y a largo plazo. Cuando la plusvalía obtenida lo ha sido 
a corto plazo, que sería aquella que se manifiesta por la 
transmisión de un bien inmueble urbano en un plazo inferior a 
dos años desde su adquisición, la totalidad de la plusvalía se 
considera renta ordinaria del ejercicio y como tal se integra 
junto con las demás rentas para determinar la renta neta 
global261.
260 Hablamos de plusvalías pues es el término utilizado por el legislador. 
Hay que tener en cuenta además, que en el IR francés únicamente tributan las 
plusvalías pero no se tiene en cuenta las minusvalías a los efectos de determinar 
la renta neta global.
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En cambio, cuando la plusvalía por la transmisión del 
bien inmueble urbano ha sido generada a largo plazo, es decir 
cuando entre la adquisición del inmueble urbano y su 
transmisión han transcurrido más de dos años, el tratamiento 
es distinto. En este caso, la plusvalía obtenida, determinada 
como veremos más adelante, se divide por cinco y una quinta 
parte se integra a la renta neta total. El resto queda gravado al 
tipo medio efectivo de gravamen. Este tratamiento diferente 
tiene como finalidad evitar la progresividad del impuesto262.
No todas las plusvalías obtenidas con la transmisión de 
un bien inmueble urbano quedan sujetas al IR. Existen 
exenciones y, a diferencia de la exención prevista en nuestro 
ordenamiento, no requieren para su aplicación la reinversión 
del importe obtenido en la venta para que se declare el 
incremento exento. Es decir, en el IR no se exime de 
tributación el incremento obtenido por el acto de reinversión, 
sino por el hecho de la transmisión en sí misma considerada.
Así, están exentas de tributación en el IR263:
* Las plusvalías inmobiliarias realizadas por el 
contribuyente cuyo valor global de patrimonio inmobiliario no 
exceda de 400.000 FF. El patrimonio inmobiliario comprende, 
en su caso, los bienes de los hijos menores a cargo y por otra 
parte, para las personas casadas, sujetas a imposición común, 
ios bienes de la comunidad y los bienes propios de cada 
miembro. La cantidad citada se incrementa en 100.000 por
261 art. 150.A CGI.
262 art. 150.R. CGI
263 arts. 150.B a 150 F CGI.
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cada hijo a cargo, a partir del tercero. Este valor se toma en 
cuenta en la fecha de la realización de la plusvalía y tiene en 
cuenta las deudas contraídas para la adquisición o reparación 
del patrimonio.
- Toda plusvalía realizada en el momento de la 
transmisión de una residencia principal está exenta.
Se consideran residencias principales: a) los inmuebles
o parte de los inmuebles, que constituyan la residencia 
habitual del propietario durante al menos cinco años desde su 
adquisición o construcción. La duración de cinco años no se 
tiene en cuenta cuando la transmisión está motivada por 
imperativos de orden familiar o cambio de residencia; b) los 
inmuebles o parte de los inmuebles, que constituyan la 
residencia en Francia de franceses con domicilio en el 
extranjero, con el límite de una residencia por contribuyente. 
Esta definición engloba las dependencias inmediatas y 
necesarias del inmueble.
En el caso de transmisión de residencia por franceses 
residentes en el extranjero, se exige que el transmitente haya 
tenido su domicilio fiscal en Francia de forma continuada 
durante un año al menos en cualquier momento anterior a la 
transmisión y que hubiera tenido la plena disposición del bien 
durante tres años desde su adquisición o construcción. Esta 
última condición (tres años) no se exige cuando la transmisión 
ha sido motivada por imperativos de orden familiar o un 
cambio en el lugar de trabajo consecutivo al retorno del sujeto 
pasivo a Francia.
La misma exención se aplica para la primera transmisión 
de vivienda distinta de la principal, cuando el transmitente o 
su cónyuge no sean propietarios de su residencia principal,
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directamente o por persona interpuesta, siempre que la 
transmisión se realice tras cinco años desde la adquisición o 
construcción. Esta exención no es aplicable cuando la 
transmisión se realiza en los dos años siguientes a la 
aplicación de la exención por residencia habitual. También está 
exenta cuando la transmisión la realiza un francés no 
residente en Francia, con las condiciones exigidas en el
supuesto de transmisión de la residencia habitual.
Los plazos de cinco y dos años no se exigen cuando la 
cesión o transmisión esté motivada por uno de los hechos cuya 
lista se fija por Decreto del Consejo de Estado y que
conciernen a la situación personal, familiar o profesional del 
contribuyente.
Las circunstancias, que enervan las condiciones 
temporales son las siguientes264:
— Cambio en la situación familiar resultante del
aumento del número de hijos a cargo, de divorcio, de 
separación matrimonial, fallecimiento del contribuyente o de 
uno de los esposos sometidos a imposición conjunta.
-- Superveniencia de una invalidez que afecte al
contribuyente, a uno de los esposos sometidos a imposición 
conjunta, a un hijo a cargo, de grado previsto por la legislación 
social.
-  Cambio de residencia principal justificada por el 
cambio de lugar de actividad profesional, o la aproximación del
264 art. 74 B bis. Anex. II. CGI.
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contribuyente o uno de los esposos sometidos a imposición 
conjunta al lugar de la actividad.
-  Cambio en la situación profesional del contribuyente o 
uno de los esposos sometidos a imposición conjunta resultante 
de una suspensión forzosa de actividad.
-  Comienzo de la jubilación del contribuyente o uno de 
los esposos sometidos a imposición conjunta. Se benefician de 
esta medida las personas que hayan cesado toda actividad 
profesional tras haber alcanzado la edad a la que corresponde 
la puesta en marcha de la pensión de vejez de su régimen de la 
Seguridad Social.
- Están exentas las plusvalías inmobiliarias realizadas 
como consecuencia de declaraciones de utilidad pública 
pronunciadas con objeto de una expropiación, cuando se 
procede a la nueva inversión de la indemnización para la 
compra de uno o más bienes de la misma naturaleza en un plazo 
de seis meses desde el pago. En esta exención sí nos 
encontramos con el requisito de la reinversión de lo obtenido 
por la transmisión.
- Por último, no se tienen en cuenta a los efectos de 
tributación las transmisiones efectuadas cuando su montante 
no excede en el año de 30.000 FF en el caso de inmuebles.
3.1.1.2.1. Determinación de la plusvalía.
Al igual que en el IRPF español, en el IR francés la 
plusvalía es el resultado de comparar dos magnitudes: el valor
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en el momento de adquisición y el valor en el momento de la 
transmisión. Sin embargo, a diferencia de nuestra legislación, 
estos valores se determinan por el precio tanto de adquisición 
como por el precio de transmisión265.
No existe, por tanto, la aplicación automática de un valor 
distinto del precio, como en nuestro IRPF (valor de mercado 
frente a valor de transmisión cuando éste difiera de aquél). 
Todo ello sin perjuicio de la posibilidad de que la 
Administración pueda comprobar este precio y determinar su 
insuficiencia.
3.1.1.2.1.A) Precio de adquisición.
Si bien la regla general es determinar la plusvalía 
tomando como valor de adquisición el precio satisfecho por la 
misma, no siempre existe el mismo. Nos referimos al supuesto 
en que la adquisición se realizó a título lucrativo. En este 
supuesto, el valor de adquisición será el valor venal en el día 
de adquisición. Este valor venal no está determinado ni 
definido en la legislación, pero puede entenderse como el valor 
de mercado que tendría el bien en una transmisión entre 
personas independientes266.
Junto al valor venal en el caso de adquisición a título 
lucrativo, existe otra regla específica como es la referente a 
bienes donados: cuando el bien transmitido provenga de una
265 art. 150 H CGI
2 6 6  e i criterio del valor venal se utiliza en los impuestos sobre 
sucesiones y donaciones y por remisión en el Impuesto sobre el patrimonio, como 
tendremos ocasión de analizar.
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donación inter vivos, que se remonte a menos de cinco años la 
plusvalía se calcula a partir de la fecha y del valor de 
adquisición que el bien tuvo para el donante.
Determinada esta primera magnitud, el valor de 
adquisición, bien atendiendo al precio bien al valor venal, para 
determinar el valor de adquisición total se verá incrementada 
por los siguientes conceptos267:
a. - Los gastos correspondientes a la adquisición a título 
gratuito con exclusión de los Derechos de Sucesión. Cuando la 
adquisición fue a título oneroso también se tienen en cuenta 
para calcular el valor de adquisición total, si bien en este 
último supuesto el sujeto pasivo tiene la posibilidad de 
determinar la cuantía de los mismos a tanto alzado con un 
límite del 10% en el caso de inmuebles. Dentro de estos 
gastos, se incluyen los pagos por Droits d’enregistrement y la 
Taxe sur la publicité fonciére.
b. - Se incluyen, en su caso, los gastos de construcción, 
reconstrucción, ampliación, renovación o mejora, realizados 
tras la adquisición cuando no hayan sido ya deducidos de la 
renta gravable y cuando no tengan el carácter de gastos 
arrendaticios; se tienen en cuenta igualmente en las mismas 
condiciones, las obras efectuadas por el transmitente o los 
miembros de su familia; estas obras pueden ser objeto de 
valoración o calcularse aplicando el coeficiente 3 a la 
cantidad de materiales utilizados.
Cuando el contribuyente no esté en condiciones de 
aportar la justificación de los gastos de construcción,
267 art. 150. H. CGI.
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reconstrucción, mejora, ampliación, renovación, estos gastos 
se fijarán a elección del contribuyente, bien por un experto 
bien en un tanto alzado de 15% sobre el precio de 
adquisición268.
c. - También forman parte del valor de adquisición total 
los intereses de préstamos contraídos para la adquisición o 
reparación de una segunda residencia con los límites previstos 
en art. 199 sexies, 1.a), para la deducción de los mismos.
d. - Los gastos de urbanización, viales, y redes de 
comunicaciones impuestos por las Corporaciones Locales, o 
sus agrupaciones en el cuadro de un plan de ocupación del suelo 
en lo que concierne a terrenos para construir.
e. - Por último, se incluyen las remuneraciones de los 
asesores fiscales requeridos por los sujetos pasivos con 
ocasión de una transmisión que dé lugar a una plusvalía 
sometida al impuesto.
Determinado el valor de adquisición total, y para no 
gravar plusvalías meramente nominales producidas por la 
depreciación monetaria o las fluctuaciones inflacionistas, el 
precio de adquisición y los demás componentes que forman el 
valor de adquisición, con excepción de los intereses de 
préstamos, se revisan proporcionalmente a la variación del 
índice medio anual del precio de consumo (corrección 
monetaria), tras la fecha de adquisición o del momento en que 
se produjo el gasto. Estos índices medios del precio de
268 art. 150 L CGI.
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consumo son aprobados anualmente por Decreto y determinan 
la variación de los precios de los treinta años anteriores269.
Con la corrección monetaria del valor de adquisición se 
evita gravar plusvalías ficticias, que responden a 
fluctuaciones monetarias pero no a un aumento de valor real y 
efectivo del bien. En consecuencia, esta depreciación parece 
totalmente acorde con la capacidad económica puesta de 
manifiesto con ocasión de la transmisión270.
3.1.1.2.1.B) Precio de transmisión.
El segundo componente a tener en cuenta para calcular la 
plusvalía es el precio de transmisión, es decir el importe 
recibido como contraprestación por la entrega del bien.
En el caso de que la plusvalía proceda de una 
expropiación, el precio de transmisión está compuesto por la 
indemnización percibida (justiprecio en nuestra legislación). 
El precio de la expropiación comprende las indemnizaciones
269 art. 150 K. CGI. La competencia para publicar las variaciones de los 
índices de precios al consumo corresponde al Director General de Impuestos, art. 
74.L. Anex. II, CGI.
2 7 0  □  legislador espafiol, a diferencia del legislador francés, ha 
suprimido la corrección monetaria, lo que puede producir el gravam en de 
incrementos ficticios y no reales. Creemos que no se puede argumentar que se han 
introducido unos coeficientes reductores del incremento en lugar de la anterior 
corrección monetaria, puesto que como veremos, el legislador francés junto a la 
corrección por depreciación monetaria también prevé unos coeficientes  
reductores. La finalidad perseguida por ambas figuras es totalmente distinta. Con 
la corrección monetaria se trata de evitar gravar plusvalías o incrementos 
puramente nominales, ficticios, se trata en definitiva, de acomodar la tributación 
a la capacidad económica efectiva. En cambio, con los porcentajes reductores lo 
que se persigue es mitigar la progresión del impuesto.
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concedidas en especie o en natura a un mismo beneficiario, a 
excepción de aquellas que no sean representativas del valor de 
transmisión de los bienes expropiados. Los anticipos 
percibidos se suman a la indemnización percibida para hallar 
el importe total de la expropiación271.
Cuando un bien haya sido transmitido a cambio de una 
renta vitalicia, el precio de transmisión es el valor en capital 
de la renta excluyendo los intereses272.
Junto al precio de transmisión, al igual que ocurre con el 
precio de adquisición, aparecen unos componentes que van a 
conformar el valor de transmisión total: estos componentes 
son: los impuestos satisfechos y gastos soportados por el 
vendedor con ocasión de la transmisión, entre los que se 
encuentran los pagos en concepto de Droits d’enregistrement y 
la taxe sur la publicité fonciére. Estos componentes minoran el 
precio de transmisión y el resultado obtenido será el valor de 
transmisión a tener en cuenta para calcular la plusvalía 
gravada.
Determinados los valores de adquisición y transmisión 
su diferencia nos dará como resultado la plusvalía obtenida. 
Plusvalía que no será la definitivamente gravada, puesto que 
en el IR se prevé por una parte, una reducción atendiendo al 
período de permanencia del bien y por otra, una serie de
271 arts. 74. F. a 74.J. Annexe. II, CGI.
2 7 2  art. 150 I. CGI. En este supuesto, no se excluye de tributación el 
incremento producido cuando la transmisión la realizan mayores de 65 artos, 
como ocurre en nuestro ordenamiento. Sin embargo, entendemos que no se hace 
necesaria esta referencia si tenemos en cuenta que toda plusvalía que tiene su 
causa en la transmisión de la vivienda habitual está exenta en el IR, y por tanto 
no importa mediante que título transmisorio se obtenga la plusvalía.
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reducciones, generales o específicas que minoran las 
plusvalías.
De este modo, atendiendo al período de permanencia del 
bien inmueble ahora transmitido se aplica la siguiente 
reducción: las plusvalías inmobiliarias a largo plazo se 
reducen por cada año de permanencia del bien en el patrimonio 
del transmitente que exceda de dos en un 3’33%273. Ello supone 
de hecho que las plusvalías quedan exentas totalmente 
transcurridos 32 años.
Respecto de las otras reducciones, son de destacar las 
siguientes274:
- una reducción general de 6.000 FF sobre el total 
gravable de las plusvalías realizadas en el curso de un mismo 
año.
- En el caso de plusvalía por transmisión de primera 
vivienda secundaria, cuando el propietario la haya tenido al 
menos cinco años a su disposición, se practica una reducción 
de 20.000 FF por cada uno de los esposos, 30.000 para los 
viudos, solteros o divorciados y 10.000 FF por cada hijo.
• Cuando la plusvalía procede de una expropiación se 
practica una reducción de 75.000 FF. La misma reducción se 
aplica cuando el bien ha sido donado de “buena gana" y no ha
273 art. 150 M CGI. Esta reducción del 3'33%  se aplica a las plusvalías 
realizadas a partir de 1 de enero de 1991. Las plusvalías realizadas con 
anterioridad tenían un coeficiente reductor del 5 % lo que suponía la exención de 
las plusvalías a los 22 años de permanencia del bien.
2 7 4  art. 150 Q.
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sido necesario acudir al procedimiento formal de declaración 
de utilidad pública y expropiación.
Las plusvalías obtenidas tributan en el periodo 
impositivo en que se ponen de manifiesto, si bien el sujeto 
pasivo puede solicitar la concesión de pago fraccionado en 
cinco años. En este caso, la plusvalía se fracciona en cinco 
partes iguales y se grava en los cinco ejercicios siguientes a 
la realización de la misma. El pago fraccionado lleva consigo 
el pago de los correspondientes intereses de demora275.
Aplicadas las reducciones correspondientes, la plusvalía 
así determinada se divide por cinco, una quinta parte se 
integra con la renta neta global, cuando ésta es positiva, y se 
grava a los tipos previstos de la escala, mientras que las 
cuatro quintas partes restantes quedan gravadas al tipo medio 
efectivo de gravamen.
Cuando la renta neta global es negativa se compensa con 
la plusvalía obtenida y el resultado, si es positivo se dividirá 
por cinco, una parte se gravará a los tipos de la escala y las 
otras cuatro al tipo medio efectivo de gravamen.
Con todas estas medidas se mitiga la progresividad del 
impuesto, y en general, podemos afirmar que el tratamiento de 
las plusvalías procedentes de la transmisión de bienes 
inmuebles urbanos en Francia goza de un trato de favor que 
corresponde a las finalidades perseguidas por el legislador. Al 
mismo tiempo, pensamos que se determina perfectamente la 
capacidad económica efectiva que se debe gravar con el
275  art. 74. R. Annexe II. CGI.
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impuesto, al excluir de la tributación las plusvalías puramente 
nominales, exclusión qué consideramos también debería haber 
tenido en cuenta el legislador español.
3.1.2. Imposición patrimonial.
La imposición sobre el patrimonio en Francia viene 
caracterizada por su falta de unidad. Obedece a una 
combinación de impuestos, unos generales y otros sobre bienes 
específicos, según los hechos imponibles gravados sea la 
transmisión, ya sea onerosa o lucrativa, o la tenencia y 
posesión de bienes. Vamos estudiar en primer lugar la 
imposición sobre el patrimonio para entrar después en el 
análisis de la imposición sobre las transmisiones.
3.1.2.1. Impót de solidarité sur la fortune. 
Impuesto sobre el Patrimonio.
La imposición sobre el patrimonio en Francia es 
relativamente reciente. Se estableció por primera vez un 
Impuesto sobre el Patrimonio en 1982 bajo el nombre de Impót 
sur les grandes fortunes, que perduró hasta 1986, año en que 
fue suprimida esta tributación. La imposición sobre el 
patrimonio vuelve a integrarse en el sistema tributario 
francés a través de la Ley de Finanzas n. 88*1149, de 23 de 
diciembre de 1988, bajo el nombre de Impót de solidarité sur 
la fortune (ISF).
En principio, este impuesto tiene su fundamento en la 
redistribución de la renta y la riqueza y en la justicia social, 
fundamentos que se ven concretados en la sujeción al 
impuesto, la cual queda determinada en función de un concreto
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valor del patrimonio poseído el día del devengo (1 de enero). En 
definitiva, únicamente van a quedar gravados con el ISF los 
poseedores de un gran patrimonio.
El ISF se encuentra regulado en los arts. 885 A a 885 X 
CGI. El ISF es un impuesto directo, personal, subjetivo y 
periódico, que grava el patrimonio neto de las personas 
físicas. Sin embargo, este patrimonio neto es un patrimonio 
limitado, puesto que no quedan sometidos a gravamen todos los 
bienes y derechos de los sujetos pasivos; así por ejemplo, 
junto a otras exenciones, el patrimonio profesional no queda 
sometido a este impuesto276.
Quedan sujetas al impuesto las personas físicas cuyos 
bienes superen un valor de 4.390.000 FF277.
3.1.2.1.1. Base imponible.
Constituye la base imponible del ISF el valor neto a 1 de
enero del conjunto de los bienes, derechos y valores sujetos
que pertenezcan a los sujetos pasivos e hijos menores cuando 
aquéllos tengan la administración legal sobre los bienes de 
éstos.
En el caso de unión de hecho notoria la base del impuesto
la constituye el valor neto del conjunto de bienes que
276 art. 885 A ¡n fine CGI. Otros bienes exentos son las antigüedades, las 
obras de arte o de colección, los derechos de autor, los derechos de propiedad 
industrial cuando están en poder del inventor, entre otros.Vid. arts. 885. H a 885 
LCGI.
277 valor para el ejercicio de 1992 y que se mantiene para 1993.
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pertenezcan a ambos y a los hijos menores cuando aquéllos 
tengan la administración legal sobre dichos bienes278.
El valor de los bienes en el ISF se determina por 
remisión a las normas del Impuesto sobre Sucesiones ( Droits 
de Succesion). La regla general de valoración es el valor venal, 
o valor de mercado; en consecuencia, los bienes inmuebles 
urbanos comprendidos en el patrimonio de las personas físicas 
y que no formen parte del patrimonio profesional,- en cuyo 
caso quedan exentos de tributación-, se cuantifican por el 
valor de mercado de los mismos. Si bien la determinación del 
valor de mercado parece ser congruente con la idea de que el 
patrimonio, sea cual sea su imposición, va a tener el mismo 
valor, ya sea en el ISF o en la imposición que grava las 
sucesiones, plantea una serie de problemas.
El valor de mercado no se encuentra determinado por la 
norma, no existe un mecanismo de valoración que nos lleve a la 
determinación de este valor de mercado sino que, dado el 
procedimiento de gestión en el ISF que corre a cargo del 
contribuyente mediante su declaración-liquidación, será el 
sujeto pasivo el que establezca el valor de mercado que 
considere para el bien inmueble urbano correspondiente.
Esta situación va a plantear, como en la legislación 
española, problemas de valoración, puesto que tras la 
liquidación presentada por el sujeto pasivo, la Administración 
comprobará el valor declarado, determinando en su caso el 
valor de mercado que a su entender corresponde al bien 
inmueble acompañado del establecimiento de las sanciones 
oportunas.
278 art. 885 E CGI
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Creemos que en estos casos, la solución que menos 
problemas plantea tanto para los sujetos pasivos como para la 
Administración es contar con un valor objetivo fijado 
administrativamente que se acerque en la mayor medida 
posible al valor de mercado, eliminando del mismo aquellos 
elementos que resulten exógenos al valor intrínseco del bien. 
Este valor objetivo puede servir de base, de estar 
perfectamente determinado, en todos aquellos tributos en los 
cuales sean los bienes inmuebles urbanos considerados en sí 
mismos, es decir, en todas las imposiciones patrimoniales que 
se base en el valor de los bienes y no en la renta que producen 
o son susceptibles de producir.
En nuestra legislación este valor objetivo existe, es el 
valor catastral, y a éste es al que deberían remitirse todos 
aquellos tributos que graven el valor de los bienes y donde no 
exista un importe real abonado por los mismos. Un valor 
establecido administrativamente, de forma similar a nuestro 
valor catastral, también se encuentra en el legislación 
francesa a efectos de la Taxe fonciére sur les propriétés 
báties (impuesto sobre las propiedades inmuebles 
construidas).
Del valor de los bienes se deducen las cargas 
correspondientes para determinar el patrimonio neto. 
Determinado este patrimonio neto se aplica la escala de 
gravamen, progresiva por tramos de valor de patrimonio279.
2 7 9  i_os t¡p0S de gravamen en el IS F  oscilan entre el 0 ’5 para  
patrimonios cuyo valor está comprendido entre 4 .390.000 y 7 .130.000 FF y el 
1’5 para patrimonios cuyo valor sea superior a 42.520.000 FF. De estos tipos 
de gravamen se puede observar la escasa repercusión recaudatoria que tiene este 
impuesto.art. 885 U CGI
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Obtenida la cuota, la misma se reduce en una cantidad de 1.000 
FF por persona a cargo del contribuyente280.
En el ISF, al igual que en la legislación española, existe 
un límite conjunto de tributación con el IR.281 Este límite 
conjunto supone que la tributación conjunta no puede exceder 
dél 85% de la base imponible del IR por el año anterior. Para el 
cálculo de este límite no se tienen en cuenta las rentas 
procedentes de bienes exentos en el ISF. Si la tributación 
conjunta excede de este límite se reduce el ISF282.
3.1.3. Imposición sobre las transmisiones de 
bienes inmuebles urbanos.
La imposición sobre las transmisiones de bienes 
inmuebles urbanos engloba bajo la genérica denominación 
Droits d’enregistrement et de Publicité Fonciere ( derechos de 
registro y de publicidad inmobiliaria) diversas modalidades 
según se trate de transmisiones lucrativas, onerosas o 
transmisiones de uso y disfrute de los bienes. De este modo, 
encontramos Droits de mutation, o Impuesto sobre 
Transmisiones onerosas, Droits de succesion et donation- lo 
que en nuestro ordenamiento sería el Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones- y el Droit de Bail, impuesto que 
grava la transmisión del uso y disfrute del bien inmueble 
urbano
280  art. 885 V CGI
281 Junto a este límite se prevé una reducción en concepto de doble 
imposición internacional, art. 885 V bis.
282  art. 885 V bis CGI
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Todos los actos relativos a las transacciones de los 
inmuebles urbanos tienen la obligación de inscribirse en un 
registro. En Francia esta inscripción registral, además de ser 
una formalidad que aumenta la seguridad jurídica de las partes 
celebrantes del contrato, supone la sujeción a los Droits 
d’enregistrement et de publicitó fonciére.
Quedan sometidos a la formalidad registral:
- Los mandatos, promesas de venta, actos traslativos de 
la propiedad, y de una manera general todas las operaciones 
sobre bienes inmuebles; transmisión del uso vitalicio o con 
duración ilimitada de bienes inmuebles; partición de bienes 
por cualquier título; aceptación o repudia de herencias, 
legados o comunidades de bienes; certificados de propiedad; 
transmisión de derecho de arrendamiento de un inmueble; 
testamentos.
Para determinados hechos imponibles el conjunto de 
impuestos que gravan los actos concretos se fusionan en uno 
sólo, lo que se denomina por la legislación “formalidad 
fusionada”.
La formalidad fusionada se establece obligatoriamente 
en los casos de transmisiones onerosas de bienes inmuebles y 
en el caso de la transmisión de derechos de arrendamiento, 
mientras que en el caso de las transmisiones a título lucrativo 
se gravan los impuestos por separado.
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3.1.3.1. D ro its  de m uta tions. T ransm is iones 
onerosas de bienes inmuebles urbanos. 283
En principio, todas las transmisiones de bienes 
inmuebles quedan sometidas al pago del impuesto y para exigir 
el pago de ios derechos de registro y de publicidad 
inmobiliaria es indiferente que exista un acto escrito o verbal. 
Esto implica que lo que queda gravado por esta figura no es 
tanto el acto formal sino la transmisión en sí misma 
considerada.
Dentro de esta imposición podemos distinguir el régimen 
general y regímenes especiales, por lo que vamos a entrar, si 
quiera sea brevemente, en los mismos.
Por lo que se refiere al régimen general hay que destacar 
que quedan sometidas al pago del impuesto: las adjudicaciones, 
ventas, reventas, cesiones, retrocesiones y cualquier acto 
civil y judicial traslativo de la propiedad o del disfrute de 
bienes inmuebles a título oneroso. También se someten los 
intercambios de bienes inmuebles.
La base imponible, con carácter general, es el precio 
expresado al que se le añaden todas las cargas e 
indemnizaciones convenidas a favor del transmitente por 
cualquier título o causa. En el caso de intercambio de bienes 
inmuebles la base imponible se determina por el valor venal 
real en la fecha de la transmisión según declaración 
estimativa de las partes.
28 3  arts. 682 a 717 C G I. Estos derechos de registro y de publicidad 
inmobiliaria forman parte del sistema tributario de los Departamentos desde 
1984 ( Ley de Fianzas n. 83*1179, de 29 de diciembre de 1983).
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Como podemos observar el legislador francés no desecha, 
como el legislador español, el precio de la transmisión para 
acudir a un concepto jurídico indeterminado como el valor real 
del bien. Sólo acude al valor venal cuando no existe un precio 
efectivo, como en el caso de una permuta.
Sobre el precio satisfecho y expresado o, en su caso, 
sobre el valor venal del bien inmueble gira el tipo de gravamen 
que es proporcional. En la actualidad los droits 
d'enregistrement et taxe de publicité fonciére forman parte de 
la tributación de los Departamentos. El tipo aplicable, por 
tanto, es la suma del tipo impositivo establecido por la 
legislación estatal (13’80%) más el tipo que establezcan los 
Departamentos.
Respecto de los regímenes especiales, la especialidad 
suele ir referida al tipo de gravamen aplicable a la 
transmisión; así, a modo de ejemplo, cuando se trate de 
adquisición de inmuebles o de partes de inmuebles destinados 
a la vivienda, el tipo aplicable se reduce en un porcentaje 
determinado (2,60%) por la legislación284. Esta reducción está 
condicionada al hecho de que el adquirente se comprometa a no 
afectar a ningún otro uso distinto el bien durante al menos 
tres años desde la fecha de la adquisición. A este respecto los 
inmuebles o fracciones de inmuebles destinados a usos 
comerciales y profesionales no se consideran en ningún caso 
afectos a usos de vivienda. Esta misma reducción se aplica a 
los terrenos o locales utilizados como garajes.
284  arts. 710 y ss; 1594 CGI.
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Otro supuesto especial es el de los actos traslativos de 
la propiedad o el usufructo de bienes inmuebles situados fuera 
del territorio francés o en aquellos territorios* territorios de 
ultramar- donde no esté establecido el impuesto. En estos 
supuestos, sobre el precio acordado, al que se le añaden las 
cargas, se aplica un tipo del 4,80%.
En conclusión, en la legislación francesa, cuando existe 
un precio éste es el que se toma como base de imposición sin 
necesidad de acudir a valores ideales como el valor de
mercado, valor que por otra parte, es el utilizado cuando no 
existe contraprestación pecuniaria en la transmisión. Esta 
solución adoptada por el legislador francés nos parece más 
acorde con la realidad gravada que la previsión en nuestro 
ITPAJD, de despreciar el importe satisfecho para valorar los 
bienes a través del valor real de los mismos. Ello no quiere
decir que se vayan a producir en la legislación francesa
fraudes o elusiones fiscales en mayor o menor medida que en 
la legislación española. Parece que no se puede afirmar dada la 
facultad de comprobación que tiene la Administración francesa 
sobre el precio declarado, que si difiere del valor de mercado 
estimado por la Administración tributaria puede dar lugar a 
una rectificación de la liquidación.
En efecto, el art. L. 17 LPF285 establece que la 
Administración Tributaria puede rectificar el precio o la 
valoración de un bien que haya servido de base imponible
cuando este precio o valoración parezca inferior al valor venal 
real de los bienes transmitidos.
2 8 5 Livre des procedures fiscales, CGI.
3 1 8
Esta rectificación se realiza siguiendo el procedimiento 
establecido al efecto, teniendo la Administración la obligación 
de aportar la prueba de la insuficiencia de ios precios y 
valoraciones declarados. Esta aportación de prueba es 
importante puesto que, en todo caso, a pesar de la existencia 
de un valor comprobado por la Administración, éste no surte 
efectos fiscales para el sujeto pasivo si no va unido a la 
existencia de prueba administrativa suficiente para desbancar 
al valor declarado por el propio sujeto pasivo.
Esta situación es bien distinta de la que observamos en 
nuestra legislación. En el ITP el valor real de los bienes, se 
fija en principio por el sujeto pasivo, pero si la 
Administración comprueba el valor declarado resultando de la 
comprobación un valor superior, va a ser éste último el que se 
tome en cuenta para la declaración del tributo. A pesar de que 
el sujeto pasivo pueda mediante la tasación pericial 
contradictoria recurrir el valor comprobado, no existe por 
parte de la Administración la obligación de demostrar la 
insuficiencia del valor declarado.
En otras palabras, dada la indeterminación en nuestra 
legislación de lo que se debe entender por valor real, cuando el 
sujeto pasivo declara un valor, por tradición y desconfianza, 
se va a suponer que este valor es inferior al valor real. Pero, 
¿qué es el valor real del bien?. ¿El valor de mercado?. ¿El 
valor dado al bien en una subasta pública?. ¿El valor a efectos 
de conseguir un préstamo hipotecario sobre el mismo?. ¿Por 
qué el valor declarado no se adecúa al valor real? ¿Basta con 
que el expediente de comprobación de valores especifique los 
índices y mecanismos utilizados para calcular el valor 
comprobado?. No hay que olvidar que el valor comprobado es ni 
más ni menos que eso, un valor comprobado, un valor objetivo
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determinado por la Administración. Pero, ¿se puede equiparar 
valor comprobado con valor real?.
Creemos que la solución a todas estas preguntas debe 
partir necesariamente de un cambio en la configuración de la 
base imponible en el ITP. Si la base imponible se establece con 
criterios ciertos y determinados, tanto la declaración del 
sujeto pasivo como la fase de comprobación por la 
Administración resultarán menos traumáticas y más sencillas. 
Creemos que la determinación de la base imponible atendiendo 
al precio pagado por la transmisión es la medida más adecuada 
y más fácil de determinar por el sujeto pasivo. En este caso la 
Administración cuando comprueba la declaración del sujeto 
pasivo, deberá probar que el importe declarado no es el 
efectivamente satisfecho, o lo que podría ser en términos 
similares, que el importe declarado no coincide con el valor 
real del bien, entendiendo por valor real el bien, el valor por el 
que una persona está dispuesta a vender el bien y otra persona 
está dispuesta a comprarlo.
Retomando la comprobación de ios importes o valores 
declarados en los droits d’enregistrement o en la Taxe 
publicité fonciére, puesto que el procedimiento se fija de 
forma general para las transmisiones onerosas y lucrativas, lo 
analizaremos tras el estudio de la tributación de éstas 
últimas.
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3.1.3.2. Droits de succesion et donation. 
Transmisiones lucrativas de bienes inmuebles 
urbanos.286.
La tributación de las transmisiones lucrativas mortis 
causa o inter vivos sometidas a los derechos de registro 
constituyen una imposición directa de características muy 
similares al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones español. 
Es una imposición directa, personal, subjetiva e instantánea y 
la base imponible está compuesta por la adquisición individual 
de cada uno de los herederos o legatarios, o en el caso de las 
donaciones, por el valor de los bienes donados por un mismo 
donante a un mismo donatario.
Difiere, sin embargo, en las circunstancias personales 
que se tienen en cuenta para cuantificar la deuda tributaria. 
Así, por ejemplo, se tienen en cuenta no sólo el grado de 
parentesco entre transmitente y adquirente sino también el 
número de hijos de éste último.
3.1.3.2.1. Base imponible.
Los derechos de sucesión recaen sobre todos los bienes 
que poseía el causante en la fecha del fallecimiento, que 
coincide con la fecha del devengo del impuesto. Para la 
determinación de la propiedad de los bienes se siguen las 
reglas de la legislación civil, al tiempo que se establecen una
2 8 6  arts. 750 ter a 808 CGI
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serie de presunciones de la propiedad (présomptions de 
propriété).
Determinado el patrimonio bruto total del causante se 
deducen las cargas y deudas deducidles previstas por la 
legislación y se obtiene el patrimonio neto, patrimonio que va 
servir de base para la determinación de las adquisiciones 
individuales. Es decir, primero deberemos realizar una 
valoración de los bienes que componen la masa hereditaria, 
tras lo cual practicaremos las deducciones y cargas previstas, 
obteniendo el valor neto de la masa hereditaria.
Este valor neto se imputa a cada uno de los 
causahabientes atendiendo a las normas civiles en materia 
sucesoria, constituyendo la base imponible de los derechos de 
sucesión.
En el CGI se establecen las normas de valoración de los 
bienes que forman la masa hereditaria. Nos vamos a centrar en 
la valoración de los bienes inmuebles urbanos.
Esta valoración es común a las sucesiones y donaciones. 
Los bienes inmuebles urbanos se estiman por su valor venal 
real en la fecha de la transmisión, sin deducción de las cargas, 
las cuales sirven para minorar el valor de la masa hereditaria 
en su conjunto287. Sin embargo, si durante los dos años 
anteriores a la fecha del devengo los inmuebles transmitidos
fueron objeto de una adjudicación, por vía judicial o
voluntaria, el valor no puede ser inferior al precio de
adjudicación al que se le añaden todas las cargas en capital al
menos que se justifique que la composición de los inmuebles
287 art. 761 CGI.
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ha vahado por transformaciones susceptibles de modificar el 
valor.
Así pues, el legislador, como ya comentamos al analizar 
el ISF, opta por determinar el valor de los inmuebles a través 
del valor venal real, valor de mercado, que deberán estimar las 
partes y que está sometido al procedimiento de comprobación 
por parte de la Administración.
3.1.3.3. La comprobación de valores en los Droits 
d'enregistrement et taxe de publícité fonciére.
Como hemos indicado anteriormente, tras la 
presentación de la declaración por parte de los sujetos 
pasivos, la Administración tiene facultades para la 
comprobación de los valores declarados. La Administración 
Tributaria puede rectificar el precio o la valoración de un bien 
que haya servido de base imponible cuando este precio o 
valoración parezca inferior al valor venal real de los bienes 
transmitidos. Esta rectificación debe llevarse a cabo a través 
del procedimiento establecido al efecto, teniendo la 
Administración la obligación de aportar la prueba de la 
insuficiencia de los precios y valoraciones declarados.
El procedimiento establecido es el Procedimiento de 
rectificación regulado en el art. L. 55 LPF.
Cuando la Administración Tributaria constate una 
insuficiencia, una inexactitud, una omisión o una ocultación en 
los elementos que sirven de base para el cálculo de los 
impuestos, derechos, tasas, cánones o sumas debidas en virtud 
de lo dispuesto en el CGI, se efectuarán las rectificaciones
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correspondientes por medio del procedimiento de rectificación 
contradictorio. Este procedimiento no se aplica en materia de 
impuestos locales.
La Administración envía al sujeto pasivo una 
notificación de rectificación, que debe estar motivada de 
manera que le permita formular observaciones al respecto o 
aceptarla, en su caso288. La notificación de una proposición de 
rectificación debe mencionar, so pena de nulidad, que el 
contribuyente tiene la facultad de asesorarse por un abogado 
de su elección para discutir la proposición de rectificación o 
para su aceptación289.
Si la Administración rechaza las observaciones del 
sujeto pasivo, este rechazo debe estar igualmente motivado.
Cuando el desacuerdo sobre las rectificaciones 
notificadas subsista, la Administración, si el sujeto pasivo lo 
solicita, elevará el litigio al dictamen o bien de la Comisión 
Departamental de Impuestos Directos290 o bien a la Comisión 
Departamental de Conciliación291, La elevación del litigio 
puede igualmente realizarse de oficio por la Administración.
288 Esta motivación que en Derecho francés se encuentra regulada en la 
ley, en el Derecho español ha tenido que ser la jurisprudencia reiterada del TS la 
que la haya venido exigiendo so pena de nulidad de las actuaciones de valoración.
289 art. L. 54 B. LPF.
299  art. 1651 CGI. Esta Comisión está presidida por el Presidente del 
Tribunal Administrativo y compuesta por representantes de la Administración y 
de los contribuyentes.
291 art. 1653 A. CGI. Esta Comisión está presidida por un Juez y 
compuesta por representantes de la Administración y de los contribuyentes.
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La competencia cuando se trata de desacuerdo entre el 
precio o valor declarado y el comprobado por la 
Administración, corresponde a la Comisión Departamental de 
Conciliación. Tras la solución dada por la Comisión de 
Conciliación se abre el plazo de pago del impuesto. El sujeto 
pasivo conserva tras esta solución el derecho de presentar una 
recurso ante la jurisdicción contenciosa. En todo caso, a quien 
le incumbe la prueba es a la Administración292.
En conclusión, entendemos que en la imposición sobre las 
transmisiones el legislador, al remitirse al precio en las 
transmisiones onerosas, se adecúa a la capacidad económica 
gravada; en cambio en el supuesto de la valoración de los 
bienes inmuebles en las transmisiones lucrativas, se puede 
plantear el mismo problema que en la legislación española, 
puesto que el valor venal no se encuentra determinado ni 
definido por las normas, siendo la Administración la que lo 
determinará a través del procedimiento de comprobación.
3.2. Tributación de los bienes inmuebles urbanos 
en la imposición local.
En el sistema tributario francés las Haciendas Locales, 
al igual que en el sistema tributario español, tienen sus 
competencias en materia tribu ta ria  lim itadas al 
establecimiento de los tipos de gravamen y a la aplicación de 
las figuras que a su favor establece el legislador estatal. La 
imposición local, como el resto de las figuras tributarias, se
292 art. L  192 LPF.
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recogen en el CGI. De todas las figuras correspondientes a las 
Haciendas Locales nuestro estudio se va a centrar en tres de 
las más importantes: Taxe fonciére sur les propriétés báties 
(impuesto sobre las propiedades inmuebles construidas), Taxe 
fonciére sur les propriétés non báties (impuesto sobre las 
propiedades inmuebles no construidas, terrenos) y la Taxe 
d'habitation (impuesto sobre los inmuebles dedicados a 
vivienda).
3.2.1. Taxe fonciére sur les propriétés báties. 
Impuesto sobre las propiedades inmuebles  
construidas.293
La taxe fonciére vino a sustituir a la Contribución 
territorial instituida en 1790. En la actualidad, constituye uno 
de los pilares básicos de la financiación de las Haciendas 
Locales, de forma similar a lo que ocurre con el IBI español.
Es un impuesto directo, real, y periódico. Grava las 
propiedades construidas, situadas en el término municipal 
correspondiente. El sujeto pasivo, en principio, es el 
propietario actual del inmueble o, en su caso, el titular del 
derecho real de goce que recaiga sobre el mismo294.
Los elementos patrimoniales gravados por este impuesto 
son, como hemos dicho, todas las propiedades construidas 
situadas en Francia, salvo las declaradas exentas por la propia 
ley. El concepto de propiedad construida es muy amplio. Por 
propiedad construida se entiende toda construcción o
293 arts. 1380 a 1392 CGI.
294 art. 1400 CGI.
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edificación sujeta al suelo permanentemente mediante 
cimientos o mampostería. Como regla general, la imposición 
recae sobre las construcciones que presentan, por su 
importancia, los caracteres de verdaderos edificios. Por ello, 
la sujeción o no al impuesto es una trabajo empírico de 
delimitación.
Esta delimitación de los bienes inmuebles gravados ha 
venido fundamentalmente de la mano del Consejo de Estado. En 
todo caso, únicamente quedan sometidas al impuesto las 
construcciones que estén definitivamente acabadas. El Consejo 
de Estado consideró que un edificio cumple el requisito de 
concluido cuando puede ser utilizado para el destino al que iba 
dirigido, vivienda, comercio, industria, etc295. De este modo, a 
título de ejemplo, los trabajos de poner puertas de entrada, 
ventanas y escalera interior, se consideran necesarios para 
poder habitar el inmueble.
La referencia al uso del inmueble conforme a su destino 
permite, por otra parte, excluir del campo de aplicación del 
impuesto las casas declaradas en ruina, no susceptibles de 
ocupación por las personas. Por el contrario, una casa por 
antigua que sea, aunque no esté habitada, pero siga siendo 
susceptible de ocupación o utilización queda sometida al 
impuesto.
Junto a las construcciones se incluyen como propiedades 
sometidas al impuesto las siguientes:
a. - las instalaciones destinadas a resguardar personas, 
bienes, o stocks.
295 para |as resoluciones del Consejo de Estado vid. CATHELINEAU, J. Les 
impéts locaux. Dalloz, Paris, 1988.
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Estas instalaciones deben presentar unas dimensiones o 
condiciones de conjunto tales que impidan todo 
desplazamiento sin la utilización de procesos técnicos o 
medios de alzamiento y traslado excepcionales. Deben reunir, 
además, ciertas condiciones que las diferencien de las 
instalaciones que intervienen directamente en los procesos de 
producción, conservación o transformación.
b. - Las obras en mampostería que presentan verdadero 
carácter de construcción.
Estos bienes se definen por su naturaleza; deben ser de 
mampostería, excluyéndose con esta característica los pilones 
metálicos; por su importancia, es decir por su volumen y su 
fijación; deben estar fijas al suelo con carácter de 
permanencia. Entre otras, se consideran obras de mampostería 
asimilables a las construcciones: las chimeneas de las 
fábricas, los refrigeradores atmosféricos y las obras que 
sirven de soporte a los medios de explotación.
c. - Obras de arte y vías de comunicación.
Por lo que se refiere a las obras de arte, comprenden 
esencialmente puentes, túneles, acueductos, diques, saltos de 
agua artificiales, pistas de aeropuertos. Cuando estas obras 
pertenecen a las entidades públicas y son productoras de renta 
no se someten a este impuesto.
Las vías de comunicación comprenden todas las vías de 
transporte sobre o por debajo del suelo, por railes, por aire o 
por agua.
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d. - Barcos enclavados en un punto fijo utilizados para 
vivienda, comercio o industria.
Es un criterio de imposición tradicional en el sistema 
tributario francés. Ya vimos como en el Impuesto sobre la 
Renta cuando estos barcos están arrendados, la renta queda 
sometida al mismo en concepto de rendimientos de la 
propiedad inmueble. Este tratamiento fiscal de los barcos 
choca con el tratamiento civil del mismo, que los considera 
bienes muebles.
e. - Suelos de construcciones de toda naturaleza y los 
terrenos que forman una dependencia indispensable e 
inmediata de las construcciones.
Hay que decir, en primer lugar, que los terrenos quedan 
sometidos a la Taxe Fonciére sur les propriétés non báties 
mientras la construcción y los trabajos de edificación no han 
sido concluidos. Transcurrido un año desde la finalización de la 
construcción el terreno queda sujeto al impuesto ahora 
analizado y deja de estarlo en aquél.
Bajo la expresión dependencias se recogen todos aquellos 
emplazamientos de esdasa extensión que sirven de acceso a 
las construcciones o forman parte integrante del inmueble, 
como pequeños jardines, etc.
f. - Terrenos no cultivados utilizados para uso comercial 
o industrial.
Se incluyen bajo este epígrafe las canteras, los lugares 
de depósitos de mercancías u otros emplazamientos de la 
misma naturaleza, bien sean ocupados por el propietario o por 
terceras personas a titulo lucrativo u oneroso.
329
g. - Terrenos sobre los que se edifican instalaciones 
exentas del impuesto.
Las instalaciones exentas son los utillajes u otros 
medios materiales de explotación de los establecimientos 
industriales. Sin embargo, los terrenos que sustentan estas 
instalaciones quedan sometidos al impuesto.
h. - Terrenos cultivados o no utilizados para la 
publicidad comercial o industrial.
Junto a esta amplia enumeración de las propiedades 
construidas sometidas al impuesto, se regulan en los arts. 
1382 a 1387 CGI, supuestos de exención. Sintetizando, las 
exenciones pueden ser permanentes o temporales. Las 
exenciones permanentes afectan a las propiedades públicas, e 
inmuebles exentos por su destino: dedicados al culto, al uso 
diplomático, etc.; las construcciones rurales y como cláusula 
de cierre otros inmuebles, entre los que se encuentran los 
refugios antiaéreos, etc.
En cuanto a las exenciones temporales, se dividen en dos 
grandes grupos según el destino y antigüedad de las 
construcciones: exenciones temporales de dos años y 
exenciones superiores a este período. Así, por ejemplo, las 
construcciones nuevas, reconstrucciones y adiciones de 
construcción están exentas durante los dos años siguientes a 
la finalización de las obras siempre que se destinen a 
vivienda296.
296 art. 1383 CGI
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Las exenciones son superiores a dos años en los casos de 
las construcciones nuevas destinadas a vivienda principal. 
Esta exención se mantiene durante 15 años siempre que se 
encuentren bajo un régimen de vivienda en arrendamiento 
moderado.
3.2.1.1. Base imponible.
La taxe fonciére grava la propiedad de los bienes 
inmuebles, y la base imponible del impuesto la constituye el 
valor en renta catastral de las propiedades, con una reducción 
del 50% en concepto de gastos de gestión, conservación, 
seguros, amortización y reparación.
El valor en renta catastral se determina según lo 
dispuesto en los artículos 1494 a 1508 y 1516 a 1518 B del 
CGI y en los arts. 324 y ss del Annexe III CGI (en el que se 
recogen las disposiciones aprobadas por decreto, reglamentos).
En definitiva, la determinación del valor de los bienes 
inmuebles en el impuesto francés se lleva a cabo directamente 
por la Ley, que determina los elementos esenciales de 
valoración y por los reglamentos que desarrollan estos 
elementos. Esta regulación difiere claramente del 
establecimiento del valor catastral en el IBI español, figura 
similar a la francesa. Pensamos que, dada la importancia y 
esencialidad de la valoración de los bienes inmuebles, la 
postura correcta y preservadora del principio de reserva de ley 
en materia tributaria, entre otros, es la mantenida por la 
legislación francesa.
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3.2.1.1.1. Determinación del valor en renta 
catastral ( Valeur locative cadastrale).
J.- Disposiciones comunes a todo tipo de bienes.
1.- El valor en renta catastral (valor locativo) se 
determina para cada propiedad o fracción de la misma 
destinada normalmente a un uso diferenciado.
Por propiedad normalmente destinada a un uso 
diferenciado se entiende:
a) en los establecimientos industriales, el conjunto de 
suelos, terrenos, construcciones e instalaciones que concurren 
en una misma explotación o forman parte de un mismo grupo 
topográfico.
b) en los otros bienes, el conjunto de suelos, terrenos, y 
construcciones que forman parte de un mismo grupo 
topográfico y están destinados generalmente a ser ocupados 
por una misma persona en razón de su disposición.
Por fracciones de propiedad normalmente destinadas a un 
uso diferenciado, cuando están situadas dentro de un inmueble 
colectivo o forman parte de un conjunto inmobiliario, se 
entiende:
a) el local destinado en razón de su disposición a un 
mismo ocupante;
b) el establecimiento industrial donde los elementos 
concurren en una misma explotación.
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Se considera también fracción de propiedad el conjunto 
de suelos, terrenos y construcciones y partes de construcción 
destinadas al uso común de los ocupantes.
Como inmueble colectivo se entiende toda propiedad 
construida acondicionada al menos para albergar a dos 
ocupantes.
2.- El valor en renta catastral se determina para cada 
propiedad o fracción de propiedad normalmente destinada a una 
utilización distinta. Cada propiedad o fracción de propiedad es 
evaluada según su consistencia, su afectación, su situación y 
su estado en el momento de la valoración. A estos efectos, el 
momento o fecha de valoración es el día de clausura del 
procedimiento de las operaciones de revisión llevadas a cabo 
por los municipios.
Para la apreciación de su consistencia se tendrán en 
cuenta todos los trabajos, equipamientos o elementos de 
equipamientos existentes en el día de la valoración.
Cuando una propiedad o un local tenga múltiples 
afectaciones, cada fracción se valorará atendiendo a su 
afectación principal. Sin perjuicio de esto, un mismo elemento 
afectado a varios usos se valorará:
a) según las reglas propias de los locales comerciales 
cuando se utilice a la vez para el ejercicio de una actividad 
comercial o artesanal y a cualquier otro uso.
b) según las reglas propias de los locales profesionales 
cuando se utilice a la vez para el ejercicio de una profesión y 
para la vivienda.
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Cuando una propiedad o un local sólo esté afectado a un 
uso, los elementos del mismo destinados a varios usos, se 
valorarán siguiendo los criterios utilizados para la parte 
principal.
II.- Disposiciones aplicables a las viviendas v locales de 
uso profesional.
1.- Dentro de una propiedad afectada a la vivienda o a un 
uso profesional se distingue: la casa principal, las
dependencias construidas y las dependencias no construidas.
La casa, que constituye la parte principal, la forma el 
conjunto de elementos situados en el interior de los muros del 
cuerpo de construcción principal y que se encuentran unidos 
por comunicación interior.
Las dependencias construidas son las construcciones 
accesorias a la principal, sin comunicación interior con la 
misma.
Las dependencias no construidas comprenden los patios, 
pasadizos y, en general, todos los terrenos que forman una 
dependencia indispensable e inmediata de las construcciones y 
que sirven a las mismas como vías de acceso o de 
esparcimiento.
En una fracción de propiedad se distingue: la parte 
principal, los elementos construidos que forman dependencias 
y una cuota de las dependencias no construidas.
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En los inmuebles colectivos se distingue: la parte 
principal, los elementos construidos que forman dependencias 
y las dependencias no construidas.
La parte principal está formada por el conjunto de 
elementos que, formando una sola extensión en el interior de 
los muros de una misma construcción, constituye una unidad de 
vivienda.
Los elementos construidos que forman dependencias 
comprenden: de una parte, los elementos situados fuera de la 
parte principal y de otra, los que estando en la misma 
construcción que la parte principal no formen una misma 
extensión con ella.
Las construcciones aisladas para las cuales no existe una 
parte principal sobre la misma propiedad se consideran en 
todos los casos como dependencias construidas.
2.- Con el fin de asegurar una cierta homogeneidad en las 
valoraciones a partir de las cuales deben determinarse las 
bases imponibles, se establece una clasificación nacional de 
los locales dividiéndolos en dos grupos tipo:
A.- Viviendas individuales y apartamentos situados 
dentro de un Inmueble colectivo. Esta clasificación comprende 
ocho categorías de locales diferentes en función de sus 
características físicas y sus elementos de confort (anexo 1).
B.- Construcciones aisladas usadas como dependencias 
(garajes, jardines), elementos inmobiliarios de recreo 
(piscinas, pistas de tenis) así como los garajes y 
aparcamientos dentro de los inmuebles colectivos. Comprende
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cuatro categorías siguiendo un orden de calidad decreciente de 
la construcción (anexo 2).
III. Clasificación municipal de los locales.
Los Municipios son los encargados de establecer las 
valoraciones dentro de su término municipal basándose en las 
clasificaciones generales. Esta clasificación consiste en 
delimitar cada local dentro de las categorías de construcción 
que existan en su término municipal de las ocho establecidas a 
nivel nacional. A veces, ciertas categorías, sobre todo las más 
lujosas, no están representadas en el término municipal. Por 
otra parte, la Comisión Municipal de los Impuestos Directos 
junto con el representante de la Administración central pueden 
decidir la creación de categorías intermedias para adecuar la 
clasificación de los bienes a la realidad del municipio.
La clasificación municipal consiste en buscar y definir, 
por la naturaleza de la construcción (casas individuales, 
inmuebles colectivos, dependencias aisladas construidas), las 
diversas categorías de locales existentes en el municipio.
Para esta clasificación se asimilan a las dependencias 
aisladas las dependencias construidas y los elementos 
construidos que forman dependencias que deban ser objeto de 
valoración individualizada.
La clasificación municipal de las casas individuales y de 
los locales situados en un inmueble colectivo se establece en 
función de las características generales de la parte principal 
de los mismos.
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Una vez clasificados los bienes, para determinar el valor 
en renta, se deben seleccionar los bienes de referencia, puesto 
que el valor en renta se determina por comparación. La 
Comisión Municipal y el representante de la Administración 
central son los encargados de seleccionar, dentro de cada tipo, 
un cierto número de locales de referencia con características 
concordantes a las previstas a nivel nacional y que 
representen los ejemplos concretos de cada categoría. La lista 
de locales de referencia es depositada en el Ayuntamiento.
El valor en renta debe ser el valor normal. Los nuevos 
valores catastrales corresponden, en principio, a la renta 
media de los inmuebles de la misma categoría situados en el 
municipio o en la región, que hayan sido objeto de un 
arrendamiento reciente, acordado en condiciones de precio 
normales, es decir, el arrendamiento que se pagaría en un 
mercado libre.
Las tarifas de valoración se obtienen para cada 
naturaleza y categoría de viviendas o locales profesionales, 
teniendo en cuenta los arrendamientos anuales de los locales 
efectivamente arrendados en condiciones de precios normales 
y la superficie ponderada de los citados bienes.
En ausencia de un número suficiente de locales de 
referencia, la tarifa se establece por comparación bien con las 
tarifas que se hayan fijado para las categorías semejantes en 
el municipio, bien con las tarifas que para esos bienes o 
semejantes se hayan establecido en municipios que presenten 
desde un punto de vista económico condiciones análogas al 
municipio en cuestión.
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A efectos del cálculo de la superficie ponderada, dentro 
de la casa o en la parte principal de los inmuebles colectivos 
se distinguen, en su caso:
a) las habitaciones tales como comedores, salones, 
habitaciones, salas de uso profesional, cocinas y sus anexos 
como cuartos de baño, retretes, vestíbulos, pasillos y 
antecámaras;
b) garajes, lavaderos, bodegas, graneros, sótanos, 
leñeras y otros elementos de la misma naturaleza así como las 
terrazas y tejados-terrazas accesibles.
La superficie ponderada es la resultante de la aplicación 
de diferentes correctivos a la superficie real del bien 
inmueble en cuestión. Estos correctivos son:
a) Coeficiente de importancia. El correctivo únicamente 
considera las piezas o habitaciones propiamente dichas 
(cocina, habitación, comedor) y sus anexos, y excluye los 
elementos secundarios. Los baremos son distintos según se 
trate de viviendas individuales (anexo 3) o de apartamentos 
colectivos (anexo 4).
La superficie obtenida tras la aplicación del coeficiente 
de importancia se denomina superficie ponderada comparativa.
b) Coeficiente de ponderación de elementos secundarios. 
La superficie real de los elementos secundarios que están 
situados dentro de la parte principal o dentro de dependencias 
aisladas están afectados por un coeficiente variable entre el 
0’2 y el 0’6 (las diferencias atienden a la calidad de los 
materiales y a la mayor o menor utilidad de los elementos).
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c) A la superficie corregida por los coeficientes 
anteriores se le aplica el Coeficiente de conjunto que es igual 
a la suma algebraica de los coeficientes tenidos en cuenta 
para el estado de conservación de la construcción (anexo 5) y 
de la situación general y particular del inmueble (anexo 6).
d) En su caso, y únicamente en cuanto a los inmuebles 
colectivos, se aplica un coeficiente por ascensor destinado a 
traducir la presencia o ausencia de ascensor en un correctivo 
de la superficie. A estos efectos, el entresuelo se considera 
una altura, (anexo 7)
Cuando la superficie ponderada ha sido calculada, son 
tomadas en cuenta eventualmente, las superficies 
representativas de elementos de confort. Estas equivalencias 
de superficie establecidas en metros cuadrados, varían en 
función de los elementos de equipamiento del inmueble (anexo 
8).
Si un local es destinado a un uso mixto (vivienda y 
actividad profesional) la superficie representativa de los 
elementos de confort se reparte proporcionalmente a la 
superficie total de las piezas y los anexos utilizados para cada 
uno de los usos.
Las modificaciones catastrales producidas con 
posterioridad a un cambio de la titularidad en la propiedad se 
llevan a cabo a instancia de parte. En los municipios donde se 
hayan revisados los Catastros, no se tendrá en cuenta ningún 
cambio si previamente éste no ha aparecido publicado en el 
Registro Inmobiliario.
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Mientras no se produzca la modificación catastral, la 
Administración Tributaria seguirá teniendo en cuenta, a todos 
los efectos, al anterior propietario.
3.2.2. Taxe fonciére sur les propriétés no bdties. 
Impuesto sobre las propiedades no construidas. 297
Se gravan con este impuesto todas las propiedades no 
construidas de cualquier naturaleza situadas en Francia, salvo 
las expresamente exentas. Entre estas propiedades no 
construidas quedan gravados los suelos urbanos.
Por solares, terrains á bátir, se entienden los terrenos, 
productivos o no, que por su situación o su disposición, no 
pueden en principio recibir otra afectación que aquella de calle 
privada, suelo o dependencia de construcción. Constituyen 
solares, entre otros: las parcelas de antiguos edificios 
incendiados; un terreno lindante con una vía pública provisto 
de todas las canalizaciones; parcelas situadas en una estación 
balnearia con proximidad al mar; y en general los terrenos que, 
por su emplazamiento y su disposición están destinados a la 
construcción sea cual sea su uso actual.
El sujeto pasivo del impuesto es el propietario, o en su 
caso, el usufructuario, enfiteuta o poseedor de un contrato de 
uso y disfrute de la propiedad no construida. Al igual que en el 
caso de las propiedades construidas, la base imponible está 
compuesta por el valor en renta catastral de la propiedad, 
minorado en un 20%.
297 arts. 1392 a 1406 CGI.
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La determinación del valor en renta se encuentra 
regulada en los arts. 1509 y 1518 A CGI y en las disposiciones 
del Annexe III CGI.
La determinación del valor en renta, parte de una 
clasificación de las propiedades distribuidas en trece grupos 
de acuerdo con la naturaleza de los cultivos o de la 
propiedad298. El representante de la Administración central y 
la Comisión Municipal redactan el inventario de las 
propiedades existentes en el término municipal adecuándolas a 
esta clasificación general y posteriormente las clasifican 
catastralmente. El valor en renta catastral se fija 
periódicamente para cada municipio, y es objeto de 
actualización a tanto alzado.
El valor en renta catastral de los terrenos situados en 
las zonas urbanas delimitadas por un plan de ocupación del 
suelo de acuerdo con el Código de Urbanismo puede, a decisión 
del Consejo Municipal, incrementarse en un 200%. Este 
aumento no se aplica a los terrenos ya clasificados 
fiscalmente como solares ni a los terrenos no urbanizables.
Se prevén además, unas desgravaciones especiales, para 
supuestos de siniestro total o parcial de los bienes.
298  ESta clasificación proviene de una Instrucción Ministerial de 31 de 
diciembre de 1908, vid. al respecto. CATHELINEAU, J. : Les impóts locaux. op. 
cit., pág. 97.
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3.2.3. La taxe d’habitation. Impuesto por la 
ocupación de viviendas.
Esta fig u ra  im p o s itiva  loca l p e rs ig u e , 
fundamentalmente, objetivos sociales. La imposición sobre ias 
personas que ocupan una vivienda, sea cual sea el título de 
posesión, uso o disfrute, es un elemento característico de la 
fiscalidad local francesa, en la medida en que es difícil 
encontrar un impuesto equivalente en la fiscalidad de otros 
paises.
Regulado en los arts. 1407 a 1414 CGI, es un impuesto 
establecido para satisfacer las necesidades de los 
Departamentos, los municipios y sus agrupaciones.
El ámbito de aplicación del impuesto está constituido 
por todas las viviendas y sus dependencias.
Los sujetos pasivos son las personas físicas titulares de 
una vivienda amueblada o titulares de su disfrute, así como las 
sociedades, asociaciones u organismos privados por algunos de 
sus locales amueblados. En principio, el sujeto pasivo será el 
propietario o, en el caso de ser una vivienda alquilada, el 
arrendatario.
Existen exenciones al impuesto, bien por el destino de 
los locales, como establecimientos públicos dedicados a la 
investigación científica, bien por las circunstancias 
personales de los sujetos pasivos, como es el caso de los 
declarados indigentes por la autoridad competente, o los 
embajadores y otros agentes diplomáticos extranjeros.
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Del estudio de las exenciones y desgravaciones previstas 
por la legislación, se puede inferir la voluntariedad del 
legislador por reducir las desigualdades sociales y, en 
consecuencia, que no tributen más que los que realmente 
manifiesten una capacidad económica suficiente. Así, entre 
otros se prevé la no tributación por este impuesto de los 
mayores de 60 años así como los viudos y viudas, qué no hayan 
tributado en el Impuesto sobre la Renta en el año precedente y 
que no sean sujetos pasivos del Impuesto sobre el Patrimonio 
(ISF); tampoco quedan sujetas las personas con un grado de 
invalidez que les impida trabajar y los necesitados de 
asistencia así como los beneficiarios de una renta mínima de 
inserción.
El impuesto tiene como base imponible el valor en renta 
catastral de las viviendas y sus dependencias,como jardines, 
garajes, parques y terrenos de juego, establecido a los efectos 
de la taxe fonciére sur les propriétés báties.
Sobre el valor locativo de la vivienda principal se 
establecen unas deducciones obligatorias por cargas 
familiares, deducciones que se fijan en el 10 % del valor 
locativo medio299 para cada uno de los dos primeras personas a 
cargo, y el 15 % para cada una de las siguientes. Estos tipos 
pueden verse incrementados en 5 o 10 puntos porcentuales por 
el Consejo Municipal. Junto a esta deducción obligatoria se 
prevé una deducción facultativa a cargo de los Municipios.
299 El valor locativo medio se determina dividiendo el total de valores de 
viviendas del municipio por el número de locales.
343
El tipo de gravamen se fija por las Haciendas Locales, 
siendo el Estado el encargado de recaudar el impuesto y 
reembolsarlo a las mismas300.
La libertad en el establecimiento del tipo de gravamen, 
que se fija por las Haciendas Locales, es un claro exponente de 
la autonomía financiera de las mismas. Sin embargo, al igual 
que ocurre en la legislación española, se fijan unos límites de 
los cuales no puede sobrepasar el citado tipo impositivo. Estos 
límites son bien hasta 2’5 el tipo medio comunal establecido 
al año precedente o bien hasta 2’5 veces el tipo medio nacional 
si éste es más elevado. Junto a este margen para establecer 
los tipos de gravamen, las Corporaciones Locales pueden 
aumentar las reducciones previstas por cargas familiares y 
establecer reducciones facultativas, lo que puede provocar 
unas disparidades sustanciales de gravamen entre los 
distintos municipios301.
300 ESte es el mecanismo utilizado como criterio general para todos los 
impuestos locales.
301 Esta situación es criticada por PERRIN; vid. PERRIN B. : “ La taxe 
d’habitation: instrument de transfert social?", RFFP, nfi 25, 1989, pág.9.
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CAPITULO 4. TRIBUTACION DE LOS BIENES 




En el sistema tributario italiano la riqueza inmobiliaria 
es objeto de imposición, bien a través de impuestos que gravan 
la renta producida, bien a través de impuestos que gravan esta 
riqueza en cuanto es objeto de transmisión de un propietario a 
otro.
Así pues, en el sistema tributario italiano, a diferencia 
del sistema tributario español y de otros sistemas, como el 
francés ya analizado, no cuenta entre sus figuras impositivas 
con un impuesto ordinario sobre el patrimonio neto. Con 
anterioridad a la reforma del sistema tributario de 1971-73, 
base del actual sistema tributario italiano, existían figuras 
impositivas que sí gravaban el patrimonio, en concreto la 
Imposta straordinaria progressiva sul patrimonio, gravaba el 
patrimonio neto total de las personas físicas302. El sistema 
tributario italiano anterior a la reforma estaba basado en una 
imposición directa que recaía sobre los bienes inmuebles, 
tanto rústicos como urbanos, complementada con la imposición 
sobre las rentas del capital mobiliario y el impuesto 
complementario sobre la renta de las personas físicas. En 
definitiva se trataba de una imposición fundamentalmente de 
carácter cedular, imposición que se manifestaría como 
irracional y que presentaba grandes inconvenientes y 
discriminaciones entre los contribuyentes303.
Con la reforma del sistema tributario de 1971-73, se 
pretende, además de dotar al sistema de racionalidad, adecuar
3 0 2  Vid. entre otros, G IANNINI, A.D. lstituzioni di Diritto Tributario. Ed. 
Giuffré, Milano, 1968, págs. 317 y ss.
3 0 3  vid. FANTOZZI, Diritto tributario, vol. I Utet, Torino, 1991, págs. 
546 y ss.
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la imposición a los principios constitucionales tributarios 
recogidos en el art. 53 de la Constitución y, sobre todo, a los 
principios de capacidad económica y de progresividad.
De este modo, se establece como núcleo de la imposición 
directa un impuesto global sobre la renta, tanto de las 
personas físicas como jurídicas, complementado con la 
imposición sobre sucesiones y donaciones (imposta sulle 
successioni e donazioni) y la imposición sobre las 
transmisiones (imposta di registro), figura impositiva que 
sigue en gran medida el modelo francés. Junto a estos 
impuestos, existen otras figuras impositivas que gravan 
indirectamente los bienes inmuebles, y que al igual que el 
impuesto sobre transmisiones se encuentran vinculados a las 
inscripciones en registros públicos: estas figuras son el 
impuesto hipotecario y el impuesto catastral.
En el ámbito local, aparece una nueva figura con la 
reforma tributaria de 1973 el Impuesto Local sobre la Renta 
(Imposta lócale sul reddito ILOR) que si bien surgió como una 
medida de discriminación entre las rentas del trabajo y de 
capital, se ha convertido, con el transcurso del tiempo, en una 
imposición sobre la totalidad de las rentas distintas de las de 
trabajo dependiente. Por ello, no se puede afirmar que el ILOR 
venga a sustituir a ninguna imposición patrimonial. Otra figura 
importante de la Hacienda local es el INVIM (Imposta 
suirincremento di valore degli immobili) impuesto sobre el 
incremento del valor de los bienes inmuebles.
El sistema tributario local surgido de la reforma 
tributaria de 1973 se basa fundamentalmente en las 
participaciones de ingresos del Estado y en muy pocos 
impuestos propios, impuestos que, por otra parte, han sido 
objeto de crítica, tanto por las distorsiones causadas en el
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mercado inmobiliario (INVIM), como por la dificultad existente 
a la hora de realizar el reparto del ILOR entre las distintas 
Haciendas Locales. Así las cosas, la Hacienda Local está siendo 
en la actualidad objeto de estudio y reforma304. Se pretende 
establecer un nuevo sistema tributario local que dote de 
autonomía a las Haciendas Locales al tiempo que se pretende 
que los tributos se adecúen a los postulados constitucionales y 
fundamentalmente, al principio de capacidad económica.
El proyecto de ley 1895/1989, presentado en el Senado 
por el Gobierno, estructuraba de la siguiente manera los 
tributos locales:
- Creación de un impuesto único, el impuesto municipal 
sobre bienes inmuebles (Imposta comunale sulle immobili ICI). 
Este impuesto tiene como objeto de tributación los edificios y 
los solares y tiene como finalidad englobar gran parte de los 
impuestos actuales, como el ILOR y el INVIM. El valor que 
servirá de base imponible en esta figura es el establecido a 
efectos del impuesto sobre transmisiones (imposta di 
registro). En definitiva, se trata de una imposición 
patrimonial, una imposición sobre la propiedad, lo que podrá 
plantear problemas de valoración en el Derecho Tributario 
italiano, máxime si se tiene en cuenta que uno de los valores 
que podrían utilizarse como base imponible del impuesto, el 
valor catastral, no se halla según valores objetivos del bien 
sino atendiendo al rendimiento del mismo, que a partir de la 
reforma de 1990 y 1991 se basa, sobre todo, en los valores de 
mercado305.
304  Vid. MITA, E. de " La Nuova finanza lócale" BTI, nfi 17,1990, pág. 
1203 a 1207.
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Para evitar posibles problemas en materia de valoración, 
se ha previsto, como tendremos ocasión de analizar, una nueva 
forma de valoración a efectos del Catastro, consistente en 
aplicar como criterio general el valor de mercado frente a los 
alquileres medios que eran los que se utilizaban para hallar la 
renta catastral. El cambio de criterio no es baladí puesto que 
los valores a efectos del catastro no van a servir únicamente 
al nuevo ICI sino que se tienen en cuenta a efectos de otros 
impuestos como es el Impuesto sobre la Renta. En 
consecuencia, este cambio de criterio va a suponer una 
gravamen en el IRPEF basado en criterios distintos de la renta 
que es su objeto.
- Junto a este impuesto sobre bienes inmuebles se 
establece el impuesto sobre los servicios municipales (ISCO). 
Este impuesto se basa en el presunto beneficio que deriva del 
disfrute de los servicios públicos indivisibles ofrecidos por 
las Corporaciones Locales.
Tras esta breve exposición del sistema tributario 
italiano vamos a centrarnos en la tributación de los bienes 
inmuebles urbanos en las distintas figuras impositivas que lo 
conforman.
3 0 5  v¡d. MITA, E. de “ La Nuova finanza lócale", op. cit., pág. 1206; 
PERRUCCI, S. * Dall’anno prossimo pagheremo TICI", BTI n6 13, 1991, pág. 
1006 a 1007.
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4.1. Tributación de los bienes inmuebles urbanos 
en la imposición estatal.
4.1.1. Imposta sul reddito delle persone fisiche 
(IRPEF). Impuesto sobre la renta de las personas
físicas306.
Al igual que en la mayoría de sistemas tributarios en los 
cuales existe una imposición sobre la renta, el IRPEF somete a 
tributación la renta neta de las personas físicas sujetas al 
impuesto. Es un impuesto directo, personal, subjetivo y 
periódico.
El hecho imponible del IRPEF es la titularidad de rentas 
ya sean en dinero o en especie (art. 1 TU). Ahora bien, no todas 
las rentas obtenidas por el sujeto pasivo se encuentran 
sometidas al impuesto, sino únicamente aquellas que derivan 
de una de las categorías previstas en el art. 6 TU. Estas 
categorías son las siguientes:
1.- rentas inmobiliarias.
2.- rentas de capital.
3.- rentas de trabajo dependiente.
4.- rentas de trabajo independiente.
5.- rentas de empresa.
6.- rentas diversas.
La renta global neta se obtiene mediante la suma de las 
rentas de cada categoría y la minoración de las pérdidas 
derivadas del ejercicio empresarial, comercial o profesional.
3 0 6  Regulado en los arts. 1 a 85 D .P .R . 2 2 -X II-1 9 8 6 , n® 917, 
actualizado por D.L de 26 de marzo de 1992, n® 244.
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Ahora bien, al igual que en el IRPF español esta renta neta es 
el resultado de las rentas netas parciales obtenidas en cada 
una de las categorías de renta previstas, es decir, los 
rendimientos y las pérdidas que concurren en la formación de 
la renta global se determinan para cada categoría de renta.
En nuestro estudio, vamos a analizar dos de las seis 
categorías citadas, las rentas inmobiliarias y las rentas 
diversas entre las que se contemplan los incrementos de 
patrimonio.
4.1.1.1. Rentas ¡nmobiliarias.( arts. 22 a 40 TU).
Son rentas inmobiliarias aquellas inherentes a los 
terrenos y a los bienes inmuebles urbanos situados sobre el 
territorio italiano que están o deberían estar inscritos en los 
Catastros Inmobiliarios con atribución de renta. El sujeto 
pasivo es el propietario, enfiteuta, usufructuario o titular de 
cualquier otro derecho real de disfrute sobre el bien inmueble 
gravado.
En el caso de copropiedad o cotitularidad de derechos 
sobre el bien inmueble la renta inmobiliaria se imputa a los 
diversos titulares en función de sus derechos. Por otra parte, 
si se transmite la propiedad durante el período impositivo, la 
renta inmobiliaria se imputa en proporción de la duración de la 
titularidad en dicho período.
Una característica de las rentas inmobiliarias es que 
forman parte de la renta global del sujeto pasivo, con 
independencia de una efectiva percepción por el mismo. Ello 
supone , en definitiva, la tributación de una renta presunta.
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Las rentas inmobiliarias se clasifican en tres grupos 
distintos: rentas de los terrenos, rentas agrarias y rentas de 
los inmuebles edificados. Característica común a los tres 
grupos, como hemos avanzado, es el método utilizado para 
determinar la renta de los inmuebles: no se basa en la 
percepción efectiva de rendimientos sino en una imputación 
objetiva basada en la renta catastral. El legislador italiano se 
aleja por tanto, de la realidad de la percepción de ingresos 
para gravar como renta una cantidad estimada mediante 
sistemas objetivos. Con esta imputación se van a gravar, en 
consecuencia, todos los inmuebles por su aptitud de producir 
renta, independientemente de su efectiva producción o no.
Esta renta imputada parece que viene a discriminar entre 
los propietarios de bienes inmuebles frente a aquellos sujetos 
pasivos que no los poseen o, dicho en otras palabras, puede 
tener su justificación en la utilidad que le reporta o puede 
reportar al propietario el tener una vivienda. En nuestro 
sistema tributario también existe esta renta imputada en el 
IRPF. Sin embargo, consideramos que la situación no es 
totalmente equiparable en ambos sistemas, puesto que en el 
sistema tributario italiano no existe una imposición general 
sobre el Patrimonio que pueda asumir la discriminación 
pretendida con la renta imputada.
Ahora bien, en cuanto a si esta ausencia de imposición 
patrimonial podría justificar la renta imputada, entendemos 
que este modo de determinación de rendimientos mediante una 
renta presunta, únicamente debería utilizarse allí donde no 
existen ingresos efectivos puesto que donde existen, en aras 
de la capacidad económica y la justicia tributaria, deberían 
ser éstos y no aquélla la base de la tributación.
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Sin más dilaciones vamos a analizar la determinación de 
la renta de los bienes inmuebles edificados307.
La renta de los inmuebles edificados está constituida por 
la renta media ordinaria correspondiente a cada unidad 
inmobiliaria urbana. Por unidad inmobiliaria urbana se 
entienden los edificios y otras construcciones estables así 
como sus partes susceptibles de renta autónoma. Las áreas 
ocupadas por las construcciones y sus dependencias se 
consideran parte integrante de las unidad inmobiliaria.
La renta media ordinaria se determina según las normas 
catastrales, determinación que analizaremos más adelante.
Cuando se trata de bienes inmuebles de nueva 
construcción se tienen en cuenta a efectos de la imputación de 
renta a partir del momento en que el inmueble se encuentra 
apto para el uso y destino al que está previsto y es utilizado 
por su titular.
No todos los bienes inmuebles, o las unidades 
inmobiliarias están sometidas a tributación; existen 
excepciones a la regla general y de este modo, se consideran 
como unidades inmobiliarias urbanas no productoras de renta:
a. - Las construcciones o parte de las construcciones 
rurales y sus dependencias que sirvan al alojamiento de 
personas adscritas al cultivo de la tierra, al cuidado de las 
fincas, de los animales y de los edificios, siempre que las 
características del inmueble respondan a las exigencias de la
307 a r t s . 3 3  a  4 o  T U
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actividad desarrollada. Estas construcciones deben inscribirse 
en el Catastro Urbano antes del 31 de diciembre de 1993.
b.- Las que se destinen al abrigo de los animales, al 
resguardo de la maquinaria o utillajes necesarios para el 
cultivo; a la protección de las plantas, conservación, 
manipulación y transformación de productos agrícolas.
c. - Cuando no se hallen arrendadas, las unidades 
inmobiliarias urbanas destinadas exclusivamente al ejercicio 
de culto.
d. - La Ley nc 512, de 2 de agosto de 1982, declara 
exentas las rentas catastrales de los inmuebles abiertos al 
público, museos, bibliotecas, archivos, cines y hemerotecas 
del Estado, personas privadas o de organismos públicos y de 
instituciones y fundaciones siempre que el poseedor no 
obtenga renta alguna de los mismos.
e. - Por último, al igual que ocurre en nuestro sistema 
tributario, los bienes que son utilizados en la explotación de 
actividades comerciales o empresariales y aquellos que 
constituyen bienes instrumentales en el ejercicio de 
actividades profesionales no se consideran como productores 
de rentas inmobiliarias.
A estos efectos, se consideran bienes instrumentales los 
inmuebles utilizados exclusivamente en el ejercicio de 
actividades profesionales o empresariales del propietario del 
bien.
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4.1.1.1.1. Determinación de la renta neta.
La renta media ordinaria de ia unidad inmobiliaria urbana 
se determina mediante la aplicación de una tarifa establecida 
por categorías y clases de inmuebles sobre los valores
catastrales o bien, mediante estimación directa en el caso de
inmuebles de destino especial o particular.
En el caso de inmuebles declarados de interés histórico o 
artístico la renta se determina aplicando la menor de las 
tarifas prevista para las viviendas de la zona censuaria en la 
que está ubicado el inmueble.
Las rentas de las unidades inmobiliarias no inscritas en 
el Catastro se determinan por comparación con aquellas 
unidades similares inscritas en el mismo.
La tarifa y las rentas de los edificios de destino especial
o particular están sometidas a revisión si se producen 
variaciones de carácter permanente en la capacidad de 
producir renta y en todo caso a los diez años. La revisión se 
lleva a cabo mediante Decreto del Ministro de Hacienda.
Las modificaciones ocasionadas por la revisión surten 
efecto en el año de publicación en la Gazzeta Ufficiale de las 
nuevas tarifas o bien, en el caso de estimación directa, en el 
año en que se ha modificado la renta al propietario inscrito en 
el Catastro.
Cuando el canon arrendaticio reducido en el 10%, y 
eventualmente hasta un 15% a título de gastos de 
mantenimiento, reparaciones y cualquier otro gasto 
efectivamente soportado y debidamente justificado, sea
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superior a ia renta media ordinaria, ia renta a efectos del 
impuesto se determina proporcionalmente al canon 
arrendaticio deducidos los gastos.
Si el montante definitivo de los gastos soportados en un 
año, debidamente justificados es superior al 15% del canon 
arrendaticio de ese mismo año, el exceso puede ser computado 
como gasto a deducir del canon arrendaticio en períodos 
sucesivos.
Si durante un trienio la renta bruta efectiva de una 
unidad inmobiliaria difiere de la renta catastral en al menos el 
50%, la Administración tributaria competente, tras 
notificación de la Administración fiscal municipal o a 
instancia del sujeto pasivo, procederá a una comprobación para 
determinar la nueva clasificación de la unidad inmobiliaria o 
para determinar la nueva renta en el caso de inmuebles de 
destino especial o particular.
La renta bruta efectiva está constituida por los cánones 
arrendaticios resultantes de los contratos; en su defecto, la 
renta bruta efectiva se determinará por comparación con los 
cánones arrendaticios de otras unidades inmobiliarias que 
tengan características similares y estén ubicadas en los 
mismos edificios o en edificios vecinos.
Estas modificaciones de renta surten efecto a partir del 
1 de enero del año siguiente al periodo trienal en el que se 
produjeron las circunstancias modificativas.
Si las modificaciones afectan a un número elevado de 
inmuebles en la misma zona censuaria el Ministro de Hacienda 
previo informe de la Comisión Censuaria central puede
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proceder a la revisión de la clasificación y a la estimación 
directa de los inmuebles de destino especial o particular.
4.1.1.1.2. Casos particulares.
Junto a la determinación de la renta media ordinaria de 
las unidades inmobiliarias urbanas se contemplan supuestos 
particulares o específicos de rentas inmobiliarias. Entre éstos
cabe destacar los siguientes:
- Unidades inmobiliarias no arrendadas. Cuando un 
inmueble edificado urbano no sea utilizado por el propietario 
ni por su familia, ni esté alquilado durante todo el periodo 
impositivo, la renta catastral es objeto de reducción en un 
80%, lo que implica que se considera renta sujeta al impuesto 
únicamente el 20% de la renta catastral. Es requisito para el 
disfrute de dicha reducción la notificación de la nueva 
situación por parte del contribuyente a la Administración 
tributaria, en un plazo de tres meses a partir del momento en
que se produzca y además, que la no utilización del bien o su no
arrendamiento no dependan de la voluntad del titular del 
inmueble.
Junto a la reducción del 80% se prevé una reducción 
inferior, del 20% lo que supone una renta a efectos del 
impuesto del 80%, en los siguientes supuestos:
- Unidades inmobiliarias de nueva construcción para el 
uso de vivienda. La reducción se disfruta durante 18 meses a 
contar de la fecha de la cédula de habitabilidad o en su 
defecto, desde la fecha en que son habitables.
357
- Unidades inmobiliarias para las que se han expedido 
licencias, concesiones o autorizaciones de restauración, 
mantenimiento y reestructuración urbana. La reducción se 
disfruta durante el periodo de validez de las autorizaciones.
Además de los supuestos de reducción de la renta 
imponible se prevén otros supuestos particulares para los 
inmuebles no arrendados.
Uno de estos supuestos es el de la unidad inmobiliaria 
que es utilizada como segunda residencia o está afecta a uso 
profesional por el titular os sus familiares. En este supuesto 
la renta se aumenta en un tercio.
Se consideran en todo caso de uso propio las unidades 
inmobiliarias que no se arrienden durante al menos seis meses 
en el periodo impositivo y estén ubicadas en municipios con 
graves problemas de vivienda. Se consideran municipios con 
graves problemas de vivienda los que tienen una población 
superior a 300.000 habitantes. En este supuesto la renta se 
aumenta en un 300%.
Otro supuesto específico es el de los inmuebles 
sometidos a régimen legal arrendaticio. Para los edificios 
dados en arrendamiento, cuando por efecto de regímenes 
legales de determinación del canon éste, reducido al 25%, 
resulta inferior en un quinto a la renta media ordinaria, la 
renta imponible se determina por dicho 25%.
En conclusión, podemos observar como en la tributación 
de los bienes inmuebles urbanos en el IRPEF se distingue entre 
inmuebles arrendados y no arrendados y, a su vez, dentro de los
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inmuebles arrendados, si éstos están arrendados libremente o 
sometidos a un régimen legal de arrendamiento que determina 
la duración y determinación del canon arrendaticio.
Por lo que respecta a los inmuebles no arrendados el 
régimen es distinto según que el inmueble sea utilizado 
directamente por el sujeto pasivo como vivienda propia o bien 
que simplemente lo tenga a su disposición o esté ubicado en un 
municipio con graves problemas de vivienda.
Este variado régimen, en opinión de la doctrina308, es el 
resultado de una serie de motivaciones político-tributarias. En 
este sentido, se puede observar a través de la tributación de 
las distintas clases de inmuebles que la capacidad económica 
gravada no es la efectivamente percibida sino que según del 
bien inmueble de la cual deriva va a verse aumentada o 
reducida en virtud de normas y previsiones inspiradas en 
exigencias de política económica. Ejemplo de esta situación es 
el supuesto de la posesión de viviendas ubicadas en zonas con 
graves problemas de vivienda, que de no alquilarse, la renta 
catastral va a aumentarse en un 300%. Evidentemente, este 
aumento de la renta imponible a efectos del IRPEF se encuentra 
estrechamente vinculado al interés del Estado por conseguir un 
mercado arrendaticio en esas zonas.
Por otra parte, hay que tener en cuenta que la renta de 
los bienes inmuebles viene siempre medida por la renta media 
ordinaria correspondiente a una unidad inmobiliaria según la 
legislación catastral. Este legislación catastral se encuentra
308  vid. en este sentido DUS, S. : “ Le modifiche al regime fiscale degti 
immobili. ' Bricolage’ fiscale e sperequazione dei trattamenti", BTI n9 13, 
1992, pág.1073.
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contenida en el R.D.-L. n® 652, de 13 de abril de 1939, 
convertido en ley nQ 1249, de 13 de abril y su reglamento DPR 
n® 1142, de 1 de diciembre de 1949. En estos textos se 
establece con claridad las operaciones que deben llevarse a 
cabo para determinar la renta catastral.
El iter a seguir para determinar la renta catastral se 
articula en cuatro operaciones sucesivas: la calificación o bien 
la distinción de las diversas categorías de las unidades 
inmobiliarias existentes en cada una de las zonas censuarías. 
Una segunda fase de clasificación de las unidades 
inmobiliarias urbanas; tras la calificación y clasificación se 
procede a determinar la tarifa, que es la expresión en moneda 
legal de la renta catastral referida a la unidad inmobiliaria 
tipo y por último, se atribuye a cada unidad inmobiliaria la 
categoría y clase que le corresponde por comparación con las 
unidades tipo.
Las unidades inmobiliarias se encuentran divididas en 
tres grandes bloques: I. inmuebles de destino ordinario, II. 
inmuebles de destino especial. III. inmuebles de destino 
particular.
Dentro del primer bloque, I. Inmuebles de destino 
ordinario, existen tres grupos distintos: grupo A, unidades 
inmobiliarias para uso de vivienda o similares; el grupo B 
Unidades inmobiliarias para uso de alojamiento colectivo y el 
grupo C unidades inmobiliarias de destino ordinario comercial 
o otros. Dentro de cada grupo los inmuebles se califican 
atendiendo a las características de cada uno y al uso al que son 
susceptibles de destinarse (anexo 1).
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La renta catastral de las unidades inmobiliarias de 
destino especial o particular se determinan pos estimación 
directa para cada una de las unidades.
La renta catastral, según dispone el art. 9 del RDL. de 13 
de abril de 1939, está constituida por la renta media bruta, 
previa detracción de los gastos dé reparación, conservación y 
otros gastos o pérdidas eventuales, siendo la que sirve de base 
para la determinación de la renta imponible. Por su parte, el 
DPR 1142/1949 establece que se entiende por renta bruta el 
canon anual arrendaticio, habitualmente correspondiente a las 
unidades inmobiliarias, calculados al término de cada año.
El art. 19 del citado DPR establece que para la 
determinación de la renta catastral el rendimiento bruto anual 
se ve reducido por todos los gastos y pérdidas eventuales, 
excluyéndose solamente las cantidades relativas al pago de 
determinados impuestos.
En consecuencia, según esta normativa, la regla general 
para determinar la renta catastral es el arrendamiento medio 
anual que se satisface por los distintos inmuebles o inmuebles 
similares en la zona censuaría correspondiente. Sólo cuando no 
existe en la zona de referencia arrendamientos medios para 
determinados inmuebles o en el caso en que los inmuebles sean 
de carácter excepcional, se acude a criterios distintos, en 
concreto al valor venal, o valor de mercado del bien.
Ahora bien, si éste ha sido el régimen de determinación 
general de la renta catastral, dos decretos ministeriales han 
venido a modificar dicho régimen: D.M. de 20 de enero de 1990 
y D.M. de 27 de septiembre de 1991. En ambos decretos se 
cambia el rumbo en la valoración de los bienes inmuebles y, en 
consecuencia, en la determinación de la renta catastral puesto
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que ya no se basan en los arrendamientos medios sino como 
regla general en el valor de mercado.
Las nuevas revisiones catastrales deben estar concluidas 
el 31 de diciembre de 1993. Este cambio en las revisiones 
catastrales va acompañado de un cambio en el procedimiento 
de calificación y clasificación de los inmuebles.
Uno de los cambios es la sustitución de la zona censuaria 
por la denominada zona homogénea. La zona censuaria estaba 
estrechamente unida a la subdivisión administrativa 
municipal. En el procedimiento actual, la zona homogénea hace 
referencia al territorio y a todos aquellos aspectos 
urbanísticos y socio-económicos que lo caracterizan. La renta 
no se calcula ya sobre la base de los arrendamientos anuales 
sino sobre el valor ordinario del inmueble309.
Este cambio de criterio en cuanto a la valoración de la 
renta catastral ha llevado a afirmar, tanto a la jurisprudencia 
como a la doctrina, la contradicción existente entre el valor de 
mercado y la capacidad económica gravada con el impuesto. 
Para ello, se apoyan en la finalidad de las normas; en efecto, si 
la finalidad perseguida por las normas que se remiten a la 
renta catastral es gravar la capacidad económica que se 
manifiesta en la aptitud para producir rendimientos por parte 
de los bienes inmuebles, parece que la determinación idónea de 
estos rendimientos es acudir a los arrendamientos anuales.
Sin embargo, el determinar el rendimiento a través del 
valor de mercado, no sólo va en contra de la regulación propia
3 0 9  En cuanto a las operaciones concretas de revisión catastral vid. 
Circular 2 /1990 , de 9 de enero y Circular 4 /1991 , de 3 de mayo, de la 
Dirección general del Catastro y servicios técnicos del erario, BTI nfi 3 , 1990, 
pág. 196 y BTI n8 13, 1991, pág. 1013.
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del Catastro, sino que además tergiversa la tributación de los 
bienes inmuebles ya que no se determina el valor por el 
rendimiento sino por el valor de enajenación que debe tenerse 
en cuenta en determinados impuestos patrimoniales, pero no en 
un impuesto sobre la renta310.
4.1.1.2. Rentas diversas ( arts. 81 a 85 TU).
La categoría de rentas diversas es una categoría residual 
en la cual se incluyen todas aquellas rentas que no pueden 
encuadrarse como rentas de trabajo personal o de actividades 
empresariales o profesionales. Se incluyen dentro de esta 
categoría, las plusvalías y los rendimientos de bienes 
inmuebles que no pueden incluirse en la categoría de las rentas 
inmobiliarias.
Entre otras plusvalías, se contemplan las siguientes:
- Las plusvalías realizadas con ocasión de la división en 
lotes de terrenos o la ejecución de obras destinadas a hacerlos 
edificables y la venta posterior, aún parcial de los terrenos o 
los edificios.
- Las plusvalías realizadas con ocasión de la transmisión 
a título oneroso de bienes inmuebles adquiridos o construidos
310  este sentido vid. sentencia del Tribunal Administrativo Regional 
del Lazio, de 6 de mayo de 1992, BTI, nfi 11, 1992, pág. 949; vid. entre otros, 
MAGLIONE, T. : “ Estimi catastali: una questione di principi”, BTI nfi 11, 1992, 
pág. 951; PERRUCCI, U. : “ Molti Interrogativi dai nuovi estimi catastali”, BTI, 
nB 22, 1991, pág. 1630; CORTINOVIS, E. : “ I nuovi estimi catastali", BTI, nfl 
22, 1991, pág. 1626.
363
cinco años antes de la transmisión, excluidos los adquiridos 
por sucesión o donación y las unidades inmobiliarias urbanas 
que durante la mayor parte del periodo transcurrido entre la 
adquisición o la construcción y la transmisión han sido 
utilizadas como vivienda principal del transmitente y de sus 
familiares.
- En todo caso, las plusvalías realizadas con ocasión de 
la transmisión a título oneroso de terrenos susceptibles de 
utilización edificatoria según los instrumentos urbanísticos 
vigentes en el momento de la transmisión, y entre las que se 
incluyen las obtenidas mediante el procedimiento de la 
expropiación.
4.1.1.2.1.Determinación de las plusvalías.
La plusvalía se determina por la diferencia entre las 
contraprestaciones recibidas en el periodo impositivo, 
deducido el INVIM, y el precio de adquisición o coste de 
construcción del bien incrementado por todos los gastos 
inherentes al bien transmitido.
Por tanto, el incremento gravable como renta del periodo, 
está basado en precios reales y efectivos, sin que se aplique un 
valor distinto como ocurre en nuestro Derecho Tributario con 
el valor de mercado que, como sabemos, se aplica siempre que 
el importe de transmisión difiera de aquél.
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4.1.2 Imposición patrimonial.
En el Derecho Tributario italiano, no existe como ya 
hemos expuesto anteriormente una imposición general sobre el 
patrimonio. La imposición patrimonial en este sistema queda 
constreñida a la imposición sobre Sucesiones y Donaciones y a 
la imposición sobre Transmisiones patrimoniales, que a pesar 
de su apariencia de impuesto sobre un acto, grava 
efectivamente el negocio jurídico, la transmisión de los 
bienes.
Si bien, no existe una imposición ordinaria de carácter 
global que grave el patrimonio, en el período impositivo de 
1992 se han establecido dos impuestos extraordinarios sobre 
el capital: uno de ellos grava el capital mobiliario y el otro el 
capital inmobiliario. Estos impuestos han sido creados por el 
D.-L. n. 333 de 11 de julio de 1992, D.-L convalidado como Ley 
n. 359, de 8 de agosto (art. 7)
Dada la limitación de nuestro campo de investigación 
vamos a analizar el impuesto extraordinario que grava los 
bienes inmuebles.
4.1.2.1. Imposta straordinaria sul valore degli 
immobili e aree fabrícabili. Impuesto extraordinario 
sobre los inmuebles y terrenos edificables.
Son sujetos pasivos del impuesto los propietarios de 
bienes inmuebles o terrenos edificables o, en su caso, los 
titulares del derecho de usufructo, uso o habitación, sean 
residentes o no en Italia.
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En el caso de cotitularidad de derechos, el impuesto es 
satisfecho por cada uno de los cotitulares en proporción a su 
participación en la propiedad o derecho real.
No quedan sujetos al impuesto los entes territoriales y 
determinados entes institucionales.
Quedan gravados con este impuesto todos los inmuebles ( 
bienes o terrenos) situados en territorio italiano sea cual sea 
el uso al que se destinen, con excepción de los bienes 
declarados exentos por la Ley311
4.1.2.1.1. Base imponible.
La base imponible está constituida por el valor de los 
bienes inmuebles. Para determinar dicho valor es necesario 
distinguir tres casos:
1.- Inmuebles clasificados en los grupos catastrales A, 
B, C, y D (siempre que éstos últimos no sean utilizados para el 
ejercicio de una actividad empresarial).
Su valor resulta de la aplicación a las rentas catastrales 
determinadas de acuerdo con la revisión general prevista por 
los decretos de 20 de enero de 1990 y de 27 de septiembre de 
1991 de un multiplicador igual a:
311 Están exentos las construcciones rurales, los destinados al culto, los 
bienes propiedad de la Santa Sede, los pertenecientes a Estados extranjeros, los 
afectos a actividades culturales, didácticas o de asistencia, los clasificados en las 
categorías catastrales E/1 a E/9 ( consultar anexo 1) y los inmuebles propiedad 
de las empresas en quiebra o en liquidación administrativa forzosa.
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a) 100 para las unidades inmobiliarias urbanas 
clasificadas en los grupos catastrales A, B y C, con exclusión 
de las categorías A/10 y C/1.
b) 50 para las unidades inmobiliarias urbanas
clasificadas en el grupo catastral D y para la categoría A/10.
c) 34 para las unidades inmobiliarias urbanas
clasificadas en la categoría C/1.
2.- Inmuebles clasificados en el grupo catastral D 
utilizados para el ejercicio de una actividad .empresarial.
El valor está constituido por la cantidad que resulte de 
aplicar unos coeficientes, que oscilan entre el 1,02 para 1992 
al 1,70 para 1982 y precedentes, al valor del bien en la
contabilidad a fecha de 11 de julio de 1992. Los coeficientes
se aplican atendiendo a los años de afectación del bien a la 
actividad.
3.- Terrenos edificables. La base imponible está 
constituida por el valor de mercado. En el caso de terrenos 
destinados a una utilidad pública la base imponible está 
constituida por la indemnización satisfecha por los 
organismos públicos competentes.
Junto a esta determinación de la base imponible con 
carácter general se aplican otros criterios en los siguientes 
supuestos:
- Para determinar el valor de los inmuebles no inscritos 
en el Catastro se acudirá a la renta de unidades inmobiliarias
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urbanas similares que sí tengan un renta catastral asignada o, 
lo que es lo mismo, se determina el valor del bien por
comparación.
• En el caso de inmuebles en fase de construcción a 11 de 
julio de 1992 (momento de devengo del impuesto) el valor del 
bien se determina medíante la suma del coste del terreno y del 
coste de las construcciones realizadas hasta dicha fecha, es 
decir se atiende al criterio del precio o importe satisfecho 
hasta el momento.
El tipo impositivo es del 3 por mil del valor de los
inmuebles.
Este tipo se reduce al 2 por mil en el caso de las
unidades inmobiliarias urbanas directamente destinadas a
residencia principal del titular y de su familia.
4.1.2.2. Imposta sulle successíoni e donazioni. 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones ( ISD).
La imposición sobre Sucesiones y Donaciones en Italia 
surge en 1862 tras la unificación del país, en virtud de una ley 
que reguló junto a esta imposición también l’imposta di 
registro (impuesto sobre transmisiones). En un principio fue un 
impuesto de tipo fijo, convirtiéndose en un impuesto de tipo 
progresivo a partir de 1902.
A partir de 1923, las figuras tributarias de sucesiones y 
transmisiones fueron reguladas separadamente. La regulación 
actual del impuesto sobre sucesiones y donaciones se contiene 
en el D. leg. n° 346, de 31 de octubre de 1990
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El ISD es un impuesto personal, directo, que grava las 
partes hereditarias, al igual que el ISD español o francés y no 
recae, por tanto, sobre el caudal relicto.
Su hecho imponible son las transmisiones lucrativas 
mortis causa e ínter vivos. Son sujetos pasivos del impuesto 
los herederos, legatarios y donatarios.
La base imponible es el valor global neto de la masa 
hereditaria. El valor global neto está compuesto por la 
diferencia entre el valor total, a la fecha de apertura de la 
sucesión, de los bienes y derechos que componen el activo 
hereditario y la cantidad total de pasivo deducidle.
El activo hereditario está constituido por todos los 
bienes y derechos transmitidos salvo los bienes no sometidos 
al impuesto. Se consideran integrantes del activo hereditario 
las joyas y mobiliario por un importe igual al 10% del valor 
global neto, salvo que se pruebe su inexistencia o su importe 
inferior. Al igual que en el sistema tributario español existen 
adiciones de bienes a la masa hereditaria mediante el 
mecanismo de las presunciones (art. 11 TU).
Del valor de los bienes y derechos se detraen las deudas 
y gastos deducibles para hallar el valor neto. El pasivo 
deducible, según expresión del TU, está constituido por las 
deudas del causante existentes en la fecha de la apertura de la 
sucesión y por los gastos médicos y de funeral. En este 
sentido, las cargas, gastos y deudas deducidles en el impuesto 
sucesorio italiano son similares al impuesto español.
¿Cómo se valoran los bienes a efectos el ISD italiano?. 
En el art. 14 TU se establece que la base imponible relativa a
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los bienes inmuebles que forman el activo hereditario se 
determina, entre otros supuestos, del siguiente modo:
a) para la plena propiedad por el valor venal de común 
comercio (valor de mercado) a la fecha de apertura de la 
sucesión.
b) para la propiedad gravada con derechos reales de 
disfrute por la diferencia entre el valor de la plena propiedad y 
el del derecho de disfrute en concreto.
En el impuesto sucesorio italiano, a diferencia del 
impuesto español, no se establece como valor de los bienes 
inmuebles un concepto jurídico indeterminado, como es el caso 
del valor real, sino que se remite al valor de mercado del bien, 
lo que no implica que en el Derecho italiano no se vayan a 
plantear problemas de valoración ya que, si bien el valor de 
mercado queda definido por la legislación como el valor que 
tiene un bien en el comercio.para partes independientes, el 
problema se va a plantear, precisamente en la determinación 
concreta del valor de mercado para cada uno de los bienes 
inmuebles recibidos.
En efecto, si el valor que debe utilizarse en el impuesto 
sucesorio es el valor de mercado, y el impuesto se inicia por 
declaración del sujeto pasivo indicando el valor que atribuye a 
los bienes, a simple vista, parece que el contribuyente italiano 
se encuentra en un tesitura similar al contribuyente español: 
¿qué valor es el valor de mercado?. Al establecerse como 
criterio de valoración el valor de mercado, pensamos que la 
Administración debería poner a disposición de los 
contribuyentes los precios medios de venta de los inmuebles.
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Es decir, si se establece como criterio de cuantificación 
de la base imponible de un impuesto un determinado valor, para 
salvaguardar tanto los principios de reserva de ley como de 
segundad jurídica, debería contar el contribuyente con los 
métodos necesarios para determinar su deuda tributaria y no 
encontrarse en la situación de declarar un valor y esperar una 
rectificación del mismo por parte de la Administración 
tributaria, rectificación que, como no, llevará consigo una 
sanción.
En este sentido, el art. 32 TU califica las declaraciones 
de irregulares, incompletas o infieles. Las declaraciones son 
irregulares si falta alguno de los datos identificatívos del 
sujeto pasivo o del causante. En este supuesto, la 
Administración tributaria notificará al contribuyente para que 
regularice su situación en un plazo máximo de 60 días desde la 
notificación, la declaración se tendrá por no presentada si no 
se regulariza la situación en el citado período.
Nos encontramos ante declaraciones incompletas cuando 
no se indican todos los bienes y derechos comprendidos en el 
Activo hereditario; por último nos hallamos ante una 
declaración infiel cuando los bienes y derechos que integran el 
activo hereditario son declarados por un valor inferior al valor 
de mercado. Ahora bien, ¿cómo puede saber el contribuyente 
que el valor por el que declara el bien es superior o inferior al 
valor de mercado?. En la regulación del impuesto sucesorio, sí 
se contiene al menos una indicación de cómo valora el órgano 
competente los bienes inmuebles declarados en una sucesión 
por lo que el contribuyente puede hacerse una idea del valor 
aplicable en su caso.
El art. 34. 3 del TU establece que el valor de los bienes 
inmuebles se determina por la Oficina competente con
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referencia a las transmisiones realizadas por cualquier título 
y a las divisiones y peritajes judiciales acaecidas en los tres 
años anteriores a la fecha de apertura de la sucesión que 
tuvieran por objeto el mismo bien u otro de análogas 
características y condiciones o bien, acudiendo a la renta neta 
capitalizada al tipo medio aplicado en la misma localidad para 
las inversiones inmobiliarias, así como por cualquier otro 
modo de valoración, incluso por indicaciones ofrecidas por los 
municipios.
Si la Oficina del Registro, que es el órgano competente 
en materia de sucesiones y donaciones, entiende que la 
declaración es infiel procede en el mismo acto a rectificar y 
liquidar el impuesto con una base imponible mayor que la 
declarada. La notificación de la rectificación y liquidación 
debe contener: la descripción del bien con indicación del valor 
atribuido; la indicación de los criterios seguidos para la 
determinación del valor de mercado.
No están sometidas a rectificación el valor de los bienes 
inmuebles inscritos en el Catastro con atribución de renta 
declarado en medida no inferior para los terrenos a 75 veces la 
renta dominical resultante en el catastro y para los edificios a 
100 veces aumentado con los coeficientes establecidos para el 
Impuesto sobre la Renta. Ello quiere decir, que nos 
encontramos ante una valoración automática y que, en 
consecuencia, si el contribuyente valora el bien objeto de 
sucesión adecuándose a los criterios establecidos en este 
precepto no podrá la Administración proceder a una nueva 
liquidación rectificando el valor declarado. Sobre esta 
valoración automática volveremos al analizar el impuesto de 
registro.
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Junto a la liquidación por un importe mayor, hay que 
tener en cuenta que la declaración infiel, es decir, aquella que 
contiene valores de los bienes inferiores a los previstos por la 
Administración, es castigada con multa pecuniaria.
Como conclusión, podemos afirmar que el legislador 
italiano tampoco ofrece unas pautas claras y precisas a los 
sujetos pasivos para determinar la base imponible del 
impuesto sobre sucesiones y donaciones.
4.1.2.3. Imposta di Registro. Impuesto sobre 
Transmisiones patrimoniales.
Como hemos visto al analizar la imposición sobre las 
sucesiones y donaciones, l’imposta di registro fue creada en 
1682, tras la unificación de Italia. Ambas figuras siguieron 
unidas en una misma regulación hasta 1923, fecha en la que se 
produce su regulación separada en textos distintos.
La regulación actual de l’imposta di registro se contiene 
en el D.P.R. n. 131, de 26 de abril de 1986 (TU).
L’imposta di registro bebe directamente de las fuentes 
francesas y como tal, se regula una tributación sobre la 
necesidad de inscripción de determinados actos o negocios 
jurídicos. Este impuesto se aplica a los actos sujetos a 
inscripción registral y a aquellos actos que se presentan 
voluntariamente a la citada inscripción
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Para la jurisprudencia es un impuesto de acto más que un 
impuesto sobre las transmisiones312. Sin embargo, la sujeción 
al impuesto de los contratos verbales constituye una prueba de 
que el objeto del impuesto no es el acto sino el negocio 
jurídico.
Otra argumentación a favor del impuesto como impuesto 
sobre las transmisiones la podemos encontrar en el art. 25 TU 
según el cual un acto en parte oneroso y en parte lucrativo 
queda sujeto al impuesto por la parte a título oneroso, sin 
perjuicio de la tributación correspondiente por la parte 
lucrativa. Si únicamente tuviera como objeto de imposición el 
mero acto donde se contemplan las voluntades de las partes, 
quedaría la totalidad del acto sometida a tributación ya que 
sería independiente el carácter oneroso o lucrativo a efectos 
del impuesto.313
El hecho imponible del impuesto se realiza en el 
momento en el que existe un acto, es decir una voluntad 
expresa o tácita o se verifica un hecho jurídico ligado a la 
misma, acto u hecho que la ley declara sometido a la 
formalidad de inscripción registral. En este sentido, RASTELLO 
afirma que el tributo de registro grava los actos jurídicos, 
entendiendo por tales aquellos que emanan de la voluntad del 
hombre y están destinados a crear, modificar o extinguir un 
vínculo jurídico quedando fuera, por tanto, de la esfera de 
aplicación del tributo aquellos actos u hechos que pueden 
producir determinados efectos jurídicos idénticos a los 
derivados de la voluntad, pero que no surgen de una verdadera y
312 En este sentido S.C. de 3 de julio de 1986.
3 1 3  En este sentido vid. SCARLATA FAZIO, M. Imposte di registro 
ipotecarie e catastali . VIII ed. Buffetti editore, Roma, 1989, pág. 5 y ss.
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propia voluntad negocial. En consecuencia, estos últimos actos 
quedarán sometidos al impuesto sólo en la medida en que así lo 
prevea la ley314.
Por ello, no todos los actos quedan sometidos al 
impuesto, sino únicamente aquellos que tienen efectos 
novatívos. En este sentido, la Comisión Central Tributaria en 
sentencia XVI, nc 3343 de 14 de noviembre de 1980, afirmó que 
un acto que no conlleva variaciones sustanciales en la 
consistencia, en el precio o en el valor del bien transmitido en 
relación con un acto de compraventa precedente ya registrado, 
sino que simplemente es un instrumento de rectificación de un 
error material, no tiene valor novativo y por tanto no queda 
sujeto al impuesto315.
El impuesto puede ser de tipo fijo o mediante una 
alícuota aplicada a la base imponible, según los supuestos 
concretos. Además, el impuesto puede ser principal, supletorio 
y complementario. Se denomina principal al impuesto aplicado 
en el momento del registro; supletorio es el impuesto que se 
aplica sucesivamente ya sea dirigido a corregir errores u 
omisiones de la oficina competente; es complementario, 
cuando se aplica en cualquier otro caso.
El impuesto principal constituye el supuesto normal y se 
puede definir como el impuesto que debe ser pagado por el 
sujeto que solicita la inscripción registral, en la medida
3 1 4 RASTELLO, L: II tributo di registro. Ed. Abete, 1955, pág. 70; 
FERRARO, G. “ L'interpretazione del negozio giuridico agli effetti dell’imposta di 
registro. Alcune fattispecie negoziati di dubbio ¡nquadramento”, BTI, ne 8, 
1986, pág. 631.
315  sentencia citada por FERRARO, G. “ L’interpretazione del negozio 
giuridico agli effetti dell’imposta di registro...”, op. cit., pág. 635.
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resultante de la liquidación operada por la oficina competente 
con base en los elementos de hecho o de derecho derivados del 
acto316.
Los otras dos clases de impuestos derivan del 
procedimiento de imposición. Tras la inscripción registral, que 
da lugar al nacimiento de la obligación tributaria, comienza el 
procedimiento de comprobación que podrá concluir bien en un 
impuesto supletorio bien en un impuesto complementario.
4.1.2.3.1. Base imponible.
La base imponible del impuesto, con carácter general, se 
encuentra regulada en el art. 43 TU. La base imponible está 
constituida:
a) en el caso de contratos a título oneroso traslativos y 
constitutivos de derechos reales, por el valor del bien o del 
derecho a la fecha del acto.
b) en las permutas, por el valor del bien que da lugar a la 
aplicación de impuesto mayor, es decir por el bien de mayor 
valor de los dos intercambiados.
El art. 43 establece, como hemos dicho, la regla general 
de determinación de la base imponible del impuesto. En este 
precepto se hace referencia al valor del bien y no al precio 
pagado por la transmisión, en consecuencia,- al igual que 
ocurre en nuestro ordenamiento- no se va a determinar la base
3*1® vid. SCARLATA FAZIO, M. Imposte di registro, op. cit., págs. 120 a
124.
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imponible atendiendo a una cantidad cierta y efectiva sino a un 
determinado valor determinado objetivamente. ¿ Pero cuál es 
ese valor?. En Timposta di registro, a diferencia de nuestra 
regulación del ITP, sí se contempla la determinación del valor 
a tener en cuenta como base imponible del impuesto. Esta 
determinación la encontramos en el art. 51 TU.
Este precepto contiene una regla de carácter general y 
excepciones a la misma.
La regla general de valoración de los bienes a efectos de 
este impuesto es entender como valor del bien, el valor 
declarado por las partes en el acto y, en su defecto o en el caso 
de que fuera superior, se entiende como valor del bien el precio 
pagado mientras ha estado en vigor el contrato.
En principio, por tanto, la transmisión se va a gravar 
atendiendo al precio desembolsado por el bien recibido a 
cambio317. Ahora bien, esta regla general no es de aplicación 
cuando nos encontramos ante transmisiones de bienes 
inmuebles o derechos reales inmobiliarios.
En efecto,- al igual que ocurre en l’imposta sulle 
successioni e donazioni- cuando el objeto de la transmisión es 
un bien inmueble o un derecho real inmobiliario o, en su caso, 
la transmisión de un patrimonio empresarial, ya no se va a 
determinar la base imponible por el precio pactado sino que se 
acude a un criterio de determinación distinto: el valor venal, al 
valor de mercado de los bienes.
317 Decimos que se va a tener en cuenta como base imponible en general, 
porque en principio pensamos que el valor del bien declarado en el acto de 
compraventa va a coincidir con el precio pagado por el mismo. Evidentemente, no 
podemos suponer a priori y en términos generales que todos los contribuyentes 
van a declarar en el acto formal un valor distinto ai precio pactado.
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Con esta referencia ai valor de mercado se establece una 
determinación específica según sea el bien o derecho 
transmitido. Creemos que esta distinta determinación de la 
base imponible según el objeto de transmisión no parece tener 
una justificación clara y objetiva, lo cual podría conducir a 
discriminaciones no razonables que chocarían frontalmente 
con los principios tributarios reconocidos en el art. 53 de la 
Constitución italiana.
Dentro de esta determinación de la base imponible 
atendiendo al valor de mercado, existen supuestos específicos 
que aún refiriéndose a transmisiones de bienes inmuebles 
constituyen una excepción al citado valor como criterio de 
valoración.
Así, por ejemplo, en el supuesto de venta de bienes 
inmuebles por expropiación forzosa o subasta pública, la base 
imponible no es el valor de mercado sino el precio de 
adjudicación. En este supuesto, lo que ocurre en realidad es que 
se considera que el valor de mercado en una expropiación o en 
una subasta está claramente determinado, pues parece 
evidente, por ejemplo, que el valor de mercado de un bien 
transmitido en una subasta pública, será aquél por el cual se 
adjudique el bien y no otro.
En los supuestos de expropiaciones por declaración de 
utilidad pública del bien o por cualquier otro acto de la 
autoridad pública traslativo o constitutivo de la propiedad de 
bienes inmuebles la base imponible está constituida por la 
indemnización total obtenida a cambio. En caso de transmisión 
voluntaria al expropiante en el ámbito del procedimiento 
expropiatorio la base imponible está constituida por el precio.
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Como síntesis podemos observar que en todos estos 
supuestos se acude ai precio o indemnización y no al valor de 
mercado porque este precio es un importe objetivo en cierta 
manera, es decir no es un importe pactado por las partes, sino 
que deriva de una valoración del bien mediante mecanismos 
judiciales o administrativos y que, por tanto, tienen certeza de 
veracidad y de acercamiento al valor de mercado del bien.
La Oficina de Registro, órgano competente en este 
impuesto, puede controlar y comprobar el valor declarado 
cuando se trata de una transmisión de bienes inmuebles. Para 
llevar a cabo esta comprobación del valor puede acudir a las 
transmisiones producidas por cualquier título y a las 
divisiones y peritajes judiciales acaecidas en los tres años 
anteriores a la fecha de apertura de la sucesión que tuvieran 
por objeto el mismo bien u otro de análogas características y 
condiciones.
También se puede realizar la comprobación del valor 
acudiendo a la renta neta capitalizada al tipo medio aplicado 
en la misma localidad para las inversiones inmobiliarias, así 
como por cualquier otro modo de valoración, incluso por 
indicaciones ofrecidas por los municipios.
Por otra parte, si la Oficina entiende que los bienes 
inmuebles o derechos reales inmobiliarios tienen un valor 
venal superior al declarado o al precio pagado, puede proceder 
a la rectificación del mismo mediante expresa notificación de 
comprobación de mayor valor. La notificación debe realizarse 
entre el plazo de caducidad de dos años del pago del impuesto 
proporcional y debe contener la indicación del valor atribuido a 
cada uno de los bienes o derechos.
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Al igual que en nuestro ordenamiento jurídico, no basta 
con que la Administración notifique al sujeto pasivo un mayor 
valor sino que la rectificación del valor debe estar 
suficientemente motivada, y esta motivación debe ponerse en 
conocimiento del sujeto pasivo afectado por la comprobación 
de valores. En este sentido, se ha pronunciado la jurisprudencia 
afirmando que:
“El acto con el cual la Oficina de Registro 
rectifica los valores declarados debe estar motivado 
so pena de nulidad. Por ello, cuando la Administración 
intenta adoptar el criterio de confrontación con el 
valor de otros bienes, debe contener las indicaciones 
del criterio seguido así como los elementos 
específicos utilizados para la comparación318” .
Sin embargo, no todos los actos traslativos de los bienes 
inmuebles quedan sometidos a rectificación y, en 
consecuencia, no todos los valores son objeto de comprobación. 
Nos estamos refiriendo a lo que en la normativa se denomina 
valoración automática.
En este sentido, no quedan sometidos a la comprobación y 
rectificación, los valores o el precio de los inmuebles 
inscritos en el catastro con atribución de renta, declarados en 
medida no inferior a un valor expresamente contenido en el 
legislación. Este valor se establece para los terrenos en 
sesenta veces la renta dominical resultante del catastro y en 
el caso de que se trate de edificios en ochenta veces la renta 
resultante del catastro, aumentada con los coeficientes
318 s. C.d. A. Génova, 24 de abril de 1971 sentencia citada por SCARLATA  
FAZIO, M. Imposte di registro, op. cit. pág. 153.
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establecidos a los efectos del Impuesto sobre la Renta319. Los 
multiplicadores de sesenta y ochenta veces la renta catastral 
pueden ser modificados en caso de sensible divergencia con el 
valor de mercado mediante decreto del Ministro de Hacienda320.
A su vez, el art. 12 1® del D.L. de 14 de marzo de 1988, 
convertido en L. de 13 de mayo de 1988, dispone que esta no 
sujeción a rectificación se aplica también a las transmisiones 
de edificios o de la nuda propiedad, así como a las 
transmisiones y a la constitución de derechos reales de 
disfrute sobre los mismos bienes, que hubieran sido declarados 
para su inscripción en el catastro pero aún no cuentan con una 
atribución de renta en el mismo. En este supuesto, para la 
aplicación de esta valoración automática, el contribuyente 
debe declarar expresamente, en el acto sometido a registro, 
que quiere acogerse a esta disposición.
Esta valoración automática fue puesta en entredicho por 
la doctrina, puesto que producía discriminaciones que podían 
rozar la inconstitucionalidad. En este sentido, se afirmaba que 
producía discriminación entre inmuebles urbanos con 
atribución de renta y aquellos otros que no se encontraban 
inscritos ni siquiera en el catastro. También se alegaba el 
posible conflicto existente entre esta valoración y el principio 
de capacidad económica puesto que con la valoración 
automática se prescinde de todo acercamiento a la efectiva 
capacidad del sujeto pasivo, en cuanto la renta catastral no
319 L0S coeficientes son fijados anualmente por Decreto del Ministro de 
Hacienda en virtud de los dispuesto ene I art. 134 del TU de los impuestos sobre 
la renta.
320  Las modificaciones se aplican a los Actos públicos perfeccionados, 
escrituras privadas autorizadas y actos judiciales publicados o emanados a partir 
del decimoquinto día siguiente al de publicación del Decreto, art. 52. TU . di 
registro.
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tiene porqué coincidir con el valor del bien a efectos del 
impuesto, que en el caso concreto de los bienes inmuebles es 
el valor de mercado. Sin embargo, el Tribunal Constitucional en 
un Auto de 11 de diciembre de 1987, declaró la no 
inconstítucionalidad de esta medida321.
Junto a la comprobación y rectificación del valor 
declarado, que tiene como consecuencia inmediata la 
aplicación del impuesto sobre el valor comprobado, hay que 
destacar que si el valor de los bienes inmuebles o derechos 
reales inmobiliarios definitivamente comprobado, minorado en 
un cuarto, sigue siendo superior al valor declarado, se aplicará 
la correspondiente sanción pecun¡ar¡a(art. 71.1. TU).
4.2. La tributación de los bienes Inmuebles 
urbanos en la imposición local.
La Hacienda Local italiana, como la de la mayoría de 
países, ha venido siendo por tradición deficitaria. Los recursos 
con los que cuenta en la actualidad son escasos, estando 
integrado el sistema tributario local fundamentalmente por 
participaciones en los ingresos del Estado y por unos tributos
321 Vid. en este sentido COPPOLA, L. “ Cosí ha deciso la consulta con una 
recentissima ordinanza é legittimo, sotto íl profilo costituzionale el sistema de 
valutazione automática degli ¡mmobili introdotto dall’art. 52. 4 B comma del T .U . 
di registro”, BTI, n° 7, 1988, pág. 539; SCARLATA FAZIO, M. “ II passaggio alia 
nuova regolamentazione dell’imposta di registro”, BTI,nfi 23, 1986, pág. 1820; 
C O M ASTRI, L. y MALAGU, L. “ Attribuzione di rendita catastale, avviso di 
liquidazione d ’imposta di registro ed INVIM: ‘cripto-accertamento’ di valore?”, 
BTI, nfi 18 ,1991, pág. 1321; ALEM ANO, L. : ■ Primi scontri sulla c.d. 
valutazione automática, anché pretesa versione ' sostanziale’ di cui all’art.12,
D.L. 70/88 conv.to nella L. 154/88", BTI , n9 12, 1992, pág. 1046.
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propios que desde su instauración han sido objeto de continuas 
críticas.
Entre los tributos propios, las figuras más relevantes 
son el ILOR, imposta lócale sul reddito, el impuesto local sobre 
la renta y el INVIM , imposta comunale sull’incremento di 
valore degli immobili, el impuesto sobre los incrementos de 
valor de los inmuebles.
Como ya indicamos al comenzar el estudio del Derecho 
Tributario italiano, la Hacienda Local está siendo, en la
actualidad objeto de estudio y reforma. Se pretende establecer 
un nuevo sistema tributario local que dote de autonomía a las 
Haciendas Locales al tiempo que se pretende que los tributos 
se adecúen a los postulados constitucionales y 
fundamentalmente, al principio de capacidad económica. Para 
alcanzar estos objetivos se acude al establecimiento de un 
impuesto único sobre los bienes inmuebles que nace con
vocación de sustituir a las figuras en la actualidad existentes, 
es decir, tanto al ILOR como al INVIM.
De todos modos, dado que en el momento de elaborar 
nuestro trabajo esta reforma no se ha llevado a la práctica, 
vamos a estudiar las figuras existentes y que continúan
aplicándose en la Hacienda Local. Nos referimos,
evidentemente, al ILOR y al INVIM.
4.2.1. Imposta lócale sul reddito. Impuesto local 
sobre la renta. ILOR.
De la reforma italiana de 1974 surge este nuevo 
impuesto del sistema tributario local. En un principio, se
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pretendía que este impuesto fuera el encargado de discriminar 
las rentas de trabajo de las de capital, ya que no existía, ni en 
la actualidad existe, una imposición sobre el patrimonio. Pero 
estas intenciones se quedaron en el ámbito de lege ferenda 
puesto que en lege data las mismas no tuvieron reflejo.
En la actualidad, podemos observar como se ha 
convertido en un impuesto que grava todo tipo de rentas con 
excepción de las de trabajo personal dependiente. Se encuentra 
regulado en los arts. 115 a 121 del TU de los Impuestos sobre 
la Renta322.
El hecho imponible del impuesto es la titularidad de 
rentas inmobiliarias, rentas de capital, beneficios de 
empresas y otras rentas diversas, producidas en territorio 
italiano aun cuando estén exentas del IRPEF.
Se excluyen del impuesto:
- Las rentas derivadas de participaciones en sociedades 
y entes sujetos del Impuesto sobre Sociedades.
- Las rentas derivadas de la participación en sociedades 
simples, colectivas y en comandita residentes en territorio 
italiano.
- Rendimientos de empresas familiares imputadas a los 
familiares colaboradores.
322  d .P.R. 22 -X IM 9 8 6 , nB 917, actualizado por D.L de 26 de marzo de 
1992, n8 244.
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• Las rentas derivadas de actividades de trabajo 
autónomo no ejercidas habitualmente o de obligaciones de 
hacer, no hacer o permitir.
- Las indemnizaciones de transferencia y reembolso a 
tanto alzado de gastos, percibidas por sujetos que desarrollen 
actividades deportivas como aficionados.
- Las rentas sujetas a retención en la fuente a título de 
impuesto o impuesto sustitutivo.
- Las rentas empresariales derivadas del ejercicio de 
actividad comercial desarrollada por sujetos distintos de los 
sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades, organizados 
preferentemente con el trabajo propio y de familiares o bien, 
con trabajo de socios, a condición que el número total de las 
personas adscritas -excluidos los aprendices hasta un máximo 
de tres- no exceda de tres.
Los sujetos pasivos del impuesto son las personas 
físicas, las sociedades simples, colectivas o en comandita y 
los entes sujetos al Impuesto sobre sociedades perceptores de 
las rentas sometidas al ILOR. No están sujetas al impuesto las 
personas físicas exentas de la obligación de presentar 
declaración en el Impuesto sobre la Renta nacional.
4.2.1.1. Base imponible.
La base imponible del ILOR se determina según los 
mismos criterios que en el IRPEF. Por consiguiente, en el caso 
que nos ocupa, los rendimientos de los bienes inmuebles se
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determinan por la renta media ordinaria de las unidades 
inmobiliarias urbanas. Ya nos hemos referido a esta 
determinación de la renta en el IRPEF por lo que nos remitimos 
a lo expuesto en el apartado correspondiente.
Sobre la renta neta obtenida se aplica un tipo fijo de 
gravamen del 16,2 %.
4.2.2. Imposta comunale suM’incremento di valore 
degli immobili. Impuesto sobre el incremento de valor 
de los inmuebles. INVIM.
Este impuesto sobre el incremento de valor de los bienes 
inmuebles sustituyó al impuesto sobre el incremento que 
existía con anterioridad y que recaía únicamente sobre el 
aumento de valor de los solares. Fue instituido por el DPR.nQ 
643 de 26 de octubre de 1972.
La fundamentación de esta imposición responde a los 
mismos postulados que la imposición en España: se pretende 
revertir a la Comunidad las ventajas reportadas por aquellas 
actuaciones urbanísticas realizadas ajenas a la voluntad del 
propietario. Ya en figuras precedentes al INVIM se vislumbraba 
este fundamento.
El impuesto nace de una concepción de la política 
tributaria como instrumento y soporte de una política social y 
económica llamada a garantizar los bienes colectivos respecto 
de las rentas individuales y los intentos puramente 
especulativos323.
386
Con el INVIM se grava el aumento de valor experimentado 
por un bien inmueble en un periodo de tiempo determinado, 
comparando dos valores concretos, el valor inicial y el valor 
final.
Desde el principio, esta imposición fue objeto de 
numerosos recursos de inconstitucíonalidad, pues se entendía 
que podría quebrar el principio de capacidad económica ya que 
se argumentaba, entre otras causas, que se quebraba aquél 
principio al recaer sobre incrementos puramente nominales. El 
Tribunal Constitucional en sentencia nQ 126 de 7 de noviembre 
de 1979 intenta unificar y resolver todas las cuestiones 
planteadas sobre el citado impuesto. En la misma, el Tribunal 
marca las pautas del impuesto y afirma que: el incremento de 
valor imponible debe entenderse como el incremento 
perteneciente a la comunidad, es decir el producido por 
factores objetivos y de la colectividad y por consiguiente 
extraños al quehacer del propietario; el INVIM no es un 
impuesto sobre las transmisiones sino sobre el incremento del 
capital inmobiliario; la devaluación de la moneda no constituye 
un obstáculo, por sí misma, para la aplicación del impuesto.
El hecho imponible es el acto de enajenación a título 
oneroso o la adquisición a título lucrativo, por causa de muerte 
o por usucapión del derecho de propiedad o de un derecho real 
de disfrute sobre bienes inmuebles, acto que pone de 
manifiesto el incremento de valor del bien inmueble.
323 Sobre este punto vid. entre otros, PATANE, G . : “ INVIM, evoluzione e 
prospettive di rinovamento", BTI n8 5, 1987, pág. 385; DI P IE TR O , A. 
Lineamenti di una teoria oiuridica dell'imposta sull’incremento di valore depli 
i m m o b i l i . G iuffré, M ilano, 1978; F IL IP P I, P. L ’im p o s ta  c o m u n a le  
suU’incremento di valore deoli immobili. Giuffré, Milano, 1974; GRANELLI, A.
E.: L'imposizione dei plusvalori immobiliari. Cedam, Padova, 1981.
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Ahora bien, no todos ios incrementos de valor quedan 
sometidos al impuesto. En este sentido, hay que tener en 
cuenta que los incrementos del valor de los terrenos agrícolas 
debidos a la presencia de frutos pendientes y los incrementos 
de valor de bosques y de terrenos de cultivo arbóreo de ciclo 
plurianual debidos a la variación de la cantidad de productos y 
de frutos durante el ciclo no son incrementos sometidos al 
impuesto. Evidentemente, en estos casos nos encontramos ante 
incrementos que tienen su causa en la propia naturaleza y no, 
por tanto, en actos de la autoridad pública.
Se asimilan a los actos de enajenación a título oneroso, 
las ventas forzosas, las aportaciones de sociedades y las 
distribuciones a los socios, con excepción de las 
distribuciones de viviendas construidas por cooperativas en el 
marco de la legislación relativa a las viviendas económicas y 
populares.
El impuesto no se aplica en las transmisiones por 
expropiaciones de utilidad pública o por cesiones al 
expropiante en casos de procedimiento expropiatorio por 
utilidad pública.
En el INVIM italiano además de la tributación por el 
incremento puesto de manifiesto con la transmisión o 
adquisición también se grava a las sociedades y otros 
organismos públicos o privados titulares de derechos de 
propiedad sobre bienes inmuebles, de nuda propiedad o 
enfiteusis. En este supuesto, el incremento gravable se 
determina por la posesión del bien en periodos decenales.
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Los sujetos pasivos del impuesto son en las 
transmisiones onerosas, los vendedores y en las adquisiciones 
a título lucrativo o en el supuesto de usucapión, los 
adquirentes.
4.2.2.1. Determinación del incremento.
Como regla general hay que decir que el incremento está 
constituido por la diferencia entre el valor de un bien inmueble 
a la fecha del hecho imponible, o valor final, y el valor inicial 
del bien.
Para determinar esta diferencia se establece que el valor 
final es el valor declarado o el definitivamente establecido, en 
caso de rectificación de la declaración a los efectos del 
impuesto de registro o, en su caso, del impuesto sobre 
sucesiones y donaciones.
El valor inicial del inmueble está constituido bien por el 
valor declarado o establecido en la adquisición o bien el valor 
venal del bien en el momento de la adquisición cuando este 
valor venal es el que ha servido de base para la imposición de 
los impuestos de registro o de sucesiones y donaciones.
En las transmisiones sometidas al IVA el valor final y el 
valor inicial se determinan por los valores establecidos para 
la sujeción al mismo.
Cuando la transmisión recae sobre bienes no sometidos 
al impuesto de registro, sucesiones o al IVA, los valores 
inicial y final se determinan atendiendo al valor venal del bien 
y a las normas del impuesto de registro.
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El valor inicial puede incrementarse con los gastos de 
adquisición, de construcción y mejora realizados durante el 
periodo considerado para la determinación del incremento. Se 
entienden gastos de adquisición los de notaría y los impuestos 
pagados por la adquisición del inmueble. No son deducidles los 
intereses ni los gastos correspondientes a incrementos de 
valor no sometidos al impuesto.
Determinado el incremento mediante la diferencia entre 
el valor inicial y el valor final, se le aplica una reducción 
consistente en deducir una suma igual al 4 % del valor inicial 
del bien inmueble, por cada año, o fracción de año superior a un 
semestre, transcurrido entre la fecha de adquisición y la fecha 
de transmisión.
El impuesto se liquida por la Administración siguiendo 
los mismos cauces que para la liquidación del impuesto de 
registro si se trata de una transmisión onerosa o, en cualquier 
otro caso, siguiendo el procedimiento previsto por el Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones. Los contribuyentes deben 
presentar una declaración en la que conste el valor inicial del 
bien y el valor final del mismo, entre otros datos .
Con base en la declaración presentada se procede a la 
liquidación por la Administración quien podrá rectificar la 
misma si el valor inicial del bien declarado por el sujeto 
pasivo resulta inferior al previsto por las normas. La 
rectificación debe ser notificada al sujeto pasivo y estar 
motivada.
Al igual que ocurre en el Impuesto de registro y en el 
impuesto sobre sucesiones y donaciones también en el INVIM 
cabe la valoración automática y no procede, en consecuencia,
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rectificación alguna cuando se establece como valor inicial de 
los inmuebles inscritos en el Catastro con atribución de renta 
declarado, un valor en medida no inferior, en el supuesto los 
terrenos a 60 veces la renta dominical resultante en el 
catastro y si se trata de edificios a 80 veces aumentado con 
los coeficientes establecidos para el Impuesto sobre la Renta.
Como conclusión a este capítulo podemos afirmar que en 
el Derecho Tributario italiano, al igual que en el Derecho 
español no existe una valoración única de los bienes inmuebles 
a efectos de todos los tributos, si bien sí podemos manifestar 
que existe un criterio genérico de valoración de los mismos 
que es el valor de mercado. Valor de mercado que, a nuestro 
entender, para ser efectivo y complaciente con la seguridad 
jurídica del contribuyente debería ser dado a conocer a los 
contribuyentes por la Administración a priori y no, como 
ocurre generalmente, a posteriori en un procedimiento de 
comprobación de las declaraciones tributarias.
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CAPITULO 5. TRIBUTACION DE LOS BIENES 




No se puede hablar de la existencia de un sistema 
tributario alemán sino a partir de 1871, tras la unificación de 
Alemania. En un principio basado en impuestos de producto es 
la Reforma fiscal MIQUEL -nombre del Ministro de Hacienda- la 
que pone el punto final a la evolución del sistema tributario 
alemán.
En 1891 se crea el Impuesto sobre la Renta 
(Einkommensteuer) y en 1893 se establece un impuesto sobre 
el Patrimonio (Vermógensteuer). A partir de este momento, 
surge en el seno del Derecho Tributario alemán una 
preocupación por los valores a tener en cuenta en la 
tributación patrimonial y que, tras varios intentos, conducirá a 
la aprobación de una Ley sobre la valoración de los bienes. De 
este modo, hablar de la tributación de los bienes inmuebles 
urbanos en el Derecho Tributario alemán es hablar de la Ley de 
Valoración alemana (Bewertungsgesetz).
Por ello, si bien en este capítulo vamos a seguir la 
misma estructura que hemos utilizado a lo largo de este 
trabajo, junto a la tributación de los bienes inmuebles urbanos 
en los distintos impuestos que componen el sistema tributario 
alemán, estudiaremos la Ley de Valoración alemana.
La justificación de este estudio es clara: en los sistemas 
tributarios hasta ahora analizados, no existe un criterio único 
de valoración para los bienes inmuebles urbanos; situación que 
no parece resolver los problemas que la valoración de los 
mismos supone tanto para la aplicación concreta del tributo 
como en cuanto a su perfecta conexión con los principios 
constitucionales que rigen en materia tributaria.
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En cambio, en el Derecho tributario alemán sí existe una 
valoración única para los bienes inmuebles urbanos, en cuanto 
son objeto de tributación desde el punto de vista patrimonial. 
Así pues, frente a la diversidad de valoraciones que existe en 
los sistemas tributarios estudiados, el Derecho tributario 
alemán nos ofrece una valoración unitaria.
A priori, y vistos los inconvenientes planteados en 
aquellos sistemas tributarios que no tienen una unificación de 
valores, podríamos pensar que la valoración unitaria no va a 
plantear los problemas que parece plantear la diversidad de 
valoraciones. Ello nos llevaría a afirmar que ésta es la 
solución a la cuestión de la valoración de los bienes inmuebles 
urbanos. Sin embargo, tal afirmación no debe ser anticipada 
hasta que no hayamos estudiado la Ley de Valoración.
Las figuras impositivas que vamos a analizar en este 
capítulo son el Impuesto sobre la renta de las personas Físicas 
(Einkommensteuer, ESt), el Impuesto sobre el Patrimonio 
(Vermógensteuer, VSt) el Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales (Grunderwerbsteuer, GrESt) y el impuesto sobre 
sucesiones y donaciones (Erbschaftsteuer und Schenkungs- 
steuer, ErbSt) por lo que se refiere a la imposición estatal324.
En la imposición local estudiaremos el Impuesto 
Inmobiliario, o sobre bienes inmuebles(Grundsteuer, GrSt).
324 Cuando hablamos de imposición estatal, se debe tener en cuenta que en 
puridad habría que hablar de imposición federal. Utilizamos el término estatal 
por coordinar los epígrafes dentro de cada capítulo de este trabajo. Por otra 
parte, hay que destacar que tanto el Impuesto sobre el Patrimonio como el 
impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, se encuentran en poder de los Lander.
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5.1. Tributación de los bienes inmuebles urbanos 
en la imposición estatal.
5.1.1. Einkommensteuer. Impuesto sobre la renta 
de las personas físicas ( ESt).
La regulación actual del ESt se encuentra en la Ley de 7 
de septiembre de 1990, modificada por la Ley de 25 de febrero
de 1992325.
El ESt, de forma similar a los impuestos sobre la renta 
existentes en los sistema tributarios de su entorno, es un 
impuesto directo, personal, subjetivo y periódico.
Este impuesto grava la renta total neta obtenida por los 
sujetos pasivos durante el año civil, que es el periodo 
impositivo. Ahora bien, no todo flujo de renta queda gravado en 
el ESt sino únicamente aquellos rendimientos que puedan 
englobarse en alguna de las siete categorías previstas por la 
Ley. Las rentas obtenidas por el sujeto pasivo que no puedan 
incluirse en alguna de estas categorías no quedan sometidas al 
impuesto.
Las categorías de rentas imponibles se encuentran 
establecidas en el § 2. 1 de la EStG326 y son las siguientes:
a.- Rendimientos de explotaciones agrícolas y forestales
b. - Rendimientos de explotaciones comerciales, indus­
triales o artesanales.
3 2 5 EI reglamento es de 24 de julio de 1986, modificado por el Decreto de
19 de diciembre de 1988.
326EStG. Einkommensteuergesetz, Ley del Impuesto sobre la renta de las 
personas físicas.
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c. - Rendimientos de actividades profesionales
d. - Rendimientos de trabajo personal dependiente.
e. - -rentos de capital mobiliario.
f. - Rendimientos derivaaos de alquileres y 
arrendamientos.
g. - otros rendimientos enumerados en el § 22 EStG. En 
este parágrafo se contiene una lista taxativa de los 
rendimientos incluidos en esta categoría residual. Los 
rendimientos contemplados en el § 22 son: los productos 
periódicos que no proceden de ninguna de las categorías 
citadas; las operaciones de especulación ( § 23 EStG) y 
los productos resultantes de prestaciones que no perte­
nezcan a ninguna otra categoría.
En nuestro estudio nos vamos a centrar en dos de las 
categorías citadas anteriormente: de una parte, los
rendimientos derivados de los alquileres y arrendamientos, que 
podríamos equipararlos con los rendimientos de capital 
inmobiliario, con matizaciones, de nuestro IRPF y las 
operaciones de especulación, o incrementos de patrimonio a 
corto plazo.
5.1.1.1. Rendimientos derivados de alquileres y 
arrendamientos (Eínkünfte aus Vermietung und 
Verpachtung).
Estos rendimientos se encuentran regulados en el § 21 
EStG. Lo primero que destaca de esta imposición es que 
únicamente quedan sometidos al ESt los rendimientos 
efectivamente percibidos por los arrendadores de los bienes 
inmuebles urbanos pero no, como ocurre en el IRPF español, los
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rendimientos que le pueden reportar al propietario por la 
utilización o posesión de los mismos. En consecuencia, en el 
ESt sólo quedan gravados los ingresos que en concepto de 
alquileres o arrendamientos perciba el propietario del bien.
Los rendimientos sometidos al ESt en concepto de 
alquileres o arrendamientos se encuentran tasados por la EStG, 
computándose como tales: los ingresos percibidos por 
alquileres y arrendamientos de bienes inmuebles (terrenos o 
edificios); los percibidos por el alquiler o arrendamiento de un 
conjunto de objetos; los percibidos de la cesión de derechos de 
autor o inventor y los obtenidos por la venta de derechos de 
alquiler o arrendamiento.
La determinación de la renta neta se lleva a cabo por el 
procedimiento de ingresos menos gastos, procedimiento que es 
el utilizado también para la determinación de la renta 
procedente de otras categorías como son los rendimientos de 
trabajo personal, de capital mobiliario y rentas diversas. En 
cambio, los rendimientos procedentes de actividades agrícolas 
o forestales, empresariales o industriales y profesionales se 
determinan por el procedimiento del beneficio (Steuerbilanz), 
procedimiento que determina la renta neta sometida al 
impuesto en un periodo impositivo por comparación entre el 
balance al principio y al final del mismo.
Así pues, para determinar la renta neta derivada de los 
alquileres y arrendamientos se tienen en cuenta de una parte, 
los ingresos efectivamente percibidos por los arrendadores y 
de otra, ios gastos deducidles previstos por la ley reguladora 
del impuesto.
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Dentro de los ingresos efectivamente percibidos se 
incluyen tanto los ingresos monetarios como las retribuciones 
en especie.
Por lo que se refiere a los gastos deducibles, la 
definición de los mismos la encontramos en el § 9 EStG según 
el cual son todos aquellos necesarios para la adquisición, 
conservación y aseguramiento de los ingresos. Pueden 
deducirse de los ingresos los siguientes gastos: los intereses 
pagados por las deudas inherentes a la adquisición y 
conservación de los bienes inmuebles; los impuestos 
inmobiliarios, el seguro de incendio y la amortización por 
deterioro, entre otros.
A diferencia de otras categorías de renta, no existe una 
deducción a tanto alzado en concepto de otros gastos. Así como 
los gastos por la conservación del inmueble son deducibles 
inmediatamente de los ingresos, los gastos destinados a 
inversión se computan proporcionalmente al periodo de uso del 
bien.
En definitiva, en este tipo de rendimientos no se plantea 
ningún problema de valoración puesto que lo que queda gravado 
no es el valor de bien sino el rendimiento efectivamente 
obtenido del mismo, rendimiento que viene expresado en 
dinero.
5.1.1.2. Operaciones de especulación.
Las operaciones de especulación se encuentran reguladas 
en el § 23 EStG. En este precepto se definen las operaciones de
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especulación como aquellas que consisten en operaciones de 
venta de bienes inmuebles o derechos inmobiliarios cuando el 
periodo transcurrido entre la adquisición y la venta no es 
superior a 2 años. En el caso de bienes mobiliarios este plazo 
es de seis meses.
En consecuencia, bajo el término de operaciones de 
especulación se están gravando los incrementos de patrimonio 
puestos de manifiesto por la transmisión de un bien en un 
corto espacio de tiempo tras la adquisición.
En el impuesto sobre la renta alemán estos incrementos 
de patrimonio son los únicos que quedan gravados. Dada la 
taxatividad de las categorías de renta establecidas en la EStG 
ello quiere decir, que los incrementos de patrimonio realizados 
a largo plazo o, lo que es lo mismo, las transmisiones 
realizadas a partir de los dos años desde la adquisición, no 
producen renta alguna sometida al impuesto.
Se asimilan a la operaciones de especulación, las 
operaciones de venta realizadas antes de que el objeto 
enajenado haya sido adquirido por el vendedor.
Ahora bien, no todas las operaciones quedan sometidas a 
tributación sino únicamente las transmisiones a título 
oneroso; en consecuencia, una transmisión de un bien inmueble 
realizada a título lucrativo antes de transcurridos dos años 
desde su adquisición, no da lugar a una operación de 
especulación sometida al impuesto.
Sin embargo, y salvo este supuesto, todas las 
operaciones realizadas a título oneroso van a quedar sometidas 
como operaciones de especulación con independencia de la 
voluntariedad especulativa o no del vendedor. Es decir, toda
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transmisión onerosa de un bien inmueble realizada antes de 
transcurridos dos años desde su adquisición es considerada 
como operación de especulación y, por tanto, queda como tal 
sometida al impuesto sin que el sujeto pasivo tenga ningún 
mecanismo de prueba en contrario ante la Administración 
Tributaria.
La determinación de la renta obtenida por estas 
transmisiones sigue el procedimiento de ingresos menos 
gastos, por lo que la cuantificación de la renta neta es 
sencilla. La renta neta sometida al impuesto es el resultado de 
comparar el precio de transmisión y el precio de adquisición.
El precio de adquisición se incrementa con los gastos 
deducibles que son los intereses pagados por préstamos 
contratados por el sujeto pasivo para financiar la adquisición 
del bien inmueble. En cambio, no es partida deducidle la 
amortización por depreciación del bien.
La renta neta obtenida es renta sometida al impuesto en
el periodo impositivo que se pone de manifiesto, siempre que
sea positiva. Si la renta neta es negativa únicamente puede 
compensarse con rentas positivas de esta misma categoría 
producidas en el mismo ejercicio impositivo (§ 23. 4).
Cuando la transmisión se realiza mediante operaciones
con pago aplazado la renta obtenida por la operación puede 
periodificarse conforme se van percibiendo los cobros.
Quedan exentos de tributación los incrementos inferiores 
a 1.000 D.M. producidos en el ejercicio.
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Del estudio de estas dos categorías de renta podemos 
extraer una primera conclusión: el legislador alemán se basa 
en cantidades ciertas para la determinación de la renta y no 
establece valores alternativos a los precios reales de los 
bienes, como hace el legislador español.
Con esta medida adoptada por el legislador alemán 
creemos que la capacidad económica que se pretende gravar en 
el ESt es la que efectivamente queda gravada por el impuesto, 
sin necesidad alguna de introducir valoraciones ficticias o 
presuntivas cuya principal consecuencia es la inseguridad del 
sujeto pasivo al tiempo que merma la adecuación del impuesto 
a la capacidad económica efectiva.
5.1.2. Imposición patrimonial.
Dentro de este apartado estudiaremos el Impuesto sobre 
el Patrimonio, el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y el 
Impuesto sobre Transmisiones. El estudio concreto y detallado 
de los criterios de valoración de los bienes inmuebles urbanos 
en los dos primeros impuestos parte de un estudio de la Ley de 
Valoración alemana (Bewertungsgesetz, BewG), por ello, 
cuando en el Impuesto sobre el Patrimonio analicemos la base 
imponible lo haremos conjuntamente con el análisis de la 
citada Ley.
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5.1.2.1. Vermógensteuer. Impuesto sobre el 
Patrimonio.(VSt).
El Impuesto sobre el Patrimonio existente en la 
actualidad fue establecido por la Ley de Reforma de 1 de enero 
de 1974, al que la Ley de 14 de marzo de 1985 dio nueva 
redacción y sus últimas modificaciones han sido introducidas 
por la ley de 25 de febrero de 1992 (Vermógensteuergesetz, 
VStG).
El VSt es un impuesto directo, personal, subjetivo y 
periódico, que grava la totalidad de los bienes que el sujeto 
pasivo posee en un momento determinado. Una de las 
principales diferencias con nuestro Impuesto sobre el 
Patrimonio, amén de la valoración unitaria, es que en el VSt se 
grava tanto el patrimonio de las personas físicas como el de 
las jurídicas.
Otra de las diferencias con nuestra imposición 
patrimonial va referida a los sujetos pasivos del impuesto; la 
imposición patrimonial en Alemania recae sobre la unidad 
familiar, es decir la base imponible del VSt está compuesta 
por el patrimonio del sujeto pasivo, su cónyuge y los hijos 
menores a cargo. Al mismo tiempo, se personaliza la 
tributación introduciendo deducciones personales que tienen en 
cuenta el estado civil del sujeto pasivo y el número de hijos 
que tiene a su cargo.
La aparición del Impuesto sobre el Patrimonio en 
Alemania se encuentra estrechamente vinculada al problema de 
valoración de los bienes. En efecto, en un impuesto que grava 
los rendimientos obtenidos por un determinado sujeto pasivo 
no se van a plantear problemas de valoración puesto que los 
bienes sometidos a tributación vienen expresados en dinero;
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sin embargo, cuando la imposición gira sobre bienes que no
vienen expresados en dinero, se requiere un procedimiento de
valoración de los mismos para poder cuantificar la capacidad 
económica sometida a tributación.
Podemos afirmar, en consecuencia, que el problema de la 
valoración de los bienes surge en aquellos impuestos que 
tienen como objeto imponible los bienes en sí mismos
considerados con independencia del rendimiento que puedan 
producir. Por ello, la base imponible de estos impuestos debe 
contar con elementos de cuantificación claros para convertir 
el objeto imponible, los bienes, en una cantidad expresada en 
dinero.
En el Derecho Tributario alemán, al igual que en la
mayoría de sistemas tributarios de nuestro entorno, la riqueza 
inmobiliaria ha sido objeto tradicional de tributación. Esta 
situación determinó que tras el establecimiento del Impuesto 
sobre el Patrimonio con la Reforma Miquel en 1893, se 
planteara la necesidad de buscar un procedimiento de 
valoración de los bienes, y en concreto de los bienes 
inmuebles, que sirviera de base a los distintos impuestos 
entonces existentes que gravaban los mismos.
En definitiva se pretendía establecer una valoración 
unitaria. Esta valoración unitaria de los bienes, tras sucesivas 
leyes de valoración327, quedó establecida en la Ley de 
Valoración de 1965 (BewG), objeto de varias modificaciones y 
cuya última redacción es de 30 de mayo de 1985.
3 2 7  p ara un análisis completo de la evolución del problema de la 
valoración y de la Ley de Valoración alemana vid. CAR ROBE GENE, M . : Estudio..., 
op. cit., págs. 35 y ss.
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La BewG, por consiguiente, es la que determina los 
bienes que componen el patrimonio de una persona y su 
valoración. Por ello, para la determinación de la base 
imponible del Impuesto sobre el Patrimonio se debe acudir a 
dicha ley. Ello implica que en el VSt no va a quedar gravada la 
totalidad del patrimonio de un sujeto pasivo sino aquel 
patrimonio que queda determinado por las normas de la BewG.
5.1.2.1.1. Base imponible.
La base imponible del impuesto está constituida, según 
dispone el § 4.1 VStG por el patrimonio global del sujeto 
pasivo. Ahora bien, este patrimonio no está compuesto por 
todos y cada uno de los bienes y derechos de los que es titular 
el sujeto pasivo, sino que únicamente está compuesto por los 
bienes y derechos determinados por la ley. Estros bienes y 
derechos a efectos del impuesto sobre el patrimonio se 
concretan en las cuatro categorías siguientes:328:
- patrimonio agrícola y forestal (§ 33 a 67 BewG).
- patrimonio inmobiliario ( § 68 a 94 BewG)
- patrimonio empresarial ( § 95 a 109 BewG)
- patrimonio de otro tipo ( § 110 a 113 BewG).
Los bienes que no puedan incluirse en una de estas 
categorías no se consideran como componentes del patrimonio 
y, en consecuencia, no quedan gravados por el VSt. 
Evidentemente, tampoco se toman en consideración para la 
valoración del patrimonio global del sujeto pasivo los bienes
328§18 BewG.
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que son declarados exentos de tributación en la propia VStG329 
o en otras leyes.
El patrimonio bruto sometido al VSt está compuesto en 
definitiva por la suma de los valores de los cuatro patrimonios 
citados. Para las tres primeras categorías de patrimonio, es 
decir, patrimonio agrícola y forestal, patrimonio inmobiliario 
y patrimonio empresarial, la BewG establece su valor unitario. 
Este valor unitario no sólo tiene importancia a efectos del VSt 
sino, como veremos, también se aplica en el Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones, en el Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles y en el Impuesto profesional, éstos dos últimos 
municipales. Por ello es por lo que se habla de valoración 
unitaria, puesto que la BewG fija un procedimiento de 
valoración de los bienes que sirve de base a diversos 
impuestos.
Determinado el patrimonio bruto, mediante la suma de 
los distintos valores de las cuatro categorías de patrimonio, el 
patrimonio global se determina deduciendo las deudas y demás 
deducciones previstas en el § 118 BewG. Hay que tener en 
cuenta que del mismo modo que solamente se incluye como 
patrimonio a efectos el impuesto los bienes contemplados en 
la BewG tampoco se consideran cargas y deudas deducibles las 
que, aun guardando una relación con el bien, no se prevean en la 
ley. En cambio, sí son deducibles las cargas y deudas que 
guardan relación con bienes contemplados en la ley como 
supuestos de exención.
329 Bienes exentos de tributación en el VSt son: el mobiliario y efectos 
personales, joyas y orfebrería, barcos con un valor inferior al determinado por 
las normas, los derechos de pensión, el pequeño ahorro, los seguros de vida con 
un valor inferior a 10.000 DM, entre otros.
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Cuándo nos encontremos ante un supuesto de unidad 
familiar el patrimonio de ambos cónyuges o, en su caso, el 
patrimonio de los padres con hijos a su cargo se sumará para 
determinar el patrimonio global.
Determinado el patrimonio global se practican las 
deducciones correspondientes por cónyuge e hijos a cargo (en 
el caso de tributación conjunta) y el resultado será el 
patrimonio neto, al cual se le aplica el tipo de gravamen que en 
el caso de las personas físicas es un tipo fijo del 0,5 %.
5.1.2.1.2. Valoración del patrimonio inmobiliario. 
Estudio de la Ley de Valoración (Bewertungsgesetz).
Establecidas las características básicas del VSt vamos a 
entrar en el estudio de la composición y valoración del 
patrimonio inmobiliario contenido en la BewG.
Las disposiciones generales referidas al patrimonio 
inmobiliario se contienen en los § 68 a 90 estableciéndose 
reglas especiales al mismo en los § 91 a 94.
¿Qué se entiende por patrimonio inmobiliario?. Se 
entiende por patrimonio inmobiliario el suelo, los edificios y 
demás partes integrantes y accesorios de los mismos, así 
como el derecho de superficie y la propiedad horizontal (§ 68 
(1).1, 2 y 3 BewG).
No se incluyen en el patrimonio inmobiliario los derechos 
de extracción minera, máquinas y dispositivos que pertenezcan 
a instalaciones industriales ni los bienes utilizados de forma 
permanente en las explotaciones agrícolas y forestales.
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Para valorar el patrimonio inmobiliario, éste se 
descompone en unidades económicas denominadas inmuebles en 
la BewG estableciendo dos grandes grupos: inmuebles sin 
edificar e inmuebles edificados330.
1.- inmuebles sin edificar. Son inmuebles sin edificar los 
solares sobre los que se encuentren edificios sin posibilidad 
de uso. La posibilidad de uso de un edificio se inicia en el 
momento de su habitabilidad. Se considera habitable cuando su 
uso es exigible a los futuros ocupantes o usuarios.
Si el inmueble se halla ocupado por edificios cuyo 
destino y valor son secundarios al destino y valor del suelo, se 
considera inmueble sin edificar. También se considera 
inmueble sin edificar aquél en el cual no existe espacio para su 
uso continuado por el estado de ruina o destrucción de los 
edificios.
Este primer grupo de inmuebles no tiene una valoración 
específica, sino que se establece para los mismos el criterio 
general de valoración contemplado en la BewG: el valor común. 
El valor común en el Derecho alemán podría equipararse, en 
principio, al concepto de valor de mercado o valor de cambio, 
es decir, que en este sentido el valor común de un bien, de una 
unidad económica, es aquél que viene determinado por el precio 
que el bien tendría en el tráfico comercial habitual.
330 El término utilizado en la BewG es exactamente Grundstüke, término 
que tiene múltiples acepciones y que es utilizado indistintamente por la BewG  
para referirse al suelo o solares o bien al inmueble en general. Por ello, cuando 
analicemos los Inmuebles edificados hablaremos en términos generales de 
inmuebles para referirnos a suelo y construcción.
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Ahora bien, este valor común no es, sin más, el valor de 
mercado como valor objetivo en unas circunstancias ideales de 
la oferta y la demanda, sino que según dispone el § 9 BewG se 
debe tener en cuenta el estado del bien así como cualquier 
circunstancia que influya en el precio, no incluyéndose las 
circunstancias no habituales o personales.
2.- Inmuebles edificados.
Son inmuebles edificados aquellos solares en los que se 
enclavan edificios con posibilidad de uso. Cuando un edificio se 
construya por fases se considera como inmueble edificado la 
parte terminada y habitable.
Para la valoración de este segundo grupo de inmuebles la 
BewG establece seis categorías distintas de inmuebles 
edificados:
a. - Inmuebles con viviendas de alquiler. Componen esta 
clase de inmuebles los destinados en más de un 80%, calculado
, según los alquileres brutos anuales, a usos de vivienda a 
excepción de las viviendas unifamiliares y para dos familias.
b. - Inmuebles comerciales o industriales. Son aquellos 
destinados en más de un 80%, calculado según los alquileres 
brutos anuales, a finalidades comerciales o industriales o a 
finalidades públicas, propias o ajenas.
c. - Inmuebles de uso mixto. Son aquellos destinados en 
parte a vivienda y en parte a finalidades comerciales o 
industriales o públicas, que no puedan encuadrarse en alguna de 
las categorías anteriores ni tampoco puedan calificarse como 
viviendas unifamiliares o para dos familias.
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d.  ^ Viviendas unifamiliares. Son aquellos inmuebles que 
sólo contienen un alojamiento o vivienda. No se tienen en 
cuenta los alojamientos del servicio doméstico (conserje, 
encargado de la calefacción, jardinero, chofer, vigilante, etc). 
A excepción de las viviendas citadas anteriormente, la 
existencia de un segundo alojamiento impide la aplicación del 
concepto vivienda unifamiliar, aunque el alojamiento tenga un 
carácter secundario. Un bien inmueble se considera como 
vivienda unifamiliar aunque se utilice con fines comerciales o 
industriales siempre que el carácter de vivienda unifamiliar no 
se encuentre afectado por el citado uso.
e. * viviendas para dos familias. Son aquellos inmuebles 
que contienen alojamiento para dos familias. Al igual que en la 
categoría anterior no se tienen en cuenta como tales las 
viviendas del servicio doméstico. Si existe un tercer 
alojamiento, distinto del servicio doméstico, no puede 
entenderse como vivienda para dos familias. Se considera 
vivienda para dos familias aunque se utilice para fines 
comerciales o industriales, siempre que este uso no desvirtúe 
el carácter de vivienda.
f. - Otros inmuebles. Es una categoría residual. Se 
incluyen en la misma todos aquellos inmuebles que no pueden 
encuadrarse en alguna de las categorías anteriores.
Determinadas las distintas categorías de inmuebles la 
BewG en sus parágrafos 76 a 90 establece los medios y el 
procedimiento de valoración de los inmuebles.
Una de las primeras notas a destacar es que a pesar de
que la BewG determine como valor principal el valor común,
valor de mercado, éste tiene tantas excepciones a lo largo de
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la Ley que viene a convertirse en un valor residual, es decir, el 
valor común se aplica en aquellos supuestos en los que no se 
contenga un valor específicamente previsto por la Ley.
Esta valoración residual la encontramos, entre otros, en
los inmuebles sin edificar, puesto que el § 72 contiene
únicamente el concepto de inmueble sin edificar pero no
contiene norma alguna de valoración, por lo que los inmuebles 
sin edificar se valoran por su valor común.
En cambio, en los inmuebles edificados sí nos 
encontramos con normas de valoración concretas y por 
consiguiente, no es el valor común el que va a utilizarse en 
estos supuestos.
Según establece el § 76, en principio, el valor del
inmueble se calcula por el procedimiento del valor de 
rendimiento (Ertragswert) para las siguientes categorías de 
bienes: inmuebles con viviendas de alquiler, inmuebles 
comerciales o industriales, inmuebles de uso mixto, viviendas 
unifamiliares y viviendas para dos familias.
Por lo que respecta a los otros bienes inmuebles el valor 
se determina por el procedimiento del valor real (Sachwert).
Al mismo tiempo se establece un valor mínimo de los 
inmuebles (§ 77). En este sentido, el valor computadle de un 
inmueble edificado no puede ser inferior al valor resultante de 
la valoración del suelo como inmueble sin edificar (valor 
común). Esto quiere decir que el valor total del suelo más el 
valor de la construcción nunca puede ser inferior al valor del 
suelo exclusivamente que se determina, como sabemos, por el 
valor común.
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Por otra parte, para la valoración de los bienes se 
tendrán en cuenta los gastos de derribo, cuando los titulares 
del bien hayan debido proceder al mismo por el estado de 
conservación de los edificios o partes de edificios.
Vamos a entrar en el análisis de los procedimientos de 
valoración establecidos en la BewG, procedimiento del valor de 
rendimiento y procedimiento del valor real regulados en los §§ 
78 a 90. Como nota introductoria hay que decir que el valor de 
rendimiento responde a la idea del uso o la utilidad que le 
reporta al propietario la posesión del bien inmueble mientras 
que el valor real se basa en el valor intrínseco del bien con 
independencia del uso o utilidad que reporte.
5.1.2.1.2. A) E rtragsw ertverfahren. P roced im iento  
del valor de rendimiento
En este procedimiento el valor del inmueble está 
compuesto por el valor del suelo, el valor del edificio y el 
valor de las instalaciones exteriores. En este procedimiento el 
valor total es el resultado de aplicar un multiplicador, 
previsto por el legislador, a los alquileres brutos anuales (§ 
78).
¿Qué se entiende por alquileres brutos anuales?. Como 
regla general, se entienden como tales las contraprestacíones 
totales que para un año estén obligados a pagar los inquilinos, 
según contrato, por el uso del inmueble. En estos alquileres se 
incluyen las prorratas y cualquier otra prestación del 
inquilino. También forman parte de los alquileres anuales los
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gastos corrientes, como los impuestos, que el municipio cobre 
directamente al inquilino.
No se incluyen en los alquileres brutos anuales los 
recargos por subarrendamiento, los gastos por mantenimiento 
de instalaciones centrales de calefacción, suministro de agua 
caliente y suministro de carburantes así como por la 
conservación del ascensor, ni cualquier otra contraprestación 
satisfecha por servicios secundarios o que únicamente 
beneficien a determinados inquilinos.
Junto a esta regla general, alquileres brutos efectivos, 
hay determinados supuestos en los que los alquileres brutos 
anuales no son los efectivamente percibidos sino que se 
entienden como alquileres brutos anuales los alquileres 
habituales, es decir, aquellos que se satisfacen normalmente 
en el mercado. El alquiler habitual o usual se determina por 
referencia al alquiler bruto anual que se paga habitualmente 
por bienes del mismo o similar tipo, situación y equipamiento 
que el bien en cuestión. La regla del alquiler habitual se aplica 
a los siguientes inmuebles:
a. - los inmuebles que son objeto de uso propio, 
inmuebles inutilizados o cedidos temporalmente a título 
lucrativo.
b. - inmuebles que el propietario haya cedido al 
arrendatario por un alquiler efectivo que difiera en más de un 
20 % del alquiler usual.
Determinados los alquileres brutos anuales se aplica el 
multiplicador correspondiente para hallar el valor del 
rendimiento (§ 80).
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Este multiplicador se determina en función del tipo de 
los bienes inmuebles, de la clase de construcción, la ejecución 
de la obra, el año de construcción del edificio así como el 
número de habitantes del municipio donde están situados los 
bienes. Cuando un bien inmueble se encuentre ubicado en varios 
términos municipales, el municipio de su ubicación será en el 
que se encuentre la parte más importante del bien inmueble.
El valor establecido por la aplicación del multiplicador a 
los alquileres brutos anuales, puede ser objeto de reducción 
siempre que se den circunstancias que reduzcan el valor del 
bien y no hayan sido consideradas ni en los alquileres brutos ni 
a la hora de fijar el multiplicador.
Las circunstancias que dan lugar a reducción son entre 
otras: los perjuicios causados por emisiones de ruidos, humos 
o hedores de extraordinaria intensidad; defectos y daños de 
construcción y la inminente necesidad de derribo.
Al igual que puede ser reducido, si se dan circunstancias 
que aumenten el valor del inmueble y no hayan sido tenidas en 
cuenta ni en los alquileres brutos anuales ni en la fijación del
multiplicador, el valor puede aumentarse. Sólo se consideran
circunstancias que aumentan el valor las siguientes:
- La superficie no edificada del inmueble, cuando éste no 
se encuentre ocupado por edificios altos ( Hochháuser). Si la 
superficie total no excede de 1.500 metros cuadrados en 
viviendas unifamiliares o para dos familias, o en más del 
quíntuple de la superficie edificada en los otras categorías de
inmuebles no se aplica aumento alguno.
- el uso permanente de bienes inmuebles para fines 
publicitarios a título oneroso.
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5.1.2.1.2. B) Sachwertverfahren. Procedimiento 
del valor real (§ 83 a 90 BewG).
Con este procedimiento de valoración se determina un 
valor inicial (Ausgangswert) que se asimilará al valor común 
mediante la aplicación de un índice de valor (Wertzahl). Estos 
índices se fijan por Decreto dentro de los límites del 85 al 
50% del valor inicial, teniendo en cuenta los factores que 
influyen en el valor de los bienes inmuebles, en particular la 
afectación y la posibilidad de utilización de bienes inmuebles 
dentro de ciertos sectores económicos y según la importancia 
del municipio. Pueden fijarse además, índices de valor 
especiales para ciertas clases de inmuebles cuando la 
situación local del mercado inmobiliario así lo requieran (§ 
90).
El valor inicial está compuesto por el valor del suelo, el 
valor del edificio y el valor de las instalaciones exteriores (§ 
83).
El valor del suelo se calcula como si nos encontráramos 
ante un inmueble sin edificar. En consecuencia, el valor del 
suelo será el valor común del mismo. El valor común está 
determinado por el precio alcanzadle en una venta en el tráfico 
comercial habitual, teniendo en cuenta el estado del bien y 
cualquier circunstancia, no personal o habitual, que influya en 
el precio.
Para calcular el valor del edificio, en primer lugar se 
determina un valor basado en los precios medios de edificación 
según los precios de construcción del año 1958. Este valor se 
modificará en función del nivel de precios de la construcción a 
la fecha de la fijación principal de valores.
414
El valor de la edificación se reduce por razón de su 
antigüedad y, en su caso, por defectos y daños de la 
construcción. Practicadas estas reducciones obtenemos el 
valor real del edificio (Gebáudesachwert). Este valor real 
puede reducirse o aumentarse en supuestos especíales 
previstos en el § 88 BewG.
La reducción del valor por la antigüedad del edificio se 
determina teniendo en cuenta la edad del edificio a la fecha de 
la fijación principal del valor y la vida habitual de edificios de 
la misma clase y uso. La antigüedad se expresa en un 
porcentaje del valor de edificación. Se parte de una reducción 
del valor anual constante.
La edad de un edificio es el periodo de tiempo 
comprendido entre el comienzo del año en que el edificio está 
disponible para ser ocupado y la fecha de la fijación principal 
de valores.
No puede deducirse por antigüedad una cantidad superior 
a la resultante para un edificio con una antigüedad del 70% de 
su existencia. Sólo podrá superarse el 70% en caso de 
depreciación extraordinaria. Cuando la duración de la vida de 
una construcción se prolongue a causa de arreglos de 
arquitectura, el porcentaje calculado según la edad deberá 
reducirse en la misma proporción.
Otra de las reducciones previstas por el legislador para 
hallar el valor real del edificio es la reducción por defectos y 
daños de construcción (§ 87). En este supuesto la reducción es 
proporcional a la importancia y al grado de los defectos y 
daños de la construcción.
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Practicadas las reducciones por antigüedad y daños y 
defectos de construcción se obtiene el valor real del edificio, 
valor real que puede ser reducido o aumentado cuando se den 
circunstancias que no se hayan tenido en cuenta para el cálculo 
del citado valor. En particular, puede tener lugar una reducción 
del valor real cuando los edificios se devalúen por su 
ubicación, su estructura inorgánica o por un exceso de 
envejecimiento económico. Puede aumentarse el valor real 
cuando los bienes inmuebles se utilicen de manera permanente 
con fines publicitarios a título oneroso.
Como tercer elemento del valor real de los inmuebles se 
encuentra el valor de las instalaciones exteriores (§ 89). El 
valor de las instalaciones se calcula sobre los costes medios 
de producción según el nivel de precios de la construcción de 
1958 y se modifica en función del nivel de precios a la fecha 
de la fijación principal de valores. El valor así obtenido se 
reduce atendiendo a la antigüedad de las instalaciones y, en su 
caso, a los defectos y daños de las mismas. Del mismo modo, el 
valor real de las instalaciones puede reducirse o aumentarse 
cuando concurran circunstancias que no hayan sido tenidas en 
cuenta para el cálculo del valor real.
La BewG junto a esta valoración genérica de los bienes 
prevé reglas de valoración especiales en los parágrafos 91 a 
93.
El valor del patrimonio inmobiliario obtenido por 
aplicación de los procedimientos de valoración previstos en el 
BewG va a constituir la base imponible no sólo del Impuesto
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sobre el Patrimonio, sino también de aquellos otros impuestos 
patrimoniales cuya base imponible es el valor de los bienes, y 
en concreto, el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y el 
Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Por ello, se habla de un valor 
unitario de los bienes, puesto que es un único valor el que sirve 
de base para distintos impuestos.
Este valor unitario no existe sólo en el caso de los bienes 
inmuebles que forman parte del patrimonio inmobiliario, sino 
que también el patrimonio agrícola, y el patrimonio de empresa 
tienen un valor unitario aplicable a los distintos impuestos.
Si bien en principio se podría pensar que la valoración 
unitaria es la solución perfecta para la tributación de los 
bienes inmuebles, y en general, de todos los bienes cuando el 
objeto de gravamen es el valor de los mismos, la práctica ha 
venido más bien a demostrar lo contrario. En efecto, el 
legislador alemán tras establecer la valoración unitaria prevé 
que los valores deberán fijarse cada seis años. Sin embargo, 
tal fijación de valores no fue llevada a cabo. En la actualidad 
los valores de los bienes inmuebles en Alemania proceden de 
una fijación de valores que tuvo lugar en 1964, si bien se han 
venido actualizando por otros medios.
En definitiva, los valores unitarios fijados para los 
bienes inmuebles se encuentran absolutamente desfasados 
frente a los valores de otros bienes y sobre todo frente al 
valor de mercado actual. Por ello, se ha llegado a plantear la 
doctrina la supresión de la valoración unitaria de los bienes 
inmuebles. En este sentido, la Comisión científica creada por 
el Ministerio de Hacienda en 1989 llegó a la conclusión de la 
supresión de la valoración unitaria puesto que ésta no cumplía 
los objetivos previstos y eran pocas las posibilidades para 
mejorarla.
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Sin embargo, en nuestra opinión ia existencia de una 
valoración unitaria de los bienes inmuebles para aquellos 
tributos que gravan el valor patrimonial de los mismos nos 
parece absolutamente correcta y .sobre todo, necesaria. Si el 
valor de los bienes es la base imponible del impuesto, o lo que 
es lo mismo el valor exprésala cuantificación concreta de la 
capacidad económica gravada por el tributo, esta base 
imponible debe encontrarse regulada por ley. Por ello, es 
necesaria una ley de valoración. Si además, el valor de los 
bienes inmuebles sirve de base imponible a varios tributos, 
entendemos que debe ser el mismo valor el que se tome en 
cuenta para la determinación de la base imponible. Todo esto 
hace que parezca necesaria una valoración unitaria.
No creemos que pueda alegarse que la valoración unitaria 
no sirve porque se queda obsoleta. La obsolescencia o desfase 
de los valores unitarios no depende de la bondad o no de la 
norma sino única y exclusivamente de la actuación o no de la 
Administración. En consecuencia, creemos que la solución no 
estaría tanto en suprimir la valoración unitaria como en dotar 
a la Administración de los medios suficientes para llevar con 
rigor y eficacia las revisiones y fijaciones de los valores 
necesarias.
5.1.2.2. Erbschaftsteuer und Schenkungssteuer. 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (ErbSt).
La regulación actual de este impuesto procede de la ley 
de 17 de abril de 1974, ley que ha sido modificada por la Ley 
de 19 de febrero de 1992.
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El ErbSt se presenta como un gravamen sobre el 
patrimonio transferido a título lucrativo. El hecho generador 
de la imposición descansa en el hecho de que alguien deviene 
propietario de un patrimonio por vía de sucesión o donación.
En consecuencia, no se grava el caudal relicto sino las 
participaciones hereditarias, siendo en este sentido un 
impuesto sobre las accesiones al igual que el impuesto 
español, el impuesto francés y el italiano.
La base imponible del impuesto está formada por el valor 
de los bienes recibidos, ya sea mortis causa o ínter vivos, 
valor determinado siguiendo las reglas contenidas en la BewG, 
es decir, atendiendo al valor unitario de los bienes. De este 
valor, se deducen los gastos de funeral y deudas y cargas 
relacionadas con los elementos sometidos a imposición. Dado 
que la valoración de los bienes inmuebles urbanos ya ha sido 
analizada en el Impuesto sobre el Patrimonio, a ello nos 
remitimos, pues no existe ningún criterio específico en cuanto 
a la valoración de los mismos en el ErbSt.
5.1.2.3. Grunderwerbsteuer. Impuesto sobre
Transmisiones patrimoniales (GrESt).
Las características de esta imposición proceden de una 
Ley del Reich de 1940. En los años que siguieron a la 
unificación de Alemania la mayor parte de los Lánder 
promulgaron leyes relativas a este impuesto, leyes que fueron 
derogadas y sustituidas por una Ley federal de 17 de diciembre 
de 1983 (GrEStG), modificada por Ley de 25 de febrero de 
1992.
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Así pues, la normativa del impuesto es federal estando la 
administración del mismo distribuido a nivel de los Lánder al 
igual que el Impuesto sobre el Patrimonio y el Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones.
Como criterio general el GrESt se presenta como un 
impuesto sobre las transmisiones de bienes inmuebles y 
terrenos. De este modo, se somete a imposición toda 
conclusión de contrato de venta o cualquier otra convención 
que tenga como objeto la transmisión de la propiedad de un 
inmueble o terreno situado en el territorio alemán.
Puesto que, en principio, parece que lo que queda 
sometido a tributación es el acto jurídico se podría pensar que 
para evitar la tributación bastaría con transmitir la propiedad 
sin reflejar la misma en un documento formal. Sin embargo, lo 
que queda gravado, en este impuesto en realidad, es la 
transmisión del bien aunque a efectos de la imposición se 
tenga en cuenta el acto jurídico donde se refleja la misma. 
Muestra de ello son las previsiones existentes en la regulación 
del impuesto en el caso de que no exista un acto jurídico 
concreto.
En principio, cada transmisión de un bien inmueble se 
grava separadamente. Ahora bien, en el caso de una venta 
continuada, que es el supuesto de una sucesión de actos 
imponibles relativos a un mismo bien inmueble, para tratar de 
evitar una sobreimposición se limita la tributación al valor no 
gravado en la operación precedente. En este sentido, podríamos 
decir que se articula el impuesto en este caso de forma 
similar al IVA. Así, en una primera venta se grava la 
transmisión atendiendo al precio obtenido. En la segunda venta, 
se tendrá en cuenta como base imponible del impuesto la
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diferencia entre e l precio satisfecho en la primera venta y en 
la segunda y así sucesivamente.
No todas las transmisiones de bienes inmuebles se 
encuentran sometidas al impuesto. Existen transmisiones 
exentas entre las que podemos citar las siguientes:
• adquisición de bien inmueble por un precio inferior a 
5.000 D.M.
- adquisición de un bien inmueble a título lucrativo,
mortis causa o inter vivos.
- adquisición de un bien inmueble por el cónyuge,
ascendientes o descendientes y sus cónyuges, del vendedor.
- adquisición de un bien inmueble perteneciente a la
sucesión, realizada por un coheredero o su cónyuge tras las
partición hereditaria.
- adquisición de un bien inmueble por un Estado 
extranjero o una institución cultural extranjera, con fines 
diplomáticos, consulares o culturales, a título de reciprocidad.
- ciertas adquisiciones de bienes inmuebles situados en 
los nuevos Lánder (antigua RDA) efectuados antes de 1 de enero 
de 1991.
5.1.2.3.1. Base imponible y deuda tributaria.
El impuesto se calcula sobre la contraprestación 
satisfecha por la adquisición del bien inmueble (§ 8 GrEStG).
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La regla general es el precio de venta del bien inmueble. En 
defecto del mismo, la base imponible es el valor del inmueble 
determinado conforme a los procedimientos de valoración 
previstos en la BewG. Esto implica que, a pesar de que en el 
Impuesto sobre transmisiones alemán se acuda para 
determinar la base imponible al precio de la operación, se 
establece como supletorio el valor unitario determinado con 
carácter general para los otros impuestos patrimoniales.
Esta supletoriedad nos parece mucho más acorde con la 
capacidad económica gravada y, sobre todo, con la seguridad 
jurídica del contribuyente que la remisión que nuestro 
legislador hace a un concepto jurídico indeterminado como es 
el valor real utilizado en el ITPAJD. Esta remisión podría 
admitirse si en nuestro ordenamiento existiera una Ley general 
que definiera y determinara el citado valor.
Por tanto, el Impuesto sobre transm isiones
patrimoniales alemán atiende al precio para determinar la 
base imponible, es decir, el legislador frente a la tesitura de 
establecer una tributación sobre importes reales o sobre 
valores estimados opta, allí donde existen, por utilizar los
importes reales y únicamente utilizar valores estimados para
aquellos impuestos en los cuales los bienes no vienen
expresados en una cantidad monetaria. Creemos que esta 
distinción de bases imponibles es la que más se adecúa a los 
postulados constitucionales que rigen en Derecho Tributario.
En cuanto a la deuda tributaria, sobre la base imponible 
se aplica el tipo del 2%
Si bien el sujeto pasivo del impuesto es el adquirente 
tanto éste como el vendedor son responsables solidarios del 
impuesto. Ello es así porque el adquirente es considerado
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propietario a efectos del catastro únicamente después del 
depósito de una certificación.
El impuesto se devenga en el momento de conclusión del 
contrato no teniendo relevancia la transmisión efectiva. Ahora 
bien, si tras pagar el impuesto el contrato es anulado el sujeto 
pasivo tiene derecho a la devolución del mismo. La anulación 
del contrato puede producirse en dos momentos distintos, 
antes de la transmisión efectiva de la propiedad o bien tras la 
transmisión.
En el primer supuesto, es decir, anulación del contrato 
antes de la trasmisión de la propiedad, se puede solicitar la 
devolución del • impuesto satisfecho si el contrato se anula 
dentro de los dos años siguientes al devengo del impuesto.
En el segundo supuesto, o anulación del contrato tras la 
transmisión, podemos delimitar dos hechos imponibles 
sometidos al impuesto: la transmisión del bien inmueble del 
vendedor al comprador y la transmisión del comprador al 
vendedor. Si la transmisión al vendedor se realiza dentro de 
los dos años siguientes a la primera transmisión y el contrato 
ha quedado anulado, ninguna de las transmisiones quedará 
sometida al impuesto.
Junto a las previsiones de devolución del impuesto, se 
establece la posibilidad de la reducción de la deuda si el precio 
de venta ha sido reducido en los dos años siguientes al devengo 
del impuesto.
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5.2. Tributación de los bienes inmuebles urbanos 
en la imposición local.
Las Haciendas Locales en Alemania, al igual que las 
Haciendas Locales de nuestro país, se nutren 
fundamentalmente de la participación de los ingresos de las 
otras Haciendas (principalmente de los Lánder donde están 
situados territorialmente) y de tributos propios. Los tributos 
propios de las Haciendas Locales en Alemania son en la 
actualidad dos: el impuesto industrial (Gewerbesteuer) y el 
impuesto sobre Bienes inmuebles (Grundsteuer). Dado el ámbito 
de nuestro trabajo únicamente nos vamos a referir a éste 
último, si bien también en el impuesto industrial se 
contemplan los bienes como partes integrantes de la base 
imponible del impuesto.
5.2.1. Grundsteuer. Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles (GrSt).
La regulación actual del impuesto procede de la Ley de 7 
de agosto de 1973.
El GrSt es un impuesto real que recae sobre los bienes 
inmuebles en sí mismos considerados y con total 
independencia del rendimiento que produzcan o puedan 
producir. En este sentido se asemeja bastante al IBI español.
En principio, los sujetos pasivos del impuesto son los 
propietarios de los bienes inmuebles (§ 10 GrStG). Ahora bien, 
el hecho de ser propietario no implica necesariamente la 
sujeción al pago del impuesto puesto que la propia Ley
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determina que sujeto pasivo será aquella persona a la cual se 
le haya imputado el bien inmueble.
Ello quiere decir que si, por ejemplo, nos encontramos 
con arrendatarios serán éstos los que deberán satisfacer el 
impuesto. Por lo que se refiere al usufructuario, expresamente 
se prevé por la legislación que no es sujeto pasivo aunque sí se 
encuentra obligado al pago del impuesto en concepto de 
responsable (§ 11).
Los bienes inmuebles sometidos al GrSt se dividen en dos 
grandes bloques (§ 2): el patrimonio agrícola y forestal, en el 
que se incluye la maquinaria y los animales y el patrimonio 
inmobiliario, que incluye en esta imposición los bienes 
inmuebles que formen parte de una explotación industrial o 
comercial.
En la terminología fiscal utilizada se denomina 
“Impuesto A” al gravamen de los bienes de explotaciones 
agrícolas e “ Impuesto B” al gravamen de los restantes bienes 
inmuebles. Entraremos, en consecuencia, en el estudio del 
Impuesto B.
Como ya explicamos al hablar del Impuesto sobre el 
Patrimonio, para la valoración de los bienes inmuebles 
debemos remitirnos a la BewG. Según el § 70 de la citada ley 
el bien inmueble es la unidad de valoración, la unidad 
económica de valoración del patrimonio inmobiliario. Este 
concepto de bien inmueble comprende dos grandes grupos: los 
inmuebles sin edificar y los inmuebles edificados. A éstos se 
asimilan los derechos inmobiliarios y las servidumbres.
El concepto de bien inmueble comprende, en su caso, el 
suelo, las edificaciones y los elementos accesorios de las
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mismas. Sin embargo, y a diferencia del patrimonio agrícola, 
no incluye las máquinas y otras instalaciones de explotación.
Si bien por regla general el propietario de un terreno 
adquiere la propiedad de las construcciones que soporta el 
mismo, puede ocurrir que el propietario del suelo sea persona 
distinta del propietario de la construcción. En este supuesto el 
edificio es considerado como inmueble a los efectos de la 
valoración y de la imposición. Por tanto, se considera una 
unidad económica distinta y separada del suelo sobre el cual 
está construido. El suelo en estos supuestos se considera como 
inmueble sin edificar y como tal será valorado.
Determinada la base imponible según el valor unitario 
fijado en virtud de las disposiciones de la BewG331, para hallar 
la deuda tributaria se aplica al citado valor el tipo base. Este 
tipo base o impuesto base (Steuermessbetrag) se fija por la 
Administración Central a partir de los valores de los bienes 
inmuebles. A este impuesto base se aplica un coeficiente 
multiplicador (Hebesatz) fijado por los municipios.
Como regla general, el tipo base de los bienes inmuebles 
se fija en el 3*5/1.000 (§ 15.1. GrStG). Ahora bien, para 
determinados bienes inmuebles se establecen por el legislador 
tipos base especiales. De este modo, para los bienes inmuebles 
que sirven de vivienda unifamiliar el primer tramo de 75.000 
D.M. del valor unitario se somete a un tipo del 2*6/1.000 y para 
la parte restante del valor se aplica el tipo del 3*5/1.000.
Si el inmueble sirve de vivienda a dos familias el tipo 
base aplicable es de 3*1/1.000.
331 t_os procedimientos de valoración los hemos analizado en el § 
5.1.2.1.2. y en los § 5.1.2.1.2. A y B, a los que nos remitimos.
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Aplicado este tipo base al valor unitario de los bienes 
inmuebles obtenemos una cantidad que no equivale a la deuda 
tributaria definitiva. Esta deuda tributaria es la resultante de 
la aplicación del coeficiente de percepción (Hebesatz) que 
establecen los municipios sobre la cantidad obtenida tras la 
aplicación del tipo base al valor unitario. Este coeficiente 
puede fijarse bien anualmente, bien para varios periodos 
impositivos.
Aunque el impuesto es anual, el pago del mismo se 
realiza trimestralmente.
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EPILOGO. LA VALORACION EN EL DERECHO 
TRIBUTARIO.
428
Tras el análisis realizado tanto de nuestro sistema 
tributario como de los sistemas tributarios de Francia, Italia y 
Alemania estamos en condiciones de abordar el problema de la 
valoración de los bienes inmuebles urbanos, ya no desde el 
plano concreto de la legislación sino desde un plano más 
amplio como problema del Derecho Tributario.
Hemos podido observar cómo no existe, en la mayoría de 
los supuestos, una única determinación del valor de los bienes 
inmueles urbanos ya no sólo dentro de cada sistema tributario 
sino tampoco comparando los distintos sistemas tributarios 
elegidos para nuestro trabajo.
De este modo, por ejemplo, en materia de rendimientos 
de la propiedad inmueble urbana como fuente productora de 
renta gravable en un impuesto personal sobre la renta, la 
solución no es la misma en todos los sistemas tributarios 
analizados.
En el sistema tributario francés la tributación gira sobre 
los arrendamientos obtenidos y sólo en el supuesto en que 
exista una propiedad que no se encuentre arrendada y que 
tampoco sea utilizada por su propietario, se abandona el 
criterio del importe efectivo para determinar una posible 
renta presunta del bien inmueble en cuestión, que se valora 
acudiendo a los arrendamientos medios de los cuales se 
deducen los gastos previstos por la legislación. Por 
consiguiente, la valoración parece ser acorde con la finalidad 
perseguida por el tributo que es gravar el flujo de renta 
obtenida por el sujeto pasivo en el periodo impositivo. Este 
flujo de renta cuando se trata de bienes inmuebles urbanos 
puede, y a nuestro entender debe, medirse en términos de los 
arrendamientos medios deducidos los gastos, lo que nos da una
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renta neta que equivaldría a la capacidad económica que se 
pretende gravar con el impuesto.
Otra cuestión es si con esta renta presunta se está 
produciendo una doble imposición que debe neutralizarse, por 
encontrarse el bien inmueble ya gravado por otras figuras 
tributarias como pueden ser el impuesto sobre el patrimonio o 
el impuesto sobre bienes inmuebles.
Por su parte, en el sistema tributario italiano no se 
tienen en cuenta los arrendamientos efectivamente obtenidos 
sino que la determinación de la renta de los bienes inmuebles 
urbanos en el impuesto sobre la renta abandona el criterio del 
rendimiento efectivo para basarse en una renta imputada, 
tanto en el caso de inmuebles arrendados como en el caso de 
bienes inmuebles no arrendados. De este modo, se tiene en 
cuenta la renta catastral de los bienes como rendimiento 
sujeto al Impuesto sobre la renta. Esta renta catastral se 
aplica tanto si el bien inmueble urbano está arrendado como si 
no. Nos encontramos, por tanto, ante una tributación sobre la 
base de una renta presunta sea cual sea la renta efectivamente 
gravada, lo que sin duda se aleja de la capacidad económica 
efectiva del sujeto pasivo del impuesto.
En el sistema tributario alemán en materia de 
rendimientos de bienes inmuebles urbanos únicamente se 
tienen en cuenta los bienes efectivamente arrendados no 
existiendo una renta presunta para el supuesto de bienes no 
arrendados. En consecuencia, solamente se va a considerar 
renta sujeta al impuesto sobre la renta los alquileres y 
arrendamientos efectivamente obtenidos por el sujeto pasivo, 
pero en ningún caso se imputa renta alguna por los bienes no 
arrendados estén siendo utilizados o no por su propietario. A
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nuestro entender ésta sería la tributación más acorde con la 
idea de la capacidad económica efectiva sometida al impuesto.
Como podemos observar la solución dada en cada uno de 
los sistemas tributarios difiere entre sí y también de la 
solución dada por nuestro legislador. Igual ocurre en los otros 
tributos que, tendiendo como sujetos pasivos las personas 
físicas, gravan los bienes inmuebles urbanos.
A modo de resumen podemos exponer que en la 
legislación francesa, cuando existe un precio éste es el que se 
toma como base de imposición sin necesidad de acudir a 
valores ideales como el valor de mercado valor que, por otra 
parte, es el utilizado cuando no existe contraprestación 
pecuniaria en una transmisión.
En el sistema tributario italiano no existe una valoración 
única de los bienes inmuebles a efectos de todos los tributos, 
si bien sí podemos manifestar que existe un criterio genérico 
de valoración de los mismos que es el valor de mercado, 
criterio genérico que se desprende del análisis del conjunto 
del sistema tributario.
En el sistema tributario alemán la solución es distinta. 
En efecto, en este sistema nos encontramos con una ley 
general de valoración en la que se establecen los criterios para 
determinar el valor de los bienes inmuebles urbanos, y de los 
demás bienes, a aplicar en aquellos impuestos que graven los 
bienes en sí mismos considerados. Por consiguiente, será el 
valor determinado según las reglas de este Ley el que se 
establezca como base imponible en los impuestos sobre el 
patrimonio, sucesiones y donaciones e incluso en la imposición 
local.
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Pero, ¿por qué es tan importante cómo se valoren los 
bienes inmuebles urbanos?. Es importante, a nuestro entender, 
puesto que en la valoración de los bienes deben reflejarse 
principios tributarios tales como capacidad económica, 
igualdad, seguridad jurídica y, en definitiva, justicia 
tributaria. Por ello, la valoración de los bienes se erige en 
pieza clave y fundamental en un sistema tributario que 
pretenda coordinar el deber de contribuir con aquellos otros 
principios existentes en un Estado de Derecho.
En efecto, cuando el legislador opta por una determinada 
manifestación de riqueza como materia imponible sobre la cual 
se establece un tributo, no sólo debe determinar los elementos 
cualitativos sino también los elementos cuantitativos del 
mismo. Todos estos elementos deben encontrarse íntima y 
perfectamente conectados entre sí para que podamos hablar de 
racionalidad interna del tributo pero, al mismo tiempo, estos 
elementos deben encontrarse configurados de tal forma que el 
tributo creado por el legislador se acople perfectamente y sin 
crear colisiones con el resto de figuras tributarias que forman 
el sistema tributario. De este modo, podremos hablar de la 
racionalidad externa del tributo.
En la mayoría de las ocasiones, la manifestación de 
riqueza gravada por el tributo no se encuentra expresada en 
términos monetarios, por lo que el legislador a través de las 
normas debe proceder a la determinación cuantitativa de la 
misma. Esta determinación se lleva a cabo a través de la base 
imponible. Esta determinación es necesaria puesto que la 
prestación tributaria principal surgida del deber de contribuir 
de acuerdo con las normas es, por definición y sin perjuicio de 
otras consideraciones, una prestación monetaria.
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Un supuesto paradigmático de riqueza gravada por los 
tributos no expresada cuantitativamente lo encontramos en los 
bienes inmuebles urbanos.
Así, cuando el legislador, por ejemplo, pretende gravar la 
utilidad que reporta la titularidad de un bien inmueble urbano, 
esta utilidad deberá medirse en términos monetarios a través 
de la determinación de la base imponible para, tras la 
aplicación del tipo de gravamen, cuantificar la prestación 
tributaria. La determinación de la utilidad del bien inmueble 
urbano será, por tanto, un elemento esencial en la 
configuración del tributo y en la cuantificación de la
prestación tributaria estando sometido al principio de reserva
de ley.
En términos generales podemos afirmar que en todos los 
supuestos en los cuales el legislador determina los criterios 
que deben utilizarse para traducir a términos monetarios un 
bien no expresado en dinero nos encontramos ante una 
valoración. En consecuencia, valoración es la actuación del 
legislador tendente a establecer la conexión necesaria entre el 
objeto de tributación y los elementos del tributo, o dicho en 
otros términos, con la valoración el legislador establece los 
criterios necesarios para conectar el hecho imponible, el 
objeto del tributo y la base imponible. Esta conexión debe ser
tal que no exista incongruencia alguna.
De este modo, por ejemplo, si el bien inmueble urbano 
queda gravado en virtud de los rendimientos que puede 
proporcionar a su titular, con independencia de que los 
produzca o no, la valoración de estos rendimientos no puede 
realizarse, bajo nuestro punto de vista, acudiendo a valores 
como el valor de cambio o valor de mercado o al valor de uso.
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Evidentemente, no parece que deba utilizarse el valor de 
mercado dado que la capacidad económica que pretende 
gravarse no es la que proviene de la posible enajenación del 
bien, que sería la determinada por el valor de mercado, sino de 
su disponibilidad como fuente productora de renta. A nuestro 
entender, de utilizarse el valor de mercado, no existiría 
conexión alguna entre el hecho imponible, el objeto del tributo 
y la base imponible. Tampoco creemos que pueda utilizarse 
como valor el valor de uso ya que éste determina lá utilidad 
que reportaría al titular del bien su utilización para fines 
propios y, en ningún caso, determina los rendimientos que 
podría reportar en caso de ceder el uso del mismo. También en 
este supuesto fallaría la conexión necesaria para la existencia 
de la racionalidad interna del tributo. Por ello, consideramos 
que el valor a utilizar en este supuesto debería ser el valor de 
rendimiento, o lo que es lo mismo, la utilidad expresada en 
términos monetarios que le reportaría al propietario la cesión 
del uso del bien inmueble. Dicho en otros términos, debería 
acudirse a los arrendamientos medios que se satisfacieran por 
bienes de similares características y ubicados en la misma 
zona.
Por otra parte, la valoración de los bienes no sólo se 
erige en elemento esencial del tributo sino que, además, sirve 
de coordinación y racionalización del sistema tributario. En 
efecto, pensamos que si se armonizan y unifican en la medida 
de lo posible ios criterios de valoración utilizados en las 
distintas figuras tributarias se puede conseguir un sistema 
tributario justo, racional y coordinado.,
De esta manera, creemos que los criterios de valoración 
utilizados por el legislador deben ser sencillos con el fin de 
que el sujeto pasivo pueda saber cuál va a ser su carga fiscal
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de un modo previo y, de este modo, se salvaguarde la seguridad 
jurídica.
Puesto que la valoración dada a los bienes objeto del 
tributo, es la que sirve de base para la cuantificación de la
deuda tributaria, no puede dejarse a la regulación
reglamentaria, sino que los criterios de valoración deben ser 
adoptados por el legislador. El principio de reserva de ley en 
materia tributaria así lo exige, y así lo ha puesto de
manifiesto el Tribunal Constitucional en numerosas
sentencias.
De todo lo expuesto hasta este momento podemos extraer 
las siguientes:
CONCLUSIONES
I. Los bienes inmuebles urbanos constituyen una materia 
imponible especialmente idónea para cualquier sistema 
tributario. Efectivamente, junto con los flujos monetarios 
procedentes de otras fuentes, en todos los sistemas 
tributarios podemos encontrar figuras tributarias que gravan 
los bienes inmuebles urbanos ya como fuentes de rendimientos 
ya como elementos patrimoniales. Esta tributación se basa, 
fundamentalmente en sus características físicas, tangibilidad 
y difícil ocultación de los bienes inmuebles junto a la 
manifestación de capacidad económica que supone la 
titularidad de estos bienes. Así pues, la tributación de los 
bienes inmuebles urbanos se encuentra estrechamente 
vinculada a la capacidad económica y a la justicia tributaria. 
Efectivamente, si ante situaciones iguales el trato fiscal debe 
ser el mismo y ante situaciones desiguales el trato fiscal debe 
diverger, queda claro que donde existan además de los flujos
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monetarios bienes inmuebles se está poniendo de manifiesto 
una capacidad económica distinta y, por consiguiente, distinta 
deberá ser la tributación. Si el bien inmueble es considerado 
como fuente de renta, será ésta última la que sirva de base 
para la tributación. Sin embargo, cuando no exista esta renta o 
el bien inmueble urbano sea objeto de tributación atendiendo a 
su propia naturaleza nos encontraremos ante un bien que 
deberá determinarse cuantitativamente para poder concretar 
la base de tributación.
II. Los bienes no tienen un valor en sí mismos, sino que 
su valor depende de su utilidad, del fin o del punto de vista 
desde el que se observen. De este modo, podemos hablar de 
valor de rendimiento, valor de uso y valor de cambio. El valor 
de rendimiento es aquél que tiene un bien por los beneficios 
que podría obtener de él su titular cediendo su uso pero sin 
enajenarlo. En el caso de los bienes inmuebles urbanos este 
valor de rendimiento sería el arrendamiento que el titular 
podría obtener de arrendar el bien pero que efectivamente no 
obtiene. Este valor de rendimiento se manifiesta idóneo para 
valorar los bienes inmuebles urbanos considerados como 
fuentes productoras de rentas en un impuesto personal sobre la 
renta.
El valor de uso es la utilidad que reporta al titular del 
bien el disfrute del mismo o la utilidad que le podría reportar 
sin ceder su uso a terceros y sin enajenarlo. Este valor de uso 
resulta idóneo para la tributación de los bienes inmuebles 
considerados como elementos patrimoniales. Por último, el 
valor de cambio representa la utilidad que reporta al titular 
del bien la enajenación del mismo. Este valor puede resultar 
idóneo en los tributos que gravan el aspecto dinámico de los
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elementos patrimoniales, es decir, la transmisión de los 
bienes.
El que los bienes puedan valorarse de forma distinta 
según la finalidad perseguida por el tributo que los contempla 
no impide que puedan existir unos criterios homogéneos de 
valoración de los bienes y, por tanto, que se pueda hablar de 
una valoración unificada en algunos aspectos. Así por ejemplo, 
se podría establecer una única valoración de los bienes 
inmuebles urbanos a tener en cuenta en todos aquellos tributos 
que tengan como objeto los bienes en cuanto elementos 
patrimoniales con independencia de que produzcan o no renta 
alguna. E incluso, y en aras de la seguridad jurídica, se podría 
propugnar una valoración unificada para el conjunto del 
sistema tributario.
III. La valoración de los bienes se encuentra 
directamente vinculada con la capacidad económica. La 
capacidad económica puede contemplarse desde una doble 
vertiente: como capacidad económica absoluta, o aptitud 
constitucional para ser sujetos pasivos del tributo, y como 
capacidad económica relativa, que es la base para determinar 
en qué medida un sujeto pasivo concreto debe contribuir a los 
gastos públicos.
Si la capacidad económica gravada con un tributo suele 
venir determinada, en los tributos variables, mediante la 
conjunción de dos elementos esenciales como son la base 
imponible y el tipo de gravamen cuando dicha capacidad 
económica en el plano táctico está representada por un bien 
inmueble urbano, la ley deberá contener los elementos que 
permitan el trasvase de esa capacidad económica real a la 
capacidad económica normativa gravada por el tributo. Por otra
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parte, la capacidad contributiva limita las opciones del 
legislador, no sólo en cuanto a la determinación del hecho 
imponible, sino también en la determinación de la base 
imponible. La capacidad económica no sólo exige del legislador 
que en su actuar busque la riqueza allí donde ésta se encuentre 
sino además, que los elementos cuantitativos elegidos por él 
como parámetros de esa capacidad económica sean efectivos y 
proporcionados a la capacidad misma. Por ello, la valoración 
establecida por el legislador como elemento cuantíficador del 
hecho imponible debe adecuarse a la capacidad económica 
gravada por el tributo.
IV. El valor de los bienes inmuebles urbanos como 
elemento de cuantificación de la prestación tributaria debe 
venir regulado por ley. Siendo la base imponible un elemento 
esencial del tributo, cuando ésta se determine atendiendo al 
valor de los bienes, los elementos de cuantificación utilizados 
para la concreción del citado valor deben estar regulados por 
ley. El legislador debe determinar los criterios que van a 
servir para convertir este bien en una cuantía monetaria. A 
esta determinación podemos denominarla valoración. Dentro de 
la valoración se deben distinguir dos fases: la definición 
normativa de los valores y criterios a utilizar y el 
procedimiento técnico de esta valoración. La primera fase 
corresponde al legislador quien deberá, en consecuencia, 
determinar el concepto de valor utilizado - si es un valor de 
uso, un valor de cambio o un valor de rendimiento- la medida o 
criterio de valoración y, al mismo tiempo, deberá hacerlo de 
forma tal que el contribuyente sepa a priori cual va a ser el 
montante de su deuda tributaria. De esta forma se salvaguarda 
la seguridad jurídica. El segundo momento de la valoración, el 
procedimiento técnico quedará en manos de expertos que, en
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todo caso, deberán aplicar a los bienes concretos los criterios 
generales establecidos por el legislador.
V. El legislador debe procurar a la hora de establecer los 
criterios de valoración que éstos sean claros y generales. El 
legislador no debe olvidar en ningún momento que las leyes son 
normas de general aplicación a todos los afectados por las 
mismas y, en consecuencia, cuando se dicta una norma de 
carácter general pensando en actuaciones particularizadas la 
norma no va a ser justa puesto que si bien cuando se aplique 
sobre actuaciones similares a las que dieron origen a la norma 
se estará corrigiendo una conducta no adecuada, cuando se 
aplica a actuaciones plenamente adecuadas al ordenamiento 
jurídico se están quebrantando los principios fundamentales de 
nuestro ordenamiento. Ello implica que los criterios de 
valoración de los bienes inmuebles urbanos deben responder en 
todo caso a la finalidad perseguida por el tributo y a la 
capacidad económica que se pretende gravar con el mismo pero 
en ningún caso se deben utilizar criterios de valoración que 
tengan como finalidad corregir posibles actuaciones 
irregulares de los sujetos pasivos. Hay que tener en cuenta que 
contra las actuaciones particularizadas, existen mecanismos 
propios del ordenamiento y son éstos los que deben aplicarse, 
modificándose los mismos si no son plenamente eficaces.
VI. Por lo que respecta a la valoración del uso de la 
vivienda por parte del propietario, viviendas desocupadas, 
cesión gratuita de bienes o existencia de derechos reales de 
disfrute en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
pensamos que no se ha seguido por parte del legislador el 
criterio más adecuado para determinar el valor de esta 
utilidad. Si consideramos que el uso de la vivienda por parte
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del propietario le reporta una utilidad cuantifícable 
económicamente deberemos, al tiempo, tener en cuenta que esa 
utilidad debe valorarse en términos de renta neta para poder 
computar la capacidad económica efectiva del sujeto pasivo. 
En ¡a hipótesis de que no existiera un Impuesto sobre el 
Patrimonio, esta renta neta debe ser el resultado de la 
medición cuantitativa de la utilidad menos los gastos 
realizados para obtener dicha utilidad o lo que es lo mismo, se 
debería acudir al valor de rendimiento del bien inmueble 
urbano.
Ante la inexistencia en el ordenamiento tributario de una 
imposición patrimonial, sí podría existir esta renta imputada, 
pero únicamente en aquellos supuestos en que efectivamente la 
vivienda reportara una utilidad a su propietario o, en su caso, 
al titular de derechos reales de disfrute sobre la misma. Esa 
renta imputada debería valorarse atendiendo a los alquileres 
del mercado que se satisfacieran para viviendas de las mismas 
características, minorando los mismos con todos los gastos 
necesarios para la obtención de la utilidad, así como teniendo 
en cuenta la depreciación del bien por su uso. De este modo el 
objeto del tributo, el hecho imponible y la base estaría 
conectados. En efecto, si el objeto del IRPF es la renta, renta 
entendida como todo flujo de riqueza ya sea monetaria o en 
utilidades que un sujeto pasivo obtiene en un período de 
tiempo, parece que la utilidad que le reporta la utilización de 
un bien inmueble urbano para fines propios también forma 
parte de esa renta. El hecho imponible es la obtención de renta 
por parte del sujeto pasivo, por lo que en el supuesto que nos 
ocupa esta obtención de renta no es monetaria por lo que 
deberá cuantificarse en términos monetarios. Esta 
cuantificación la llevará a cabo la base imponible del IRPF. 
Para poder mantener la racionalidad interna del tributo la 
valoración de la utilidad que reporta al titular el uso del bien
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inmueble urbano debe medirse en términos de renta neta y, por 
consiguiente, debería utilizarse como criterio de valoración el 
valor de rendimiento y no establecerse como rendimiento una 
parte porcentual del valor patrimonial del bien.
VII. Existe una doble imposición en nuestro sistema 
tributario que debe corregirse. Sí en nuestro ordenamiento 
existe una imposición personal sobre la renta 
complementada con una imposición sobre el patrimonio, la 
renta imputada por las viviendas no arrendadas deja de tener 
sentido como hecho imponible del Impuesto sobre la Renta, 
puesto que esa utilidad, esa capacidad económica que la 
posesión de las mismas supone para su titular ya se 
encuentra gravada en el Impuesto sobre el Patrimonio, al 
margen de la imposición albergada en el sistema tributario 
local, el IBI. En efecto, puesto que la imputación de 
rendimientos no responde a renta alguna sino a la capacidad 
económica que supone en el sujeto pasivo la posesión del 
citado bien podemos llegar a la conclusión de que el IRPF 
tiene como objeto el mismo que el Impuesto sobre el 
Patrimonio. Es más, si la imputación de rendimientos tiene 
como hecho imponible la titularidad del bien inmueble, no 
sólo coincide con el Impuesto sobre el Patrimonio sino 
también con el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, tributo 
local. Por consiguiente, debe suprimirse la imputación de 
rendimientos en el supuesto de bienes inmuebles urbanos no 
arrendados del IRPF. Esta supresión debería conllevar 
modificaciones en las otras figuras tributarias de tal modo 
que las funciones de estos impuestos, y sobre todo del 
Impuesto sobre el Patrimonio siguieran siendo válidas.
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VIII. En el supuesto de los incrementos patrimoniales, 
éstos siempre deben ser el resultado de la comparación de dos 
magnitudes, valor de adquisición y valor de transmisión, que 
como regla general debe consistir en los importes satisfechos 
por la adquisición y en el importe recibido por la transmisión, 
respectivamente. En aras de la capacidad económica y la 
justicia tributaria además, deben tenerse en cuenta los 
elementos necesarios para no gravar incrementos puramente 
nominales o incrementos producidos por situaciones 
inflacíonistas. En este sentido, tanto la tributación de los 
incrementos de patrimonio en el ámbito del Impuesto sobre la 
renta de las personas físicas como el Impuesto sobre el 
incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana en la 
tributación local no se adecúan plenamente a dichos principios. 
El Impuesto local tras establecer que la base imponible es el 
incremento real del valor del terreno, determina como 
incremento del mismo el resultado de aplicar los porcentajes 
anuales establecidos en la ley al valor catastral del bien en el 
momento del devengo del impuesto. Ello implica, en definitiva 
que nos encontramos ante una base imponible ficticia, 
existente únicamente a efectos fiscales, ya que estas 
operaciones no tienen porqué coincidir con el incremento real 
de valor. Esta ficción produce efectos perjudiciales en el 
contribuyente ya que no puede demostrar por ningún medio ante 
la Administración que el incremento no es el obtenido por la 
aplicación de los porcentajes sino otro, puesto que a efectos 
del Impuesto el incremento real no es tenido en cuenta en 
ningún caso.
Por todo ello pensamos que si bien el legislador se ha 
desentendido de los principios constitucionales que rigen en el 
Derecho Tributario con el fin de evitar situaciones 
fraudulentas en el ámbito de la tributación de los incrementos 
patrimoniales, esta actuación no es ajustada a derecho y, en
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consecuencia debería ser objeto de rectificación. Otro ejemplo 
claro de esta actuación legislativa es el establecimiento del
valor de mercado como valor de transmisión si el importe
efectivamente satisfecho por el bien difiere de aquél.
En este caso, el legislador conculca principios tan
fundamentales como el de capacidad económica, generalidad de 
la norma tributaria e incluso la presunción de inocencia. 
Además, al establecerse que prevalece el valor de mercado con 
carácter imperativo, se impide al sujeto pasivo probar que 
efectivamente el importe obtenido difería de aquel, y en 
consecuencia, se encuentra en una situación de indefensión 
contraría a los postulados constitucionales. En efecto, si como 
valor de adquisición se mantiene el que el sujeto pasivo
satisfizo en su momento, pero como valor de transmisión no se 
tiene en cuenta el importe real sino el valor de mercado, puede 
darse la paradójica situación de considerar como incremento 
patrimonial lo que en realidad ha sido para el sujeto pasivo una 
disminución, o al contrario, considerar como disminución lo 
que en realidad ha sido un incremento patrimonial.
IX. El legislador debería haber utilizado un solo valor 
patrimonial de los bienes inmuebles urbanos a efectos del 
Impuesto sobre el Patrimonio. Con ello, la labor tanto 
administrativa como los deberes tributarios de los 
contribuyentes se hubieran simplificado sobremanera, y la 
seguridad jurídica de los mismos se vería salvaguardada. Este 
único establecimiento de un criterio de valoración no 
empecería la labor administrativa de comprobación de la cual 
goza la Administración en virtud de los postulados de la LGT.
Este valor patrimonial debe ser el valor catastral de los 
bienes, por varios motivos. En primer lugar porque se trata de
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un valor administrativamente fijado y, en consecuencia, que va 
a salvaguardar la equidad tanto horizontal como vertical en 
todo el ámbito de aplicación del impuesto. Además hay que 
tener en cuenta que no es un simple valor fijado 
administrativamente sino que, en todo caso, la Administración 
tiene como referencia y límite en su actuación valorativa al 
valor de mercado por lo que el sujeto pasivo tiene siempre la 
posibilidad de recurrir el valor fijado por la Administración 
para demostrar que no se ajusta al parámetro citado. En 
segundo lugar, porque este valor ya es utilizado por el propio 
legislador para la determinación de otros tributos, como es el 
caso del IBI, con lo que se reduce la multiplicidad de valores 
que los bienes inmuebles tienen dentro de nuestro sistema 
tributario. Con ello conseguimos racionalidad y coordinación 
en el sistema. En tercer lugar porque al ser un valor que se 
acerca pero que en ningún caso, superará o se igualará al valor 
de mercado, parece el más idóneo para gravar la capacidad 
económica puesta de manifiesto con la posesión del 
patrimonio. Es decir, consideramos el valor catastral como el 
criterio de valoración que mejor se adecúa al concepto de 
valor en uso, que debe ser, a nuestro entender, el que guíe la 
valoración de los bienes que forman el conjunto de los bienes 
del patrimonio.
X. El valor catastral como valor patrimonial puede servir 
de base como valoración fiscal única en todos los tributos que 
tengan por objeto los bienes inmuebles urbanos en sí mismos 
considerados, o impuestos estáticos, e incluso también en 
aquellos impuestos dinámicos en los cuales no exista 
contraprestación monetaria. Evidentemente, los valores 
catastrales deben revisarse y actualizarse para alcanzar el 
grado de perfección que se requiere, pero ello no debe ser traba 
para que el legislador opte por no establecerlo como valor
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único, sino que lo que se debe exigir es la actuación efectiva 
de la Administración en la actualización y revisión de los 
citados valores. Al mismo tiempo este valor catastral puede 
servir como valor supletorio en aquellos casos en los que se 
precise. Las ventajas que reporta este valor son evidentes: de 
una parte, conseguir un valor de los bienes inmuebles urbanos, 
que sea fijado por la Administración de manera general a todo 
el territorio, supone en primer lugar evitar desigualdades no 
razonadas; ahora bien, ello no implica que exista una total 
uniformidad en cuanto a la valoración de los bienes inmuebles, 
puesto que precisamente con los criterios utilizados para la 
fijación de los valores tanto del suelo como de las 
construcciones se estará teniendo en cuenta, la ubicación del 
inmueble, y todas las características propias del mismo 
siempre teniendo como límite de la valoración administrativa 
el valor de mercado.
Junto a esta regulación básica de las valoraciones, el 
valor catastral implica la existencia de un valor objetivo de 
los bienes que, sin duda, debe acercarse al valor real del 
mismo. Si administrativamente se fijan valores teniendo en 
cuenta la especulación y, por consiguiente, no equiparando 
valor catastral a valor de mercado, no cabe duda que el valor 
catastral se acercará al valor real del bien.
XI. Dado el principio de reserva de ley que rige en nuestro 
ordenamiento tributario y por ser el valor de los bienes 
inmuebles un elemento esencial del tributo, el legislador 
debería haber determinado qué se entiende por valor real tanto 
a efectos del ITPAJD como del ISD. El legislador debería haber 
delimitado qué se entiende por valor real de los bienes, como 
exigencia de los postulados constitucionales: principio de 
reserva de ley, capacidad económica y seguridad jurídica. En
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primer lugar debería haber delimitado el concepto de valor al 
que se refiere, es decir, si es un valor de rendimiento, un valor 
de uso o un valor de cambio* Parece evidente que por la 
finalidad perseguida por el ITPAJD el valor que más se adecúa 
es el valor de cambio, ya que se gravan los bienes inmuebles 
atendiendo a su enajenación. Si ello es así, una vez delimitado 
el concepto de valor, éste debería ajustarse en el supuesto del 
ITPAJD lo más posible al precio efectivamente satisfecho por 
la transmisión, dado que este precio es para el sujeto pasivo 
el valor que tiene el bien y, en consecuencia, es el citado 
precio el que pone de manifiesto la capacidad económica que el 
impuesto pretende gravar.
XII. Con la expresión valor real podría referirse a la 
cantidad efectivamente satisfecha en el acto o contrato 
sometido a tributación. De este modo, en una transmisión 
donde existe un precio, evidentemente éste es el que mejor se 
adecúa a la capacidad económica que se pretende gravar con el 
tributo en cuestión. Esta acepción del valor real emana del 
adagio latino Tantum vales res quantum vendi potest. 
Por ello, en las transmisiones en las que existe un precio, 
debería ser éste el que sirva de base imponible del impuesto, y 
allí donde no exista el mismo, en aras de la simplicidad, 
economía procesal y seguridad jurídica del contribuyente el 
valor de los bienes podría venir claramente determinado por el 
valor patrimonial, por el valor a efectos del Impuesto sobre el 
Patrimonio. El valor de transmisión de un bien inmueble urbano 
debe ser el importe real efectivamente satisfecho, y ser la 
Administración la que con sus poderes-deberes de 
comprobación determinara si ese importe declarado era el 
efectivamente satisfecho o no, y de no serlo, aplicar el 
correspondiente importe con las consecuencias punitivas que 
de ello se podría derivar. Pero lo que no parece muy congruente
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en un Estado Social y Democrático de Derecho es que se acuda a 
conceptos jurídicos indeterminados que van a provocar 
situaciones injustas entre ios sujetos pasivos. De este modo, 
tanto en ios impuestos que gravan la transmisión de los bienes 
inmuebles urbanos como en aquellos tributos en los que se 
grava el incremento de patrimonio producido por la 
transmisión los valores a tener en cuenta deben ser los 
importes efectivamente satisfechos por el sujeto pasivo.
XIII. En el ámbito del ISD, dadas las dificultades 
existentes para determinar el valor real de determinados 
bienes, y en concreto el valor real de los bienes inmuebles 
urbanos, el legislador debería haberse apoyado en el propio 
sistema tributario, determinando como valor real de los 
mismos, el que ya se establece en otro impuesto patrimonial, 
el Impuesto sobre el Patrimonio, entendiendo como valor 
patrimonial única y exclusivamente el valor catastral. De este 
modo, este último impuesto serviría a la imposición sobre 
Sucesiones y Donaciones, no sólo facilitando un inventario de 
los bienes objeto de transmisión sino también un valor 
actualizado de los mismos. Con esta remisión al Impuesto 
sobre el Patrimonio, el sujeto pasivo tendría la certeza de 
estar cumpliendo con su deber tributario, y por otra parte las 
labores administrativas en la gestión del impuesto se 
simplificarían, lo que se traduciría tanto en un ahorro procesal 
como económico. Al mismo tiempo, la necesaria coordinación y 
racionalidad del sistema tributario con esta remisión 
quedarían salvaguardadas. Con la remisión al valor de los 
bienes por aplicación al Impuesto sobre el Patrimonio, se 
podría instaurar definitivamente el régimen de autoliquidación 
como general, y de este modo, la comprobación de valores se 
situaría de nuevo en el lugar que le corresponde, en la fase 
administrativa de comprobación e investigación de las
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actuaciones de los sujetos pasivos, teniendo en cuenta que la 
facultad de comprobación no tiene porque comportar una 
comprobación de los valores declarados en todos los supuestos.
XIV. En definitiva, entendemos que debe existir una 
valoración unitaria en el sentido de contar con un único valor 
de los bienes inmuebles urbanos aplicable a todas las figuras 
tributarias patrimoniales en las cuales no exista un precio 
efectivo. Por el contrario, donde exista este precio, éste debe 
ser el criterio utilizado para la determinación de la base 
imponible con carácter general. Se podría argumentar que esta 
diferencia de valoración quiebra el principio de igualdad 
puesto que, por ejemplo, ante un supuesto de transmisión los 
sujetos pasivos van a tributar atendiendo al título de la 
transmisión, onerosa o lucrativa. Sin embargo, hay que 
recordar la doctrina sentada por nuestro Tribunal 
Constitucional sobre este principio y tener presente que no 
toda desigualdad es inconstitucional, sino tan sólo aquellas 
que no se encuentren justificadas y no sean razonables.
Entendemos que la diferente valoración se encuentra 
justificada precisamente en la diferente situación que se 
regula en ambos supuestos, y la diferente capacidad económica 
que se pretende gravar con cada una de las figuras impositivas. 
En el ITP la adquisición del bien inmueble no ha sido gratuita, 
sino que ha supuesto un desembolso para el sujeto pasivo, por 
lo que parece que lo más adecuado sea gravar esa adquisición 
teniendo en cuenta el desembolso realizado que es el índice de 
capacidad económica gravada. Sin embargo, en las 
adquisiciones lucrativas no existe desembolso alguno por el 
adquirente, por lo que parece más adecuado valorar lo 
adquirido tomando como base el valor patrimonial de los 
bienes recibidos lucrativamente.
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Por consiguiente, consideramos que debe haber una 
valoración única basada en el valor catastral aplicable a los 
impuestos patrimoniales, Impuesto sobre el Patrimonio, 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones e Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles. Evidentemente, esta valoración única 
implica que se encuentren regulados por ley los elementos 
esenciales de cuantificación del valor catastral, por 
imperativos de la reserva de ley. Si se establecen por ley los 
elementos de cuantificación del valor catastral, los sujetos 
pasivos pueden saber a priori cual va a ser su carga tributaria 
y si ésta se adecúa o no a su capacidad económica. Sólo en el 
caso en que el descubrimiento del precio efectivamente 
satisfecho fuera impracticable, cabría plantearse una 
valoración distinta, pero en este caso, consideramos que lo 
más idóneo sería establecer como valor de los bienes tanto 
para los que son objeto de transmisión como los que no los son 
un único valor, único valor que bajo nuestra óptica debería ser 
el valor a efectos del Impuesto sobre el Patrimonio, y más 
concretamente el valor catastral de los bienes. Además, se 
podría plantear una única valoración, ya no sólo ante la 
imposibilidad de determinar exactamente el precio efectivo 
sino haciendo hincapié en la seguridad jurídica de los 
obligados tributarios. En efecto, un valor único del bien 
inmueble urbano utilizable en todos los tributos no sólo es una 
garantía para el contribuyente sino que además implica 
economía y simplicidad tanto para los deberes del 
contribuyente como para las actuaciones de comprobación e 
investigación de la Administración posteriores.
XV. La existencia de una valoración única basada en el 
valor catastral para los impuestos en los que no existe 
contraprestación efectiva y, de otra parte, el mantenimiento
4 4 9
del precio cuando sí existe contraprestación no implica que la 
Administración no pueda ejercer sus poderes-deberes de 
comprobación.
Evidentemente, la Administración en virtud del art. 52 
LGT, puede comprobar el valor declarado por el contribuyente, 
pero pensamos que si se establece como criterio el precio 
efectivamente satisfecho la Administración lo que deberá 
comprobar es si efectivamente el valor declarado fue el 
importe satisfecho, y en ningún modo comprobar si ese valor 
declarado se ajusta o no al valor de mercado del bien o a 
cualquier otro valor. Es decir, la Administración goza de la 
facultad de comprobación pero esta facultad no es ilimitada ni 
puede ser arbitraria, sino que en todo caso, la comprobación 
debe ir destinada a determinar si la actuación del 
contribuyente se ajusta o no a los preceptos tributarios 
utilizados.
En este sentido pensamos que si el legislador 
estableciera una valoración unificada y, por consiguiente, 
determinara concretamente qué valor se ha de tener en cuenta 
en la tributación de los bienes inmuebles, no se producirían las 
situaciones, cuanto menos chocantes, que se producen en la 
actualidad. Nos estamos refiriendo a la aplicación de la 
Disposición Adicional Cuarta de la Ley de Tasas y Precios 
Públicos cuando nos encontramos con una comprobación de 
valores que excede de los límites marcados en esta 
Disposición, y que afecta exclusivamente a la comprobación de 
valores a efectos del ITPAJD y no a otros tributos en los que 
también se encuentra prevista la comprobación de valores. 
Esta Disposición Adicional Cuarta tiene como finalidad evitar 
unas conductas particularizadas como posibles conductas 
fraudulentas, pero al aplicarse como regla general a todas las 
transmisiones patrimoniales se convierte en una norma injusta
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y que choca de frente con principios constitucionales tales 
como la capacidad económica, la seguridad jurídica y la 
presunción de inocencia. Si existiera una normativa sobre la 
valoración de los bienes inmuebles urbanos que sirviera para 
todo el sistema tributario, no deberían existir normas como la 
Disposición Adicional Cuarta, por carecer de sentido.
En efecto, si el legislador estableciera qué valor 
concreto es el que debe utilizarse para la determinación de la 
base imponible de los distintos impuestos, la Administración 
no tendría que determinar un valor distinto sino que debería 
comprobar si efectivamente el valor declarado por el 
contribuyente se ajustaba o no al establecido por el legislador. 
Si además el valor establecido por el legislador fuera el valor 
catastral, la Administración no sólo no podría establecer un 
valor distinto, ya que el valor catastral lo concreta la propia 
Administración y se aplicaría la teoría de los actos propios, 
sino que se vería obligada a tener en todo momento el valor 
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clase inferior a 
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ANEXO 1. CLASIFICACION DE LOS INMUEBLES ( INDIVIDUALES Y LOCALES SITUADOS DENTRO DE 
UN INMUEBLE COLECTIVO)
Criterios a
considerar características generales propias de cada categoría de local
1 2 3
concepción Amplitud Amplitud Las otras zonas
general superior a la superior a la de la casa
normal. En los normal. En los bastante
inmuebles inmuebles espaciosas. En
colectivos colectivos los inmuebles
accesos y accesos y colectivos
escaleras de escaleras de accesos comunes
grandes grandes fáciles
dimensiones dimensiones
salones * Presencia Presencia Presencia
obligatoria de obligatoria de obligatoria de
salones salones salones en




locales de numerosos y numerosos y en general
higiene* bien equipados bien equipados varios cuartos
de baño
4 5 6 7
Las otras zonas A menudo dimensiones Los espacios
de la casa rellanos reducidas abiertos
bastante comunes a más incluso en las generalmente
espaciosas. En dedos habitaciones sacrificados en
los inmuebles viviendas sobre todo en los inmuebles
colectivos las colectivos (
accesos construcciones accesos comunes
comunes fáciles recientes sombríos y 
estrechos)
Presencia Existencia en En general En general
obligatoria de general de un ausencia de ausencia de
salones en salón en las salones salones
locales con viviendas
cierto número antiguas de
de tres a cuatro
habitaciones habitaciones. 
En las nuevas, 
sea cual sea el 
número de 
habitaciones.
existencia presencia la en general ausencia muy
necesaria de un menos de un ausencia en los frecuente de
cuarto de baño aseo con agua antiguos, y locales de
o de ducha o un corriente presencia de un higiene
aseo con agua cuarto de baño
corriente en los recientes
*  No se tienen en cuenta en los locales destinados exclusivamente a uso profesional.
ANEXO 1. CLASIFICACION DE LOS INMUEBLES ( INDIVIDUALES Y LOCALES SITUADOS DENTRO DE 
UN INMUEBLE COLECTIVO)
Criterios a
considerar características generales propias de cada categoría de local
6 7
En general 
agua y W.C. en 
el exterior
1 2 3 4 5
Equipamientos Numerosas Numerosas Numerosas Numerosas Una o más Una o más
usuales: agua, tomas d agua tomas d agua tomas d agua tomas d agua tomas de agua tomas de agua
W .C * corriente. Uno o corriente. Uno corriente. Uno o corriente. Uno interiores. interiores.
más W.C. por o más W.C. por más W.C. por o más W.C. por W.C. interiores W.C. algunas
local local local local veces
exteriores
calefacción presencia presencia presencia Frecuente en Excepcional en
central habitual habitual habitual los antiguos. los antiguos.
Habitual en Frecuente en los
los nuevos nuevos
ascensor presencia presencia presencia ausencia ausencia ausencia
habitual habitual habitual frecuente en los frecuente en los habitual en los
antiguos. antiguos. antiguos.
Habitual en Habitual en los Habitual en
los nuevos nuevos cuando los nuevos
cuando tengan tengan cuatro cuando tengan
más de cuatro alturas más de cuatro
alturas alturas
escalera Presencia Presencia Presencia Ausencia
tapizada, habitual sobre habitual sobre habitual sobre frecuente
escalera de todo en las todo en las todo en las
servicio antiguas antiguas antiguas
Impresión de Gran lujo Lujo Muy Confortable bastante Corriente











* No se tienen en cuenta en los locales destinados exclusivamente a uso profesional.
ANEXO 2. CLASIFICACION DE LAS DEPENDENCIAS CONSTRUIDAS Y LOS ELEMENTOS QUE FORMAN 
DEPENDENCIAS.
Criterios a considerar










Características generales propias de cada categoría. 
A B C






presencia poco frecuente 
según la naturaleza, 
presencia ocasional de 
lavaderos, garage, etc 
























materiales de calidad 
mediocre. Ausencia casi 
total de muros









ANEXO 3. COEFICIENTE DE IMPORTANCIA PARA LAS 
VIVIENDAS HABITUALES.
categorías primer tramo segundo tramo tercer tramo
inmobiliarias (20 primeros de 20 metros metros
metros cuadrados a cuadrados
cuadrados) restantes
coeficiente coeficiente coeficiente
I a categoría 3,00 400
2a categoría 2,50 320
3a categoría 2,10 240
4a categoría 1,70 160 0,90 0,75
5a categoría 1,45 110
6a categoría 1,30 80
7a categoría 1,20 60
8a categoría 1,10 40
ANEXO 4. COEFICIENTE DE IMPORTANCIA PARA LOCALES DE 
INMUEBLES COLECTIVOS
categorías primer tramo segundo tramo tercer tramo
inmobiliarias (20 primeros de 20 metros metros
metros cuadrados a cuadrados
cuadrados) restantes
coeficiente coeficiente coeficiente
I a categoría 2,60 350
2a categoría 2,20 260
3a categoría 1,90 200
4a categoría 1,60 140 0,90 0,75
5a categoría 1,35 90
6a categoría 1/25 70
7a categoría 1,15 50
8a categoría 1,05 30
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ANEXO 5. COEFICIENTE DE CONSERVACION.
Estado de conservación coeficiente
Buena: Construcción que no necesita ninguna 1,20
reparación
Bastante buena: construcción que necesita pequeñas 1,10
reparaciones
Aceptable: Presenta, a pesar del mantenimiento 1
regular los defectos permanentes debidos a la 
antigüedad sin que éstos comprometan las 
condiciones elementales de habitabilidad
Mediocre: necesita reparaciones de cierta importancia, 0,90
aunque localizadas
Mala: necesita grandes reparaciones en todas sus partes 0,80
ANEXO 6. COEFICIENTE DE SITUACION. 
Apreciación de la situación
Excelente: ofrece ventajas notorias sin 
inconvenientes relevantes
Buena: ofrece ventajas notorias en parte 
empañadas por ciertos inconvenientes
Corriente: no ofrece ventajas ni 
inconvenientes, o se compensan entre sí
Mediocre: presenta inconvenientes notorios 



















ANEXO 7 COEFICIENTE DE ASCENSOR.
Altura del local inmueble con ascensor inmueble sin ascensor
coeficiente coeficiente
6o o más alto + 0,05 -0,15
5C + 0,05 -0,10
4° + 0,05 -0,05
3Q + 0,05 0
2° + 0,05 0
1° 0 0
planta baja 0 0




















sólo en caso de 
instalación fija: gas 
ciudad.




- por ducha y pila de 
lavar
- por W.C. particular
- por lavabo y otros 
aparejos sanitarios 






(por piezas y anexos 
higiénicos)
- da lo mismo que la 
calefacción sea 
particular o común a 
ios inmuebles
*  Sólo se aplica cuando las dependencias son objeto de valoración independientes
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II. ANEXOS AL CAPITULO 4. TRIBUTACION DE LOS 
BIENES INMUEBLES URBANOS EN EL DERECHO 
TRIBUTARIO ITALIANO.
ANEXO UNICO. CLASIFICACION DE LAS UNIDADES 
INMOBILIARIAS URBANAS.
I. INMUEBLES DE DESTINO ORDINARIO.
Grupo A. unidades inm obilia rias para uso de 
vivienda o asim ilables:
A/1 viviendas de tipo señorial.
A/2 viviendas de tipo civil.
A/3 viviendas de tipo económico.
A/4 viviendas de tipo popular.
A/5 viviendas de tipo más que popular.
A/6 viviendas de tipo rural.
A/7 viviendas en casita.
A/8 viviendas en quintas de campo.
A/9 castillos, palacios de gran valor artístico e
histórico
A/10 oficinas y estudios privados.
A/11 viviendas y alojamientos típicos del lugar.
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Grupo B. unidades inmobiliarias para uso de 
alojamiento colectivo.
B/1 colegios, institutos, asilos, orfanatos, hospicios,
conventos, seminarios y cuarteles.
B/2 casas de cura y hospitales
B/3 cárceles y reformatorios.
B/4 Oficinas públicas.
B/5 Escuelas y laboratorios científicos.
B/6 bibliotecas, pinacotecas, museos, galerías,
academias, siempre que no sean edificios de la 
categoría A/9.
B/7 Capillas y oratorios no destinados al ejercicio 
público del culto.
B/8 Almacenes subterráneos para depósitos de 
mercancías.
Grupo C. unidades Inmobiliarias destinadas 
al comercio y otros.
C/1 negocios y tiendas.
C/2 almacenes y locales de depósito.
C/3 laboratorios para arte y profesión.
C/4 Edificios y locales para ejercicios deportivos.
C/5 establecimientos balnearios y de aguas curativas.
C/6 establos, cuadras, cobertizos, cocheras.
C/7 techados cerrados o abiertos.
II. INMUEBLES DE DESTINO ESPECIAL.
D/1 a D/9 fábricas y en general edificios construidos 
por las especiales exigencias de una activi­
dad industrial o comercial no susceptibles de
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un destino distinto para el que han sido crea­
dos sin una radical transformación.
III. INMUEBLES DE DESTINO PARTICULAR.
E/1 a E/9 otras unidades inmobiliarias que por la 
singularidad de sus características, no son 
reconducibles a otras categorías.
ANEXO III. CUADROS COMPARATIVOS DE 
TRIBUTACION DE LOS BIENES INMUEBLES 
URBANOS EN LOS DISTINTOS SISTEMAS 
TRIBUTARIOS ESTUDIADOS.
1.- Cuadro comparativo de la tributación de los bienes 
inmuebles urbanos en la imposición estatal
2.- Cuadro comparativo de la tributación de los bienes 
inmuebles urbanos en la imposición local






IMPUESTO SOBRE LA RENTA
RCI: Inmuebles arrendados: canon 
arrendaticio menos gastos. Resto 
inmuebles urbanos: renta imputada 2% 
valor IP.
INCREMENTOS PATRIMONIALES: valor 
adquisición ( precio o valor de ISD) Valor 
de Transmisión: precio salvo que difiera 
del valor de mercado
RCI: inmuebles arrendados: canon 
arrendaticio menos gastos. Sólo cuando 
el inmueble no esté arrendado ni 
utilizado por su titular: renta presunta, 
arrendamiento medio anual menos 
gastos.
INCREMENTOS PATRIMONIALES: valor 
adquisicón ( precio o valor de ISD) valor 
de transmisión: precio.
RCI: idependientemente de efectiva 
percepción de renta: renta imputada: 
renta catastral
INCREMENTOS PATRIMONIALES: valor 
adquición ( precio) valor transmisión 
(precio)
RCI: no existe renta presunta. 
INCREMENTOS PATRIMONIALES. Sólo 
tributan los producidos a corto plazo o 
especulativos. Valor adquisición ( 
precio) valor transmisión (precio)
IMPUESTO SOBRE EL PATRIMONIO
valor mayor de tres: valor 
catastral, precio o 
contraprestación y valor 
comprobado a efectos de otros 
tributos
inmuebles urbanos: valor venal o 
valor de mercado
no existe una imposición general 
sobre el patrimonio
inmuebles urbanos: valoración 
según determina la Ley de 
Valoración.
IMPUESTO SOBRE SUCESIONES Y 
DONACIONES
Valor real del bien. No se 
determina qué se entiende por 
valor real
valor venal como valor de 
mercado
valor de mercado
valor según determina la Ley de 
Valoración.
IMPUESTO SOBRE TRANSMISIONES
Valor real del bien. No se 
determina qué se entiende por 
valor real
precio pagado por la transmisión.
valor de mercado.
precio pagado por la transmisión





IMPUESTO SOBRE BIENES 
INMUEBLES
valor catastral que nunca puede 
ser superior al valor de 
mercado.
valor en renta catastral 
determinado según las normas 
delC G L
no existe un impuesto de estas 
características ( hay prevista 
una reforma local en la cual sí 
que se contempla esta figura).
IMPUESTO SOBRE EL 
INCREMENTO DEL VALOR DE 
LOS TERRENOS.
valor del incremento según las 
normas reguladoras: no se tiene 
en cuenta el incremento real
no existe un impuesto de estas 
características
diferencia entre valor inicial ( 
valor declarado o valor de 
mercado ) y valor final ( valor 
declarado o comprobado)
IMPUESTO SOBRE LA 
OCUPACION DE INMUEBLES
no existe un impuesto de estas 
características
valor en renta catastral según 
las normas de la Taxe Fonciére
no existe un impuesto de estas 
características
IMPUESTO LOCAL SOBRE LA 
RENTA
no existe un impuesto de estas 
características
no existe un impuesto de estas 
características
RCI: idependientemente de 
efectiva percepción de renta: 
renta imputada: renta catastral 
INCREMENTOS PATRIMONIALES: 
valor adquición ( precio) valor 
transmisión (precio)
ALEMANIA valor de los bienes según se no existe un impuesto de estas no existe un impuesto de estas no existe un impuesto de estas 
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